
INFORME  DE  LA  COMISIÓN  MIXTA
encargada de proponer  la forma y modo
de  resolver  las  divergencias  suscitadas
entre  ambas  Cámaras  durante  la
tramitación  del  proyecto  de  ley  que
introduce en la Ley Orgánica del Congreso
Nacional  las  adecuaciones  necesarias
para  adaptarla  a  la  ley  Nº  20.050,  que
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HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS:

HONORABLE SENADO:

La Comisión Mixta constituida en conformidad
con el artículo 71 de la Constitución Política de la República, tiene el honor
de proponeros la forma y modo de resolver las divergencias suscitadas
entre ambas Cámaras durante la tramitación del proyecto de ley indicado
en el epígrafe, con urgencia calificada de “simple”.

El origen de esta Comisión Mixta se encuentra
en que la Cámara de Diputados, en sesión celebrada el día 8 de mayo del
año 2007, rechazó, en el tercer trámite constitucional, la totalidad de las
enmiendas que en su oportunidad había acordado el Senado. A raíz de lo
anterior, se procedió a designar como integrantes de ella a los Honorables
Diputados  señora  Laura  Soto  González  y  señores  Gabriel  Ascencio
Mansilla,  Juan  Bustos  Ramírez,  Alberto  Cardemil  Herrera  y  Edmundo
Eluchans  Urenda,  según  se  consignó  en  el  oficio  Nº  6.969,  de  28  de
agosto de 2007.

El Senado, por su parte, en sesión del día 28 de
agosto de 2007, nombró para este efecto a los miembros de su Comisión
de  Constitución,  Legislación,  Justicia  y  Reglamento,  Honorables
Senadores señora Soledad Alvear Valenzuela y señores Alberto Espina
Otero, José Antonio Gómez Urrutia, Hernán Larraín Fernández y Pedro
Muñoz  Aburto.  Posteriormente,  el  Honorable  Senador  señor  Andrés
Chadwick Piñera sustituyó al Honorable Senador señor Larraín. 

Previa  citación  del  señor  Presidente  del
Senado, la Comisión Mixta se constituyó el día 10 de octubre de 2007, con
asistencia  de  los  mencionados  parlamentarios.  En  dicha  sesión,  por



unanimidad, se eligió como Presidente al Honorable Senador señor José
Antonio Gómez Urrutia. 

Hacemos presente que con posterioridad a la
referida  sesión,  la  Honorable  Cámara  de  Diputados  comunicó  que  los
Honorables Diputados señora Soto y señores Ascencio y Bustos serían
reemplazados  por  los  Honorables  Diputados  señores  Guillermo  Ceroni
Fuentes,  Jorge  Burgos  Varela  y  Marcelo  Díaz  Díaz,  respectivamente.
Ulteriormente, el Honorable Diputado señor Ascencio asumió nuevamente
como  integrante  de  esta  Comisión.  Asimismo,  el  Honorable  Diputado
señor  Eluchans  fue  reemplazado,  en  una  sesión,  por  el  Honorable
Diputado  señor  Andrés  Egaña  Respaldiza  y  en  otra,  por  el  Honorable
Diputado señor Rodrigo Álvarez Zenteno. En algunas de sus sesiones, la
Honorable Senadora señora Alvear y el Honorable Senador señor Gómez
fueron  reemplazados  por  el  Honorable  Senador  señor  Sabag  y  el
Honorable Senador señor Vásquez, respectivamente.

En sesión celebrada el día 30 de junio de 2009,
el  Honorable  Senador  señor  Gómez presentó  su  renuncia  al  cargo  de
Presidente  de  la  Comisión  Mixta,  y  propuso,  en  su  reemplazo,  al
Honorable Senador señor Espina, quien fue elegido por la unanimidad de
sus integrantes para presidirla.

Posteriormente,  con  fecha  31  de  agosto  de
2009, la Comisión Mixta, por la unanimidad de sus miembros, eligió como
su Presidente al Honorable Senador señor Chadwick, quien cumplió dicha
labor hasta la conclusión de las sesiones en que se debatió este asunto.
 

A algunas de las sesiones concurrieron, además
de sus integrantes, el Presidente del Senado, Honorable Senador señor
Jovino  Novoa Vásquez,  y  su jefe  de  gabinete,  señor  Nicolás  Figari;  el
Presidente de la Cámara de Diputados, Honorable Diputado señor Rodrigo
Álvarez  Zenteno,  y  su  jefe  de  gabinete  señor  Cristián  Valenzuela;  los
Honorables Senadores señora Evelyn Matthei Fornet y señores Hernán
Larraín  Fernández  y  Baldo  Prokurica  Prokurica,  y  los  Honorables
Diputados señores Gonzalo Duarte Leiva, Ramón Farías Ponce, Roberto
León Ramírez y Patricio Walker Prieto.  Asimismo, asistieron el  Ministro
Secretario  General  de  la  Presidencia,  señor  José  Antonio  Viera-Gallo
Quesney; el Subsecretario de dicha Secretaría de Estado, señor Edgardo
Riveros Marín, y sus asesores señoras Karina Henríquez y Valeria Lübert
y señor Marco Opazo; el Director de Asuntos Jurídicos del Ministerio de
Relaciones  Exteriores,  embajador  señor  Claudio  Troncoso  Repetto,  los
funcionarios del Ministerio de Hacienda, señores Rodrigo González y Julio
Valladares y la abogada asesora de la Dirección de Presupuestos, señora
Macarena Lobos; el abogado del Sistema de Empresas Públicas (S.A.E),
señor  Alejandro  Reyes;  el  abogado  asesor  de  la  Honorable  Senadora
señora  Alvear,  señor  Marcelo  Drago;  el  asesor  del  Comité  del  Partido
Renovación Nacional de la Cámara de Diputados, señor Marco Riveros; el
asesor del Comité Partido por la Democracia de la Cámara de Diputados,
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señor  Álvaro  Pavez;  el  asesor  del  Comité  Partido  Unión  Demócrata
Independiente  de la  Cámara de Diputados,  señor  Rodrigo  Pinochet;  la
abogada  asesora  del  Honorable  Diputado  señor  Eluchans,  señora
Carolina  Steidle;  el  asesor  del  Honorable  Diputado  señor  Díaz,  don
Enrique Aldunate, y el Director del Programa de Asesoría Legislativa del
Instituto Libertad y Desarrollo, señor Sebastián Soto Velasco.

A  determinadas  sesiones  asistieron,
especialmente  invitados,  el  Contralor  General  de  la  República,  señor
Ramiro Mendoza Zúñiga, los Jefes de División de dicho Órgano Contralor
señores Julio Pallavicini y señor Osvaldo Vargas. Asimismo, participaron,
en una de sus sesiones, los abogados y profesores de derecho señores
Patricio  Zapata  Larraín,  Jorge  Correa  Sutil,  Juan  Domingo  Acosta
Sánchez, Jorge Bofill Genzsch y Jean Pierre Matus Acuña.

Finalmente, hacemos presente que la Comisión
Mixta  contó  con  la  permanente  colaboración  del  Secretario  Jefe  de
Comisiones de la Cámara de Diputados, señor Miguel Landeros Perkic. 

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

Cabe  dejar  constancia  que  las  normas
contenidas  en  la  propuesta  que  formula  esta  Comisión  Mixta  –con
excepción de las que se señalarán a continuación- deben ser aprobadas
por las cuatro séptimas partes de los señores Diputados y Senadores en
ejercicio, pues tienen rango orgánico constitucional, de conformidad con lo
dispuesto  en  los  artículos  52,  54,  55,  74  y  66,  inciso  segundo,  de  la
Constitución Política de la República.

Se  exceptúan  de  dicha  condición  los  nuevos
incisos quinto, octavo y noveno del artículo 5° A, preceptos que deben ser
aprobados por la mayoría absoluta de los señores Diputados y Senadores
en ejercicio, toda vez que tienen rango de ley de quórum calificado, de
conformidad con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 8° y 66,
inciso tercero, de la Constitución Política de la República.

Finalmente, las letras b), c) y d) del número 1,
los números 2, 3, 31 (en lo que corresponde al Título VII), 32, 33, 34, 35
del artículo único y los artículos 1°, 2°, 3°, 4° y 5º transitorios, tienen el
rango de ley común, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 66, inciso
cuarto, de la Constitución Política. 

CONSIDERACIONES PRELIMINARES

Hacemos presente que, con ocasión del estudio
las divergencias suscitadas entre ambas Cámaras durante la tramitación
del  proyecto  de  ley,  el  Presidente  del  Senado,  Honorable  Senador
señor  Jovino  Novoa  Vásquez  y  el  Presidente  de  la  Cámara  de
Diputados,  Honorable  Diputado  señor  Rodrigo  Álvarez  Zenteno,
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solicitaron ser recibidos por la Comisión Mixta con el fin de presentar un
conjunto de proposiciones que, enmarcadas en las ideas matrices de esta
iniciativa de ley, tienen por objeto perfeccionar la legislación que regula el
funcionamiento del Congreso Nacional, y hacer más transparente la forma
en se adoptan las decisiones al interior del Parlamento, lo que permitirá
adecuarla  de  manera  más  plena  a  las  reformas  constitucionales
aprobadas el año 2005 mediante la ley Nº 20.050.

La Comisión Mixta,  en sesión especialmente
convocada al efecto, escuchó los planteamientos de los Presidentes de
ambas  Corporaciones  y  adoptó,  según  se  indicará  más  adelante,  un
conjunto de acuerdos respecto de ellos.
 

En la referida sesión, intervino, en primer lugar,
el  Presidente  del  Senado,  Honorable  Senador  señor  Novoa,  quien
explicó que junto  con el  señor  Presidente  de la  Cámara de Diputados
habían  elaborado  una  serie  de  proposiciones  que  solicitaba  fueran
consideradas por esta Comisión Mixta. 

Hizo presente que ellas se enmarcan dentro del
proyecto de modernización del Congreso Nacional.

Ahondando en este  tópico,  expuso que en el
último  decenio  tanto  en  Chile  como  en  el  mundo  se  han  producido
importantes cambios sociales, los que imponen al Parlamento la tarea de
revisar la forma en que sus miembros cumplen las funciones legislativas y
representativas que les asigna el orden constitucional. Con el fin de dar
cuenta   de  lo  anterior,  resulta  indispensable  realizar  un  conjunto  de
innovaciones  respecto  de  la  manera  en  que  funciona  el  Congreso
Nacional.

Señaló  que esta  adecuación de la  legislación
que rige el funcionamiento del Congreso Nacional se da en un contexto en
que la  actividad parlamentaria  y  política  no es  valorada por  una parte
importante  de  la  opinión  pública.  Los  partidos  políticos,  agregó,  se
encuentran en una situación similar,  razón por la que es necesario,  de
manera urgente, adoptar diversas medidas para subsanar los reparos que
se han formulado y profundizar, en una fase inicial, la modernización del
funcionamiento del Congreso Nacional.

Manifestó  que  una  primera  acción
modernizadora debe dar respuesta a una opinión pública que demanda
más información, que quiere que el desempeño parlamentario sea más
transparente  y  controlable.  Sostuvo  que  esta  nueva  realidad  exige
acometer,  junto  con  las  enmiendas  legislativas  que  ya  considera  esta
Comisión Mixta, otras que las profundicen.
 

La segunda modernización dice relación con la
conveniencia  de  mejorar  los  procedimientos  legislativos.  Destacó  que
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parte de este desafío ya está recogido en el proyecto en estudio. Informó
que había celebrado reuniones con los Presidentes de Comisiones del
Senado, para saber de qué manera se puede mejorar la calidad técnica en
la elaboración de la ley. y utilizar de forma más eficiente los recursos que
posee la Biblioteca del Congreso Nacional. Destacó que la mencionada
Institución  ha  contratado  cerca  de  setenta  nuevos  profesionales
destinados  a  reforzar  la  asesoría  legislativa  que  reciben  los
parlamentarios.  Puntualizó  que el  Senado está  empeñado en tratar  de
sacar el mejor partido a estas nuevas capacidades profesionales.

Asimismo,  connotó  que  desde  hace  bastante
tiempo ha planteado, junto con otros parlamentarios, la necesidad de que
el Congreso Nacional cuente con una Unidad de Control Presupuestario,
con el  fin  de  estar  al  nivel  del  Ejecutivo  en la  discusión de la  Ley de
Presupuestos  y  realizar  un  seguimiento  al  cumplimiento  de  dicha  ley.
Recalcó que durante la discusión de la mencionada ley se solicita gran
cantidad  de  antecedentes  al  Gobierno,  sus  servicios  y  empresas.  El
Ejecutivo remite dicha información pero no existe la capacidad suficiente
para procesarla.
 

Seguidamente, puso de relieve que también se
encuentra pendiente una modernización de la gestión administrativa del
Congreso. Sobre esta materia hizo notar, a modo de ejemplo, que una de
las primeras labores que debió realizar cuando asumió como Senador fue
discutir un anteproyecto sobre modificaciones a la planta de funcionarios
del Senado. Agregó que han pasado once años desde esa fecha y este
tema aún no se ha resuelto. 

Manifestó que, dentro del contexto general que
ha presentado, existen a lo menos tres aspectos importantes que deben
ser  abordados  legislativamente.  Añadió  que  a  continuación  haría  un
conjunto de planteamientos que ya ha discutido con otros parlamentarios.
Pidió a los miembros de la Comisión Mixta ponderar y valorar en el debate
que llevarán a cabo estas proposiciones.

En  primer  lugar,  puntualizó  que  se  debe
resguardar la autonomía del Parlamento con el fin de evitar que ella sea
vulnerada. Las Cámaras deben decidir la forma en que administran los
recursos que les asigna la Ley de Presupuestos.

El  Congreso  Nacional,  en  el  ejercicio  de  su
autonomía,  está  facultado para  determinar  y  comunicar  a  la  autoridad
hacendaria  sus necesidades presupuestarias.  Los  recursos  que  recibe
son  fundamentales  para  que  cada  uno  de  sus  miembros  pueda
desempeñar adecuadamente su labor parlamentaria. Hizo presente que
así lo dispone la ley N° 18.918, en sus artículos 53 y 54, que, recogiendo
principios constitucionales, consagra la autonomía financiera de ambas
ramas del Poder Legislativo.
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Explicó que el  artículo 53 señala,  entre otros
aspectos,  que  la  Ley  de  Presupuestos  de  la  Nación  deberá  consultar
anualmente los recursos necesarios para el funcionamiento del Congreso
Nacional y que, para estos efectos, los presidentes de ambas Cámaras
comunican al Ministro de Hacienda las necesidades presupuestarias de
aquél. Aprobada la Ley de Presupuestos, acotó, los fondos que en ella se
establecen pasan al Parlamento.

El artículo 54, por su parte, es el que permite
definir  el  marco  jurídico  de  la  autonomía  financiera  del  Congreso
Nacional, particularmente en cuanto a traspasos, ejecución y control del
presupuesto  y  de  las  asignaciones  parlamentarias.  Recordó  que,  de
conformidad  con  dicho  precepto,  cada  Cámara  está  habilitada  para
establecer  la  forma en  que  se  distribuirán  los  fondos  públicos  que  le
corresponden. Esto es, dentro de un marco presupuestario común, tanto
el Senado como la Cámara pueden distribuir libremente esos fondos para
atender los diversos gastos que demanden el funcionamiento institucional
y el  rol  que compete a cada uno de los parlamentarios, realizando los
traspasos internos que procedan, conforme a las normas que fije el propio
Parlamento.  Profundizando  en  este  aspecto  destacó  que  la  Ley  de
Presupuestos del Sector Público no consagra una definición o regulación
sobre las asignaciones, ni establece glosas para su uso. Tampoco existe,
ni  podría  existir,  en  el  instructivo  del  Ministerio  de  Hacienda  sobre
ejecución presupuestaria, un precepto sobre la materia, a diferencia de lo
que  ocurre  con  la  dieta  parlamentaria,  que  se  encuentra  claramente
definida, atendida su naturaleza constitucional.
 

Adicionalmente,  recordó  que  esta  disposición
establece que el procedimiento de examen y aprobación de sus cuentas
de gastos es fijado también por el Parlamento. Para estos efectos, cada
Cámara tiene una Comisión Revisora de Cuentas. El informe de dicha
Comisión  contiene un  examen de los  gastos  realizados en el  período
presupuestario del año precedente, el cual es aprobado o ratificado por
cada Cámara y una síntesis del mismo se publica cada año en el Diario
Oficial.

En consecuencia, y de acuerdo a la normativa
mencionada,  el  Congreso  Nacional  ejerce  en  forma  privativa  tanto  el
control sustantivo como adjetivo del uso de sus recursos, y mediante la
acción independiente de sus dos ramas, fija en fondo y forma qué debe
entenderse  por  cada  una  de  las  asignaciones,  las  características  y
elementos  de  cada  una  de  ellas,  la  manera  en  que  se  examinan  y
aprueban  las  cuentas  de  gastos  y  los  mecanismos  para  fiscalizar  la
utilización de las asignaciones por cada parlamentario.

En  otro  orden  de  materias,  se  refirió,  a
continuación, al problema de la judicialización de la política. Advirtió que
las controversias de carácter político pueden originar denuncias con el
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único objeto de perjudicar a un competidor, a un partido o a un sector
político determinado.

Hizo  presente  que  bajo  el  amparo  de  la  ley
Nº  20.285,  sobre  Acceso  a  la  Información  Pública,  se  han  recibido
solicitudes de información en que claramente se puede observar que un
competidor de un Senador quiere obtener antecedentes con el objeto de
generar  artificialmente  un  conflicto.  Es  evidente  que  hay  que  dar
cumplimiento  a  dicha  normativa  pero  sin  que  se  utilice  para  ahondar
luchas electorales o judicializar el quehacer político.

Indicó que si  se  busca que la  referida  ley  se
aplique de manera que la opinión pública tenga acceso a la información, y
no  por  el  interés  de  generar  escándalo,  es  conveniente  revisar  las
conductas  parlamentarias  y  el  sistema  de  funcionamiento  de  cada
Cámara.

Afirmó que hoy es muy difícil sustentar que sea
el  propio  Congreso  Nacional  el  que  determine  las  asignaciones
parlamentarias, la manera en que ellas se gastan y, después, controlar la
forma  en  que  se  invierten.  Tal  proceder  fue  aceptable,  practicable  o
razonable, hace veinte, treinta o cuarenta años atrás, pero actualmente no
es así. Agregó que en diversos países se están realizando reformas en
estas materias.

Teniendo  en  cuenta  estos  antecedentes,
propuso a la Comisión Mixta  considerar un conjunto de propuestas que
pretenden  contribuir  a  reforzar  el  prestigio  del  Congreso  Nacional,
institución fundamental  para el  desarrollo del país y fortalecer su plena
autonomía  como  uno  de  los  Poderes  del  Estado.  Estas  propuestas
incorporan modificaciones a la regulación de las comisiones de ética, a las
declaraciones de intereses y patrimonio y a la determinación del monto,
administración y control de las asignaciones  parlamentarias.

En  particular,  el  Honorable  Senador  señor
Novoa explicó que los cambios que se propone efectuar a la Ley Orgánica
Constitucional  del  Congreso  Nacional  desde  esta  perspectiva,  son  los
siguientes: 

1.-  Incorporar  la  obligación  de  que  los
reglamentos  de  ambas  Cámaras  consignen  normas  para  cautelar  el
acceso  del  público  a  la  información  en  conformidad  a  la  Ley  de
Transparencia de la Función Pública.

2.- Consagrar en la Ley Orgánica del Congreso
las Comisiones de Ética, Transparencia o Conducta Parlamentaria de la
Cámara de Diputados y del Senado, sus funciones y la forma en que sus
miembros son elegidos.
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3.-  Regular  los  comités  parlamentarios,
estableciendo su estatuto jurídico y sus principales funciones.

4.-  Otorgar reconocimiento  legal  a  las
Comisiones de Régimen de la Cámara de Diputados y del Senado.

5.- Perfeccionar las declaraciones de intereses
de  los  parlamentarios,  hacer  obligatoria  su  publicación  en  los  sitios
electrónicos  oficiales  de  la  respectiva  Corporación,  disponer  que  los
Senadores  deben  actualizar  su  declaración  al  inicio  de  cada  período
legislativo, y que, tanto Senadores como Diputados, deben poner al día
dichas declaraciones cada vez que se produzca un cambio relevante en
ellos.

6.-  Enmendar las normas sobre declaraciones
de patrimonio de los parlamentarios,  con el  fin  de hacer  obligatoria  su
publicación  en  los  sitios  electrónicos  oficiales  de  la  respectiva
Corporación, establecer que los Senadores y Diputados deberán presentar
dichas declaraciones dentro de los 30 días desde que asuman su cargo y
actualizarla entre los ciento cincuenta y los ciento veinte días antes del
término del período legislativo que se encuentran sirviendo.

7.-  Precisar  el  procedimiento  y  las  sanciones
aplicables al parlamentario que incumpla las mencionadas obligaciones. 

8.-  Crear  un  Consejo  Resolutivo  de
Asignaciones Parlamentarias, encargado de determinar el monto, destino
y reajustabilidad de los fondos públicos destinados por cada Cámara a
financiar  el  ejercicio  de la  función parlamentaria.  Se propone que este
Consejo  esté  integrado  por  dos  ex  decanos  de  Facultades  de
Administración, Economía o Derecho de cualquier universidad acreditada
oficialmente por el Estado; un ex Senador y un ex Diputado que se hayan
desempeñado como parlamentarios durante un mínimo de ocho años; y
un  ex  ministro  de  hacienda  o  un  ex  director  de  presupuesto.  Los
consejeros serán elegidos con la aprobación de los tres quintos de los
diputados  y  senadores  en  ejercicio,  a  propuesta  de  una  comisión
bicameral; durarán cuatro años en sus cargos, pudiendo ser reelegidos y
serán inamovibles en su cargo salvo excepciones. También se proponen
normas sobre el funcionamiento interno del Consejo, la adopción de sus
acuerdos, la ejecución de éstos y sobre las vacancias que se produzcan
en los cargos de consejeros.

Se sugiere, asimismo, incorporar una definición,
para  todos  los  efectos  legales,  de  “función  pública  parlamentaria”,
entendiendo por tal el  ejercicio de la potestad legislativa, de las demás
atribuciones y obligaciones que establecen las leyes a los parlamentarios
y las actividades destinadas al cumplimiento de tales funciones; el rol de
representación popular y toda actividad política que en su cumplimiento
realizan  los  diputados,  senadores  y  comités  parlamentarios.  Dentro  de
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este  concepto,  quedan  incluidas  las  funciones  que  los  parlamentarios
cumplen como legisladores en la discusión y aprobación de las leyes y
tratados internacionales; las actividades en las que participan oficialmente
en Chile o en el extranjero en su calidad de parlamentarios; el trabajo que
realizan en sus distritos, que incluye, entre otras actividades, tomar parte
en  ceremonias,  en  reuniones  con  personas  y  grupos  de  interés  y  la
realización de visitas a organizaciones, establecimientos o empresas; la
acción política que desempeñan como miembros de un partido político, las
que considera la participación en seminarios nacionales e internacionales,
encuentros, consejos, reuniones, actos de campaña y proclamaciones; y
los actos de fiscalización que realizan los diputados en el ejercicio de su
facultades, tales como inspecciones, visitas, presentaciones judiciales o
ante órganos administrativos, entre otras.

De  igual  manera,  se  propone  constituir  un
Comité de Auditoría Parlamentaria del Congreso Nacional, encargado de
controlar el uso de los fondos públicos destinados a financiar el ejercicio
de  la  función  parlamentaria  y  ejercer  las  demás  funciones  que  se  le
asignen en los reglamentos de cada Corporación. Este Comité debiera ser
un  servicio  común  del  Congreso  Nacional  y  estar  integrado  por  un
abogado, con a lo menos cinco años de ejercicio de la profesión, elegido
de  una  terna  propuesta  por  el  Consejo  de  Alta  Dirección  Pública;  un
contador auditor, con a lo menos cinco años de ejercicio de la profesión,
elegido de una terna propuesta por el Consejo para la Transparencia; y un
miembro elegido, por concurso público, entre quienes hayan ocupado por
más  de  diez  años  un  cargo  directivo  en  la  Contraloría  General  de  la
República o se encuentren registrados, por igual período, en la nómina de
auditores de la Superintendencia de Valores y Seguros, quien lo presidirá.
Se sugiere que los integrantes del Comité sean designados por los tres
quintos de los diputados y senadores en ejercicio,  a propuesta de una
comisión  bicameral,  durarán  seis  años  en  sus  cargos,  no  podrán  ser
reelegidos  y  serán  inamovibles,  salvo  en  ciertos  casos  expresamente
establecidos. 

Asimismo,  se  propone  regular  el  período  que
abarcara la auditoría, el plazo en que deberá ejecutarse y la oportunidad
en que sus conclusiones se publicarán  en los sitios electrónicos de cada
Corporación.  Se  incorpora,  también  una  revisión  anual  obligatoria  para
todos los parlamentarios y los comités en relación con el uso de los fondos
públicos que se le hubieren asignado. Además, se agregan normas para
regular  los  reparos  u  objeciones  que  formule  el  Comité  de  Auditoría
Parlamentaria en las revisiones que efectúe.

Finalmente,  se  consideran  algunos artículos
transitorios  relativos  a  la  elección  y  constitución  del  primer  Consejo
Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias y del primer Comité de Autoría
Parlamentaria, a la elaboración del reglamento que regularán al Comité de
Auditoría Parlamentaria, y al traspaso de funciones entre las Comisiones
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Revisoras  de  Cuentas  de  cada  Corporación  y  el  Comité  de  Auditoría
Parlamentaria.

El  Honorable  Senador  señor  Novoa  hizo
presente que estas propuestas incluyen, también, otras enmiendas a la
Ley  Orgánica  del  Congreso  Nacional  que  se  enmarcan  en  las  ideas
matrices de esta iniciativa. En este sentido, se plantea que las Comisiones
de  Ética  tengan  facultades  para  imponer  amonestaciones  y  sanciones
pecuniarias. Señaló que no era partidario, como ocurre en otros países, de
privar,  por un determinado período,  a un parlamentario del  derecho de
participar en los debates o suspenderlo del ejercicio del cargo, ya que una
mayoría podría por esta vía privar del voto a la minoría.

Por otra parte,  hizo presente que se formulan
otras proposiciones relativas a las actualizaciones de las declaraciones de
patrimonio  y  de  intereses.  Explicó  que  resulta  muy importante  que los
parlamentarios mantengan al día dichas declaraciones con el fin de hacer
más transparente la gestión parlamentaria. No es razonable, afirmó, que si
un  Parlamentario  adquiere  un  interés  determinado  no  lo  informe
oportunamente.

Manifestó que estas propuestas recogen lo que
en una primera etapa se puede implementar. Otras materias referidas a
las  plantas  de  personal  y  la  organización  administrativa  de  ambas
Cámaras del Congreso Nacional deben ser abordadas en una segunda
fase de modernización en el próximo período legislativo. 

Expresó que estas proposiciones se presentan
en la instancia que corresponde que las analice, como es esta Comisión
Mixta,  la  que  deberá  meditar  acerca  de  su  conveniencia  y  si  ellas
contribuyen a  resolver  las  discrepancias  que han  surgido  entre  ambas
Corporaciones en la tramitación de esta iniciativa.

A  continuación,  intervino  el  Presidente  de  la
Cámara  de  Diputados,  Honorable  Diputado  señor  Álvarez, quien
agradeció  a  los  Senadores  y  Diputados  de  esta  Comisión   haberle
permitido,  junto  al  Honorable  Senador  señor  Novoa,  presentar  algunas
ideas y reflexiones que surgen del afán de mejorar el funcionamiento del
Congreso Nacional.
 

En  primer  lugar,  expresó  que  subscribía  los
planteamientos formulados por el señor Presidente del Senado. Recordó
que dentro de pocos meses se celebrará el Bicentenario, no sólo de Chile,
sino que también el del Congreso Nacional, el 4 de julio del año 2011, y
por eso decidió con el Honorable Senador señor Novoa analizar distintas
materias  que  les  parecían  propias  de  una  agenda  bicentenaria,  una
agenda para un Congreso Nacional  más moderno y  transparente.  Nos
hemos  planteado  -continuó-  algunas  reformas  al  procedimiento  de
formación de la ley y de administración del Congreso Nacional, temas que
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inciden en la forma en que los parlamentarios cumplen con su labor y que
se relacionan directamente con los propósitos de la iniciativa en trámite.

Hizo presente que ambas ramas del Congreso
Nacional están sometidas a un nuevo estándar de exigencia ciudadana,
que reclama mayor eficiencia y transparencia a la actividad parlamentaria.
Recordó  que  una  situación  similar  debió  enfrentar  el  Ejecutivo  hace
algunos años atrás, y hoy el Parlamento debe asumir ese nuevo desafío,
especialmente  a  partir  de  la  aprobación  de  la  Ley  sobre  Acceso  a  la
Información.  Actualmente existe una enorme cantidad de solicitudes de
información, de consultas, de preguntas sobre cada uno de los gastos del
Congreso, como institución, y de los diputados, en particular.

Destacó  que  ante  esas  nuevas  exigencias  y
cambios en las normas de transparencia, han surgido mayores demandas
de  información  y  de  justificación  de  las  resoluciones  que  adoptan  las
Corporaciones.  Esta  situación  ha  generado  también  dudas  jurídicas,
planteadas  por  la  prensa  y  por  terceros,  sobre  la  naturaleza  de  las
asignaciones  parlamentarias  y  el  control  de  las  mismas,  entre  otras
materias. 

Recordó que en cuanto al uso de los recursos
asignados al Congreso Nacional, si bien el artículo 54 de la Ley Orgánica
Constitucional es bastante claro, resulta indispensable explicar las reglas
que  norman  su  distribución  y  el  marco  presupuestario  al  que  están
sometidos.  Puntualizó  que  era  indispensable  establecer  un  mecanismo
para determinar,  de forma aún más transparente, las asignaciones que
perciben los parlamentarios, el propósito que las justifican y los requisitos
que se deben cumplir para percibirlas. En esta materia, recordó que las
leyes de presupuestos son muy escuetas respecto de la manera en que
las  Cámaras  administran  sus  recursos.  Los  gastos  en  asignaciones
parlamentarias  se  imputan  actualmente  a  dos  categoría:  “Bienes  y
Servicios de Consumo” y “Transferencias a Particulares”.

Sostuvo  que,  dada  la  generalidad  de  esas
normas, resulta necesario definir con mayor precisión la forma en que se
usan  y  controlan  dichas  asignaciones  y  la  manera  en  que  se  están
efectuando los gastos.
 

Puntualizó que en ese espíritu se presentan las
propuestas que elaboraron en forma conjunta con el Honorable Senador
Novoa.  Señaló  que  resultaba  oportuno  y  conveniente  que  ellas  se
debatieran y examinasen en el  seno de la Comisión Mixta  pues dicen
relación  directa  con  los  propósitos  que  se  tuvieron  en  cuenta  al
presentarse la Moción que dio origen a este proyecto de ley. Hizo presente
que otras como, por ejemplo, las que se refieren a la forma en que se
discute y aprueba la Ley de Presupuestos deberán ser analizadas más
adelante  con  el  fin  de  perfeccionar  la  manera  en  que  el  Parlamento
controla la ejecución del Presupuesto del Sector Público.
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Explicó que para su elaboración se había tenido

en consideración otra indicación presentada ante esta Comisión Mixta por
Senadores y Diputados, hace dos años atrás. En dicha indicación también
se  propone  la  creación  de  un  Consejo  encargado  de   definir  las
asignaciones  parlamentarias,  su  naturaleza,  las  cuentas  que  deben
rendirse, los requisitos para acceder a ella.

Seguidamente,  hizo  presente  que  en  esta
materia debía mantenerse algunas asignaciones con el carácter de libre
disposición, por la propia naturaleza del ejercicio de la función, pero otras
deben  quedar  sujetas  a  estándares  más  rigurosos.  Planteó  que  esos
criterios  deben  ser  públicos,  estar  en  los  sitios  electrónicos  de  cada
Corporación y, de conformidad con lo dispuesto en el inciso segundo del
artículo 3° de la Ley Orgánica del Congreso Nacional, crear un servicio
común a ambas Corporaciones, que se denominaría Consejo de Auditoría
Parlamentaria, ante el cual los parlamentarios deberán, una vez al año,
presentar  los  antecedentes  de  los  gastos  que  han  realizado  como
consecuencia de las asignaciones que han percibido y, al mismo tiempo,
recibir,  contra esas rendiciones de cuenta, una certificación de que sus
gastos han sido adecuadamente ejecutados.

Asimismo, puntualizó que en estas propuestas
se precisa de mejor manera la oportunidad en que se deben efectuar las
declaraciones de intereses y de patrimonio. Señaló, además, que la Ley
Orgánica del  Congreso Nacional  hace referencia a algunas comisiones
como son la Revisora de Cuentas o la de Hacienda pero no alude a la
Comisión de Régimen ni a las Comisiones de Ética o Conducta. Explicó
que, con el propósito de adecuar esta Ley a las normas constitucionales
que obligan a una mayor transparencia y publicidad en la actuación de los
órganos públicos, se ha estimado necesario regular el funcionamiento de
la Comisión de Ética.
 

Manifestó  que  las  propuestas  sometidas  a  la
consideración de esta Comisión Mixta  son las que tienen más urgencia.
 

Resaltó que todas ellas aluden o responden a la
mayor  cantidad  de  preguntas  que   la  opinión  pública,  los  medios  de
comunicación  y  los  propios  diputados  han  formulado.  Añadió  que  la
prensa  ha  estado  interesada  en  las  declaraciones  de  intereses  de  los
parlamentarios.  Manifestó  que al  hacer  un  análisis  de  las  normas  que
rigen dichas declaraciones, se ha detectado que es necesario precisar con
mayor  detalle  las  ocasiones  en  que  los  parlamentarios  deben
actualizarlas.
 

Expresó  su  deseo  de  que  estas  propuestas
sean debatidas y se ajusten a las nuevas exigencias surgidas de la Ley
sobre Acceso a la Información Pública.
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Indicó que era muy positivo que el Parlamento
responda a estos niveles de fiscalización más exigentes por parte de la
opinión pública. En ese sentido, reiteró la necesidad de crear un sistema
independiente  de  ambas  Corporaciones  que  regule  las  asignaciones
parlamentarias, sus requisitos y sus características, los mecanismos para
su control y publicidad, así como enmendar otras materias relacionadas
con el ejercicio de la función parlamentaria y la transparencia, todo ello
con el fin de adecuar la Ley Orgánica del Congreso Nacional a la reforma
constitucional del año 2005. 

oooo

Al  examinar  en general  estas proposiciones y
evaluar  si  ellas  podían  ser   consideradas,  la  Comisión  Mixta tuvo
presente los siguientes antecedentes:

En primer lugar, que el año 1991, en un informe
de la  Comisión  de  Constitución,  Legislación  Justicia  y  Reglamento  del
Senado (Boletín Nº S 64-12), se fijaron diversos criterios acerca del ámbito
competencial de las comisiones mixtas.
 

Se tuvo en cuenta que en el referido informe se
precisó, entre otras materias, que el propósito central del Constituyente, al
establecer  el  mecanismo  de  comisiones  mixtas  contemplado  en  los
artículos 70 y 71 de la Carta Fundamental  de 1980,  fue establecer un
sistema que permita a las Cámaras alcanzar consensos, que cuenten con
un  respaldo  mayoritario,  para  superar  las  discrepancias  surgidas  entre
ellas con ocasión de la tramitación de los proyectos de ley.

Se  indicó,  además,  que  para  alcanzar  tal
objetivo  las  referidas  comisiones  deben  tener  amplia  libertad  para
proponer la forma y modo de resolver las divergencias producidas durante
la  tramitación  de un  proyecto  de ley,  como una manera  de facilitar  la
negociación  entre  los  distintos  sectores  representados  en  el  Congreso
Nacional y, de ese modo, hacer viable la iniciativa.

En el mencionado informe se destacó que con
el  fin  de  evitar  fraudes  a  la  Constitución  Política  resulta  indispensable
adoptar los resguardos necesarios para precaver la posibilidad de que los
acuerdos alcanzados en el  seno de las  comisiones mixtas  puedan ser
desvirtuados por  una  aplicación  meramente  formal  de  las  resoluciones
adoptadas por las Cámaras respecto de las proposiciones efectuadas por
las  mismas,  pues,  de  otra  manera,  se  podría  producir  un  resultado
contrario al propósito central que se tuvo en vista al establecer el sistema
de comisiones mixtas que, como se ha explicado, tiende a la búsqueda de
soluciones de consenso. 

Concordante con lo anterior, se puntualizó que
las  normas  sobre  tramitación  de  las  leyes  contenidas  en  la  Ley
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Fundamental deben ser interpretadas de manera tal que ellas produzcan
un resultado legislativo útil, en la medida en que exista un real acuerdo
entre las Cámaras.

A la luz de tales consideraciones, se definió que
si bien el ámbito de competencia de las comisiones mixtas, como norma
general,  debe  entenderse  circunscrito  a  los  puntos  específicos  en  que
inciden  las  discrepancias  surgidas  entre  el  Senado  y  la  Cámara  de
Diputados, el  ejercicio de la facultad de proponer “la forma y modo de
resolver  las  diferencias”,  permite  a  las  comisiones  mixtas  plantear
enmiendas a otras disposiciones que no fueron objeto de discrepancias, si
ello fuere necesario para alcanzar un acuerdo que haga posible aprobar la
iniciativa.

Finalmente,  se  tuvo  en  cuenta  que  en  el
mencionado informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia
y  Reglamento  se  estableció  que,  en  todo  caso,  las  proposiciones  que
formulen  las  referidas  comisiones  mixtas  deben  encuadrarse  siempre
dentro de las ideas fundamentales o matrices del proyecto.

En  relación  con  este  último  punto,  esta
Comisión  Mixta  consideró  que  de  conformidad  al  inciso  primero  del
artículo  69 de la  Ley Fundamental,  todo proyecto puede ser  objeto de
adiciones  o  correcciones  en los  trámites  que corresponda,  tanto  en  la
Cámara de Diputados como en el Senado, y que sólo se deben descartar
las que no tengan relación con las ideas matrices o fundamentales del
proyecto.

Asimismo, se recordó que el artículo 23 de la
Ley Orgánica del Congreso Nacional dispone en su inciso tercero que se
considerarán  como  ideas  matrices  o  fundamentales  de  un  proyecto
aquéllas contenidas en el Mensaje o Moción, según corresponda.

De igual manera, se tuvo presente que el inciso
primero del artículo 24 de la referida ley orgánica establece que sólo serán
admitidas las indicaciones que digan relación con las ideas matrices o
fundamentales del proyecto

Por otra parte, se hizo presente que el Tribunal
Constitucional  ha  establecido  que  se  pueden  presentar  indicaciones  o
proposiciones siempre que ellas tengan relación sustantiva con las ideas
contenidas en el Mensaje o Moción que da origen al proyecto.

Tal criterio ha sido recogido en el fallo Rol Nº
786 que en su considerando decimosexto, precisó que, de conformidad
con lo que dispone el artículo 69, inciso primero, de la Constitución, los
proyectos de ley pueden ser adicionados o corregidos en los trámites que
corresponda,  tanto  en  la  Cámara  de  Diputados  como  en  el  Senado,
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siempre que tales adiciones o correcciones tengan relación directa con sus
ideas matrices o fundamentales.

Finalmente, se tuvo en cuenta que el fallo Rol
Nº 1005, en su considerando décimo, precisó que el Tribunal considera
que una indicación es una propuesta de cambio a la normativa contenida
en un proyecto de ley con objeto de perfeccionarla,  motivo por el  que,
necesariamente,  ha  de  tener  una  vinculación  próxima  con  la  materia
específica del proyecto, lo que la Constitución llama sus ideas matrices o
fundamentales. De ahí que las indicaciones del todo ajenas al proyecto o
cuya  vinculación  con  el  mismo  sea  remota,  lejana,  no  resultan
constitucionalmente admisibles.

Atendidas  las  consideraciones
precedentemente  reseñadas,  el  Presidente  de  la  Comisión  Mixta,
Honorable Senador señor Espina, declaró admisibles las proposiciones
o indicaciones expuestas por los Presidentes de ambas Cámaras, pues
ellas dicen relación con las ideas matrices contenidas en la Moción que
dio origen a esta iniciativa y tienen una relación directa y sustantiva con
ellas. En efecto, en la exposición de motivos de la Moción que dio origen a
este proyecto se expresa que uno de los objetivos esenciales de la misma
es dar transparencia a los actos y resoluciones que adopta el Congreso
Nacional, así como los fundamentos y procedimientos que se utilizan en el
ejercicio de la función legislativa. Se precisa, además, que el principio de
transparencia debe permitir  y  promover el  conocimiento de los actos  y
resoluciones del  Parlamento y las bases y mecanismos que supone el
ejercicio  de  la  función  representativa.  En  consecuencia,  estas  nuevas
proposiciones  sólo  persiguen  hacer  más  eficiente  y  transparente  el
funcionamiento del Congreso Nacional, especialmente respecto del uso de
los  recursos  y  asignaciones  que  perciben  los  parlamentarios.  Estimó,
además,  que se  cumplía  cabalmente  el  mandato  del  artículo  69  de la
Constitución Política y lo que se dispone en el inciso final del artículo 23 y
en  el  inciso  primero  del  artículo  24,  ambos  de  la  Ley  Orgánica
Constitucional del Congreso Nacional.

La  Comisión  Mixta concordó  con  esta
declaración  y  decidió  tratar  las  mencionadas  proposiciones  en  forma
conjunta con las discrepancias que han surgido entre ambas Cámaras, en
el orden de los preceptos de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso
Nacional.

DISCREPANCIAS SOMETIDAS A LA CONSIDERACIÓN DE LA
COMISIÓN MIXTA

Las  divergencias  suscitadas  entre  ambas
Corporaciones derivan del rechazo por parte de la Honorable Cámara de
Diputados,  en  tercer  trámite  constitucional,  de  la  totalidad  de  las
enmiendas introducidas por el Senado en segundo trámite constitucional.
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A continuación, se consignan las disposiciones
que  originaron  las  mencionadas  discrepancias,  se  deja  constancia  del
debate que éstas produjeron en el seno de la Comisión Mixta y se informa
de  los  acuerdos  adoptados  en  cada  caso.  Asimismo,  como  ya  se  ha
explicado se  consignan otras  enmiendas que,  teniendo directa relación
con las ideas matrices contenidas en la  Moción que dio  origen a este
proyecto, la Comisión Mixta estimó necesario incorporar -como forma y
modo de resolver las discrepancias- con el fin de alcanzar un acuerdo que
haga posible aprobar esta iniciativa.

Se formula, finalmente, la proposición mediante
la  cual  esta  Comisión  Mixta  estima  que  pueden  solucionarse  las
divergencias en estudio.

ARTÍCULO ÚNICO

Número 1 del proyecto de la Cámara de Diputados
y del Senado

El  número  1  aprobado  por  la  Cámara  de
Diputados, en primer trámite constitucional, sustituye el inciso primero del
artículo 2º de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional. Esta
norma  determina  las  materias  que  quedan  dentro  del  ámbito  de
competencia de la ley. 

El precepto que aprobó la Cámara de Diputados
dispone lo siguiente:

“Quedarán  sujetas  a  las  normas  de  esta  ley,
además de lo dispuesto en el artículo anterior, la tramitación interna de los
proyectos de ley y de reforma constitucional; la aprobación o rechazo de
los  tratados  internacionales;  la  calificación  de  las  urgencias;  las
observaciones o vetos del  Presidente de la República; las acusaciones
que formule la Cámara de Diputados y su conocimiento por el Senado, y el
funcionamiento y las atribuciones de las comisiones investigadoras.”.

En segundo trámite,  el  Senado reemplazó dicha
disposición por otra que introduce dos modificaciones al referido artículo
2°. El contenido de ellas es el siguiente

“a)  Sustitúyese  su  inciso  primero,  por  el
siguiente:

“Artículo 2°.- Quedarán sujetas a las normas de
esta  ley,  además de lo  dispuesto en el  artículo  anterior,  la  tramitación
interna de los proyectos de ley y de reforma constitucional; la aprobación o
rechazo de los tratados internacionales; la calificación de las urgencias;
las observaciones o vetos del Presidente de la República; las acusaciones
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que formule la Cámara de Diputados y su conocimiento por el Senado, y el
funcionamiento y las atribuciones de las comisiones investigadoras.”, y

b)  Reemplázase,  en  su  inciso  séptimo,  la
expresión  “de  acuerdo  al  Reglamento”,  por  “en  su  calidad  de  jefes
superiores de Servicio”.”.

En  tercer  trámite,  la  Cámara  de  Diputados
rechazó estas enmiendas.

Puesta en discusión esta divergencia en el seno
de la Comisión Mixta, hubo consenso entre sus miembros presentes en
torno a la procedencia de las enmiendas planteadas por el Senado.

En  consecuencia,  fueron  aprobadas  en
forma unánime por sus miembros presentes. Votaron favorablemente
los Honorables Senadores señores Espina, Gómez, Larraín y Muñoz
Aburto, y los Honorables Diputados señora Soto y señores Ascencio,
Bustos, Cardemil y Eluchans.

Posteriormente,  en  relación  con  el  mismo
artículo 2°, la Comisión Mixta adoptó los siguientes acuerdos:

1.- Aprobar una nueva redacción para el inciso
primero  del  artículo  segundo,  mediante  la  cual  se  elimina del  texto  ya
considerado la frase “, además de lo dispuesto en el artículo anterior”, toda
vez que dicho precepto -el  artículo  1°-  hace referencia a materias que
deben ser reguladas en leyes distintas a la Ley Orgánica Constitucional
del Congreso Nacional.

Concurrieron a este acuerdo los Honorables
Senadores  señores  Chadwick,  Gómez  y  Sabag,  y  los  Honorables
Diputados señores Burgos, Cardemil, Ceroni, Díaz y Eluchans.

2.-  Enmendar el  inciso segundo.  Respecto de
este precepto se acordó acoger una proposición de los Presidentes de
ambas Corporaciones para intercalar, en este inciso, a continuación de la
expresión “Congreso Nacional” la siguiente frase “el Comité de Auditoría
Parlamentaria”.   La Comisión Mixta acogió esta proposición agregando,
además,  una  mención  al  “Consejo  Resolutivo  de  Asignaciones
Parlamentarias”, de conformidad a los acuerdos que se consignarán más
adelante y que dieron origen a los mencionados órganos del Congreso
Nacional.

Votó  a  favor  de  esta  enmienda,  la
unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la  Comisión  Mixta,
Honorables  Senadores  señora  Alvear  y  señores  Espina,  Muñoz
Aburto  y  Vásquez,  y  los  Honorables  Diputados  señores  Burgos,
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Cardemil,  Ceroni,  Díaz y Eluchans.  Esta modificación se incorpora
como nueva letra b) del número 1 del artículo único.

3.-  Modificar  el  inciso  quinto.  En relación  con
este  inciso  se  acordó  sustituir  en  su  encabezado,  la  frase  “A  las
Comisiones de Régimen del  Senado y de la Cámara de Diputados les
corresponderá”  por  “Cada  Cámara  deberá  tener  una  Comisión  de
Régimen encargada de”. 

Esta  modificación  también  fue  fruto  de  una
proposición  de  los  Presidentes  de  ambas  Corporaciones  y  pretende
precisar  la  competencia  de  las  Comisiones  de  Régimen  Interior  del
Senado y de Régimen Interno de la Cámara de Diputados.

La Comisión Mixta aprobó esta proposición,
por  la  unanimidad  de  sus  miembros  presentes,  Honorables
Senadores  señores  Chadwick,  Gómez  y  Sabag,  y  los  Honorables
Diputados  señores  Burgos,  Cardemil,  Ceroni,  Díaz  y  Eluchans.  Se
consigna  esta  enmienda  como  nueva  letra  c)  del  número  1  del
artículo único.

Finalmente,  hacemos  presente  que,  como
consecuencia de los acuerdos precedentemente reseñados, la letra b) del
texto aprobado por el Senado ha pasado a ser letra d), en la proposición
que formula esta Comisión Mixta. 

oooo

Seguidamente,  la  Comisión  Mixta  acordó,
introducir  una  enmienda  al  inciso  segundo  del   artículo  3°  de  la  Ley
Orgánica del Congreso Nacional.

Dicha norma señala que el Congreso Nacional
dispondrá,  como  servicios  comunes,  además  de  la  Biblioteca  del
Congreso Nacional, de un Centro de Informática y Computación, y de los
demás servicios que de consuno acuerden crear ambas Cámaras.

La enmienda acordada consiste en sustituir, en
este precepto, la frase “de un Centro de Informática y Computación” por
“de un Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias, de un Comité
de Auditoría Parlamentaria”. La Comisión Mixta estimó que esta enmienda
es  concordante  con la  proposición  los  Presidentes  de  ambas
Corporaciones,  en  orden  a  establecer  que  el  mencionado  Consejo
Resolutivo y Comité de Auditoría, sean órganos comunes del Congreso
Nacional.
 

La Comisión Mixta, por la unanimidad de sus
miembros  presentes,  aprobó  esta  enmienda,  consignándola  como
nuevo número 2 del artículo único. Votaron a favor los Honorables
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Senadores  señores  Chadwick,  Muñoz  Aburto  y  Sabag  y  los
Honorables Diputados señores Ascencio, Cardemil, Díaz y Eluchans.

oooo

A continuación, la Comisión Mixta analizó una
proposición del Honorable Diputado señor Encina, que agrega un inciso
final  al  artículo  3°  mediante  la  cual  se  propone  que  las  Cámaras,  por
acuerdo aprobado internamente con los trámites de una ley, a propuesta
de  la  Comisión  de  Régimen Interior  del  Senado  o  de  la  Comisión  de
Régimen Interno de la Cámara de Diputados, podrán establecer estatutos
especiales para regular la contratación de personas que presten servicios
específicos para los comités parlamentarios. Igual facultad tendrán para
regular  las  relaciones  de  los  diputados  con  las  personas  que  éstos
contraten durante el  ejercicio de su cargo parlamentario y para labores
que digan relación con su desempeño.

Al  comenzar  el  análisis  de esta propuesta,  la
Comisión Mixta debatió acerca de su admisibilidad. Se hizo presente que
podía exceder el ámbito de las ideas matrices contenidas en la Moción
que dio  origen a  este  proyecto de ley,  la  cual  no consideraba normas
referidas al régimen de contratación de personas que se desempeñan en
los comités parlamentarios o como asesores de diputados o senadores.

El señor Miguel Landeros, Secretario Jefe de
Comisiones de la Cámara de Diputados, explicó que la proposición del
Honorable Diputado señor Encina se funda en un acuerdo de la Comisión
de Régimen Interno de la Cámara de Diputados y se enmarca en el mismo
espíritu que ha permitido la creación de los servicios parlamentarios que
se consideran en otras normas de esta ley. Adujo que la norma propuesta
se relaciona con la transparencia de la gestión parlamentaria. Destacó que
la  Cámara  de  Diputados  acordó  el  año  1990  que  la  contratación  de
quienes  que  se  desempeñan  en  los  comités  parlamentarios  o  como
asesores  de  los  diputados,  debe  hacerse  directamente  por  los
parlamentarios.  Señaló  que  la  práctica  ha  demostrado  que  este
procedimiento  es  inadecuado pues sería  como exigirle  a  un  Ministro  o
Subsecretario que contrate a sus asesores o al personal que trabaja con él
y que, cuando él termina su gestión Ministerial, tuviera que finiquitarlos y
pagar sus deudas previsionales. 

Hizo  presente  que  la  Comisión  de  Régimen
Interno de la Honorable Cámara de Diputados estimó que la norma en
debate se encontraba dentro de las ideas matrices de la  Moción pues
persigue  hacer  más  transparente  el  quehacer  legislativo.  Concluyó
señalando que el propósito de este precepto es facultar a cada Cámara
para que pueda contratar a estos trabajadores de acuerdo a las normas
del Código del Trabajo.
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El Honorable Diputado señor Díaz compartió
la explicación precedente y agregó que deseaba que los contratos de los
asesores de los diputados estuvieran afectos a la Ley de Transparencia y,
en consecuencia, ellos pudieran publicarse en los sitios electrónicos de la
Cámara de Diputados. Expresó que la norma propuesta se enmarca en el
objetivo  de  hacer  más  abierta  la  gestión  de  las  Cámaras.  Connotó,
además, que el tema en debate era un punto esencial para los Diputados,
por lo que había sido ratificado por la Sala de dicha Corporación.
 

El  Subsecretario  del  Ministerio  Secretaría
General de la Presidencia, señor Riveros expresó que, a su juicio, la
norma excedía el ámbito de las ideas matrices contenidas en el proyecto y
podía  dar  origen  a  nuevos  gastos  públicos  no  contemplados  en  los
presupuestos del Senado y de la Cámara de Diputados, ya que permitiría
a ambas Cámaras -una vez aprobados los referidos estatutos- contratar a
personas que contribuyan a la labor de representación política y legislativa
que  desarrollan  los  parlamentarios  y  sus  Comités.  Agregó  que  los
contratos de trabajo exigirán que el Senado y la Cámara de Diputados
paguen  honorarios  o  remuneraciones  por  dichos  servicios  y,
eventualmente, también indemnizaciones. Hizo presente que esta nueva
normativa  puede  dar  lugar  a  procesos  de  negociación  colectiva  y
reivindicaciones laborales que generarán mayores gastos. En razón de lo
anterior,  objetó  que  esta  proposición  pueda  ser  formulada  por  un
parlamentario ya que corresponde a un asunto que debe ser regulado a
iniciativa del Presidente de la República pues incide en la administración
financiera  y  presupuestaria  del  Estado.  Al  respecto,  planteó  que  el
Ejecutivo consideraría presentar una proposición sobre esta materia para
así salvar esta objeción.
 

El Honorable Diputado señor Ceroni sostuvo
que esta  proposición  se  relaciona con el  principio  de  la  transparencia,
materia en la  que se debe avanzar  cada día más.  Explicó que no era
conveniente que el jefe de Comité o Bancada en la Cámara de Diputados
actúe como empleador de estos trabajadores, ya que ello crea múltiples
problemas  prácticos.  Estimó  que  en  los  presupuestos  de  las
Corporaciones ya están considerados los recursos para financiar dichos
gastos. En consecuencia, no supone recursos extraordinarios.

El  Presidente  de  la  Cámara  de  Diputados
Honorable  Diputado  señor  Álvarez explicó  que  la  proposición  del
Diputado señor Encina cuenta con el respaldo de la Corporación que él
preside y que no significa incurrir en nuevos gastos ya que se financiaría
con los recursos con que actualmente cuenta la Cámara de Diputados.

El  Honorable  Senador  señor  Chadwick
coincidió en que la proposición en debate no implica gastos distintos al
que  ya  consideran  las  Cámaras  para  este  rubro.  Sin  perjuicio  de  lo
anterior, estimó conveniente contar con la colaboración del Ejecutivo en
esta materia.  Insistió,  sin embargo, que el objeto de esta norma no es

20



incrementar  los  gastos  de  las  Corporaciones  sino  que  facultarlas  para
contratar  a  quienes colaboran directamente  con los  Comités  y  con los
parlamentarios.  Subrayó que si  las Cámaras quisieran contratar  a  más
personas y  no  tienen presupuesto  para  ello,  no  podrían hacerlo.  Cada
Corporación,  agregó,  debiera  dictar  autónomamente  las  normas  para
regular la contratación de dichas personas, las que deberán ajustarse a
las disposiciones del Código del Trabajo.

Finalmente, en su calidad de Presidente de la
Comisión Mixta, declaró admisible esta proposición, pues se enmarca en
uno  de  los  propósitos  de  este  proyecto  de  ley,  cual  es  dar  mayor
transparencia  a  los  actos  y  resoluciones  del  Congreso  Nacional.
Asimismo,  en  la  medida  en  que  sólo  faculta  para  dictar  normas  que
permitirán contratar a personas bajo un régimen laboral determinado, no
irroga necesariamente nuevos gastos.

Luego  de  un  intercambio  de  opiniones,  la
Comisión Mixta ratificó la declaración de admisibilidad al estimar que la
norma  propuesta  no  estaba  dentro  del  ámbito  de  materias  que  el
constituyente ha reservado a la iniciativa exclusiva de S.E. el Presidente
de la República pues sólo faculta a ambas Cámaras para aprobar, si así lo
estiman necesario, un reglamento que permita la contratación de personas
según  las  normas  del  Código  del  Trabajo  para  desempeñarse  en  las
labores  ya  indicadas.  Se  puntualizó  que  lo  anterior  no  supone
necesariamente  generar  un  nuevo gasto  público.  Concurrieron a  este
acuerdo, la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión
Mixta,  Honorables  Senadores  Chadwick,  Sabag  y  Vásquez,  y  los
Honorables  Diputados  señores  Burgos,  Cardemil,  Ceroni,  Díaz  y
Eluchans.

El Honorable Diputado señor Burgos señaló
que  la  proposición  del  Honorable  Diputado  señor  Encina  debía  ser
enmendada con el fin de precisar que las normas por las que se van a
regir estos trabajadores son las del Código del Trabajo. Además, expresó
sus  aprensiones  respecto  a  la  idea  de  que  mediante  disposiciones
reglamentarias y no legales se vaya a regular la relación laboral de las
personas  que  sean  contratadas  para  desempeñarse  en  los  comités  o
como asesores personales de los parlamentarios.

La Comisión  Mixta concordó con  la  idea  de
que  sea  la  ley  y  no  el  reglamento  la  que  especifique  las  causales
especiales de término de este tipo de relación laboral, como son la pérdida
de  confianza  o  el  término  del  período  para  el  cual  fue  elegido  el
parlamentario.
 

En una sesión posterior,  el Secretario jefe de
Comisiones de la Cámara de Diputados, señor Landeros anunció que
el Gobierno se encontraba elaborando una indicación que recogería los
planteamientos  que  se  han  expuesto  en  el  debate.  Explicó  que  esa
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proposición  permitiría  a  ambas  Corporaciones  concordar  el  régimen
laboral  al  que  quedarán  sometidos  quienes  se  desempeñen  en  los
Comités.  Esas  normas  harían  aplicables  a  dichos  trabajadores  los
preceptos  del  Código  del  Trabajo  y  deberían  contener  disposiciones
especiales  relativas  a  las  circunstancias  por  las  que  puede,  en  estos
casos, terminar la relación laboral, como son el término del mandato del
parlamentario con el que trabajan o la perdida de la confianza. Agregó que
el Ministerio de Hacienda está buscando una fórmula para que este gasto,
en los años sucesivos no exceda de los máximos autorizados en la Ley de
Presupuestos. 

El  Ministro  Secretario  General  de  la
Presidencia,  señor  Viera-Gallo, expresó  que  esta  norma  podría
agregarse como inciso final del artículo 2°, que se refiere al personal de
ambas Corporaciones.

El Honorable Senador señor Chadwick hizo
presente  que  dicha  proposición  no  podía  acogerse  pues  estos
trabajadores no constituyen parte del personal de ambas Corporaciones,
ni  integrarán  sus  plantas,  ni  estarán  sometidos  al  estatuto  que  rige  la
relación  funcionaria.  Se  trata,  añadió,  de  personas  que  van  a  ser
contratadas para desempeñarse directamente con los parlamentarios, bajo
el régimen laboral que regula el Código del Trabajo o mediante el pago de
honorarios. 

El Honorable Senador señor Sabag concordó
con  lo  anterior  y  enfatizó  que  mediante  esta  disposición  se  regula  la
relación laboral de los empleados de los comités parlamentarios o de los
diputados  y  senadores  y  no  de  los  funcionarios  del  Senado  o  de  la
Cámara de Diputados. 

El  Ministro  señor  Viera-Gallo coincidió  con
este último planteamiento.

De  conformidad  con  lo  que  había  sido
anunciado, el Gobierno hizo llegar a la Comisión una proposición, de que
da cuenta el Mensaje Nº 1112-357, de 14 de septiembre del 2009, para
incorporar un artículo 3° A, nuevo, a la Ley del Congreso Nacional.

La  proposición  del  Ejecutivo  textualmente
establece lo siguiente:

“Artículo 3º A.-  Cada Cámara, previo acuerdo
de  la  Comisión  de  Régimen  respectiva,  podrá  contratar,  a  través  del
Código del Trabajo y sus normas complementarias, a personas para que
presten  servicios  a  los  comités  parlamentarios  y  a  los  diputados  o
senadores, durante el desempeño de sus cargos y en labores que digan
relación con el ejercicio de la función parlamentaria.
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Con  todo,  dichas  personas  deberán
cumplir las normas de probidad y los deberes y prohibiciones establecidas
en el Título III de la ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la
Administración del Estado, debiendo dejarse constancia en los contratos
respectivos de una cláusula que así lo disponga. La infracción a dichas
normas acarreará el término del contrato de conformidad al literal a) del
numeral 1 del artículo 160 del Código del Trabajo.

Sin perjuicio de las causales previstas en los
artículos 159 y siguientes del Código del Trabajo, la relación laboral de las
personas a que se refiere el inciso primero podrá terminar, además, por la
pérdida de confianza del comité o parlamentario para quien prestaba sus
servicios, así como por la cesación en el cargo de parlamentario para el
que fue contratado.

Si  el  contrato  hubiere  estado  vigente  por  un
año o más y se le pusiere término por alguna de las causales señaladas
en  el  inciso  anterior,  deberá  pagarse  al  trabajador,  al  momento  del
término, una indemnización que en cuanto a su monto y límites quedará
sujeta a lo previsto en el inciso segundo del artículo 163 del Código del
Trabajo.

Cada Cámara, a propuesta de la Comisión de
Régimen respectiva, dictará un Reglamento que establecerá los rangos
mínimos y máximos a que se sujetará el régimen remuneracional de las
personas contratadas en conformidad al inciso primero garantizando su
sujeción  a  criterios  de  objetividad,  transparencia  y  no  discriminación
arbitraria. Asimismo, regulará las formalidades a que deberá sujetarse la
invocación  de alguna de las  causales  de cesación  a que se  refiere  el
inciso tercero y, en general, toda otra norma para la adecuada aplicación
de este artículo.

El  gasto  máximo  que  podrá  destinarse  a  las
contrataciones a que se refieren los incisos precedentes deberá ajustarse
al  marco  presupuestario  que  anualmente  determine  la  Ley  de
Presupuestos del Sector Público.

El Reglamento a que se refiere el inciso quinto,
determinará los casos en que cada Cámara podrá contratar, sobre la base
de  honorarios,  a  profesionales  y  técnicos,  para  la  prestación  de  los
servicios a que se refiere el inciso primero.”.

La Comisión Mixta analizó detenidamente esta
proposición. En primer lugar, examinó el inciso primero, disposición que
propone que cada Cámara, previo acuerdo de la Comisión de Régimen
respectiva, podrá contratar, a través del Código del Trabajo y sus normas
complementarias,  a  personas para  que presten servicios a los comités
parlamentarios y a los diputados o senadores, durante el desempeño de
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sus cargos y en labores que digan relación con el ejercicio de la función
parlamentaria. 

Al  iniciarse  el  debate  de  este  precepto,  el
Honorable Diputado señor Díaz reiteró que, a su juicio, la regulación de
esta materia no requiere de la iniciativa del Ejecutivo. 

Sin perjuicio de lo anterior, opinó que el inciso
propuesto  no debía interpretarse en el sentido de que cada contratación
que   realice  cada  Cámara  requerirá  del  acuerdo  de  la  Comisión  de
Régimen respectiva.

A  partir  de  dicha  observación,  la  Comisión
Mixta acordó hacer constar en este informe que el objeto de este inciso es
permitir  que cada Cámara pueda,  si  así  lo estima necesario,  contratar,
previo acuerdo de la Comisión de Régimen respectiva, de conformidad a
las  normas  del  Código  del  Trabajo  y  sus  normas  complementarias,
personas  que  presten  servicios  a  los  comités  parlamentarios  y  a  los
diputados y senadores en tareas que digan relación con el ejercicio de la
función parlamentaria. En consecuencia, este inciso no está obligando a
que  cada contratación que se decida celebrar requiera del acuerdo de la
Comisión de Régimen respectiva. 

La  Comisión  por  la  unanimidad  de  sus
miembros  presentes  aprobó  este  inciso  con  la  precisión  antes
indicada.  Votaron  a  favor  los  Honorables  Senadores  señores
Chadwick,  Muñoz  Aburto,  Sabag  y  Vásquez,  y  los  Honorables
Diputados señores Ascencio, Cardemil, Ceroni, Díaz y Eluchans.

En una sesión posterior se resolvió enmendar la
redacción de este inciso con el  fin de precisar que cada Cámara será
autónoma  para  decidir  si  -previo  informe  favorable  de  la  Comisión  de
Régimen respectiva- contrata a determinadas personas para que presten
servicios a los comités parlamentarios y a los diputados o senadores, en
labores que digan relación con el ejercicio de la función parlamentaria y
por el período que dure su mandato.

La  norma  aprobada  quedó  redactada  en  los
siguientes términos:

“Artículo  3°  A.  Cada  Cámara  podrá  acordar
autónomamente,  previo  informe  favorable  de  la  Comisión  de  Régimen
respectiva, contratar de conformidad a las normas del Código del Trabajo
y sus disposiciones complementarias a quienes prestarán servicios a los
comités  parlamentarios  y  a  los  diputados  o  senadores,  durante  el
desempeño de sus cargos y en labores que digan relación con el ejercicio
de la función parlamentaria.”.
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Concurrieron a este acuerdo los Honorables
Senadores  señores  Chadwick,  Sabag  y  Vásquez  y  los  Honorables
Diputados señores Cardemil, Ceroni, Díaz y Eluchans

El  inciso  segundo  del  artículo  propuesto  por
S.E. la Presidenta de la República establece que las personas contratadas
deberán cumplir  las normas de probidad y los deberes y prohibiciones
establecidas en el Título II de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de
Bases Generales de la Administración del  Estado,  incluyéndose en los
contratos respectivos una cláusula que así lo disponga. La infracción a
dichas normas acarreará el término del contrato  de conformidad al literal
a) del numeral 1 del artículo 160 del Código del Trabajo 

Al  iniciarse  el  debate  sobre  este  inciso  el
Honorable  Diputado  señor  Duarte manifestó  dudas  respecto  de  su
alcance. Expresó que no tenía sentido aplicar las disposiciones de la Ley
de Bases Generales de la Administración del Estado a personas que no
cumplirán una función pública ni serán funcionarios de las Corporaciones.
Sugirió que lo que propone este inciso quede regulado en los reglamentos
que cada Cámara dicte en esta materia.

El  Presidente  de  la  Cámara  de  Diputados,
Honorable  Diputado  señor  Álvarez, explicó  que  era  muy  complejo
recoger en esta norma un criterio tan amplio como el que viene propuesto
en la indicación del Ejecutivo.

El  señor  Landeros señaló  que  tanto  los
parlamentarios como las demás personas que perciben recursos públicos
por sus servicios quedan sometidos a las reglas de probidad. Indicó que
especial importancia tenían en esta materia los artículos 54, 55, 56 y 62 de
la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración
del  Estado.  Precisó  que  los  propios  parlamentarios  deberán  vigilar  y
calificar  que  las  personas  que  trabajen  con  ellos  cumplan  dichas
disposiciones.

En  contraposición  a  este  planteamiento,  se
señaló que estos trabajadores no son funcionarios públicos ni se van a
integrar a las plantas de personal de ninguna de las Corporaciones y, por
lo tanto, su relación contractual se fundará en las disposiciones del Código
del  Trabajo y  no en normas estatutarias propias de los empleados del
Congreso Nacional.

El  Honorable  Diputado  señor  Ceroni
manifestó  que  compartía  las  inquietudes  expresadas  por  otros
parlamentarios,  especialmente  porque  podría  hacer  muy  compleja  la
contratación  de  las  personas  que  se  desempeñen  con  los  comités  o
directamente  con  los  parlamentarios.  Aseveró  que  si  se  establecen
demasiadas obligaciones se limitaría la posibilidad de contratar asesores.
Agregó  que  muchos  profesionales  bien  calificados  no  van  a  estar
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dispuestos a trabajar con tantas limitaciones como las que establecen las
mencionadas  disposiciones  de  la  Ley  de  Bases  Generales  de  la
Administración del Estado

El Honorable Senador señor Muñoz Aburto
expresó que tampoco era partidario de aprobar este inciso en los términos
en que viene propuesto, pues limita mucho el ámbito de quienes van a
poder trabajar con los parlamentarios. Hizo notar que el inciso en estudio
impone  un  conjunto  de  obligaciones  que  no  están  establecidas  en  el
Código  del  Trabajo.  Añadió  que  estos  trabajadores  son  empleados
particulares que deben regirse exclusivamente por el Código del Trabajo.

El  Honorable  Diputado  señor  Díaz expresó
que si  bien era partidario  de  no establecer  más cargas de las  que ya
existen, sí debían consagrase normas mínimas de probidad. Adujo que
sería  difícil  justificar  que  no  se  apliquen  normas  de  probidad  a
trabajadores que van a ser pagados con recursos públicos. Puntualizó que
los garantes de dichas normas debieran ser los propios parlamentarios.

El  Presidente  de  la  Cámara  de  Diputados,
Honorable Diputado señor Álvarez, recordó que la necesidad de legislar
en esta materia fue planteada por esa Cámara, con el fin de contribuir a
hacer más transparente la labor legislativa y para mejorar la gestión de los
recursos destinados a recibir asesoría. Lo que se busca con esta norma,
añadió,  es dar transparencia a los contratos de las personas que trabajan
directamente con cada parlamentario o con los comités. Propuso que el
reglamento precise en particular esta materia.
 

En  consideración  a  estos  planteamientos  se
propuso aprobar el siguiente inciso segundo:

“Con todo, dichos trabajadores deberán cumplir
las normas de probidad que establezca el reglamento a que se refiere el
inciso quinto, debiendo incluirse en los contratos respectivos una cláusula
que así lo disponga.”.

La  Comisión  por  la  unanimidad  de  sus
miembros  presentes  aprobó  esta  norma.  Votaron  a  favor  los
Honorables  Senadores señores Chadwick,  Muñoz Aburto,  Sabag y
Vásquez,  y  los Honorables Diputados señores Ascencio,  Cardemil,
Ceroni y Díaz.

Seguidamente, la Comisión consideró el inciso
tercero, que dispone que sin perjuicio de las causales previstas en los
artículos 159 y siguientes del Código del Trabajo, la relación laboral de las
personas a que se refiere el inciso primero podrá terminar, además, por la
pérdida de confianza del comité o parlamentario para quien prestaba sus
servicios, así como por la cesación en el cargo del parlamentario para el
que fue contratado.
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El Honorable Senador señor Muñoz Aburto
expresó que quizás esta norma no era necesaria.
 

La abogada de la Dirección de Presupuestos
señora Macarena Lobos, explicó que la perdida de confianza y el término
del período para el cual fue elegido un parlamentario no son causales que
estén contempladas en el Código del Trabajo para poner término a una
relación laboral, motivo por el que deben establecerse expresamente en la
ley, criterio con el cual concordaron el Honorable Diputado señor Duarte y
el Honorable Senador señor Vásquez.

Asimismo,  el  Honorable  Senador  señor
Vásquez aseveró  que  en  este  inciso  tercero  quedaba  claro  que  las
Cámaras  contratan  por  cuenta  de  los  parlamentarios  para  que  estas
personas se desempeñen directamente con ellos. En virtud de lo anterior,
se explica que la relación laboral de estos trabajadores termine cuando se
pierde la confianza del parlamentario.

El  Presidente  de  la  Comisión,  Honorable
Senador señor Chadwick expresó que en el inciso siguiente se establece
una indemnización para quienes sean despedidos.

En  efecto,  se  hizo  presente  que  en  el  inciso
cuarto se prescribe que si el contrato hubiere estado vigente por un año o
más y se le pusiere término por alguna de las causales señaladas en el
inciso anterior, deberá pagarse al trabajador, al momento del término, una
indemnización que en cuanto a su monto y límites quedará sujeta a lo
previsto en el inciso segundo del artículo 163 del Código del Trabajo.

La Comisión Mixta por la unanimidad de sus
miembros  presentes,  aprobó  los  incisos  tercero  y  cuarto,  con
enmiendas  de  forma. Votaron  a  favor  los  Honorables  Senadores
señores  Chadwick,  Muñoz  Aburto,  Sabag  y  Vásquez,  y  los
Honorables  Diputados  señores  Ascencio,  Cardemil,  Ceroni,  Díaz  y
Eluchans.

A continuación la Comisión Mixta consideró el
inciso quinto. Esta disposición establece que cada Cámara, a propuesta
de  la  Comisión  de  Régimen  respectiva,  dictará  un  Reglamento  que
establecerá los rangos mínimos y máximos a que se sujetará el régimen
de remuneraciones de las personas contratadas de conformidad al inciso
primero garantizando su sujeción a criterios de objetividad, transparencia y
no discriminación  arbitraria.  Asimismo,  regulará  las  formalidades a  que
deberá sujetarse la invocación de alguna de las causales de cesación a
que se refiere el  inciso tercero y,  en general,  toda otra  norma para la
adecuada aplicación de este artículo.
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La señora Macarena Lobos explicó que este
inciso recoge una inquietud que había formulado el Honorable Diputado
señor Burgos en orden a que si bien las Cámaras son las que contratan a
estos trabajadores, el  reglamento debe regular las formalidades que se
deben cumplir  cada vez que se hace efectivo el  término de la relación
laboral por las causales que se establecen en el inciso tercero.

La Comisión Mixta, por la unanimidad de sus
miembros  presentes,  aprobó  este  inciso,  con  enmiendas  de
redacción.  Votaron  a  favor  los  Honorables  Senadores  señores
Chadwick,  Muñoz  Aburto,  Sabag  y  Vásquez,  y  los  Honorables
Diputados señores Ascencio, Cardemil, Ceroni, Díaz y Eluchans.

 Luego,  la Comisión Mixta consideró el  inciso
sexto,  referido  al  gasto  máximo  que  podrá  destinarse  a  estas
contrataciones,  las que deberán ajustarse al  marco presupuestario  que
anualmente determine la Ley de Presupuestos del Sector Público.

El Honorable Senador señor Vásquez recordó
que tanto la Cámara de Diputados como el Senado establecen la forma en
que administran sus recursos. Enfatizó que no debiera interpretarse esta
norma en el sentido de que es el Ministerio de Hacienda el que fija los
gastos de ambas Cámaras. Si  se aceptara este último criterio,  dijo,  se
atentaría  contra el  principio de autonomía presupuestaria del  Congreso
Nacional.

El Honorable Senador señor Chadwick y  el
Honorable Diputado señor Duarte  expresaron que era evidente que si
se aprueba esta norma el Ministerio de Hacienda podrá establece cuál va
a ser el rango máximo de gasto en este rubro.

A raíz de lo anterior, se hizo presente que sin
perjuicio de lo que se establezca en la Ley Orgánica Constitucional del
Congreso  Nacional,  cada  año  en  la  Ley  de  Presupuestos  se  podría
aprobar una glosa que estableciera este mismo criterio.

El Honorable Diputado señor Díaz manifestó
que  si  se  aprueba  este  inciso  su  consecuencia  lógica  será  que  en  la
Partida correspondiente al  Congreso Nacional  se podrá establecer  una
nueva glosa que consagre este límite y, por lo tanto, dejaría de ser una
asignación parlamentaria cuyo monto fije libremente las Comisiones de
Régimen.  Como  consecuencia  de  lo  anterior,  se  preguntó  ¿cómo  se
determinará,  en  este  nuevo  esquema,  lo  que  correspondería  a  cada
parlamentario?

El  Presidente  de  la  Cámara  de  Diputados,
Honorable  Diputado  señor  Álvarez aclaró  que  no  era  partidario  de
establecer en la Ley del Congreso Nacional una norma como la que se
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propone. Planteó que este tema se examine cuando se discuta la Ley de
Presupuestos del Sector Público.

El Honorable Diputado señor Duarte precisó
que  en  la  Ley  de  Presupuestos  sólo  se  fija  el  marco  general  del
presupuesto  del  Congreso  Nacional.  Dentro  de  él,  agregó,  ambas
Cámaras  determinan  cómo  deben  invertirse  los  recursos  asignados.
Reiteró  que  este  modelo  preserva  la  autonomía  del  Parlamento.  Si  el
Ejecutivo  determina  la  forma  en  que  estas  Corporaciones  utilizan  los
recursos asignados, desaparecería dicha autonomía, afirmó.
 

El  Presidente  de  la  Comisión  Mixta,
Honorable Senador señor Chadwick propuso a los integrantes de ésta
rechazar este inciso pues vulnera la autonomía del Congreso Nacional.

El  Presidente  de  la  Cámara  de  Diputados,
Honorable  Diputado  señor  Álvarez al  responder  la  pregunta  que
precedentemente formulara el Honorable Diputado señor Díaz, indicó que
cuando se produzca el debate presupuestario se podría establecer, si así
se acuerda por las Cámaras, una glosa que señale qué porcentaje de sus
presupuestos se destinará a financiar este gasto.

La Comisión Mixta, por la unanimidad de sus
miembros presentes, rechazó esta disposición. Votaron a favor de la
supresión,  los  Honorables  Senadores  señores  Chadwick,  Muñoz
Aburto,  Sabag  y  Vásquez  y  los  Honorables  Diputados  señores
Ascencio, Cardemil, Ceroni, Díaz y Eluchans.

Finalmente la Comisión Mixta debatió el último
inciso, disposición que prescribe que el referido reglamento determinará
los  casos  en  que  cada  Cámara  podrá  contratar,  sobre  la  base  de
honorarios, a profesionales y técnicos, para la prestación de los servicios a
que se refiere el inciso primero.

El Honorable Diputado señor Duarte planteó
que  la  modalidad  de  contratación  de  personas  bajo  el  régimen  de
honorarios debiera quedar establecida de manera amplia y no restringida
sólo a la contratación de profesionales y técnicos.

El  Secretario  Jefe  de  Comisiones  de  la
Cámara de Diputados,  señor Landeros, expresó que la norma había
sido elaborada para evitar que, mediante la figura de los honorarios, se
contraten  servicios  administrativos  que  deben  quedar  regulados  por  el
Código del Trabajo. Explicó que si se estableciera una norma de carácter
amplio en esta materia, se podrían vulnerar disposiciones laborales, lo que
previsiblemente generarán demandas ante los Tribunales del Trabajo.

El  Honorable  Senador  señor  Vásquez
sostuvo que esta es una materia propia de la reglamentación interna de
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cada Cámara, las que  debieran fijar las normas correspondientes para
evitar el problema que se ha planteado. Sugirió aprobar una norma más
amplia que la propuesta.

El Honorable Diputado señor Duarte señaló
que no han sido los parlamentarios sino que las Comisiones de Régimen
las  que  han  determinado  cómo  debe  contratarse  a  quienes  trabajan
directamente con los diputados. Manifestó que en la Ley del  Congreso
Nacional debía establecerse una disposición de carácter amplio, para que
posteriormente  las  referidas  comisiones  determinen  las  normas
específicas  en  esta  materia.  En  consecuencia,  propuso  sustituir  la
expresión “profesionales y técnicos” por “personas”.

El Honorable Senador señor Muñoz Aburto
recordó a la Comisión Mixta que el contrato a honorarios implica que una
persona se compromete a ejecutar una labor de carácter  esporádica o
transitoria  a  cambio  de  una  retribución  en  dinero.  Dicha  forma  de
contratación  supone  que  no  existe  ningún  vínculo  de  subordinación  y
dependencia con el empleador. Añadió que lamentablemente en nuestro
país,  el  contrato  a  honorarios  se  ha  transformado  en  un  verdadero
contrato de trabajo encubierto. Propuso buscar otro tipo de redacción para
regular esta materia.

El Honorable  Diputado  señor  Cardemil
planteó  que  este  inciso  debía  aprobarse  ya  que  sin  él  no  se  podría
contratar a personas bajo el régimen de honorarios para realizar labores
de  asesorías  a  los  parlamentarios.  También  se  mostró  partidario  de
eliminar  la  mención  a  profesionales  y  técnicos  ya  que  puede  resultar
necesario  contratar  a  honorarios  a  personas  que  no  cuenten  con  una
formación de esa naturaleza.

El Honorable Diputado señor Díaz  concordó
con lo planteado por el Honorable Senador señor Muñoz Aburto. Agregó
que era partidario de disminuir progresivamente las personas contratadas
bajo el régimen de honorarios. Agregó que la norma general debiera ser
los contratos regidos por el Código del Trabajo.

En  su  opinión,  debería  eliminarse  el  inciso
propuesto o reglamentarse de manera muy estricta los casos en que se
puede contratar a una persona bajo el régimen de honorarios. Puntualizó
que si se aprueba el inciso propuesto por el Ejecutivo, probablemente van
a subsistir  muchos contratos  de trabajo  bajo  la  fórmula  de honorarios,
situación que él no comparte.

El Honorable Diputado señor Ceroni recordó
que la contratación a honorarios ha sido una de las fuentes de críticas a
que han estado sometidos los diputados. Se mostró partidario de restringir
su uso. Propuso aprobar el inciso en debate en los términos en que lo
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planteó el Ejecutivo, de manera que la contratación a honorarios quede
restringida sólo a los profesionales y técnicos.

El Honorable Diputado señor Duarte insistió
que el reglamento debiera determinar las condiciones en que se puede
celebrar un contrato a honorarios. Opinó que las instituciones autónomas
como el Congreso Nacional, deben tener amplias facultades para regular
estas materias y determinar a quien se puede contratar.

El  Presidente  de  la  Comisión,  Honorable
Senador señor Chadwick propuso aprobar este inciso en los términos en
que lo sugiere el Gobierno, pues permite conciliar las dos posiciones en
debate. En efecto, dijo, quienes buscan que la contratación a honorarios
sea un procedimiento excepcional, saben que por esta vía sólo se podrá
contratar a profesionales y técnicos que se desempeñarán en labores que
digan relación con el ejercicio de la función parlamentaria y por otra parte,
la  de quienes pretenden que sea un reglamento el  que determine con
precisión la forma en que se realizará dicha contratación.

El  Honorable  Diputado  señor  Díaz expresó
que la norma propuesta por el Ejecutivo no resuelve el problema, ya que
dicho precepto seguirá permitiendo que la contratación a honorarios sea la
regla general y no la excepción.

El Honorable Senador señor Chadwick indicó
que la contratación a honorarios debiera ser excepcional. Para ello estimó
necesario precisar que un reglamento determinará los casos en que se
puede contratar a honorarios. Sostuvo que, de esta manera y a diferencia
de  lo  que  ocurre  actualmente,  sólo  se  podrá  contratar  a  honorarios  a
profesionales  y  técnicos  que  se  desempeñarán  en  labores  que  se
relacionen directamente con el ejercicio de la función parlamentaria. Así,
dijo, se posibilita la contratación a honorarios para aquellos casos en que
realmente se necesita. Subrayó que la contratación bajo las normas del
Código del Trabajo debiera ser la regla general.

El  Honorable  Diputado  señor  Díaz connotó
que  la  única  limitación  que  se  establece  es  que  dichos  contratos  se
celebran con profesionales y técnicos.

El  Honorable  Senador  señor  Chadwick
puntualizó que hoy en día pueden existir  muchos casos de contratos a
honorarios celebrados con personas que no son profesionales y técnicos.
En  ese  sentido,  se  establece  una  limitación.  Adujo,  además,  que  en
algunos casos puede ser necesario contratar a honorarios a un profesional
o  a  un  técnico.  Sostuvo  que  prohibir  completamente  esta  forma  de
contratación era una posición extrema.

El  Honorable  Senador  señor  Sabag señaló
que la norma en debate establece limitaciones. Añadió que en algunas
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ocasiones se puede requerir contratar a profesionales para un estudio de
carácter específico. Mediante esta norma se circunscribe los casos en que
las Cámaras podrán celebrar estos contratos. Connotó que hasta ahora
los  parlamentarios  reciben  asignaciones  de  libre  disponibilidad  para
celebrar este tipo de contratos, de acuerdo a las disposiciones que ha
establecido la Comisión de Régimen Interno. Estas son asignaciones de
libre disposición sin rendición de cuenta. Si no se aprueba esta norma,
agregó, no se va a poder contratar asesores a honorarios.

El  Honorable  Diputado  señor  Cardemil
señaló  que  esta  norma  constituía  un  avance  respecto  de  la  actual
normativa, pues regula de mejor manera las facultades que actualmente
tienen los parlamentarios para contratar. 

Sin  perjuicio  de  lo  anterior,  pidió  dejar
constancia que las disposiciones contenidas en el artículo 3º A se refieren
exclusivamente a los trabajadores que se desempeñarán en los Comités o
directamente con los parlamentarios y que en ningún caso afectarán los
derechos o el estatuto de los funcionarios de planta o a contrata de las
Cámaras, ya que estas  disposiciones no les serán aplicables.

La  Comisión  Mixta adhirió  a  este
planteamiento.

Sometido  a votación este inciso, fue aprobado
por la mayoría de los miembros presentes de la Comisión Mixta. Votaron
a  favor  los  Honorables  Senadores  señores  Chadwick,  Sabag  y
Vásquez,  y  los Honorables Diputados señores Ascencio,  Cardemil,
Ceroni,  y  Eluchans.  Se  abstuvieron  el  Honorable  Senador  señor
Muñoz Aburto y el Honorable Diputado señor Díaz.

En  una  sesión  posterior,  a  petición  del
Honorable  Diputado  señor  Díaz,  la  Comisión  Mixta  acordó,  por  la
unanimidad  de  sus  miembros  presentes,  Honorables  Senadores
señores  Chadwick,  Sabag  y  Vásquez  y  Honorables  Diputados
señores  Cardemil,  Ceroni,  Díaz  y  Eluchans,  reabrir  la  discusión
acerca de este inciso.

Reabierto  el  debate,  el  Honorable  Diputado
señor Díaz propuso eliminar del inciso aprobado la frase “a profesionales
y técnicos” con el fin de permitir una mayor flexibilidad en la contratación
de personas que puedan desempeñarse a honorarios para los comités y
los parlamentarios.

La Comisión Mixta, por la unanimidad de sus
miembros  presentes,  Honorables  Senadores  señores  Chadwick,
Sabag y Vásquez y Honorables Diputados señores Cardemil, Ceroni,
Díaz y Eluchans, concordó con esta proposición y decidió suprimir la
mencionada frase.
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En  síntesis,  y  como  consecuencia  de  los
debates previamente descritos,  la Comisión Mixta, por la unanimidad
de  sus  miembros  presentes,  Honorables  Senadores  señores
Chadwick, Muñoz Aburto y Sabag, y Honorables Diputados señores
Cardemil, Ceroni y Eluchans, aprobó en definitiva la siguiente redacción
para el nuevo artículo 3° A:

“Artículo  3°  A.  Cada  Cámara  podrá  acordar
autónomamente,  previo  informe favorable  de la  Comisión  de  Régimen
respectiva, la forma de contratar de conformidad a las normas del Código
del  Trabajo  y  sus  disposiciones  complementarias  a  quienes  prestarán
servicios  a los comités  parlamentarios  y  a los diputados o senadores,
durante el desempeño de sus cargos y en labores que digan relación con
el ejercicio de la función parlamentaria.

Con todo, dichos trabajadores deberán cumplir
las normas de probidad que establezca el reglamento a que se refiere el
inciso cuarto, debiendo incluirse en los contratos respectivos una cláusula
que así lo disponga.

Sin perjuicio de las causales previstas en los
artículos 159 y 160 del Código del Trabajo, la relación laboral a que se
refiere el inciso primero terminará siempre por la pérdida de confianza del
comité o parlamentario para quien prestaba sus servicios, así como por la
cesación en el cargo del parlamentario para el que fue contratado. Deberá
pagarse al trabajador, al momento del término, una indemnización que en
cuanto  a  su  monto  y  límites  quedará  sujeta  a  lo  previsto  en  el  inciso
segundo del artículo 163 de dicho Código.

Cada Cámara, a propuesta de la Comisión de
Régimen respectiva,  dictará un reglamento que establecerá los rangos
mínimos y máximos a que se someterá el régimen de remuneraciones de
las personas contratadas de conformidad al inciso primero, garantizando
la  sujeción   de  éste  a  criterios  de  objetividad,  transparencia  y  no
discriminación arbitraria. Asimismo, regulará las formalidades para invocar
alguna de las causales de cesación a que se refiere el inciso tercero y, en
general, toda otra norma para la adecuada aplicación de este artículo.

El reglamento a que se refiere el inciso anterior,
determinará  los  casos  en  que  se  podrá  contratar  sobre  la  base  de
honorarios  la  prestación  de  los  servicios  a  que  se  refiere  el  inciso
primero.”.

En  una  sesión  posterior,  la  Comisión  Mixta
escuchó al Presidente del Senado, Honorable Senador señor Novoa,
quien señaló que, a su juicio,  no era conveniente incorporar en la Ley
Orgánica del Congreso Nacional la disposición aprobada, pues ella podía
crear  un  conjunto  de  problemas  prácticos  a  ambas  Cámaras,
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planteamiento  que  comparte  la  Asociación  de  Funcionarios
Administrativos del Senado. Indicó que si  una Cámara implementa este
sistema la otra va a quedar sometida a la presión de adoptar el mismo
modelo ya que sería muy raro establecerse la facultad y después tener
dos regímenes laborales distintos. 

Al  referirse  a  las  probables  dificultades  de
gestión  que  podrían  suscitarse  en  las  Corporaciones  a  raíz  de  la
implementación de la norma aprobada, recordó que tanto la Cámara de
Diputados  como  el  Senado  contratan  personal  para  desempeñarse  en
Valparaíso y en las dependencias que ambas Corporaciones tienen en la
ciudad de Santiago.  Si  se implementa la norma aprobada,  dijo,  ambas
Corporaciones tendrán el  deber  de contratar  a los trabajadores que se
desempeñan  para  los  parlamentarios  en  cada  una  de  las  regiones.
Cualquier conflicto que se produzca con dichos trabajadores podría dar
origen a numerosos juicios o denuncias ante Tribunales del Trabajo o las
Inspecciones del Trabajo en las diferentes zonas del país.

Agregó  que  va  a  ser  imposible  que  ambas
Corporaciones  vigilen  si  dichos  trabajadores  cumplen  con  el  deber  de
asistencia y con sus horarios de trabajo. Al respecto, recordó que la ley
laboral exige al empleador tener registros de asistencia y cumplimiento de
horarios.

Aclaró  que  los  parlamentarios  no  tienen
impedimentos para contratar a las personas que trabajan con ellos y este
régimen no ha creado problemas significativos. Recordó que él había sido
jefe del Comités del Partido Unión Demócrata Independiente y nunca tuvo
dificultades para contratar  directamente al  personal  que se desempeña
con los parlamentarios. 

Aseguró  que  la  aprobación  de  esta  norma
creará al interior de cada Corporación dos regímenes laborales distintos.
Algunos -los funcionarios- van a regirse por los reglamentos de personal
de  cada  Corporación  y  otros  por  las  normas  del  Código  del  Trabajo.
Agregó que en el caso del Senado la aprobación de esta norma podría dar
lugar a la contratación de aproximadamente cuatrocientas personas, las
que  podrían  asociarse  sindicalmente  y  dar  lugar  a  negociaciones  de
carácter  colectivo.  Además,  recordó que de acuerdo a experiencias de
derecho  comparado  el  número  de  estos  trabajadores  puede  crecer
exponencialmente.

Ante  una  pregunta  del  Honorable  Diputado
señor Cardemil,  el Presidente del Senado, Honorable Senador señor
Novoa, precisó que lo más conveniente para las Corporaciones era seguir
funcionando tal como se ha hecho hasta actualidad y no innovar en esta
materia.  Es  decir  que cada parlamentario  contrate  a  las  personas que
trabajan directamente con ellos.
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El Honorable Diputado señor Ceroni recordó
que la norma aprobada no impone a las Corporaciones la obligación de
someterse al régimen de contratación que ella establece. Hizo presente
que cada Cámara podrá acordar autónomamente, previo informe favorable
de la Comisión de Régimen respectiva, si contrata o no a determinadas
personas. Manifestó que el Senado no está obligado a someterse a este
sistema.
 

Añadió  que  esta  disposición  contribuía  a  la
transparencia  de  la  gestión  parlamentaria  y  evitaba  que  diputados  y
senadores tuvieran que resolver cuestiones laborales que pueden terminar
entorpeciendo  las  funciones  representativas   y  legislativas  que  deben
desempeñar. Añadió que si se implementa este sistema de contratación,
los  parlamentarios  deberán  velar  que  se  cumplan  las  disposiciones
laborales que regirán a estos trabajadores.

Finalmente,  insistió  en  que  serán  las
Comisiones de Régimen de cada Cámara las llamadas a determinar si se
implementa este sistema de contratación.

Posteriormente,  los  Honorables  Senadores
señores Chadwick, Muñoz Aburto y Sabag, y los Honorables Diputados
señores Álvarez, Cardemil, Ceroni, Díaz y Eluchans, propusieron agregar
a esta iniciativa una disposición transitoria del siguiente tenor:

“Artículo  5º.  El  Senado sólo podrá adoptar  el
acuerdo a que se refiere el inciso primero del artículo 3º A hasta el 11 de
marzo de 2010.”.

Sometida  a  votación  esta  proposición,  fue
aprobada  por  la  unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la
Comisión  Mixta,  Honorables  Senadores  señores  Chadwick,  Muñoz
Aburto  y  Sabag,  y  los  Honorables  Diputados  señores  Cardemil,
Ceroni y Eluchans.

oooo

Seguidamente,  la  Comisión  Mixta examinó
una  proposición  de  los  Presidentes  de  ambas  Corporaciones  que  se
establece que los diputados y senadores podrán agruparse en comités
parlamentarios,  los  que  gozarán  de  personalidad  jurídica  por  el  solo
ministerio  de  la  ley  y  podrán  realizar  todo  tipo  de  contrataciones  de
personal, bienes y servicios con cargo a sus respectivas asignaciones y
ejercer las demás atribuciones que les asignen los reglamentos.

Al  considerar  esta  proposición  se  tuvo  en
cuenta que los comités parlamentarios son, por mandato constitucional,
órganos  que  forman  parte  tanto  del  Senado  como  de  la  Cámara  de
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Diputados, razón por la que no pueden tener una personalidad jurídica
distinta de esas Corporaciones.

Asimismo,  se  connotó  que,  como  se  ha
acordado que cada Cámara podrá contratar, si así lo estima necesario, al
personal  que  prestará  servicios  a  los  Comités,  no  resulta  necesario
aprobar una norma de este tipo.

En  consideración  a  estos  antecedentes,  la
proposición fue retirada por sus autores.

oooo

Luego,  la  Comisión  Mixta analizó  una
proposición de los mismos Presidentes mediante la cual se establece que
los reglamentos de ambas Cámaras consignarán normas que cautelen el
acceso del público a información en conformidad a la ley Nº 20.285.

Al  iniciarse  el  debate  de  esta  proposición  se
hizo presente que respecto de este mismo asunto la Cámara de Diputados
había elaborado otra proposición que dispone lo siguiente:

“Las Cámaras establecerán en sus reglamentos
las  disposiciones  necesarias  que  aseguren  el  cumplimiento  de  las
obligaciones de transparencia pasiva a que se refiere la ley N° 20.285.

En  todo  caso,  tales  disposiciones  deberán
señalar las autoridades u organismos internos encargados de responder
las consultas que se le formulen y el procedimiento a que se sujetarán los
reclamos que se efectúen por la no entrega de la información pedida. Para
la  negativa  en  la  entrega  de  información,  sin  perjuicio  de  las  normas
establecidas en esta ley, serán aplicables también las causales contenidas
en el artículo 21 de la ley N° 20.285.

De  las  reclamaciones  que  se  promuevan
resolverá  en  última  instancia  la  Comisión  de  Ética  del  Senado  o  la
Comisión de Conducta de la Cámara de Diputados, según corresponda.”.

Al  iniciarse  el  debate,  se  observó  que
actualmente ambas Cámaras del Congreso Nacional  están sujetas a la
obligación  de  dar  cumplimiento  a  la  denominada  transparencia  activa,
según lo dispone el artículo sexto de la ley Nº 20.285, sobre acceso a la
información pública.

Tal  disposición  establece  textualmente  lo
siguiente:

“Artículo  sexto.  El  Congreso  Nacional  se  rige
por el  principio de la transparencia en el  ejercicio de la función pública
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consagrado en el inciso segundo del artículo 8º de la Constitución Política
y en los artículos 3º y 4º de la Ley de Transparencia de la Función Pública
y Acceso a la Información de la Administración del Estado.

Las  Cámaras  deberán  dar  cumplimiento  a  lo
dispuesto  en  el  artículo  7º  de  la  Ley  de  Transparencia  de  la  Función
Pública y Acceso a la Información de la Administración del Estado, en lo
pertinente.

Deberán  especialmente  publicar,  además,  la
asistencia de los parlamentarios a las sesiones de Sala y de comisiones,
las votaciones y  elecciones a las que concurran y  las dietas y demás
asignaciones que perciban.

Los  reglamentos  de  ambas  Cámaras
consignarán  las  normas  que  cautelen  el  acceso  del  público  a  la
información de que trata este artículo.”.

Asimismo, se puso de relieve que el Senado ha
incorporado en su reglamento disposiciones que permiten a las personas
interesadas  acceder  a  información  en  los  términos  previstos  en  la
mencionada ley. Se connotó, además, que diversos particulares ya han
recabado antecedentes de conformidad a tales normas y que el  propio
Consejo para la Transparencia ha reconocido que esas disposiciones son
las  que  regulan  el  procedimiento  al  que  se  deben  someter  quienes
solicitan  antecedentes  al  Senado.  Este  criterio  está  expuesto  en  una
decisión que adoptó el referido Consejo a propósito del amparo Rol A217-
09, con fecha 21 de agosto de 2009.

Se  tuvo  en  consideración,  además,  que  la
Cámara  de  Diputados  no  ha  reglamentado  esta  materia  pues,  a  su
entender,  resulta  indispensable  que  el  legislador  establezca  los
parámetros para garantizar la transparencia pasiva. Se resaltó, además,
que  una  ley  de  quórum  calificado  debe  determinar  los  criterios  para
declarar cuáles son las causales por las que se puede declarar secreto un
determinado antecedente. 

Sin perjuicio de lo anterior,  la Comisión Mixta
estimó  conveniente  que  la  Ley  Orgánica  Constitucional  del  Congreso
Nacional  contuviese  algunos  criterios  generales  según  los  cuales  los
reglamentos de ambas Corporaciones deberían regular la forma en que
los  particulares  podrán  acceder  a  información  de  ambas  Cámaras  del
Congreso Nacional.

En virtud de lo anterior, se propuso aprobar la
norma elaborada por la Cámara de Diputados, previamente reproducida.
 

Se  hizo  presente  que  ella  es  acorde  con  la
reglamentación  adoptada  por  el  Senado  y  permite  a  la  Cámara  de
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Diputados incorporar, en su propio reglamento, disposiciones de un tenor
similar.

El Honorable Diputado señor Burgos planteó
que los reglamentos de ambas Corporaciones deben asegurar el acceso a
la  información  que  requieran  los  ciudadanos.  Asimismo,  opinó  que  los
reclamos  de  los  particulares  pueden  originarse  por  dos  situaciones
distintas: que no se les entregue información o que ella sea incompleta.
Atendido  lo  anterior,  sugirió  dejar  abierta  la  posibilidad  de  que  los
reclamos se puedan fundar en cualquiera de esas situaciones.

El  Presidente  de  la  Cámara  de  Diputados,
Honorable  Diputado  señor  Álvarez, expresó  que  era  partidario  de
aprobar  una  norma  genérica  que  hiciera  referencia,  tal  como  lo  ha
propuesto  junto  al  señor  Presidente  del  Senado,  que  las  Cámaras
establecerán en sus reglamentos las disposiciones que cautelen el acceso
del público a la información, en conformidad a la ley Nº 20.285. Agregó
que  lo  anterior  no  significa  imponer  al  Congreso  Nacional  todas  las
obligaciones que supone la transparencia pasiva. 

El Honorable Diputado señor Burgos expresó
que el cometido de esta Comisión Mixta era la oportunidad adecuada para
establecer que el Congreso Nacional deberá dar cumplimiento no sólo a
las normas que se refieren a la transparencia activa sino que también a los
deberes que supone la transparencia pasiva.

El  Presidente  de  la  Cámara  de  Diputados,
Honorable  Diputado  señor  Álvarez, fue  de  parecer  que  el  Congreso
Nacional sólo debe cumplir con las obligaciones de la transparencia activa,
de conformidad a lo que establece ley Nº 20.285.
 

El  Honorable  Senador  señor  Chadwick
propuso  aprobar  la  norma  encargando  a  los  reglamentos  de  ambas
Cámaras  garantizar  el  acceso  del  público  a  la  información  según  lo
dispone  a  ley  Nº  20.285,  en  el  entendido  que  comprende  tanto  la
transparencia pasiva como activa.

El  Subsecretario  señor  Edgardo  Riveros
expresó  que  la  norma  propuesta,  al  referirse  a  la  transparencia,
comprende las dimensiones activa y pasiva. Lo anterior queda reforzado si
se acepta, como se propone en los incisos en debate, que los particulares
puedan  presentar  reclamaciones.  Sugirió  a  la  Comisión  radicar  en  las
Comisiones de Ética de cada Cámara las facultades que tiene el Consejo
de la Transparencia para resolver dichas reclamaciones. En este sentido,
propuso explicitar este criterio y establecer que no se aplican al Congreso
Nacional las normas que facultan al Consejo para la Transparencia para
resolver los reclamos que se presenten por la no entrega de información.
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Durante el debate de esta norma, el Secretario
Jefe de Comisiones de la Cámara de Diputados, señor Landeros, hizo
presente  que  había  tres  instituciones  que  actualmente  no  estaban
obligadas a cumplir con las exigencias de la transparencia pasiva. Ellos
son el Tribunal Calificador de Elecciones, el Tribunal Constitucional y el
Congreso Nacional. Recordó que, cuando se discutió la ley Nº 20.285, se
planteó el compromiso de que con ocasión de la modificación de la Ley
Orgánica Constitucional del Congreso Nacional se regularía esta materia.

El Honorable Senador señor Sabag expresó
su acuerdo con lo propuesto por el  señor Subsecretario.  Hizo presente
que ya se han presentado en el Senado solicitudes para que se entregue
el detalle de los gastos de los Senadores con sus comprobantes y los
pasajes que han ocupado los parlamentarios desde el año 1990 hasta la
fecha.  Agregó que la  transparencia pasiva debiera regir  para los actos
futuros y no para las decisiones adoptadas en el pasado. 

El  Honorable  Diputado  señor  Burgos hizo
presente que si ahora se establecía la transparencia pasiva era necesario
explicitar  que  correspondería  a  las  Comisiones  de  Ética  de  cada
Corporación resolver estas materias. Agregó que la resolución del Consejo
de la Transparencia relativo al Senado constituye un precedente en este
sentido.

Sostuvo  que,  a  su  juicio,  a  partir  de  esta
enmienda, el Congreso Nacional va a quedar sometido a las obligaciones
que derivan tanto de la transparencia activa como pasiva.

El  Honorable  Senador  señor  Chadwick
concordó con la anterior proposición.

El  Presidente  de  la  Cámara  de  Diputados,
Honorable Diputado señor Álvarez, reiteró que los referidos reglamentos
debían  asegurar  el  acceso  del  público  a  la  información  del  Congreso
Nacional, en conformidad a la ley Nº 20. 285, de manera de no imponer a
ambas Cámaras más deberes que los que consagra dicho cuerpo legal.
Recordó  que  esa  ley  señala  las  obligaciones  a  las  que  están  sujetas
ambas Corporaciones respecto de la información que deben entregar a
quien lo solicite.

El  Presidente  de  la  Comisión  Mixta,
Honorable Senador señor Chadwick, señaló que en el inciso primero de
esta norma se debe establecer que el Congreso Nacional se somete a la
ley Nº 20.285. Añadió que en su inciso segundo debiera regularse todo el
proceso de reclamación.

El  Presidente  de  la  Cámara  de  Diputados
propuso,  en  consecuencia,  aprobar  como  nuevo  inciso  segundo  del
artículo 4° de la Ley del Congreso Nacional, un precepto que disponga
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que las Cámaras establecerán, en sus reglamentos, las disposiciones que
cautelen el acceso del público a la información, en conformidad a la ley Nº
20.285.

Enseguida,  el Honorable  Diputado  señor
Burgos sugirió a la Comisión Mixta acoger la idea de que los reclamos se
podrán presentar tanto en el evento que no se entregue información o ella
se proporcione parcialmente.

La  Comisión  Mixta concordó  con  el
planteamiento del Honorable Diputado señor Burgos.

El Diputado señor Cardemil hizo notar que la
norma  en  análisis  hace  referencia  al  artículo  21  de  la  Ley  de
Transparencia.  Sugirió mencionar, también, el artículo sexto de la ley Nº
20.285.

El  Honorable  Senador  señor  Gómez
puntualizó  que  en  esta  materia  hay  que  hacer  la  menor  cantidad  de
innovaciones posibles y ajustarse a lo que establece la ley Nº 20.285.

El  Presidente  de  la  Comisión  Mixta,
Honorable Senador señor Chadwick, planteó que lo más conveniente es
no  hacer  referencia  al  artículo  21  de  la  Ley  de  Transparencia  de  la
Función Pública y sólo señalar que se podrá denegar la entrega de la
información por las causales que establece la ley N° 20.285.

La Comisión Mixta concordó con  la  idea  de
que sean las Comisiones de Ética de cada Cámara las que resuelvan las
reclamaciones  que  presenten  los  particulares  cuando  se  les  niegue  el
acceso a la información. Asimismo, acordó, con el fin de respaldar este
criterio,  establecer  expresamente  que  al  Congreso  Nacional  ni  a  sus
servicios comunes se les aplicarán los artículos 24 a 30 y 33 de la Ley de
Transparencia de la Función Pública y de Acceso a la información de la
Administración del Estado. 

Igualmente,  se  estimó  necesario  precisar  que
en el evento de que a una persona se le niegue la entrega de información
que ha solicitado, ella podrá presentar un reclamo ante la Comisión de
Ética  y  Transparencia  del  Senado  o  la  Comisión  de  Conducta  y
Transparencia de la Cámara de Diputados, las que resolverán tal petición,
sin ulterior recurso.

El  Presidente  de  la  Cámara  de  Diputados,
Honorable Diputado señor Álvarez,  solicitó dejar constancia de que no
procede  la  acción  constitucional  de  protección  en  contra  de  las
resoluciones que en esta materia adopten las mencionadas comisiones. 
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El Honorable Diputado señor Burgos recordó
que respecto de las resoluciones del Consejo de la Transparencia sólo
procede  un  recurso  especial  que  se  interpone  ante  la  Corte  de
Apelaciones, el cual no procederá en contra las resoluciones que adopten
las Cámaras. Hizo presente que, sin embargo, lo anterior no impedirá que
estas resoluciones sean debatidas en los tribunales de justicia.

La Comisión Mixta acordó dejar constancia en
el informe que en estos casos no procederían recursos en contra de las
resoluciones que resuelvan los reclamos que se formulen ante la Comisión
de  Ética  y  Transparencia  del  Senado  o  la  Comisión  de  Conducta  y
Transparencia  de  la  Cámara  de  Diputados  y  que  corresponderá  a  la
Comisión Bicameral a que se refiere el artículo 2° resolver, también en
única  instancia,  los  reclamos  de  información  que  cualquier  particular
formule en contra de los servicios comunes del Congreso Nacional.

Por último, también se decidió consignar  que
tanto el Senado como la Cámara de Diputados y los servicios comunes del
Congreso  Nacional  se  pueden  negar  a  entregar  información  que,  de
acuerdo con la legislación, tenga carácter de reservada.

En  virtud  de  lo  anterior,  la  Comisión  Mixta
resolvió agregar en el artículo 4°, como incisos segundo a quinto, nuevos,
los siguientes: 

“Las Cámaras establecerán en sus reglamentos
las disposiciones que cautelen el acceso del público a la información, en
conformidad a la ley Nº 20.285.

Los referidos reglamentos deberán señalar las
autoridades u organismos internos encargados de responder las consultas
que se formulen y el procedimiento a que se sujetarán los reclamos. Sin
perjuicio de las causales establecidas en esta ley, se podrá denegar la
entrega de información en virtud de las señaladas en la ley Nº 20.285.
 

Las  reclamaciones  se  resolverán  en  única
instancia por la Comisión de Ética y Transparencia del Senado o de la
Cámara de Diputados, según corresponda. Lo dispuesto en los artículos
24 a 30 y 33 de la Ley de Transparencia de la  Función Pública y de
Acceso a la información de la Administración del Estado no se aplicará al
Congreso Nacional ni a sus servicios comunes.

Corresponderá, a la Comisión Bicameral a que
se refiere el inciso cuarto del artículo 2° resolver, en única instancia, de los
reclamos  que  se  formulen  en  contra  de  los  servicios  comunes  del
Congreso Nacional.”.
 

Estos  acuerdos  fueron  adoptados  por  la
unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la  Comisión  Mixta,
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Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Gómez y
Muñoz  Aburto,  y  los  Honorables  Diputados  señores  Burgos,
Cardemil, Ceroni, Díaz y Eluchans.

La  norma  aprobada  se  incorpora  como
nuevo número 4, al artículo único.

Número 2 de la Cámara de Diputados
y del Senado

Este número incide en el inciso final del artículo
5°, disposición que se refiere al plazo en que determinadas autoridades
debían,  con  anterioridad  a  la  reforma  constitucional  del  año  2005,
comunicar los nombres de las personas que habían sido designadas para
formar parte Senado.

En primer trámite constitucional, la Cámara de
Diputados sustituyó esta norma por los siguientes incisos:

“Cada Cámara, una vez instalada, dará inicio a
sus actividades de acuerdo con el calendario de sesiones que fije.

El  período  de  sesiones  del  Congreso  se
extenderá entre el 11 de marzo de cada año y el 10 de marzo del año
siguiente.

La primera  sesión  de cada período legislativo
será la siguiente a la de instalación.”.

En  segundo  trámite  constitucional,  el  Senado
remplazó el segundo de los incisos que se incorporan al artículo 5° en
virtud de este numeral, como inciso quinto, por el siguiente:

“El  cuadrienio  que se inicia  con la  instalación
del Congreso Nacional constituirá un período legislativo.”.

En  tercer  trámite,  la  Cámara  de  Diputados
desechó esta modificación.

Los  miembros  presentes  de  la  Comisión
Mixta coincidieron con la enmienda propuesta por el Senado y, en
forma unánime, resolvieron acogerla. Votaron a favor los Honorables
Senadores señores Espina,  Gómez, Larraín y Muñoz Aburto,  y  los
Honorables  Diputados  señora  Soto  y  señores  Ascencio,  Bustos,
Cardemil y Eluchans.

Posteriormente,  en  relación  con  este  mismo
artículo 5°,  la Comisión Mixta consideró, con el fin de adecuar la Ley
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Orgánica Constitucional del Congreso Nacional a la reforma constitucional
contenida en la ley Nº 20.050, una propuesta para precisar la autoridad
llamada a comprobar si el reemplazante de un parlamentario cumple con
los  requisitos  exigidos  por  la  Constitución  Política  para  desempeñar  el
cargo.

Se tuvo en consideración que el inciso sexto del
artículo  51  de  la  Ley  Fundamental  dispone  que  el  reemplazante  debe
cumplir con los requisitos que ella establece para ser elegido Diputado o
Senador, según el caso.

En  relación  con  este  punto,  los  señores
diputados miembros de la  Comisión  Mixta  propusieron una norma que
señala que “Para los efectos de lo dispuesto en el inciso sexto del artículo
51 de la Constitución Política de la República, corresponderá al Presidente
de  cada  Corporación  verificar  el  cumplimiento  de  los  requisitos  para
desempeñar el cargo de diputado o senador, según corresponda.”.

Argumentaron  que  esta  proposición  pretende
llenar  un  vacío  que  es  necesario  subsanar  en  la  Ley  Orgánica
Constitucional  del  Congreso  Nacional.  Se  recordó  que,  previo  a  una
elección,  el  Servicio  Electoral  verifica  si  los  candidatos  a  diputados  y
senadores  cumplen  los  requisitos  para  desempeñar  el  cargo  de
parlamentario.  Agregaron  que  cuando  se  produce  una  vacante  de  un
cargo  de  parlamentario  no  hay  una  elección  complementaria  y,  por  lo
tanto, hay que determinar a qué autoridad le  corresponde verificar si el
reemplazante  que  propone  el  partido  al  que  pertenecía  el  Diputado  o
Senador  que  generó  la  vacante,  cumple  con  los  requisitos  para
desempeñar el cargo. Añadieron que la Cámara de Diputados, luego de la
reforma del año 2005, en tres oportunidades ha tenido que enfrentarse a
este tema.
 

Indicaron que la norma propuesta recoge una
práctica que ya ha implementado la Cámara de Diputados.

El Honorable Diputado señor Burgos resaltó
que  el  Presidente  de  cada  Corporación  podría,  al  realizar  dicha
verificación, declarar que un postulante no cumple con los requisitos para
desempeñar  el  cargo  parlamentario.  Tratándose  de  una  autoridad
unipersonal, sugirió que fuera la Mesa de cada Corporación la que efectúe
dicha declaración.
 

El señor Miguel Landeros hizo presente que
en la práctica los Presidentes de la Cámara de Diputados han hecho esta
verificación sin  que una norma expresa los autorice. Manifestó que los
presidentes  serán  responsables  de  efectuar  dicha  verificación  y  si  no
cumplen con este deber, estarán obligados a responder ante el pleno de
cada Corporación. Recordó, asimismo, que si los presidentes no ejecutan
adecuadamente esta atribución podrían ser censurados.
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Teniendo  en  cuenta  estos  antecedentes,  la
Comisión  Mixta,  por  la  unanimidad  de  sus  miembros  presentes,
aprobó  la  proposición  de  los  señores  diputados,  antes  transcrita.
Votaron a favor los Honorables Senadores señora Alvear y señores
Chadwick,  Gómez  y  Muñoz  Aburto,  y  los  Honorables  Diputados
señores Burgos, Cardemil, Ceroni, Díaz y Eluchans.

Número 3 de la Cámara de Diputados
y del Senado

Este número modifica el inciso final del artículo
5° A, que señala que el principio de transparencia consiste en permitir y
promover  el  conocimiento  de  los  procedimientos,  contenidos  y
fundamentos de las decisiones que se adopten.

En primer trámite constitucional, la Cámara de
Diputados aprobó la siguiente enmienda:

“3.- Sustitúyese el inciso final del artículo 5º A,
por los siguientes:

“El  principio  de  transparencia  consiste  en
permitir  y  promover  el  conocimiento  y  publicidad  de  los  actos  y
resoluciones que adopten los diputados y senadores, las Cámaras y sus
órganos internos, así como de sus fundamentos y de los procedimientos
que utilicen.

Las  sesiones  de  las  Cámaras  o  de  sus
comisiones, los documentos y antecedentes de las mismas, las actas de
sus  debates  y  las  votaciones  serán  públicas.  Sin  embargo,  cuando  la
publicidad  de  alguna  de  ellas  afectare  el  debido  cumplimiento  de  las
funciones de dichos órganos, los derechos de las personas, la seguridad
de  la  Nación  o  el  interés  nacional,  el  Presidente  de  la  respectiva
corporación o comisión, con el voto favorable de los dos tercios de los
senadores  o  diputados  presentes  o,  en  su  caso,  de  los  senadores  o
diputados presentes integrantes de la comisión, podrá declarar el secreto
dejando constancia de los fundamentos de tal declaración.

En  todo  caso,  dichas  sesiones,  documentos,
antecedentes,  actas  y  votaciones  serán  siempre  secretos  cuando
corresponda tratar alguno de los asuntos cuya discusión, en esa calidad,
haya  solicitado  el  Presidente  de  la  República,  en  conformidad  con  el
número 15º del artículo 32 de la Constitución Política de la República.”.”.

En segundo trámite, el Senado reemplazó este
numeral por el siguiente:
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“3.- Sustitúyese el inciso final del artículo 5° A,
por los siguientes:

“El  principio  de  transparencia  consiste  en
permitir  y  promover  el  conocimiento  y  publicidad  de  los  actos  y
resoluciones que adopten los diputados y senadores en el ejercicio de sus
funciones en la Sala y en las comisiones, así como las Cámaras y sus
órganos  internos,  y  de  sus  fundamentos  y  de  los  procedimientos  que
utilicen.

Las  sesiones  de  Sala  de  las  Cámaras,  los
documentos  y  registros  de  las  mismas,  las  actas  de  sus  debates,  la
asistencia y las votaciones serán públicas.

Serán públicos los acuerdos adoptados por las
comisiones, así como los antecedentes considerados en sus sesiones y la
asistencia de los parlamentarios e invitados a las sesiones de las mismas.
Al término de cada sesión de comisión se informará resumidamente de lo
anterior. La misma regla se aplicará a los comités parlamentarios.

Los informes de comisión serán públicos desde
que queden a disposición de la respectiva Sala. Dichos informes darán
cuenta  de  los  asistentes  a  sus  sesiones,  de  sus  debates,  de  los
antecedentes y documentos considerados, de los acuerdos alcanzados y
sus  fundamentos  esenciales  y  del  resultado  de  las  votaciones,
debidamente individualizado.

Las sesiones de comisión se realizarán sin la
asistencia de público,  salvo acuerdo en contrario adoptado por los dos
tercios de sus miembros presentes.

Cuando la publicidad de las sesiones y de los
antecedentes  considerados  por  la  Sala  y  las  comisiones  afectaren  el
debido cumplimiento de las funciones de dichos órganos, los derechos de
las personas, la seguridad de la Nación o el interés nacional, el Presidente
de la respectiva corporación o comisión, con el voto favorable de los dos
tercios de los senadores o diputados en ejercicio, en el primer caso, o de
los dos tercios de los integrantes de la comisión, en el segundo, podrá
declarar  el  secreto  dejando  constancia  de  los  fundamentos  de  tal
declaración. En todo caso, no serán públicas las sesiones y votaciones del
Senado en que se resuelvan rehabilitaciones de ciudadanía.

Dichas  sesiones,  documentos,  antecedentes,
actas  y  votaciones  serán  siempre  secretos  cuando  corresponda  tratar
alguno de los asuntos cuya discusión, en esa calidad, haya solicitado el
Presidente de la República, en conformidad con el número 15º del artículo
32 de la Constitución Política de la República.”.
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En  tercer  trámite,  la  Cámara  de  Diputados
desechó esta modificación.

Sometida esta discrepancia a consideración de
la Comisión Mixta,  se explicaron las razones en que se fundamentó la
proposición del Senado, particularmente en lo referido a la forma en que
se desarrollará el trabajo de las Comisiones.

El  Presidente  de  la  Comisión  Mixta,
Honorable Senador señor Gómez, hizo presente la conveniencia de que
las Comisiones puedan desarrollar su trabajo con la necesaria tranquilidad
y ponderación, lo que no sería posible si sus sesiones tuvieran carácter
público.

El Honorable Senador señor Espina abundó
sobre este punto, haciendo referencia al grado de espontaneidad con que
debe  realizarse  este  trabajo,  en  el  cual  suele  ocurrir  que  durante  un
debate un parlamentario cambie de posición frente a un mismo tema.

La  Honorable  Diputada  señora  Soto
compartió este criterio, señalando que el parlamentario debe disponer del
adecuado  grado  de  libertad  para  desenvolverse  al  interior  de  una
Comisión y para formarse un criterio frente a las materias sobre las cuales
debe pronunciarse.

Frente a algunas aprensiones expresadas por el
Honorable  Diputado  señor  Ascencio,  el  Honorable  Senador  señor
Larraín explicó que la fórmula de trabajo en Comisión propuesta por el
Senado en nada se contrapone a lo dispuesto por el inciso segundo del
artículo 8° de la Constitución Política en materia de publicidad de los actos
y resoluciones de los órganos del Estado. Precisamente, dijo, el hecho de
permitir el acceso del público a las sesiones de Comisión podría afectar el
cumplimiento  de  las  funciones  de  ésta,  hipótesis  en  la  cual  la  Carta
Fundamental permite establecer la reserva o secreto. Por ello, agregó, el
prescribir que el trabajo en comisiones se desarrollará sin la asistencia de
público resulta absolutamente coherente con el criterio que inspira esta
disposición constitucional.

Hizo  presente,  además,  que  respecto  del
trabajo de Comisiones, en otro inciso de este precepto, se establece la
obligación  de  informar,  al  término  de  cada  sesión  de  Comisión,  sobre
todos los aspectos relevantes de la misma.

Finalmente, se produjo consenso en relación
al texto propuesto por el Senado. Concurrieron a este acuerdo los
Honorables  Senadores  señores  Espina,  Gómez,  Larraín  y  Muñoz
Aburto,  y  los  Honorables  Diputados,  señora  Soto  y  señores
Ascencio, Bustos, Cardemil y Eluchans.
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Posteriormente,  se  resolvió  rebajar
-en  el  inciso  séptimo propuesto  por  esta  Corporación-  el  quórum
exigido  para  que  una  Comisión pueda sesionar  con asistencia  de
público. Dicho acuerdo deberá ser adoptado por la mayoría absoluta
de los miembros de la Comisión.

Votaron  favorablemente  los  Honorables
Senadores  Chadwick,  Muñoz  Aburto  y  Sabag,  y  los  Honorables
Diputados señores Cardemil, Ceroni y Eluchans.

En una sesión posterior, la Comisión Mixta, si
bien concuerda con el criterio de dar la mayor publicidad y transparencia a
las decisiones que se adoptan en el Congreso Nacional, estimó necesario
debatir el estatuto que tendrían las grabaciones de audio de las sesiones
de las Comisiones y de los Comités.

Al  respecto, se recordó que el  inciso final  del
artículo  40  del  Reglamento  del  Senado  establece  la  reserva  de  las
grabaciones  magnetofónicas  de  dichas  sesiones.  Se  señaló  que  para
confirmar  dicho criterio,  él  debía  establecerse  expresamente  en la  Ley
Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.
 

Con  tal  propósito,  se  propuso  agregar  una
oración final al inciso quinto, nuevo, que se añade al artículo 5º A, que
dispone que las grabaciones de audio de las sesiones de las Comisiones y
de  los  Comités  tendrán,  por  el  plazo  de  dos  años,  el  carácter  de
reservadas.

Al iniciarse la consideración de este asunto,  el
Honorable  Senador  señor  Gómez afirmó  que  los  debates  que  se
realizan en las comisiones debían ser reservados, porque en esa instancia
se expresan opiniones provisorias, no definitivas, para ser contrastadas
con otros puntos de vista, por lo que, ante nuevas razones, esas opiniones
pueden variar en el tiempo. Explicó que la reserva de las sesiones permite
a los parlamentarios hacer un debate amplio sobre los asuntos que están
sometidos  a  su  consideración.  La  publicidad,  precisó,  debe  darse  en
relación a los acuerdos alcanzados y respecto de los fundamentos de los
mismos,  mas  no  de  todo  el  desarrollo  del  debate.  Expresó  que  las
grabaciones  sólo  tienen  por  objeto  ayudar  a  las  Secretarias  de  las
Comisiones a elaborar los informes correspondientes.

El  Presidente  de  la  Cámara  de  Diputados,
Honorable Diputado señor Álvarez destacó que la historia de la ley se
funda en los informes que elaboran las Comisiones, en las Actas y en los
Diarios  de  Sesiones  de  cada  Corporación.  Indicó  que  era  preciso
considerar no sólo si dichas grabaciones de audio serán reservadas sino
si  es  realmente  necesario  conservarlas  una  vez  que  ha  concluido  la
tramitación de la ley.
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El  Honorable  Diputado  señor  Burgos
manifestó  que  las  grabaciones  de  audio  de  las  sesiones  de  las
Comisiones debieran ser públicas, salvo que den cuenta de debates que
incidan en materias que por mandato del inciso segundo del artículo 8° de
la Constitución Política deben tener el  carácter de reservadas. Recordó
que muchas sesiones de las Comisiones de la Cámara de Diputados son
transmitidas en directo por el canal de televisión de dicha Corporación.

El Honorable Diputado señor Ceroni destacó
que  los  informes  de  las  Comisiones  dan  cuenta  de  los  acuerdos
alcanzados y las principales razones que se han tenido en consideración
para legislar. Añadió que las grabaciones de audio de las sesiones quedan
registrados otros elementos que no deben necesariamente consignarse en
los  informes.  Agregó  que  lo  importante  era  dar  publicidad  a  dichos
documentos  o  a  las  actas  de  sesiones  que  se  elaboran  en  algunas
comisiones  de  la  Cámara  de  Diputados.  Sostuvo  que  esos  son  los
documentos relevantes para la historia de la ley.

La  Honorable  Senadora  señora  Matthei
señaló que sería ilógico dar publicidad a todo y a cada aspecto de lo que
se discute en una sesión de comisión. Puntualizó, a modo de ejemplo, que
también  sería  inconveniente  transcribir  todo  lo  que  se  debate  en  las
reuniones que la Presidenta de la República celebra con sus Ministros.
Adujo que si se llega a establecer que las grabaciones de las sesiones de
las  Comisiones  y  de  los  Comités  serán  públicas,  la  consecuencia
inmediata de lo anterior será que muchos temas no se debatirán en esas
instancias.  Si  se  aprueba  esta  norma se  impedirá  una  discusión  libre.
Concluyó  afirmando  que  lo  importante  era  dejar  constancia  de  las
decisiones adoptadas y como se alcanzó un determinado acuerdo. Las
grabaciones,  añadió,  son  un  instrumento  de  trabajo  de  los  abogados
secretarios de comisiones que una vez concluido un informe debieran ser
eliminadas.

El Honorable Diputado señor Eluchans indicó
que es muy distinto el debate que se produce en las comisiones al de las
Salas de ambas Corporaciones. Señaló que es perfectamente razonable y
se  encuadra  en  la  norma  constitucional  que  las  grabaciones  de  las
sesiones de Comisión sean reservadas para siempre. Concordó con que
una  vez  que  se  le  ha  dado  el  uso  correspondiente  para  elaborar  los
informes o las actas, ellas deben ser eliminadas. En los informes de las
comisiones  sí  se  deben  consignar  los  fundamentos  esenciales  de  una
determinada decisión y las opiniones de mayoría y de minoría,  cuando
fuere necesario, y el resultado de las votaciones efectuadas. Precisó que
los acuerdos y sus fundamentos deben ser públicos, mas no los detalles
de las deliberaciones. Recordó que la norma constitucional sólo exige que
los acuerdos alcanzados y sus fundamentos sean públicos. 

La Honorable Senadora señora Alvear puso
de relieve que en algunas ocasiones las comisiones acuerdan celebrar

48



sesiones  abiertas  al  público.  Recordó  que  la  Comisión  de  Trabajo  y
Previsión  Social  del  Senado ha adoptado,  en  ciertas  oportunidades,  la
decisión  de  realizar  sesiones  abiertas  con  la  asistencia  de  público  en
temas referidos,  por  ejemplo,  al   empleo.  En dichas reuniones todo el
mundo sabe -de manera expresa-  que se trata de una sesión pública. En
segundo lugar, indicó así como no son públicas las reuniones del Gabinete
del  Presidente  de  la  República,   tampoco  son  públicos  los  diálogos  o
conversaciones que sostienen los Ministros de la Corte Suprema o de las
Cortes de Apelaciones cuando debaten o consideran el contenido de una
determinada resolución. Lo público es el fallo, las razones que se tuvieron
a la  vista  para resolver,  y  las  votaciones habidas.  De esta  manera,  la
opinión  pública  sabe cómo decide  cada  magistrado.  Opinó  que dichas
grabaciones deben eliminarse cuando la ley haya sido promulgada.

El Honorable Diputado señor Eluchans hizo
notar que la norma constitucional establece que se puede guardar reserva
de un determinado antecedentes cuando su publicidad puede afectar el
debido cumplimiento de la función de un órgano. Agregó que este mismo
criterio está recogido en el artículo 21 de la Ley de Transparencia de la
función pública. Hizo presente que la letra b) de la mencionada norma
señala que tienen el carácter de secreta o reservadas las deliberaciones
previas a la adopción de una resolución, medida o política, situación que
se presenta en el trabajo legislativo que realizan las comisiones de ambas
Corporaciones.

El  Honorable  Senador  señor  Chadwick
propuso agregar, al final del inciso quinto del artículo 5° A, una oración en
que  se  establezca  que  las  grabaciones  de  audio  de  las  sesiones  de
Comisiones y de Comités tendrán el carácter de reservadas.

La Comisión  Mixta,  por  la  mayoría  de  sus
miembros presentes, aprobó esta última proposición. Votaron a favor
los  Honorables  Senadores  señora  Alvear  y  señores  Chadwick,
Gómez  y  Muñoz  Aburto,  y  los  Honorables  Diputados  señores
Cardemil, Ceroni y Eluchans. Votó en contra el Honorable Diputado
señor Burgos y se abstuvo el Honorable Diputado señor Díaz.

A continuación,  la  Comisión  Mixta trató  una
proposición de los Presidentes de ambas Corporaciones para regular, en
este mismo precepto la creación y funcionamiento de las Comisiones de
Ética y Transparencia en cada Cámara.

En concordancia con esta idea plantearon que
cada Cámara tenga una Comisión de Ética, Transparencia y Conducta
Parlamentaria  encargada  de  velar  por  el  respeto  de  los  principios  de
probidad, transparencia y acceso a la información pública, y de regular,
conocer  y  sancionar  la  ética  parlamentaria  de  los  miembros  de  sus
respectivas Corporaciones. El reglamento de cada Cámara resolverá la
forma de designar a los integrantes de estas comisiones, los que, en todo
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caso, deberán ser ratificados por los tres quintos de los miembros de cada
Corporación. La comparecencia ante ellas será obligatoria para el Senador
o Diputado notificado de una investigación sobre su ética parlamentaria.
Sus investigaciones, acuerdos y resoluciones serán públicas.

La  Honorable  Senadora  señora  Alvear
expresó que le parece adecuada la incorporación de esta norma en la Ley
Orgánica  del  Congreso Nacional,  ya  que el  reglamento  del  Senado es
extremadamente escueto en la regulación de esta materia. Connotó que
en  la  actualidad  la  Comisión  de  Ética  no  tiene  prácticamente  ninguna
atribución y que sólo en casos de extrema gravedad puede, como “única
sanción”,  hacer  público  el  reparo  a  una  determinada  actuación  de  un
parlamentario. No hay, dijo,  una graduación de las sanciones que podría
aplicar  la  referida Comisión.  Si  se establece que sus resoluciones son
públicas  se  va  a  obligar  a  estas  comisiones  a  dar  publicidad  a  sus
acuerdos y a los fundamentos de ellos. Agregó que cada Cámara deberá
regular la forma en que lo anterior se puede alcanzar.

El  Presidente  de  la  Cámara  de  Diputados,
Honorable  Diputado  señor  Álvarez, indicó  que  sólo  los  acuerdos  y
resoluciones debieran ser públicas pero no sus investigaciones.

El Honorable Senador señor Gómez sostuvo
que  sólo  debieran  ser  públicas  aquellas  resoluciones  que  imponen
sanciones a un parlamentario y no cualquier comparecencia ante dichas
comisiones.

La  Honorable  Senadora  señora  Matthei
preguntó si se pueden formular preguntas a las Comisiones de Ética.

La  Honorable  Senadora  señora  Alvear
explicó que la Comisión de Ética del Senado recibe múltiples preguntas y
consultas. Añadió que muchas denuncias carecen de todo fundamento y
se formulan con el ánimo de dañar la imagen de un determinado Senador.
La práctica demuestra que hay algunas denuncias que son improcedentes

El Honorable Diputado señor Burgos propuso
eliminar en la norma propuesta la frase “notificado de una investigación
sobre  su  ética  parlamentaria”,  de  manera  de  establecer  que  los
parlamentarios estarán obligados a comparecer si son citados por dicha
Comisión.

Durante el debate de esta proposición, se hizo
presente  que  estas  Comisiones  debieran  denominarse  de  Ética  y
Transparencia. Asimismo, se sugirió, estatuir expresamente en la ley que
sólo se podrá aplicar amonestaciones o sanciones pecuniarias. En ningún
caso podría establecerse como sanción la destitución o la suspensión en
el ejercicio de su cargo a un Senador o Diputado, ya que tales medidas
serían inconstitucionales.
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El  Honorable  Senador  señor  Gómez  señaló
que le parecía excesivo establecer en la ley que la comparecencia ante
estas Comisiones sea obligatoria.

El  Presidente  de  la  Cámara  de  Diputados,
Honorable Diputado señor Álvarez, explicó que hay diputados que han
cuestionado que un reglamento establezca la obligación de comparecer
ante  esta  Comisiones,  razón  por  la  que  estimó  conveniente  que  la
mencionada obligación quede consagrada en la ley.

La  Honorable  Senadora  señora  Matthei
consultó acerca del quórum que se exige para citar a un parlamentario
ante estas Comisiones.

El  Presidente  de  la  Cámara  de  Diputados,
Honorable  Diputado  señor  Álvarez informó  que,  de  acuerdo  al
Reglamento de la Corporación que preside, se requiere unanimidad para
citar a un diputado.

La  Honorable  Senadora  señora  Matthei
planteó que exigir la unanimidad hará prácticamente imposible la citación
ya que bastaría que uno de sus miembros se opusiera. Agregó que dicho
quórum debe quedar establecido en la ley y no en el reglamento sobre
todo si de dicha citación puede derivar la aplicación de una sanción.

El  Presidente  de  la  Comisión  Mixta,
Honorable Senador señor Chadwick, sometió a votación la idea de que
sólo los acuerdos y resoluciones definitivas de las Comisiones de Ética y
Transparencia sean públicos y que, como consecuencia de lo anterior, sus
investigaciones,  y  por  tanto  acuerdos  y  resoluciones  de  mero  trámite,
serán reservadas.

La Comisión Mixta por la unanimidad de sus
miembros presentes, concordó en este criterio. Votaron a favor los
Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Gómez y
Muñoz Aburto y los Honorables Diputados señores Burgos, Cardemil,
Ceroni, Díaz y Eluchans.

Con la misma votación se acordó eliminar de
la norma propuesta la frase: “notificado de una investigación sobre
su ética parlamentaria”, con el fin de precisar que una citación de la
Comisión de Ética no implica necesariamente que cada vez que se
convoque  a  un  parlamentario  que  hay  una  investigación  por  un
atentado o falta a la ética parlamentaria.

Enseguida,  puso  en  votación  la  idea  de
establecer en la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional que la
comparecencia  ante  dichas  Comisiones  sea  obligatoria  para  el
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parlamentario citado, criterio que fue aprobado por la mayoría de los
miembros presentes de la Comisión Mixta. Votaron favorablemente
los  Honorables Senadores señora Alvear  y  señor  Chadwick,  y  los
Honorables  Diputados  señores  Burgos,  Cardemil,  Ceroni,  Díaz  y
Eluchans.  Se  pronunciaron  en  contra  los  Honorables  Senadores
señores Gómez y Muñoz Aburto, quienes fueron de la opinión de que
esta materia debiera quedar regulada en los reglamentos.

La Honorable Senadora señora Matthei pidió
que se precisara el quórum para acordar dichas citaciones.

El Honorable Diputado señor Díaz sugirió que
el reglamento establezca el quórum de citación, para adoptar acuerdos o
resoluciones y la sanción por no comparecer.

El  Honorable  Diputado  señor  Ceroni acotó
que las citaciones de las Comisiones de Ética debieran fundarse en un
acuerdo  unánime  de  sus  miembros  ya  que  se  trata  de  investigar
conductas que suponen una trasgresión de normas éticas. La ley, acotó,
debe consagrar dicha unanimidad.

El  Honorable  Senador  señor  Chadwick
propuso que tanto las resoluciones como las citaciones que acuerden las
Comisiones de Ética han de sustentarse en quórum especiales. Agregó
que no se puede establecer que dicho quórum sea la unanimidad ya que
implicaría el bloqueo de cualquier resolución.

El  Presidente  de  la  Cámara  de  Diputados,
Honorable  Diputado  señor  Álvarez, puntualizó  que  estas  comisiones
pueden absolver  consultas  que formulen los  parlamentarios.  Asimismo,
sugirió precisar que la citación a un parlamentario debe ser acordada en
una sesión especialmente convocada para el  efecto.  Agregó que si  se
establece en la ley un quórum para acordar esta citación este podría ser
los dos tercios de sus integrantes.

El Honorable Senador señor Gómez expresó
una  preocupación  de  índole  general  sobre  el  funcionamiento  de  las
Comisiones  de  Ética.  Señaló  que  esta  entidad  podría  conocer  un
determinado  hecho  que  se  relaciona  con  un  parlamentario  que  no
necesariamente implica un atentado a la ética parlamentaria.  Manifestó
que la opinión pública podría interpretar que cualquier citación ante estas
comisiones se debe a que se ha cometido una falta y ello no siempre es
así. Denominar a estas Comisiones como las encargadas de la Ética y la
Transparencia se va interpretar  en el  sentido de que todo lo  que ellas
examinen  supone  un  atentado  a  estas  materias.  Puntualizó  que  su
planteamiento no significa desconocer que deben existir esta Comisiones
y que pueden citar a los parlamentarios.
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El  Honorable  Diputado  señor  Burgos
manifestó  que el  quórum de dos tercios que se  propone para citar  es
demasiado  alto.  Concordó  con  la  idea  de  establecer  que  el  referido
acuerdo sea adoptado en una sesión especialmente convocada al efecto.

El Honorable Senador señor Sabag expresó
que compartía las observaciones que ha hecho el señor Presidente de la
Cámara de Diputados. Hay muchos parlamentarios,  agregó, que tienen
dudas respecto de temas que se relacionan con la ética o transparencia.
Por  ejemplo,  si  se  puede  o  no  realizar  determinada  conducta  o
desempeñar tal o cual función. Asimismo, manifestó que el quórum de dos
tercios para acordar que se cite a un parlamentario le parece adecuado.

El  Honorable  Senador  señor  Chadwick,
comentando la observación del Honorable Senador señor Gómez, expresó
que  actualmente  dichas  comisiones  se  denominan  de  Ética  y
Transparencia, de manera que la norma en análisis sólo refleja un acuerdo
que ya existe.

El Honorable Senador señor Gómez planteó
que estas comisiones sólo se constituirán para velar por el respeto de los
principios de probidad, transparencia y acceso a la información pública y
para conocer y sancionar las faltas a la ética parlamentaria. No obstante lo
anterior, insistió en que no todo lo que conozcan dichas comisiones tiene
que implicar un atentado a la ética parlamentaria.

El Honorable Diputado señor Burgos recordó
que el primer objetivo de estas comisiones es velar, es decir, cuidar con
esmero que no se vulneren los principios de probidad,  transparencia y
acceso a la información pública.

El  Honorable  Diputado  señor  Cardemil
propuso que dicha tarea se pueda cumplir de oficio o a petición de parte.
Agregó que  así  quedaría claro que pueden absolver  consultas que le
formulen los parlamentarios.

El Honorable Diputado señor Burgos sugirió,
en el mismo sentido, señalar que dichas comisiones velarán por el respeto
de los mencionados principios, de oficio o a petición de un parlamentario,
con el fin de dar a entender que éstos pueden formularles preguntas a las
Comisiones  de  Ética  y  Transparencia.  En  todo  caso  precisó  que  para
conocer y sancionar las faltas a la ética parlamentaria ellas siempre van a
poder actuar de oficio.

En  virtud  de  estas  consideraciones  y
precisiones,  se  acordó  establecer  que  cada  Cámara  deberá  tener  una
Comisión de Ética y Transparencia Parlamentaria encargada de velar, de
oficio o a petición de un parlamentario, por el respeto de los principios de
probidad, transparencia y acceso a la información pública, y de conocer y
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sancionar  las  faltas  a  la  ética  parlamentaria  de  los  miembros  de  sus
respectivas  Corporaciones.  Cada  Cámara  elegirá  a  los  integrantes  de
estas comisiones por los tres quintos de sus miembros en ejercicio. No
podrán  formar  parte  de  ellas  los  miembros  de  la  Mesa  de  cada
Corporación. La comparecencia ante dichas comisiones será obligatoria
para  el  senador  o  diputado  que  hubiere  sido  citado,  previo  acuerdo
adoptado por los dos tercios de sus integrantes, en sesión especialmente
convocada  al  efecto.  Los  reglamentos  de  cada  Cámara  deberán
establecer  la  forma  en  que  se  elegirá  a  sus  integrantes,  los  tipos  de
amonestación y el monto de las multas que podrán imponer y el quórum
para sesionar y adoptar acuerdos y resoluciones, los que serán públicos
cuando tengan el carácter de definitivos o así lo acuerde la comisión.

La  unanimidad  de los  miembros presentes
de la Comisión concordó con esta proposición.  Se pronunciaron a
favor los Honorables  Senadores señores Chadwick, Muñoz Aburto y
Sabag y los Honorables Diputados señores Ascencio, Cardemil, Díaz
y Eluchans.

oooo

Número 4, nuevo, del Senado

En segundo trámite, el Senado incorporó como
tal, el siguiente:

“4.- Incorpóranse al artículo 5° B, como incisos
tercero y cuarto, los siguientes:

“Los diputados y senadores no podrán ejercer
como  abogados  patrocinantes  o  apoderados  ante  los  Tribunales  de
Justicia.

No obstante, ppodrán ejercer en forma gratuita
como  abogados  patrocinantes  o  apoderados  ante  dichos  Tribunales,
tratándose de la persecución de hechos punibles que constituyan delitos
terroristas o tipificados en la ley sobre tráfico ilícito de estupefacientes y
sustancias  psicotrópicas  o  que  hayan  sido  cometidos  por  funcionarios
públicos contra la probidad pública. También podrán hacerlo tratándose de
decisiones de funcionarios públicos que afecten derechos de las personas
garantizados por la Constitución Política y de los recursos de protección a
que alude el inciso segundo del artículo 20 de la misma.”.”.

En tercer trámite constitucional,  la Cámara de
Diputados desechó este nuevo numeral.

Los miembros de la Comisión Mixta examinaron
la divergencia producida.
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Los  señores  Senadores  presentes  recordaron
los distintos argumentos que se formularon en el  Senado al  resolverse
incorporar estos nuevos incisos al artículo 5° B.

El  Honorable  Diputado  señor  Cardemil
informó que en la Cámara de Diputados se está debatiendo un proyecto
de reforma constitucional sobre calidad de la política, que complementa el
estatuto parlamentario en materia de inhabilidades. Planteó que, dada la
estrecha relación que la disposición en estudio guarda con los objetivos de
la  señalada  reforma  constitucional,  sería  más  propicio  discutirla  en  el
marco del debate de esta última.

Los Honorables Diputados señores Bustos y
Eluchans coincidieron con lo sugerido por el Honorable Diputado señor
Cardemil.

Igual  criterio  adoptaron  los  Honorables
Senadores señores Gómez y Larraín. El primero anunció que si dicha
norma se pone nuevamente en votación en la Sala, se abstendría. Añadió
que una prohibición como la planteada debería extenderse a todas las
profesiones. Por su parte,  el  Honorable Senador señor Larraín expresó
que  si  bien  en  un  principio  había  concordado  con  esta  disposición,  le
parecía procedente tratarla durante el debate del mencionado proyecto de
reforma constitucional.

En  consecuencia,  unánimemente  se  resolvió
suprimir los nuevos incisos que el Senado propone agregar al artículo 5°
B,  en  el  entendido  de  que  esta  materia  debe  resolverse  durante  la
tramitación del aludido proyecto de reforma constitucional.  Este acuerdo
lo adoptó la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión
Mixta,  Honorables  Senadores  señores  Espina,  Gómez,  Larraín  y
Muñoz  Aburto,  y  Honorables  Diputados  señora  Soto  y  señores
Ascencio, Bustos, Cardemil y Eluchans.

oooo

Artículo 5° C

A  continuación,  la  Comisión  Mixta  trató  dos
proposiciones  que,  como  se  informó  precedentemente,  formularon  los
Presidentes de ambas Corporaciones. Éstas introducen igual número de
modificaciones al artículo 5° C, precepto que regula la declaración jurada
de intereses que deben realizar los diputados y senadores.

Las mencionadas enmiendas consisten en:

(a) incorporar una oración al final de su inciso
tercero  con  el  fin  de  establecer  que  un  facsímil  de  las  referidas
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declaraciones deberá ser publicado en los sitios de Internet oficiales de la
respectiva Corporación, y

(b) sustituir el inciso cuarto por otro que dispone
que  los  diputados  y  senadores  deberán  actualizar  su  declaración  de
intereses cada vez que se produzca un cambio en ellos. Agrega que los
senadores  deberán  actualizarla,  además,  dentro  de  los  treinta  días
siguientes al inicio de un período legislativo.

Al iniciarse el debate sobre estas proposiciones,
el Honorable Diputado señor Cardemil señaló que, a su juicio, dichas
declaraciones  debían  actualizarse  cada  vez   que  un  parlamentario  se
integra a una sociedad o deja de pertenecer a ella.

El  Honorable  Senador  señor  Chadwick
explicó que esta norma también debe aplicarse cuando un parlamentario
se integra a fundaciones o corporaciones o realiza actividades que den
cuenta de nuevos intereses.

El  Presidente  de  la  Cámara  de  Diputados,
Honorable Diputado señor Álvarez, aseguró que ambas modificaciones
tenían  por  objeto  hacer  más  transparente  la  labor  parlamentaria.  Hizo
presente que se habían producido algunos problemas en esta materia ya
que actualmente las declaraciones sólo se actualizan cada cuatro años.
Indicó  que  las  normas  propuestas  dan  mayor  publicidad  a  estas
declaraciones y obligan al parlamentario a actualizarlas cada vez que se
produzca un cambio en sus intereses.

El Honorable Senador señor Chadwick puso
de relieve que si se aprueban estas propuestas se podría evitar que se
oculten intereses o actividades en las que tiene interés un parlamentario.

La Comisión Mixta, por la unanimidad de sus
miembros presentes, acogió estas proposiciones con la única enmienda
de  cambiar  la  expresión  “sitios  de  Internet  oficiales”  por  “sitios
electrónicos”, pues esta última denominación se ajusta de mejor manera a
lo que dispone el número 6 del artículo 1° de la Ley de Transparencia de
la Función Pública y de Acceso a la información de la Administración del
Estado.

Concurrieron a este acuerdo los Honorables
Senadores señores Chadwick, Gómez, Muñoz Aburto y Sabag, y los
Honorables Diputados señores Álvarez, Burgos y Cardemil.

Estas  modificaciones  se  consignan  como
nuevo número 7 del artículo único.

oooo
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Artículo 5° D

Seguidamente, la Comisión Mixta analizó una
proposición de los Presidentes de ambas Corporaciones que introduce
tres enmiendas al artículo 5° D, precepto que regula las declaraciones de
patrimonio de los diputados y senadores.

La  primera  modificación  incide  en  el  inciso
primero de dicho artículo. Ella tiene por objeto precisar que las referidas
declaraciones deberán efectuarse dentro del plazo de treinta días contado
desde que hubieren asumido el cargo y que un facsímil de ellas deberá
ser publicado en los sitios de internet oficiales de cada Corporación.

Enseguida, se modifica el inciso segundo con
el  objeto  de  señalar  que  tales  declaraciones  de  patrimonio  deberán
actualizarse entre los ciento cincuenta y los ciento veinte días anteriores
al término de un período legislativo.

Respecto  de  esta  última  modificación,  el
Honorable Diputado señor Burgos señaló que, sin perjuicio de lo que
ella propone, también deben actualizarse cada vez que se produce un
cambio  relevante  en  el  patrimonio  de  un  parlamentario,  según  lo
establecen las normas de la Ley de Bases Generales de la Administración
del Estado que se aplican a los senadores y diputados.
 

Durante  el  análisis  de  esta  enmienda  se
planteó  que  los  plazos  para  actualizar  dicha  declaración  parecen
excesivos.

Al respecto,  el Presidente de la Cámara de
Diputados, Honorable Diputado señor Álvarez, propuso establecer que
tal  declaración  debe  actualizarse  entre  los  sesenta  y  los  treinta  días
anteriores a una elección.

El  Honorable  Senador  señor  Gómez
puntualizó que esta obligación rige para todos los senadores, sea que se
presenten o no a su reelección.

La  Comisión  Mixta concordó  con  dicho
planteamiento.

La  tercera  modificación  consiste  en  suprimir
los incisos tercero a séptimo del artículo 5° D, pues ellos se incorporan en
un artículo 5° E, nuevo, norma que establecerá disposiciones comunes
para las declaraciones de intereses y las declaraciones de patrimonio.

La  Comisión  Mixta,  por  la  unanimidad  de
sus miembros presentes, aprobó todas estas proposiciones, con las
siguientes enmiendas: en primer lugar, se acordó sustituir el inciso
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primero por la redacción propuesta, consignada más arriba, con la
sola  enmienda  de  cambiar  la  referencia  a  los  “sitios  de  Internet
oficiales” por “sitios electrónicos”. En segundo lugar, se acordó que
la actualización de la declaración de patrimonio se efectuará entre
los  sesenta  y  los  treinta  días  que  anteceden  a  una  elección
parlamentaria.

La  sustitución  del  inciso  primero  fue
acordada  por  la  unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la
Comisión Mixta, Honorables Senadores  señores Chadwick, Gómez,
Muñoz Aburto y Sabag, y los Honorables Diputados señores Álvarez,
Burgos y Cardemil.

La segunda proposición fue aprobada por
la  unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la  Comisión  Mixta,
Honorables Senadores señores Chadwick, Gómez, Muñoz Aburto y
Sabag,  y  los  Honorables  Diputados  señores  Álvarez,  Burgos,
Cardemil y Díaz.

Con  esta  misma  votación  se  aprobó  la
supresión de los incisos tercero a séptimo del artículo 5° D.

Estas  enmiendas  se  incorporan  como
número 8, nuevo, en el artículo único de este proyecto de ley.

oooo

Artículo 5° E

A  continuación,  la  Comisión  Mixta  consideró
otra proposición de los Presidentes de ambas Corporaciones, mediante la
cual incorporan un artículo 5° E, nuevo.

Su texto es el siguiente: 

“Artículo 5° E. La no presentación oportuna de
la  declaración  de  intereses  o  de  la  declaración  de  patrimonio  será
sancionada con multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales.

 El incumplimiento de la obligación de actualizar
la declaración de intereses o la declaración de patrimonio se sancionará
con multa de cinco a quince unidades tributarias mensuales.

Las comisiones  a que se refiere el inciso final
del artículo 5° A conocerán y resolverán acerca de la aplicación de dichas
sanciones a los miembros de las respectivas Corporaciones.

El  procedimiento  podrá  iniciarse  de  oficio  por
las Comisiones señaladas en el inciso anterior o por denuncia de cualquier
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interesado.  La formulación de cargos dará al  parlamentario  afectado el
derecho de contestarlos en el plazo de diez días hábiles. En caso de ser
necesario, el período probatorio será de ocho días. Podrán presentarse
todos  los  medios  de  prueba,  los  que  se  apreciarán  en  conciencia.  La
Comisión  deberá  dictar  la  resolución  final  dentro  de  los  diez  días
siguientes  a  aquél  en  que  se  evacuó  la  última  diligencia.  De  dicha
resolución podrá apelarse al Presidente de la Cámara a que pertenezca el
diputado o senador

 No  obstante  lo  señalado  en  los  incisos
anteriores, el infractor tendrá el plazo fatal de diez días, contado desde la
notificación  de  la  resolución  que  impone  la  multa,  para  presentar  la
declaración omitida o para corregirla. Si así lo hiciere, la multa se rebajará
a la mitad.”.

Durante  el  examen  de  esta  proposición,  el
Honorable Senado señor Sabag hizo presente que le parecía adecuado
que la norma en debate estableciera que cuando se formulen cargos en
contra  de  un  parlamentario  por   no  presentar  oportunamente  su
declaración de intereses o de patrimonio o por no haberla actualizado, sea
la Comisión de Ética y Transparencia Parlamentaria la que estudie esta
materia, la que apreciará en conciencia la prueba que se presente.

El Honorable Diputado señor Burgos expresó
sus  dudas acerca de  la  conveniencia  de  establecer,  al  final  del  inciso
cuarto,  que se podrá apelar  de las resoluciones de las Comisiones de
Ética ante el  Presidente de la Cámara a que pertenezca el  diputado o
senador.  Hizo  presente  que  se  ha  dotado  de  facultades  especiales  a
dichas comisiones para realizar una investigación acuciosa acerca de las
faltas  que  pueden  cometer  los  parlamentarios,  razón  por  la  que  no  le
parece adecuado entregar a una autoridad unipersonal la posibilidad de
revocar las decisiones de la Comisión de Ética. Finalmente, preguntó qué
pasará con los parlamentarios que son reacios a cumplir estas normas y
las infringen reiteradamente.

El  Honorable  Diputado  señor  Cardemil
propuso eliminar  la  apelación  ante  el  Presidente  de cada Corporación.
Asimismo, sugirió que la Comisión de Ética determine en qué cantidad se
puede rebajar  la multa que habría que aplicar  al  parlamentario  que ha
corregido su declaración incompleta o ha presentado la que omitió.  En
consecuencia, planteó que debiera eliminarse la mención que se hace al
final del inciso quinto en orden a que dicha multa se puede rebajar a la
mitad. Sobre este punto, explicó que el monto de la multa debiera estar
asociado a la magnitud de la falta. Si la falta es pequeña, la multa debería
tener similar magnitud. Eventualmente, la Comisión Mixta podría no aplicar
una multa a un parlamentario.

El  Presidente  de  la  Comisión  Mixta,
Honorable  Senador  señor  Chadwick,  coincidió  con  la  propuesta  de
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eliminar  la  apelación  ante  el  Presidente  de  cada  Corporación  y  la  de
permitir  establecer que la Comisión de Ética puede rebajar la multa sin
indicar un límite o cifra determinada.

El  Honorable  Diputado  señor  Cardemil
planteó que podían existir situaciones que no eran verdaderas faltas a la
ética, sino que olvidos por parte de un parlamentario. Señaló, a modo de
ejemplo, que si un parlamentario olvidó consignar que pertenece a una
sociedad  que  dejó  de  funcionar  hace  más  de  10  años,  tal  situación
constituye  un  error  pero  no  una  falta  de  carácter  ético.  Se  mostró
partidario de dejar todas las atribuciones en esta materia a la Comisión de
Ética y Transparencia, la que según los antecedentes que se le presenten
podrá aplicar o no una multa y si así lo hace, determinar su monto.

El Honorable Senador señor Gómez recordó
que hay distintas situaciones y que incluso a veces se presentan errores
involuntarios.

El  Presidente  de  la  Cámara  de  Diputados,
Honorable Diputado señor Álvarez expresó que no compartía el criterio
de  eliminar  completamente  la  aplicación  de  una  multa  cuando  se  ha
cometido una infracción. Agregó que olvidarse de declarar una sociedad
igual merece algún grado de sanción.

El Honorable Senador señor Sabag expresó
que era partidario de dotar a la Comisión de Ética de la facultad de no
aplicar sanciones frente a errores que no constituyen atentados a la ética
parlamentaria.

El  señor  Subsecretario  General  de  la
Presidencia, don Edgardo Riveros, recordó que de conformidad a lo que
establece la Ley de Bases Generales de la Administración del Estado, en
caso de errores u omisiones que han sido subsanados, la multa se puede
rebajar a la mitad de su monto. Agregó que dicha ley regula, en el artículo
65 la situación del funcionario que de manera contumaz no cumple con la
obligación de actualizar sus declaraciones de patrimonio.

El  Honorable  Senador  señor  Chadwick,
propuso aprobar este artículo 5° E, nuevo, con las siguientes enmiendas:

1.-  Suprimir  la  posibilidad  de  que  las
resoluciones de las Comisiones de Ética y Transparencia sean apeladas al
Presidente  de  la  Cámara  a  que  pertenezca  el  diputado  o  senador
amonestado.
 

2.- Permitir que dicha Comisión pueda rebajar,
sin estar sujeta a un límite, la multa aplicada al parlamentario que presenta
una declaración que había omitido o que la hubiere corregido dentro del
plazo que establece la ley, y 
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3.-  Sancionar al parlamentario reincidente en el
incumplimiento de esta obligación con una multa equivalente al doble de
las indicadas en los incisos primero y segundo de esta propuesta.

La  Comisión,  por  la  unanimidad  de  sus
miembros presentes, aprobó esta proposición -como nuevo número
9 del artículo único- con las modificaciones ya indicadas.

Votaron  a  favor  los  Honorables  Senadores
señores Chadwick, Gómez, Muñoz Aburto y Sabag y los Honorables
Diputados señores Álvarez, Burgos, Cardemil y Díaz.

oooo

Número 5, nuevo, aprobado por el Senado

En  segundo  trámite  constitucional,  el  Senado
aprobó un número 5, nuevo. Su texto es el siguiente:

“5.-  Incorpórase  el  siguiente  artículo  5°  E,
nuevo: 

“Artículo 5° E.- Es deber de los parlamentarios
asistir  a  las  sesiones  de  la  Cámara  a  que  pertenezcan,  salvo  que  la
ocurrencia de una causa grave justifique su ausencia.”.”.

En tercer trámite constitucional,  la Cámara de
Diputados rechazó este nuevo número.

Sometida a consideración de la Comisión Mixta
la  discrepancia  precedentemente  expuesta,  el  Honorable  Diputado
señor Bustos señaló que si  se trata de consagrar en la Ley Orgánica
Constitucional  del  Congreso  Nacional  el  deber  de  asistencia  para  los
parlamentarios,  éste  debería  extenderse  a  la  concurrencia  a  las
Comisiones a que pertenecen.

El  Honorable  Diputado  señor  Cardemil
sugirió eliminar la posibilidad de justificar las inasistencias, pues lo estimó
improcedente.  Explicó  que  cualquiera  sea  la  causa  que  impida  a  un
parlamentario concurrir a su respectiva Corporación, igualmente quedará
constancia de su inasistencia.

Aun  cuando  consideró  razonable  la
argumentación  del  Honorable  Diputado  señor  Cardemil,  el  Honorable
Senador  señor  Espina  opinó  que  no  es  lógico  que  un  Diputado  o
Senador figure como ausente cuando, por una causa que para él es grave,
no  puede  concurrir  a  su  respectiva  Cámara.  No  obstante,  admitió  las
dificultades  que  existen  para  determinar  cuándo  una  causa  debe
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considerarse grave. Por otra parte, agregó que en esta materia no debe
perderse de vista que las inasistencias afectan los quórum.

El  Honorable  Diputado  señor  Eluchans
estimó válidos los planteamientos de sus dos antecesores en el uso de la
palabra.  Sostuvo  que  aun  cuando,  por  regla  general,  todos  los
parlamentarios buscan mantener el mejor nivel de asistencia posible, esta
norma es inconveniente.

El Honorable Senador señor Muñoz Aburto
hizo  presente  que  esta  disposición  se  orienta  en la  línea  de  elevar  el
prestigio del trabajo del Congreso Nacional y que, en ciertas ocasiones, se
advierten niveles de inasistencia muy notorios, lo que favorece las críticas.
Sugirió mantener la norma incorporada por el Senado, agregando el deber
de asistir a las sesiones de Comisión.

El Honorable Diputado señor Bustos instó a
conciliar  adecuadamente  en  este  precepto  dos  factores,  que  son  el
establecimiento del deber de asistencia y la posibilidad de justificar una
ausencia.

El  Presidente  de  la  Comisión  Mixta,
Honorable Senador señor Gómez, hizo presente que la asistencia de los
parlamentarios se informa públicamente tanto a través de los Diarios de
Sesiones como de la página web de ambas Corporaciones.

En  definitiva,  propuso  mantener  la  norma
propuesta por el Senado, incluyendo el deber de asistir a las sesiones de
las  comisiones a  las  que los  parlamentarios  pertenezcan  y  suprimir  la
frase final referida a la ocurrencia de causas graves.

Los  miembros  presentes  de  la  Comisión
Mixta  acogieron  este  último  planteamiento,  por  lo  que  se  aprobó
unánimemente, como artículo 5º F, el que se consigna en el nuevo
número 10 del artículo único.

Votaron  favorablemente  los  Honorables
Senadores señores Espina,  Gómez, Larraín y Muñoz Aburto,  y  los
Honorables  Diputados  señora  Soto  y  señores  Ascencio,  Bustos,
Cardemil y Eluchans. 

oooo

Número 4 de la Cámara de Diputados
Número 6 del Senado

En primer trámite constitucional, la Cámara de
Diputados aprobó como tal, el siguiente:
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“4.-  Suprímese  el  inciso  segundo  del  artículo
6°.”.

Dicho inciso distingue entre legislatura ordinaria
y extraordinaria y los períodos del año que corresponden a cada una.

En segundo trámite, el Senado reemplazó este
número 4, que pasó a ser 6, por el siguiente:

“6.- Sustitúyese el artículo 6°, por el siguiente:

“Artículo  6º.-  Cada  período  de  sesiones  del
Congreso se extenderá entre el  11 de marzo de cada año y el  10 de
marzo del año siguiente.

Las  reuniones  que  celebren  el  Senado,  la
Cámara de Diputados o el Congreso Pleno se denominarán sesiones.”.

En tercer trámite constitucional,  la Cámara de
Diputados desechó esta modificación.

Los  miembros  presentes  de  la  Comisión
Mixta estimaron atendible la modificación propuesta por el Senado y,
unánimemente, resolvieron acogerla como nuevo número 11.

Votaron  favorablemente  los  Honorables
Senadores señores Espina,  Gómez, Larraín y Muñoz Aburto,  y  los
Honorables  Diputados  señora  Soto  y  señores  Ascencio,  Bustos,
Cardemil y Eluchans.

oooo

Número 7, nuevo, del Senado

En  segundo  trámite  constitucional,  el  Senado
incorporó como tal, el siguiente:

“7.-  Reemplázase,  en  el  inciso  segundo  del
artículo 7°, el guarismo “58” por “61”.”.

Esta  modificación  persigue  adecuar  la
referencia  normativa  a  la  nueva  numeración  de  los  preceptos
constitucionales, establecida en el decreto supremo Nº 100, del Ministerio
Secretaría General de la Presidencia, de 22 de septiembre de 2005.

En tercer trámite constitucional,  la Cámara de
Diputados desechó esta enmienda.
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Los  integrantes  presentes  de  la  Comisión
Mixta  consideraron  justificada  la  modificación  propuesta  por  el
Senado y, unánimemente, acordaron aprobarla como nuevo número
12.

Votaron a  favor  los  Honorables  Senadores
señores Espina, Gómez, Larraín y Muñoz Aburto, y los Honorables
Diputados  señora  Soto  y  señores  Ascencio,  Bustos,  Cardemil  y
Eluchans.

oooo

Número 5 de la Cámara de Diputados
Número 8 del Senado

En primer trámite constitucional, la Cámara de
Diputados aprobó el siguiente número 5:

“5.- Sustitúyese el artículo 9° por el siguiente:

“Artículo  9°.-  Los  organismos  de  la
administración  del  Estado  deberán  proporcionar  los  informes  y
antecedentes específicos que les sean solicitados por las Cámaras o por
los organismos internos autorizados por sus respectivos reglamentos, con
excepción de aquellos que por expresa disposición de una ley de quórum
calificado tengan el carácter de secretos o reservados.

Los  informes  y  antecedentes  solicitados  que
revistan carácter secreto o reservado de acuerdo con la ley, conforme a lo
prescrito en el artículo 8° de la Constitución Política de la República, serán
proporcionados por el respectivo servicio, organismo o entidad, por medio
del Ministro de que dependa o mediante el cual se encuentre vinculado
con el Gobierno, a la comisión o a la Cámara que corresponda, en su
caso, en la sesión secreta que para estos efectos se celebre.

Todo lo anterior es sin perjuicio de lo previsto
en el inciso segundo de la letra a) del número 1) del artículo 52 de la
Constitución Política.”.”.

En  segundo  trámite  constitucional,  el  Senado
reemplazó este número 5, que pasó a ser 8, por el siguiente:

“8.- Sustitúyese el artículo 9°, por el siguiente:

“Artículo 9°.-  Los órganos del Estado deberán
proporcionar  los  informes  y  antecedentes  específicos  que  les  sean
solicitados por las Cámaras, por los parlamentarios o por los organismos
internos en conformidad a sus respectivos reglamentos.
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Los  informes  y  antecedentes  solicitados  que
revistan carácter secreto o reservado de acuerdo con la ley, conforme a lo
prescrito en el artículo 8° de la Constitución Política de la República, serán
proporcionados  en  esa  misma  calidad  por  el  respectivo  servicio,
organismo o entidad, por medio del Ministro de que dependa o mediante el
cual se encuentre vinculado con el Gobierno o, en caso de organismos
autónomos,  por  la  autoridad  superior  de  la  institución  o  por  quien  la
represente, a la comisión o a la Cámara que corresponda, en su caso, en
la sesión  secreta que para  estos efectos  se  celebre.  Los documentos,
informes  y  antecedentes  proporcionados  de  conformidad  a  este  inciso
serán mantenidos en reserva o secreto.

El  incumplimiento  de  las  obligaciones
contempladas  en  los  incisos  precedentes  podrá  constituir  antecedente
para  iniciar  el  procedimiento  destinado  a  hacer  efectivas  las
responsabilidades del caso.

Todo lo anterior es sin perjuicio de lo previsto
en el inciso segundo de la letra a) del número 1) del artículo 52 de la
Constitución Política.”.”.

En tercer trámite constitucional,  la Cámara de
Diputados rechazó esta enmienda.

En el debate de esta discrepancia, se recibió, a
petición de la Comisión Mixta, la opinión del señor Contralor General de la
República en relación con las modificaciones que se proponen efectuar a
los  artículos  9°  y  10  de  la  Ley  Orgánica  Constitucional  del  Congreso
Nacional.

Los  señalados  preceptos  se  refieren,  en
síntesis, a la atribución de las Cámaras y de sus organismos internos en
conformidad a sus respectivos reglamentos para requerir antecedentes o
información a los órganos de la Administración del Estado, el primero, y a
las  sanciones  por  el  incumplimiento,  el  segundo,  las  que  corresponde
aplicar a la Contraloría General.

En relación a esta materia,  el señor Contralor
General expresó que el proyecto aprobado por la Cámara de Diputados
se limita a modificar el artículo 9°, en función del nuevo artículo 8° de la
Constitución Política,  y  el  artículo 10,  para referirse expresamente a la
sanción en el caso de las empresas del Estado y de aquéllas en que éste
tenga participación mayoritaria.

Agregó  que  el  proyecto  aprobado  por  el
Senado,  por  su parte,  aborda, además,  otros aspectos,  algunos de los
cuales  habían  sido  ya  planteados  por  la  Contraloría  General  de  la
República, en sus oficios Nos. 34.899, 34.904 y 34.905, todos del año 2000,
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dirigidos respectivamente al Senado, al Presidente de la República y a la
Cámara de Diputados.

Atendido  lo  anterior,  y  sobre  la  base  de  la
experiencia de 17 años de aplicación de esta normativa, explicó que sus
sugerencias  y  comentarios  los  efectuará  al  proyecto  aprobado  por  el
Senado, toda vez que éste enfrenta, en mayor medida, las dificultades que
se aprecian en la aplicación práctica de estas disposiciones. 

I.- Proyecto de nuevo artículo 9° aprobado por
el Senado.

A.- Inciso primero.

"Artículo  9°.-  Los  órganos  del  Estado  y  las
entidades  en  que  éste  tenga  aporte,  participación  o  representación
mayoritaria, deberán proporcionar los informes y antecedentes específicos
que les sean solicitados por las Cámaras, por los parlamentarios o por los
organismos internos en conformidad a sus respectivos reglamentos."

Atendido  que  la  modificación  proyectada  al
artículo  10  incluye  sanciones  para  los  representantes  de  estas  otras
entidades, se estima conveniente incluirlas expresamente entre los sujetos
de la obligación.

Adicionalmente,  se  incorpora  no  sólo  a  las
empresas privadas con participación estatal  mayoritaria,  sino también a
las demás entidades privadas en que el Estado tenga aporte, participación
o representación mayoritaria, toda vez que no se advierte justificación para
incluir sólo a las de características empresariales. Esto permite solicitar
directamente información o antecedentes, verbigracia,  a entidades tales
como  la  Corporación  Nacional  Forestal  o  el  Centro  de  Investigación
Minera y Metalúrgica (CIMM).

Agregó  que  la  referencia  que  este  precepto
hace a "los parlamentarios" sincera la realidad, desde el momento en que
éstos en la práctica, también requieren información bajo la modalidad de
solicitarla a través de las Oficinas de Informaciones.

Respecto  de  los  incisos  siguientes  de  este
precepto no formuló comentarios.

Los  integrantes  presentes  de  la  Comisión
Mixta  acordaron,  por  la  unanimidad  de  sus  miembros  presentes,
aprobar  el  texto  aprobado  por  el  Senado,  con  las  sugerencias
formuladas por el señor Contralor General de la República, ya que
concordaron  con  las  razones  y  planteamientos  que  formuló  la
autoridad contralora.
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Votaron a  favor  los  Honorables  Senadores
señores  Espina,  Gómez  y  Larraín,  y  los  Honorables  Diputados
señores Bustos, Cardemil y Egaña.

En relación  con este  acuerdo,  en  una sesión
posterior,  el  Ministro  Secretario  General  de  la  Presidencia,  señor
Viera-Gallo explicó que para el Gobierno la regulación de esta materia era
un  tema  muy  delicado,  de  manera  que  antes  de  adoptar  cualquier
resolución  definitiva  en  este  asunto  era  necesario  ponderar  con  sumo
cuidado las consecuencias que tendría la aprobación de esta norma.

Al respecto recordó que cuando en la Comisión
de Hacienda se discutió el estatuto legal de CODELCO, la unanimidad de
sus integrantes estuvo de acuerdo en que la fiscalización de las empresas
del  Estado debía  quedar  adecuadamente  regulada en la  Ley Orgánica
Constitucional del Congreso Nacional.

Añadió  que  para  el  Estado  de  Chile,
independientemente del actual o de cualquier futuro Gobierno, hay cinco
empresas que tienen un carácter estratégico y que son CODELCO, ENAP,
ENAMI,  BANCOESTADO  y  TELEVISIÓN  NACIONAL  DE  CHILE.  Ellas
compiten en el mercado en igualdad de condiciones con otras empresas
privadas,  por  lo  que  cualquier  mala  configuración  en  su  sistema  de
fiscalización puede afectar gravemente su funcionamiento y la información
que sobre ellas tengan sus competidores.

El  Honorable  Diputado  señor  Burgos
preguntó  acerca  del  estatuto  de  las  empresas  del  Estado  que  no  son
creadas  por  ley.  Explicó  que,  respecto  de  éstas,  ha  habido  severas
dificultades para fiscalizarlas.
 

La abogada del Ministerio Secretaría General
de la Presidencia, señora Karina Henríquez afirmó que las empresas
públicas  son  las  creadas  por  ley,  y  que  el  resto  de  las  empresas  se
entiende que son sociedades del Estado. Señaló que en este punto hay
una  discusión  doctrinaria.  Explicó  que  dichas  empresas  son  parte  del
sector privado y por lo tanto, sólo se les pueden aplicar las normas que
expresamente se refieren a ellas. Tales sociedades están sujetas a las
normas del derecho privado según lo que dispone el inciso segundo del Nº
21 del  artículo  19 de la  Constitución Política.  Concluyó señalando,  por
tanto, que no son parte de la Administración del Estado.

El Honorable Diputado señor Burgos expresó
que el  carácter  público de estas empresas está dado por la  estructura
patrimonial de las mismas y no por su forma jurídica.

En una sesión posterior, el Ministro Secretario
General  de  la  Presidencia,  señor  Viera-Gallo,  solicitó,  a  nombre  del
Gobierno, reabrir el debate acerca de los artículos 9° y 10.
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La Comisión Mixta, por la unanimidad de sus
miembros  presentes,  acordó  reabrir  el  debate  respecto  de  ambos
preceptos. 

Concurrieron a este acuerdo los Honorables
Senadores  señores  Chadwick,  Muñoz  Aburto  y  Sabag,  y  los
Honorables Diputados señores Ascencio, Ceroni y Eluchans.

 El Ministro señor Viera-Gallo reiteró que éste
era un tema muy importante, que merecía una atención especial por parte
de la Comisión Mixta.

Al  iniciar  su  intervención,  presentó  a  la
Comisión Mixta una proposición que formuló S.E. la señora Presidenta de
la República, mediante el Mensaje 1088-357 de 7 de septiembre de 2009.
La nueva redacción que se propone es la siguiente:

“Artículo  9°.-  Los  organismos  de  la
Administración  del  Estado  deberán  proporcionar  los  informes  y
antecedentes  específicos  que  les  sean  solicitados  por  las  Cámaras  o
parlamentarios individualizados en sesión de sala,  en conformidad a lo
dispuesto en la presente ley.

Los  informes  y  antecedentes  que  revistan  el
carácter  de  secretos  o  reservados  sólo  podrán  ser  solicitados  por  las
Cámaras, por sus comisiones o por los parlamentarios en sesión de sala.
Se considerará que tienen dicho carácter, aquéllos que una ley de quórum
calificado  haya  declarado  reservados  o  secretos,  de  acuerdo  a  las
causales señaladas en el artículo 8° de la Constitución Política.

Dichos  informes  y  antecedentes  serán
proporcionados por el servicio, organismo o entidad por medio del Ministro
del  que  dependa  o  mediante  el  cual  se  encuentre  vinculado  con  el
Gobierno,  manteniéndose  los  respectivos  documentos  en  reserva  o
secreto. El Ministro sólo los proporcionará a la comisión respectiva o a la
Cámara que corresponda, en su caso, en la sesión secreta que para estos
efectos se celebre.

En  ningún  caso  las  peticiones  de  informes
importarán el ejercicio de las facultades señaladas en el párrafo segundo
de la letra a) del número 1) del artículo 52 de la Constitución Política.

Quedarán  exceptuados  de  la  obligación
señalada en los incisos primero y tercero, los órganos de la Administración
del  Estado  que  ejerzan  potestades  fiscalizadoras,  respecto  de  los
documentos y antecedentes que contengan información cuya revelación,
aún de manera reservada o secreta, afecte o pueda afectar derechos de
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las personas o entidades sujetas a su fiscalización o el desarrollo de una
investigación en curso.”. 

Al explicar  el contenido de esta propuesta,  el
Ministro  señor  Viera-Gallo recordó  que  de  conformidad  con  la  Ley
Fundamental,  sólo  a  la  Cámara  de  Diputados  corresponde  ejercer
facultades  fiscalizadoras.  Agregó  que  el  Senado  puede  solicitar
antecedentes con el fin de obtener información para poder legislar mejor.
Señaló que, en la práctica, algunas veces, mediante dichas solicitudes de
informes  o  antecedentes,  el  Senado  también  fiscaliza  la  labor  del
Gobierno.

Hizo  presente  que,  de  conformidad  a  las
normas reglamentarias, dichos antecedentes se solicitan por conducto de
la Oficina de Informaciones del Senado o por un oficio de un parlamentario
acordado en sesión de Sala. En el caso de la Cámara de Diputados dichos
antecedentes se piden a través de la Oficina de Informaciones o siguiendo
las distintas formas de fiscalizar que establece la Constitución Política.

Por  otra  parte,  en  el  caso  de  la  Cámara  de
Diputados lo  que se  fiscaliza  son los  actos  del  Gobierno.  Planteó que
existe una discusión acerca de lo que se entiende por actos del Gobierno,
agregando que de dicha fiscalización queda descartado todo lo que se
refiere al ámbito municipal.

Agregó  que  el  inciso  primero  del  artículo  9°,
dispone que los informes y los antecedentes se solicitan a los organismos
de la Administración del Estado.

Expresó  que  de  aprobarse  esta  disposición,
quedaría restringida, además, la posibilidad de requerir antecedentes a la
Administración del Estado a través de la Oficina de Informaciones. Agregó
que esto último le parecía una muy buena medida, ya que de acuerdo con
el procedimiento que aplica actualmente dicha Oficina, es imposible saber
qué parlamentario está solicitando tal o cual antecedente. De esta manera,
si se aprueba esta norma, se acabará con el anonimato de las solicitudes.
 

Agregó que la indicación del Ejecutivo prescribe
que  la  información  sólo  podrá  ser  pedida  por  la  Cámara  o  por  un
parlamentario en sesión de Sala.

Recalcó  que  esta  proposición  del  Ejecutivo
regula también la forma en que se podrán pedir los antecedentes secretos
o  reservados.  Se  precisa  que  el  Ministerio  sólo  proporcionará  dichos
documentos a la Comisión respectiva o a la Cámara que corresponda. 

Señaló que la indicación del Ejecutivo también
contempla un artículo 9° bis, nuevo, que, en síntesis, establece que las
empresas  o  sociedades  en  que  el  Estado  o  sus  organismos  tengan
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participación de capital mayoritario, deberán proporcionar los informes y
antecedentes específicos que les sean solicitados por las Cámaras, sus
comisiones o por parlamentarios individualizados en sesión de sala.

Informó que no estarán obligados a entregar los
informes  y  antecedentes  que  tengan  el  carácter  de  reservado,  de
conformidad a lo dispuesto en la  ley Nº 18.045, sobre Mercado de Valores;
o contengan información sujeta al deber de reserva en la ley Nº 18.046,
sobre  sociedades  anónimas;  o se  trate  de  documentos,  datos  o
informaciones que una ley de quórum calificado haya declarado reservados
o secretos, de acuerdo a las causales señaladas en el  artículo 8° de la
Constitución Política.

Hizo presente que si las empresas denegaran la
información  solicitada  la  Cámara  respectiva,  podrá  insistir  en  su
requerimiento. En este caso, las empresas estarán obligadas a proporcionar
la información solicitada, salvo que interpongan un reclamo de ilegalidad
ante la Corte Suprema.

Agregó que en el caso de que la Corte rechace el
reclamo de ilegalidad interpuesto, la sentencia señalará un plazo para la
entrega de dicha información.

Ahondando en este punto, señaló que la norma
regula, de manera pormenorizada, la forma en que las Cámaras pueden
pedir información a las empresas públicas. Destacó que se distingue entre
información que tiene el carácter de secreto o estratégica y la que no lo
tiene.  Explicó  que  ante  una  petición  que  formulen  las  Cámaras  para
acceder  a información de carácter  secreto  o estratégico,  las  empresas
pueden negarse a entregarla. En el evento en que surja una controversia
sobre este punto, se define un procedimiento mediante el cual la empresa
requerida  podrá  interponer  un  reclamo  de  ilegalidad  ante  la  Corte
Suprema,  la  que  resolverá  si  se  deben  entregar  los  antecedentes
solicitados.

Concluyó  manifestando  que  esta  norma  no
merma  las  atribuciones  que  tienen  las  comisiones  especiales
investigadoras  para  solicitar,  en  el  curso  de  sus  investigaciones,
antecedentes de carácter reservado a las empresas públicas o sociedades
en  que  el  Estado  o  sus  organismos  tengan  participación  de  capital
mayoritario.

Al iniciarse el debate de estas proposiciones, se
subrayó,  en  primer  lugar,  que,  de  acuerdo  a  lo  dispuesto  por  el  inciso
primero del  artículo  9°,  los informes o antecedentes que se pidan a los
organismos de la Administración del Estado, sólo podrán ser solicitados por
las Cámaras o por los parlamentarios individualizados en sesión de Sala y
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ya no más por los organismos internos autorizados por los reglamentos de
cada Corporación.

El  Secretario  Jefe  de  Comisiones  de  la
Cámara  de  Diputados,  señor  Miguel  Landeros,  explicó  que  con
posterioridad a la reforma constitucional del año 2005, se estableció que la
solicitud de información a que se refiere la letra a) del artículo 52 de la
Constitución Política debe ser formulada  por un Diputado determinado. Si la
Cámara quiere pedir una información debe adoptar un acuerdo. El Senado,
por su parte, no puede adoptar acuerdos que signifiquen fiscalización.

Agregó  que  las  comisiones  especiales
investigadoras no tienen restricción para pedir información a las empresas
del Estado.

Sugirió  a  la  Comisión  Mixta  precisar  que  los
antecedentes sólo puedan ser requeridos por los  parlamentarios en sesión
de Sala o por las comisiones de cada Cámara.

Asimismo,  destacó  que  el  artículo  9°  bis,  al
establecer un procedimiento especial de reclamación ante la Corte Suprema
debiera hacer improcedente los juicios de mera certeza que actualmente
inician las empresas estatales que se niegan a entregar la información que
solicitan los parlamentarios.

El  Honorable  Senador  señor  Chadwick
observó que el artículo 9 ° bis evitaría un conflicto judicial prolongado, al
establecerse  un  procedimiento  abreviado  que  se  tramita  ante  la  Corte
Suprema.

El  Ministro  Secretario  General  de  la
Presidencia,  señor  Viera-Gallo, expresó  que  sería  dudoso  que  la
Contraloría General de la República pueda sancionar al Banco Central o a
otros entes de carácter autónomo en caso que no entreguen información.
Agregó que la  Cámara de Diputados sólo puede fiscalizar  los actos del
Gobierno mas no a la Contraloría General de la Republica, al Banco Central
ni a los municipios.

Por  su  parte,  añadió,  si  el  Senado  pide  una
información y el Banco Central no se la envía, la Contraloría General de la
República no puede imponerle una sanción a un órgano constitucionalmente
autónomo. La Contraloría sólo podría sancionar a los organismos públicos
que no tienen dicha autonomía. Propuso excluir del ámbito de aplicación del
inciso primero del artículo 9° a la Contraloría General, al Banco Central y a
las Municipalidades.

El  Honorable  Senador  señor  Chadwick
recordó  que  el  artículo  9°,  en  su  actual  redacción,  se  refiere  a  los
organismos  de  la  Administración  del  Estado,  incluyendo  a  los  entes
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autónomos  mencionados  y  que  la  Ley  del  Congreso  Nacional  permite
solicitar antecedentes e informes a dichas instituciones.

El  Ministro  Secretario  General  de  la
Presidencia señaló que no corresponde que los jefes superiores de dichos
organismos sean sancionados por la Contraloría General de la Republica si
no entregan la información solicitada.

Durante el debate de este precepto, se recordó
que el artículo 10 de la Ley del Congreso Nacional entrega dicha facultad a
la  Contraloría  General  de  la  República  y  que  nadie  ha  cuestionado  la
constitucionalidad de dicho precepto.

El Honorable Senador señor Chadwick puso
de  relieve,  asimismo,  que  un  elemento  fundamental  de  la  actividad
legislativa dice relación con la posibilidad de pedir antecedentes o informes a
los órganos de la Administración del Estado.
 

El  Honorable  Senador  señor  Muñoz  Aburto
planteó que de las palabras del señor Ministro se deducía que el Gobierno
opina que no se debe sancionar al jefe del servicio autónomo que no entrega
la información que se le ha solicitado.

El  Ministro  Secretario  General  de  la
Presidencia, señor Viera-Gallo planteó que estas normas se sustentaban
en la facultad de fiscalización que la Constitución Política entrega la Cámara
de  Diputados.  Agregó  que  la  facultad  de  aplicar  sanciones  debiera
entenderse referida exclusivamente a los organismos que forman parte de la
Administración  Pública   y  no  a  los  organismos  autónomos  de  la
Administración  del  Estado.  Señaló  que,  a  su  juicio,  estas  peticiones  de
antecedentes  son para  fiscalizar  la  actuación  del  Gobierno.  Agregó  que
comprendía que esta no era la interpretación que probablemente reflejaba la
voluntad de esta Comisión Mixta.
 

El  Secretario  Jefe  de  Comisiones  de  la
Cámara de Diputados, señor Miguel  Landeros, señaló que había que
eliminar la referencia a las Cámaras en los incisos primero y segundo del
artículo 9°, pues al usarse dicho término se da a entender que el Senado
puede pedir antecedentes para fiscalizar la acción del Gobierno.

El  Honorable  Senador  señor  Chadwick
connotó que al Senado no le interesa ni le corresponde fiscalizar la acción
del  Gobierno. Puntualizó que lo que el  Senado sí  puede hacer es pedir
antecedentes  o  informes que sean necesarios  para la  discusión de una
determinada ley,  como por  ejemplo,  la  Ley de Presupuestos  del  Sector
Público. 

El  Presidente  de  la  Cámara  de  Diputados,
Honorable  Diputado señor Álvarez, expresó que la norma que estaba
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proponiendo el Ejecutivo era el resultado de un consenso al que se había
llegado con el  Gobierno,  especialmente  por  parte  de  los  Diputados que
forman parte del conglomerado oficialista.

El Honorable  Senador  señor  Sabag recordó
que los organismos de la Administración del Estado tienen la obligación de
proporcionar los antecedentes que les son solicitados por las Cámaras. No
obstante lo anterior, sostuvo que era evidente que una empresa pública o
una sociedad del Estado que compite en el mercado, no pueden entregar
documentos reservados o estratégicos que afecten su plan de negocios.

Al  respecto,  los representantes del Ejecutivo
precisaron que ese era precisamente el propósito del artículo 9° bis, esto es,
resguardar los antecedentes o documentos de carácter secreto o estratégico
que utilizan las empresas públicas o sociedades del Estado.

El  Ministro  Secretario  General  de  la
Presidencia, señor Viera-Gallo, insistió en que lo que se fiscaliza son los
actos del Gobierno, razón por la que no se puede controlar a un municipio o
al Banco Central. La Cámara de Diputados sí podrá fiscalizar a una empresa
pública.  Agregó  que  la  indicación  del  Ejecutivo  no  restringe  la  facultad
fiscalizadora,  razón  por  la  que,  para  ser  concordante  con  lo  que  con
anterioridad planteó, abogó porque se precise que la facultad fiscalizadora
de la Cámara de Diputados sólo incluye a los Ministerios, servicios públicos
y empresas del Estado.

Añadió  que  las  comisiones  investigadoras  no
tienen ninguna limitación en cuanto a los antecedentes que pueden solicitar
y, por lo tanto, no se les aplicaría el artículo 9° bis. En este sentido, expresó
que la norma en debate resguardaba parcialmente a las empresas públicas
y a las sociedades del Estado.

La norma que se propone, acotó, sólo restringe la
petición de antecedentes pero no el ejercicio de las facultades fiscalizadoras
de la Cámara de Diputados.

El Honorable Senador señor Chadwick aclaró
que la fiscalización de los actos del Gobierno comprende también someter a
juicio  los  actos  de  administración  del  Ejecutivo  y,  en  consecuencia,  la
actuación o gestión de las empresas estatales y las sociedades del Estado.
Destacó que sin perjuicio de que las empresas del Estado o las sociedades
en que éste tenga participación queden reguladas por normas de derecho
privado y estén sometidas a la fiscalización de las superintendencias, ellas
utilizan recursos públicos.

El Presidente del Senado, Honorable Senador
señor Novoa, manifestó que el artículo 9° bis tiene un propósito específico,
cual  es  regular  la  forma  en  que  se  puede  solicitar  información  o
antecedentes a las empresas del Estado o sociedades en que éste tenga
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participación. Agregó que dicha norma no se les aplicará a las comisiones
investigadoras,  las  que  podrán  seguir  pidiendo  los  antecedentes  que
requieran sin estar sometidas al régimen del artículo ya mencionado.

Sostuvo  que  en  la  norma  que  propone  el
Ejecutivo  está  bien  resguardado  el  tema  de  la  competitividad  de  las
empresas públicas y sociedades del Estado, ya que no estarán obligadas a
entregar aquella información o antecedentes que de acuerdo a la ley Nº
18.045, sobre Mercado de Valores, o a la ley 18.046, sobre Sociedades
Anónimas, tenga el carácter de secreto. Si alguna de las Cámaras insiste en
su  petición,  la  empresa  puede  recurrir  a  la  Corte  Suprema.  Concluyó
señalando que la norma propuesta era un avance razonable. 

Finalmente, aseveró que, en relación con el tema
de los antecedentes que se pueden pedir al Banco Central, nunca en los 19
años  de  funcionamiento  del  Congreso  Nacional  se  ha  producido  un
problema. Es evidente, puntualizó, que el Banco Central en ningún caso va
entregar información de carácter reservado que pueda afectar el curso de la
economía nacional.

El  Honorable  Senador  señor  Sabag expresó
que si esta indicación fue el resultado de un acuerdo con el Ejecutivo, sólo
corresponde aprobarla, dejando constancia en la historia de la ley que a las
empresas  o  sociedades  del  Estado  se  les  puede  pedir  todo  tipo  de
información que no tenga el carácter estratégico o reservado.

El  Ministro  Secretario  General  de  la
Presidencia, señor Viera-Gallo, pidió dejar constancia en el informe de
su opinión en el sentido de que si el organismo de la Administración del
Estado  que  es  constitucionalmente  autónomo  se  niega  a  entregar  la
información solicitada de conformidad a este precepto, dicha conducta no
debiera dar origen a la aplicación de una sanción. 

Seguidamente, se planteó la duda acerca de si la
petición de antecedentes o informes a un organismo de la Administración del
Estado podía estimarse como una conducta fiscalizadora. Se señaló que el
Senado, en cuanto Corporación, no tenía facultades fiscalizadoras y en tal
razón no podía adoptar acuerdos que implicaran fiscalización. 

El  Honorable  Diputado  señor  Ascencio
planteó que la norma propuesta por el Ejecutivo no impedía a los Senadores
seguir pidiendo antecedentes. Opinó que lo que debiera impedirse el que el
Senado en cuanto  Corporación  pudiera  solicitar  antecedentes,  pues eso
implicaría fiscalizar los actos de Gobierno.

El Honorable Senador señor Chadwick señaló
que el actual artículo 9° de la Ley Orgánica del Congreso Nacional permite a
ambas Cámaras solicitar información o antecedentes a los órganos de la
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Administración del Estado. Agregó que la reglamentación del ejercicio del
derecho de petición no podía ser considerada inconstitucional.

Recordó que los antecedentes o informes no sólo
se  piden  para  fiscalizar,  sino  que,  en  innumerables  oportunidades,  se
formulan con el fin de legislar más adecuadamente y que, en consecuencia,
tanto  los  Diputados  como  los  Senadores  están  habilitados  para  pedir
informes o antecedentes a los organismos de la Administración del Estado.
Hizo presente que las comisiones del  Senado requieren constantemente
antecedentes  e  informes al  Ejecutivo  y a los particulares.  Aclaró que la
reforma del año 2005 no impide a los parlamentarios, independientemente
de la Cámara a la que pertenecen, solicitar los datos para legislar.

Acogiendo  dicho  planteamiento,  se  sugirió
establecer que sólo los parlamentarios y las comisiones -tanto de la Cámara
de Diputados como del Senado- tengan la facultad de pedir antecedentes o
informes. 

Volviendo  a  hacer  uso  de  la  palabra,  el
Honorable  Senador  señor  Chadwick expresó  que  él  era  partidario  de
aprobar la norma tal como la propone el Ejecutivo. Señaló que no deseaba
privar al Senado o a los Senadores de la facultad de pedir antecedentes.
Aseveró que el Senado no fiscaliza y que nunca ha pretendido hacerlo.

El Honorable Diputado señor Álvarez preguntó
si  el  Senado como Corporación solicita  determinados antecedentes,  que
puedan  implicar  fiscalización.  Al  mismo  tiempo  expresó  que  es
perfectamente  válido  que  un  Senador  o  una  comisión  puedan  pedir
antecedentes o informes para legislar sobre una determinada materia.

El Honorable Senador señor Chadwick indicó
que el Senado no tenía esa costumbre y que no recordaba que hubiera
adoptado  acuerdos  de  carácter  fiscalizador.  Manifestó   que  debía
garantizarse a los Senadores y a las comisiones parlamentarias que  puedan
pedir los informes o antecedentes que estimen necesarios. Indicó que si de
esa  petición  se  deriva  una  acción  fiscalizadora,  tal  medida  deberá  ser
adoptada la Cámara de Diputados.

El Honorable Senador señor Vásquez señaló
que el inciso primero del artículo 9° no se refiere a la  función fiscalizadora,
la que de acuerdo a la Constitución Política corresponde a la Cámara de
Diputados,  sino  que  a  una  actividad  que  normalmente  desarrollan  los
parlamentarios  para  obtener  datos,  cifras  u  otros  antecedentes  que  les
permitan legislar de manera más adecuada.

El  Honorable  Diputado  señor  Eluchans
propuso aprobar esta norma señalando que tanto los parlamentarios como
los organismos internos de cada Cámara podrán pedir estos antecedentes.
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El  Ministro  Secretario  General  de  la
Presidencia, señor Viera-Gallo, planteó que sería más preciso señalar que
dichos antecedentes podrán ser solicitados por los parlamentarios y por las
comisiones.

Concluido el  debate y teniendo en cuenta esta
proposición,  la  Comisión  Mixta,  por  la  unanimidad  de  sus  miembros
presentes, aprobó este artículo en el  entendido que tanto los Senadores
como los Diputados y las comisiones que ellos integran, están habilitados
para pedir informes o antecedentes a los órganos de la Administración del
Estado. Asimismo, acordó introducir las siguientes enmiendas a la norma
propuesta por el Ejecutivo:
 

a. Sustituir, en el inciso primero, la expresión “las
Cámaras o” por “las comisiones o por los”;

b.  Suprimir,  en  el  inciso  segundo,  la  frase
“Cámaras, por sus”, y 

c.-  Reemplazar,  en el  inciso final,  la  expresión
“órganos” por “organismos”.

Concurrieron a este acuerdo, los Honorables
Senadores señores Chadwick, Muñoz Aburto, Sabag y Vásquez, y los
Honorables Diputados Ascencio, Ceroni y Eluchans.

Enseguida,  la  Comisión  Mixta debatió  el
contenido del artículo 9° bis, nuevo, propuesto por el Ejecutivo.

Su texto es el siguiente:

“Artículo 9° bis.-  Las empresas o sociedades en
que el Estado o sus organismos tengan participación de capital mayoritario o
mayoría  en  su  directorio  o  administración,   deberán  proporcionar  los
informes  y  antecedentes  específicos  que  les  sean  solicitados  por  las
Cámaras, sus comisiones o por parlamentarios individualizados en sesión de
sala.

Con todo,  no estarán obligadas a entregar  los
informes y antecedentes que  se encuentren en alguna de las siguientes
causales:

a)  Se  refieran  a  hechos  o  antecedentes  que
tengan el carácter de reservado,  de conformidad a lo dispuesto en el inciso
tercero del artículo 10 de la ley Nº 18.045 sobre Mercado de Valores; o

b) Contengan  información  sujeta  al  deber  de
reserva establecido en el artículo 43 y el inciso tercero del artículo 54 de la
ley Nº 18.046, sobre sociedades anónimas; o
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c)  Cuando  se  trate  de  documentos,  datos  o
informaciones que una ley de quórum calificado haya declarado reservados
o secretos, de acuerdo a las causales señaladas en el  artículo 8° de la
Constitución Política.

Si  las  empresas  denegaran  la  información
solicitada, amparándose en las causales señaladas en el inciso anterior, los
parlamentarios  con  el  voto  favorable  de  un  tercio  de  los  miembros  en
ejercicio de la Cámara respectiva, podrán insistir en su requerimiento. En
este caso, las empresas estarán obligadas a proporcionar la información
solicitada,  salvo que interpongan un reclamo de ilegalidad ante la Corte
Suprema.

El  reclamo deberá interponerse en el  plazo de
cinco días corridos, contado desde la notificación desde la insistencia de
alguna de las Cámaras, y deberá contener los fundamentos de hecho y de
derecho en que se apoya y las peticiones concretas que se formulan.

La Corte dispondrá que el reclamo de ilegalidad
sea  notificado  por  carta  certificada  a  la  respectiva  Corporación  que
dispondrá  del  plazo  de  diez  días  para  presentar  sus  observaciones.
Adicionalmente, requerirá un Informe a la Superintendencia de Valores y
Seguros, el cual será remitido dentro del mismo plazo.

Evacuado el traslado por la respectiva Cámara, o
vencido  el  plazo  de  que  dispone  para  formular  observaciones,  la  Corte
ordenará  traer  los  autos  en  relación  y  la  causa  se  agregará
extraordinariamente a la tabla de la audiencia más próxima, previo sorteo de
la sala.

La Corte dictará sentencia dentro del término de
diez días, contados desde la fecha en que se celebre la audiencia a que se
refiere el inciso anterior.

En caso de rechazarse el reclamo de ilegalidad
interpuesto,  la  sentencia  señalará  un  plazo  para  la  entrega  de  dicha
información.

En la misma resolución, la Corte podrá señalar a
la  Superintendencia  de  Valores  y  Seguros  la  necesidad  de  iniciar  un
procedimiento sancionatorio para establecer si el representante legal de la
empresa  ha  incurrido  en  alguna  de  las  infracciones  establecidas  en  el
Decreto Ley Nº 3.538.

En  ningún  caso  las  peticiones  de  informes
importarán el ejercicio de las facultades señaladas en el inciso segundo de
la letra a) del número 1) del artículo 52 de la Constitución Política.”.
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El  Honorable  Senador  señor  Vásquez hizo
presente  que  si  durante  la  tramitación  del  reclamo de  ilegalidad  fuere
necesario  participar  en  una  audiencia  y  hubiere  vista  de  la  causa,  es
indispensable  establecer  que  las  Corporaciones  podrán  designar
abogados que realicen los alegatos correspondientes.  Es indispensable
indicar que el representante legal de cada Corporación pueda comparecer
en juicio, recordando que en algunas ocasiones las Cámaras han actuado
representadas por el Consejo de Defensa del Estado.

Precisó que esto último podría dar lugar a una
situación  de  incompatibilidad,  ya  que  el  referido  Consejo  puede  estar
obligado a asumir la defensa de los intereses de las empresas públicas.
Lo lógico  sería  autorizar  a  las Cámaras para  que puedan designar  un
abogado que asuma la representación de sus intereses.

El señor Miguel Landeros hizo presente que
era necesario también establecer que estos antecedentes sólo pueden ser
pedidos por los parlamentarios o las comisiones de cada Corporación. En
relación  con  la  inquietud  que  planteó  el  Honorable  Senador  señor
Vásquez, indicó que era indispensable establecer que las Corporaciones
tendrán legitimación activa y pasiva para comparecer en juicio. Recordó
que,  por  ejemplo,  al  haberse  realizado  la  modificación  que  trasladó  al
Código Penal la regulación de la persecución de los actos que implican la
interrupción  del  normal  funcionamiento  de  las  Cámaras,  cabría  pedir,
conforme a la norma penal vigente, al Ministro del Interior que hiciera el
requerimiento, pues se eliminó la legitimación activa de las Cámaras para
perseguir ese tipo de delitos. Explicó que esta situación se repetía en los
juicios en que es demandada la  Cámara de Diputados.  No existe  una
norma que establezca claramente quien representa a las Cámaras ante
los Tribunales de Justicia.  Recordó que ambas Cámaras tienen bienes
propios  distintos  de  los  del  Fisco,  por  ejemplo,  vehículos  que  están
inscritos a nombre de las Corporaciones, y que éstas celebran contratos a
diario.  Concluyó  señalando  que  el  Consejo  de Defensa del  Estado  no
puede  asumir  la  defensa  de  los  intereses  de  las  Cámaras  pues  está
obligado a proteger los intereses de las empresas del Estado.

El  Presidente  de  la  Comisión  Mixta,
Honorable Senador señor Chadwick, propuso aprobar el artículo 9 bis
propuesto, estableciendo que las Cámaras podrán actuar representadas
por los abogados que designen.

El  Honorable  Diputado señor  Ceroni abogó
por estatuir un precepto de carácter general relativa a la representación de
las Cámaras.

El Honorable Senador señor Vásquez afirmó
que era necesario establecer una disposición similar a la contenida en el
artículo 8° del Código de Procedimiento Civil.
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El  Ministro  Secretario  General  de  la
Presidencia, señor Viera-Gallo, explicó que en la norma en análisis hay
una serie de restricciones respecto de determinados antecedentes que se
pueden  solicitar  a  las  empresas  públicas.  En  relación  con  este  punto,
preguntó si al establecerse en el párrafo segundo de la letra a) del artículo
52  de  la  Constitución  Política,  que  cualquier  diputado  puede  pedir,  si
cuenta con el voto favorable de un tercio de los miembros presentes de la
Cámara, antecedentes al Gobierno, ha de entenderse que en esta última
expresión están incluidas las empresas del Estado. Si estuvieran incluidas,
acotó, querría decir que un Diputado podría pedir información estratégica
de una empresa del Estado, a pesar de lo que establece el artículo 9° bis.

El  Honorable  Senador  señor  Chadwick
expresó que en la medida que se está estableciendo un procedimiento
especial mediante el cual se puede requerir información a las empresas
públicas, se las está excluyendo de la noción de Gobierno a que se refiere
el párrafo segundo de la letra a) del mencionado artículo.

El  Honorable  Diputado  señor  Cardemil
planteó dudas respecto de esta interpretación.

El Ministro señor Viera-Gallo manifestó que si
así no se establece, la conclusión sería que cuarenta diputados podrían
pedir, sin los límites que prescribe el artículo 9° bis, antecedentes secretos
o estratégicos a las empresas o sociedades del Estado.

El Honorable Diputado señor Díaz aclaró que
las  únicas  causales  por  las  que  se  puede  considerar  estratégica  o
reservada la información de una empresa son las mencionadas en las tres
letras que se consignan en la norma en debate y si hay disenso sobre el
carácter secreto de algún antecedente, se está creando un procedimiento
ante la Corte Suprema que resolvería tal discrepancia.

El  Honorable  Senador  señor  Chadwick
precisó que la cuestión en debate era si este artículo 9° bis restringe o no
la facultad que tienen los Diputados, de conformidad a lo que prescribe el
párrafo segundo de la letra a) del artículo 52 de la Carta Fundamental.

Al  respecto,  se  señaló  que  el  artículo  9°  bis
establece el procedimiento al que deben ajustarse los parlamentarios para
pedir información sobre empresas del Estado. No corresponde que utilicen
la vía que considera el párrafo segundo de la letra a) del referido precepto
constitucional.  No  obstante  lo  anterior,  se  expresó  que  las  comisiones
investigadoras, independientemente de lo que prescribe el artículo 9°, sí
podrán pedir directamente y sin someterse al procedimiento de reclamo
que establece el artículo 9° bis, los antecedentes o informes que requieran
para llevar adelante su cometido.
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El  Honorable  Diputado señor  Díaz concluyó
que, en consecuencia, el ejercicio de la petición de información contenida
en el  párrafo  segundo de la  letra  a)  del  artículo  52 de la  Constitución
Política no afecta a las empresas públicas  y sociedades del Estado, pues
para ellas rige exclusivamente el procedimiento que establece el artículo
9° bis propuesto por el Ejecutivo, con la sola excepción de las atribuciones
que tienen las comisiones investigadoras de la Cámara de Diputados, que
pueden  directamente  solicitar,  sin  someterse  a  dicho  artículo  9°,  los
antecedentes que tengan el carácter de secretos o reservados.

El  Ministro  Secretario  General  de  la
Presidencia,  señor  Viera-Gallo,  sugirió,  por  lo  tanto,  cambiar,  en  el
último inciso del artículo en debate, la referencia a la letra a) del artículo
52  por  la  letra  c)  del  mismo precepto,  con  el  fin  de  dejar  claramente
establecido  que las comisiones especiales investigadoras pueden pedir
libremente los antecedentes que requieran de las empresas públicas o
sociedades del Estado, sin las restricciones que establece el artículo 9°
bis.

Los Honorable Diputados señores Burgos y
Díaz plantearon, además, que la Corte Suprema, una vez que ha resuelto
que  debe  entregarse  la  información,  debe  instruir  expresamente  a  la
Superintendencia de Valores para que aplique una sanción a la empresa,
al directorio o al representante legal de la empresa.

El Honorable Diputado señor Burgos agregó
que, resuelto por la Corte Suprema que los antecedentes deben pasar a la
Superintendencia  de  Valores  para  que  determine  la  sanción  que  debe
aplicarse,  la  empresa  sancionada  no  podría  interponer  recursos  para
impugnar la sanción.

El Honorable Senador señor Vásquez señaló
que la empresa sí podría impugnar ante los tribunales el monto de la multa
aplicada.

La señora Macarena Lobos,  abogada de la
Dirección de Presupuestos recordó que el artículo 28 del decreto ley Nº
3.538 establece, además de la sanción de amonestación o la aplicación de
una multa, la posibilidad de suspender hasta por un año al representante
legal  de  la  empresa  o  revocar  autorizaciones  que  había  otorgado  a
determinadas personas.

El  Honorable  Senador  señor  Chadwick
connotó que, en consecuencia, había un amplio espectro de sanciones.

El Honorable Senador señor Vásquez planteó
que el penúltimo inciso del artículo 9° bis razona sobre la base de que se
ha presentado un reclamo de ilegalidad por parte de la empresa requerida.
En relación con este punto, advirtió un vacío pues si dicha empresa  no

80



presenta el referido reclamo y no contesta la petición formulada, no habría
sanción.

El  Presidente  de  la  Comisión  Mixta,
Honorable Senador señor Chadwick manifestó que la situación descrita
por el Honorable Senador señor Vásquez era perfectamente factible que
se presentara, ya que una empresa requerida podría tomar la decisión de
no presentar el reclamo de ilegalidad, lo que dejaría a las comisiones o a
los parlamentarios en la imposibilidad de acceder a la información y la
empresa no tendría ninguna sanción.

El  Ministro  Secretario  General  de  la
Presidencia  admitió que los Honorables Senadores señores Vásquez y
Chadwick  tienen  razón  en  su  planteamiento.  Sugirió  establecer  que
también  se  pudiera  reclamar  a  la  Corte  Suprema  en  el  caso  que  la
empresa  guardara  silencio  frente  a  un  requerimiento  de  los
parlamentarios.  Señaló  que  sería  lógico  que  para  un  caso  sea  la
Superintendencia  de  Valores  y  Seguros  la  que  sancione  y  en  otro,  la
Contraloría General de la Republica.

El  Honorable  Senador  señor  Vásquez
propuso establecer que en el caso que la empresa requerida no conteste y
no presente el reclamo de ilegalidad, el parlamentario pueda requerir a la
Superintendencia de Valores y Seguros que aplique una sanción.

La  Comisión  Mixta  concordó  con  estos
criterios  y  acordó,  asimismo,  establecer  que  corresponde  a  los
parlamentarios  o  las  comisiones,  y  no  a  las  Cámaras,  pedir  los
antecedentes o informes a las empresas públicas o sociedades del
Estado. Asimismo, concordaron en establecer que este precepto se
incorporará a la ley como nuevo artículo 9° A.

Con el propósito de recoger las observaciones
recién  reseñadas,  S.E.  la  Presidenta  de  la  República  presentó  una
proposición para redactar esta norma en los siguientes términos:

“Artículo 9°  A.-  Las  empresas  del  Estado  o
sociedades en que el  Estado o  sus organismos tengan participación de
capital  mayoritario o mayoría en su directorio o administración,  deberán
proporcionar  los  informes  y  antecedentes  específicos  que  les  sean
solicitados  por  las  comisiones  de  las  cámaras  o  por  parlamentarios
individualizados en sesión de sala.

En  el  evento  que  la  empresa   o  sociedad
requerida  no  conteste  o  deniegue  la  información  solicitada,  sin  invocar
expresamente alguna de las causales de excepción a que se refiere el inciso
siguiente, transcurridos 60 días contados desde la notificación de la solicitud
la Contraloría General de la República, de oficio o a solicitud del requirente,
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podrá iniciar el procedimiento sancionatorio a que se refiere el artículo 10 de
la presente ley.

Con todo,  no estarán obligadas a entregar  los
informes y antecedentes que  se encuentren en alguna de las siguientes
causales:

a)  Se  refieran  a  hechos  o  antecedentes  que
tengan el carácter de reservado,  de conformidad a lo dispuesto en el inciso
tercero del artículo 10 de la ley Nº 18.045 sobre Mercado de Valores; o

b) Contengan  información  sujeta  al  deber  de
reserva establecido en el artículo 43 y el inciso tercero del artículo 54 de la
ley Nº 18.046, sobre sociedades anónimas; o

c)  Cuando  se  trate  de  documentos,  datos  o
informaciones que una ley de quórum calificado haya declarado reservados
o secretos, de acuerdo a las causales señaladas en el  artículo 8° de la
Constitución Política.

Si  las  empresas  o  sociedades denegaran  la
información solicitada, amparándose en las causales señaladas en el inciso
anterior,  las  comisiones  o  los  parlamentarios  podrán  insistir  en  su
requerimiento. En este caso, las empresas o sociedades estarán obligadas a
proporcionar la información solicitada al requirente, salvo que interpongan un
reclamo de ilegalidad ante la Corte Suprema.

El  reclamo deberá interponerse en el  plazo de
cinco  días  corridos,  contado  desde  la  notificación  de  la  insistencia  del
requirente y deberá contener los fundamentos de hecho y de derecho en
que se apoya y las peticiones concretas que se formulan.

La Corte dispondrá que el reclamo de ilegalidad
sea notificado por carta certificada al requirente que dispondrá del plazo de
diez días para presentar sus observaciones. Adicionalmente, solicitará un
Informe a la Superintendencia de Valores y Seguros, el cual será remitido
dentro del mismo plazo.

Evacuado el traslado por el requirente, o vencido
el plazo de que dispone para formular observaciones, la Corte ordenará traer
los autos en relación y la causa se agregará extraordinariamente a la tabla
de la audiencia más próxima, previo sorteo de la sala.

La Corte dictará sentencia dentro del término de
diez días, contados desde la fecha en que se celebre la audiencia a que se
refiere el inciso anterior.

En caso de rechazarse el reclamo de ilegalidad
interpuesto,  la  sentencia  señalará  un  plazo  para  la  entrega  de  dicha
información.
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En la misma resolución, la Corte dispondrá que
los antecedentes sean remitidos a la Superintendencia de Valores y Seguros
para ésta inicie el correspondiente procedimiento sancionatorio y determine
la eventual  responsabilidad administrativa de la  empresa o sociedad,  su
directorio o representante legal, según sea el caso, y aplique las sanciones
que fueren procedentes de conformidad con lo dispuesto en el título III del
decreto ley  Nº 3.538.

En el evento que el requirente hubiese insistido
en su solicitud y la empresa o sociedad persista en denegar la información
sin haber interpuesto dentro de plazo el reclamo de ilegalidad establecido en
el inciso cuarto, el requirente podrá solicitar a la Superintendencia que inicie
el procedimiento sancionatorio a que se refiere el inciso anterior.

En  ningún  caso  las  peticiones  de  informes
importarán el ejercicio de las facultades señaladas en el inciso segundo de
la letra c) del número 1) del artículo 52 de la Constitución Política.”.

Respecto de este texto, la Comisión Mixta tuvo
presente que ella recoge las observaciones planteadas por el Honorable
Senador señor Vásquez respecto de las sanciones que podría aplicar la
Superintendencia de Valores y Seguros a las empresas que, invocando
una  de  las  causales  especiales  que  establece  este  precepto  para
mantener  la  reserva  de  determinado  antecedente,  no  interpongan  el
reclamo de ilegalidad que establece el inciso cuarto de este artículo.

Se  determina,  además,  que  una  vez  resuelto
por  la  Corte  Suprema  que  los  documentos  o  antecedentes  deben  ser
entregados,  dispondrá  que  la  Superintendencia  de  Valores  y  Seguros
inicie  el  correspondiente  procedimiento  sancionatorio  en  contra  de  la
empresa o sociedad,  su  directorio  o  representante  legal,  según sea el
caso.
 

Finalmente,  que  si  las  empresas  públicas  o
sociedades  del  Estado  se  niegan  a  entregar  información  sin  invocar
expresamente alguna de las causales contenidas en las letras a), b) y c)
del inciso tercero de este precepto, la Contraloría General de la Republica,
de  oficio  o  a  petición  del  requirente,  podrá  iniciar  el  procedimiento
sancionatorio establecido en el artículo 10. 

Sometida  a  votación  esta  norma,  con  las
enmiendas  ya  indicadas,  fue  aprobada  por  la  mayoría  de  los
miembros presentes de la Comisión Mixta.

Votaron  favorablemente  los  Honorables
Senadores  señores  Chadwick,  Sabag  y  Vásquez  y  los  Honorables
Diputados señores Ascencio, Ceroni, Díaz y Eluchans. Se abstuvo el
Honorable Diputado señor Cardemil.
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Con  posterioridad  a  estos  acuerdos,  la
Comisión Mixta decidió escuchar al señor Contralor General, con el fin de
evaluar si ellos se ajustan a la práctica de la Contraloría General de la
República  y  la  manera  en  que  dicha  Institución  ha  colaborado  en  la
aplicación de los artículos 9° y 10.

El señor Contralor General de la República,
don Ramiro Mendoza, agradeció la nueva oportunidad que se le otorgaba
a la entidad a su cargo para volver a dar su opinión respecto de esta
iniciativa de ley.

Hizo presente que tomó conocimiento que esta
Comisión Mixta había aprobado una nueva redacción para el artículo 9° y,
además, había aprobado un nuevo artículo 9° A.

En  relación  con  este  tema,  recordó  que  la
Contraloría General de la República ha actuado, por más de 18 años y de
conformidad a lo que disponen los artículos 9° y 10 de la Ley Orgánica
Constitucional  del  Congreso  Nacional,  como la  institución  u  organismo
mediante  el  cual  el  Parlamento  puede  obtener  información  de  la
Administración del Estado.

Explicó que desde el año 1990 en adelante se
ha venido discutiendo y creando una doctrina administrativa respecto de
los alcances y los límites de hasta dónde pueden llegar la Cámara de
Diputados y el Senado cuando solicitan la referida información.
 

Hizo  notar  que  diversos  órganos  de  la
Administración del Estado han sido renuentes en algunos casos a entregar
la información que los parlamentarios necesitan para legislar. Resaltó que
mediante la correcta interpretación de los artículos 9° y 10 vigentes se han
aplicado sanciones pecuniarias a los jefes superiores de las instituciones
que se han negado a entregar información.
 

Todos  los  órganos  del  Estado,  agregó,  en  el
contexto amplio del artículo 9° de la Ley del Congreso Nacional, es decir,
los  Ministerios,  Intendencias,  servicios  públicos  creados  para  el
cumplimiento de la función administrativa, incluido el Banco Central,  las
municipalidades, la Contraloría General, el Consejo Nacional de Televisión
y también a las empresas públicas creadas por  ley,  deben entregar  la
información que solicitan los parlamentarios.

Agregó  que  las  normas  aprobadas  por  la
Comisión Mixta incurrían en ciertas confusiones que era necesario aclarar

En lo que dice relación con el artículo 9°, en los
términos  como  están,  señaló  que  en  principio  no  tendría  ningún
comentario que hacer,  salvo que hoy día el  Estado está utilizando una
serie  de  entidades  privadas,  para  coadyuvar  a  la  satisfacción  de
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necesidades  públicas.  Recordó  que  en  las  últimas  décadas  se  ha
aceptado  que  la  satisfacción  de  algunas  de  ellas  se  pueda  realizar
mediante  entidades  de  carácter  privado.  Precisó  que  algunas  de  ellas
tienen  una  naturaleza  empresarial  y  que  en  ese  caso  se  habla  de
sociedades anónimas del Estado.

En este punto, hizo presente que el artículo 9° A
incurría en un error al confundir la actividad empresarial del Estado y los
órganos  estatales  de  naturaleza  empresarial.  Aclaró  que  hay  órganos
estatales de naturaleza empresarial, que son las empresas públicas, y que
ellas  están  consideradas  en  el  artículo  1º  de  la  Ley  Orgánica
Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado; son
personas  jurídicas  de  derecho  público  y  forman  parte  integral  de  la
Administración.

En consecuencia, expresó que el artículo 9° A,
tal como está redactado, hace una referencia a las empresas que forman
parte de la Administración  y a las sociedades del Estado.

Advirtió  que  desde  hace  mucho  tiempo  las
empresas públicas han pretendido desconocer su naturaleza de personas
de derecho público, cuando se las conmina a dar cumplimiento estricto a
los artículos 9º y 10 de la Ley Orgánica del Congreso.

Desafortunadamente,  Televisión  Nacional  de
Chile, efectivamente el año 1992 obtuvo una sentencia que reconoció una
situación  que  es  insólita,  que  es  un  conflicto  de  potestades,  no  una
situación de derecho, pues reconoció al Canal Estatal la facultad de no
cumplir los requerimientos de información que les planteaba el Congreso
Nacional. Agregó que, afortunadamente desde el año 2007 en adelante la
Corte Suprema ha sido persistente en el sentido de señalar que tienen que
cumplir,  efectivamente,  los  requerimientos  del  Congreso  y  no  pueden
resistirse a la aplicación de las sanciones que la Contraloría General, en el
marco de estos requerimientos y en el contexto de los artículo 9º y 10, ha
aplicado, por haber sido renuentes a cumplir estas normas y a entregar
esa información.

En este sentido, propuso modificar el  artículo
9° con  el  fin  de  establecer  que  todas  las  entidades  privadas  que
coadyuvan  a  la  satisfacción  de  necesidades  públicas,  como  son  las
corporaciones  y  fundaciones  que  el  Estado  constituye,  puedan  ser
requeridas  para  que  entreguen  información  cuando  así  lo  solicite  el
Congreso  Nacional.  En  esta  situación  se  encuentran,  por  ejemplo,  la
Corporación  Nacional  Forestal,  Centro  de  Investigación  Minero
Metalúrgico, Instituto de Fomento Pesquero, Instituto Forestal, el Centro
de Formación de Recursos Naturales, el Servicio de Cooperación Técnica,
Instituto Nacional de Normalización, entre otros. Es decir, resumió, hay un
conjunto  de  entidades,  personas  jurídicas  de  derecho  privado,  cuyo
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creador, conforme a las reglas del derecho privado, es el Estado, y que no
estarían obligadas a entregar la información que se les solicita.
 

Observó, además, que el inciso final del artículo
9°  establece  una  novedad  que  hasta  ahora  no  ha  reconocido  el
ordenamiento legal. Mediante ella se exceptúa de la obligación de informar
al Parlamento a los órganos de la Administración del Estado que ejerzan
potestades  fiscalizadoras,  respecto  de  los  documentos  y  antecedentes
que contengan información cuya revelación, aún de manera reservada o
secreta, afecte o pueda afectar el derecho de las personas o entidades
sujetas a su fiscalización o el desarrollo de una investigación en curso.
Hizo presente que en los términos en que estaba redactada esta norma,
cualquier antecedente podía elevarse al carácter de secreto

Insistió  que  no  vislumbra  una  razón  de  peso
para atribuir carácter reservado a información que “afecte o pueda afectar
el  derecho de las personas o  entidades sujetas  a  su fiscalización”.  La
norma, dijo, tal como está redactada, es muy amplia. Señaló entidades u
organismos encargados de fiscalización que disponen de la información y
desarrollan investigaciones con recursos estatales y respecto a funciones
estatales, por su naturaleza pública, sus actos tienen efectos públicos y
deben ser transparentes.

Sobre el  artículo 9°  A aprobado,  explicó que
creaba  una  situación  extraordinariamente  compleja.  Este  artículo  está
construido  en  relación  con  la  actividad  empresarial  del  Estado,  lo  que
produce un cierto desorden, porque, en realidad, el contexto de sujetos
activos y pasivos de las obligaciones establecidas en la Ley del Congreso
Nacional está sobre la base de la determinación de los órganos y no de la
actividad que realizan.  Opinó que aquí hay una mezcla de la actividad
empresarial del Estado, donde se juntan los dos tipos o formas de ejercer
esta actividad empresarial, sea en el ámbito de lo público, a través de las
empresas públicas, sea a través del derecho privado, por medio de las
sociedades  del  Estado.  Ambas  configuran  actividad  empresarial  del
Estado, pero son situaciones distintas, precisó. La actividad empresarial
del  Estado,  que  yo  realizo  a  través  de  una  empresa  pública,  persona
jurídica de derecho público, integrante de la Administración del Estado,
queda  sujeta  en  todo lo  que  dice  relación  a  su  estructura  orgánica  al
derecho público. Accidentalmente, en su funcionamiento externo, queda
sujeta  a las reglas mercantiles.  Agregó que las sociedades del  Estado
suponen  una  autorización  legal  para  el  desarrollo  de  una  actividad
empresarial, en los términos del artículo 19, número 21, de la Constitución
Política. 

Respecto  de  este  punto  indicó  que  los
directores  de  una  empresa  pública  son  o  detentan  situaciones
funcionariales y específicas en la empresa pública. No son directores de
una empresa privada; no están sujetos a la ley 18.046; no son directores
sujetos al cumplimiento de la Ley del Mercado de Valores. Son directores
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de una empresa pública, y, en consecuencia, sólo pueden hacer aquello
para lo cual están expresamente autorizados. En cambio, en el caso de un
director de una sociedad estatal, de una sociedad cualquiera, afecto a la
ley N° 18.046, en realidad responden sus accionistas, de manera que es
otra cosa, son dos mundos diferentes.

Agregó  que  también  era  necesario  tener
presente  que,  tal  como  está  redactada  la  norma,  tampoco  se  podrá
requerir información respecto de corporaciones y fundaciones que crea el
Estado y mediante las cuales también realiza una función de satisfacción
de necesidades públicas.

Expresó que a la Contraloría le preocupa este
tema, especialmente desde la perspectiva de la fiscalización. Explicó que
fundado en los artículos 16, inciso segundo, y 25 de la Ley Orgánica de la
Contraloría General, este Órgano de Control puede examinar el uso de los
recursos  que  realizan  estas  entidades  y  solicitar  las  rendiciones  de
cuentas.

Sostuvo,  además,  que  las  normas  aprobadas
no eran claras respecto de las facultades que tendrían los parlamentarios
para pedir información referida a estas instituciones.

A continuación, señaló que la norma aprobada
establecía un plazo muy amplio –60 días- para que la Contraloría pueda
iniciar  un procedimiento sancionatorio  en el  caso de que una empresa
requerida no conteste o deniegue la información solicitada. Dicho término
es  exorbitante  en  relación  a  los  plazos  que  se  aplican  a  los  demás
organismos  que  forman  parte  de  la  Administración  del  Estado.  Si  se
aprueba esta norma tal  como está redactada,  las empresas públicas o
sociedades del Estado tendrían un beneficio que no tiene justificación.

Seguidamente, hizo notar que el  artículo 9° A
prevé un contencioso que se origina en un reclamo de ilegalidad que las
empresas  requeridas  podrían  presentar  ante  la  Corte  Suprema.  Al
respecto,  recordó  que  los  reclamos  de  ilegalidad  son  acciones  para
restablecer derechos de las personas frente a acciones que ha realizado
un órgano estatal. Los reclamos de ilegalidad son medios procesales para
defender jurídicamente a los ciudadanos. No hay reclamos de ilegalidad
que  puedan  ser  interpuestos  por  un  órgano  público  en  contra  de  otro
órgano público, resaltó.

Hizo presente que la situación que se pretende
regular se origina en una contienda de competencia. La Corte Suprema no
está  llamada  -de  acuerdo  a  las  normas  constitucionales-  a  resolver
contiendas de competencia entre órganos públicos. Dicho tribunal debe
resolver en derecho los conflictos que se produzcan en causas civiles o
criminales.
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La  norma  aprobada,  añadió,  presenta  otro
problema:  entrega  a  la  Superintendencia  de  Valores  y  Seguros  la
resolución de esta materia. Recordó que dicha Superintendencia  es un
organismo  descentralizado,  que  no  tiene  autonomía  constitucional
respecto  del  Gobierno.  Señaló  que,  en  cambio,  sería  más  adecuado
radicar la solución de la contienda en la Contraloría General, entidad que
no forma parte de la Administración activa del Estado. Hizo presente que
el Superintendente es un funcionario que está subordinado al Presidente
de la República.

En atención a lo anterior, manifestó que es  muy
complejo  que  un  órgano  administrativo  solucione  una  contienda  de
competencia respecto de las atribuciones de un parlamentario que solicita
antecedentes  o  informes  sobre  el  funcionamiento  de  un  empresa  o
sociedad del Estado.

Propuso enmendar el  artículo  9° ya aprobado
para incorporar en él a las empresas públicas creadas por ley y reservar el
artículo 9° A para las sociedades del Estado y las entidades que sin ser
sociedades, también pueden llegar a ser sujetos pasivos del requerimiento
de información, en cuanto se trate de corporaciones o fundaciones que en
realidad están integradas sólo por órganos estatales.

Al  comentar  esta  exposición,  el  Honorable
Diputado señor  Cardemil propuso a la  Comisión  Mixta  reelaborar  las
normas  aprobadas  a  partir  de  las  inquietudes  que  formuló  el  señor
Contralor General. 

El  Honorable  Diputado señor  Díaz coincidió
en que,  de las  diversas consideraciones que había  efectuado el  señor
Contralor, cabía concluir la necesidad de enmendar las normas aprobadas
con el  fin  de  que las corporaciones o  fundaciones que crea el  Estado
queden  sujetas  a  la  obligación  de  proporcionar  la  información  que  les
requieran los parlamentarios.

Sin  perjuicio  de  lo  anterior,  insistió  en  la
necesidad  de  mantener  aquellas  disposiciones  que  permiten  a  las
empresas del Estado, en casos calificados, no entregar información que
comercialmente pueda afectar el desarrollo de sus negocios frente a sus
competidores.  Recordó  que  podían  existir  Diputados  o  Senadores
inescrupulosos  que  soliciten  información  que  luego  proporcionen  a  la
competencia  y,  por  esa vía,  arruinar  una  empresa  pública.  Ese  era  el
sentido de la nueva redacción, precisó. 

A  partir  de  lo  anterior,  preguntó  al  Contralor
cómo incorporar esta dimensión en la norma en estudio.

El  señor  Contralor  General explicó  que  una
fórmula sería establecer que las empresas públicas y las sociedades en  que

88



el  Estado  tenga  aporte,  participación  o  representación   mayoritaria,  no
estarán obligadas a entregar los informes y antecedentes que se refieran a
negociaciones  o  proyectos  aún  pendientes  que,  al  conocerse,  puedan
perjudicar el interés empresarial de la respectiva entidad. Para tal efecto, la
invocación  de  la  causal  deberá  ser  previamente  aprobada  por  las  tres
cuartas partes de los miembros en ejercicio del órgano colegiado encargado
de  su  administración,  o  de  todos  los  administradores  cuando  ella  no
corresponda a un órgano colegiado.

Agregó  que  si  las  empresas  o  sociedades
deniegan la información solicitada amparándose en la causal señalada en
esta  razón,  las  comisiones  o  los  parlamentarios  podrían  insistir  en  su
requerimiento y la empresa o sociedad estará obligada a proporcionarla,
salvo que requiera a la Contraloría General para que, previo informe de la
Superintendencia de Valores y Seguros, resuelva que concurre la causal
invocada.

En  atención  a  estas  consideraciones  la
Comisión Mixta acordó, una vez más en forma unánime, reabrir  el
debate sobre los artículos 9° y 9° A, ya aprobados.  Concurrieron a
este acuerdo los Honorables Senadores señores Chadwick,  Muñoz
Aburto  y  Sabag,  y  los  Honorables  Diputados  señores  Ascencio,
Cardemil, Díaz y Eluchans.

Seguidamente,  los  representantes  del
Ejecutivo propusieron aprobar la siguiente redacción para el artículo 9°:

“Artículo  9°.  Los  organismos  de  la
Administración del Estado y las entidades en que el Estado participe o
tenga representación en virtud de una ley que lo autoriza, que no formen
parte  de  su  Administración  y  no  desarrollen  actividades empresariales,
deberán  proporcionar  los  informes  y  antecedentes  específicos  que  les
sean  solicitados  por  las  comisiones  o  por  los  parlamentarios
individualizados en sesión de sala o de comisión,  en conformidad a lo
dispuesto en la presente ley.

Los  informes  y  antecedentes  que  revistan  el
carácter  de  secretos  o  reservados  sólo  podrán  ser  solicitados  por  las
comisiones o por los parlamentarios en sesión de sala.  Se considerará
que tienen dicho carácter, aquéllos que una ley de quórum calificado haya
declarado reservados o secretos, de acuerdo a las causales señaladas en
el artículo 8° de la Constitución Política.

Dichos  informes  y  antecedentes  serán
proporcionados por el servicio, organismo o entidad por medio del Ministro
del  que  dependa  o  mediante  el  cual  se  encuentre  vinculado  con  el
Gobierno,  manteniéndose  los  respectivos  documentos  en  reserva  o
secreto. El Ministro sólo los proporcionará a la comisión respectiva o a la
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Cámara que corresponda, en su caso, en la sesión secreta que para estos
efectos se celebre.

En  ningún  caso  las  peticiones  de  informes
importarán el ejercicio de las facultades señaladas en el párrafo segundo
de la letra a) del número 1) del artículo 52 de la Constitución Política.

Quedarán  exceptuados  de  la  obligación
señalada  en  los  incisos  primero  y  tercero,  los  organismos  de  la
Administración del Estado que ejerzan potestades fiscalizadoras, respecto
de  los  documentos  y  antecedentes  que  contengan  información  cuya
revelación, aún de manera reservada o secreta, afecte o pueda afectar el
desarrollo de una investigación en curso.”.

Sometida  a  votación  esta  proposición,  fue
aprobada  por  mayoría  de  votos.  Votaron  a  favor  los  Honorables
Senadores señores Muñoz Aburto y Sabag y los Honorables Diputados
señores  Ascencio  y  Díaz.  Votaron  en contra  el  Honorable  Senador
señor Chadwick y los Diputados señores Cardemil y Eluchans.

El voto de minoría fundó su decisión en que les
parecía más razonable aprobar una norma que estableciera, en el inciso
primero  de  la  disposición  en  análisis,  que  todos  los  organismos  de  la
Administración del Estado y también las entidades en que éste tenga aporte,
participación  o  representación  mayoritarios,  estarán  obligados  a
proporcionar  los  informes  y  antecedentes  específicos  que  les  sean
solicitados por las comisiones o por los parlamentarios individualizados en
sesión de Sala, en conformidad a lo dispuesto en la presente ley.

Sin  perjuicio  de  lo  anterior,  la   Comisión
Mixta,  por  la  unanimidad  de  sus  miembros,  Honorables  Senadores
señores Chadwick,  Muñoz Aburto y Sabag, y Honorables Diputados
señores Ascencio, Cardemil, Díaz y Eluchans, acordó precisar que los
antecedentes o informes no sólo se pueden solicitar en sesión de Sala
de  cada  Corporación,  sino  que  también  en  las  que  celebren  las
comisiones.

A continuación,  el Presidente de la Comisión
Mixta, Honorable Senador señor Chadwick propuso aprobar la siguiente
redacción para el artículo 9° A.

“Artículo 9°  A.  Las empresas públicas creadas
por ley, las empresas del Estado y las sociedades en que éste tenga aporte,
participación accionaria superior al  cincuenta por  ciento o mayoría en el
directorio,  cualquiera  sea  el  estatuto  por  el  que  se  rijan, deberán
proporcionar  los  informes  y  antecedentes  específicos  que  les  sean
solicitados  por  las  comisiones  de  las  cámaras  o  por  parlamentarios
individualizados en sesión de Sala o de comisión.
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En  el  evento  que  la  empresa  o  sociedad
requerida  no  conteste  o  deniegue  la  información  solicitada,  sin  invocar
expresamente alguna de las causales de excepción a que se refiere el inciso
siguiente, la Contraloría General de la República, transcurridos treinta días
contados desde la notificación del requerimiento, de oficio o a solicitud del
interesado, podrá iniciar el procedimiento sancionatorio a que se refiere el
artículo 10 de la presente ley.

Con todo,  no estarán obligadas a entregar  los
informes y antecedentes cuando éstos:

a)  Se  refieran  a  hechos  o  antecedentes  que
tengan el carácter de reservado,  de conformidad a lo dispuesto en el inciso
tercero del artículo 10 de la ley Nº 18.045 sobre Mercado de Valores; o

b) Contengan  información  sujeta  al  deber  de
reserva establecido en el artículo 43 y en el inciso tercero del artículo 54 de
la ley Nº 18.046, sobre sociedades anónimas; o

c) Sean documentos, datos o informaciones que
una ley  de quórum calificado haya declarado reservados o secretos,  de
acuerdo  a  las  causales  señaladas  en  el  artículo  8°  de  la  Constitución
Política.

Para invocar cualquiera de estas causales, será
necesario un acuerdo previo adoptado por las tres cuartas partes de los
miembros en ejercicio del órgano colegiado encargado de la administración
de la empresa o sociedad, o de todos los administradores cuando aquella no
corresponda a un órgano colegiado.

Si las comisiones o los parlamentarios insisten en
su  petición,  la  empresa  o  sociedad  estará  obligada  a  proporcionar  los
antecedentes  o  informes solicitados,  salvo  que requiera  a  la  Contraloría
General  para  que,  previo  informe  de  la  Superintendencia  de  Valores  y
Seguros,  resuelva  que  concurre  alguna  de  las  causales  señaladas
precedentemente.

En  ningún  caso  las  peticiones  de  informes
importarán el ejercicio de las facultades señaladas en el inciso segundo de
la letra c) del número 1) del artículo 52 de la Constitución Política.”.

Al fundamentar esta proposición,  el Honorable
Senador  señor  Chadwick, señaló  que  ella  recoge  en  gran  parte  las
observaciones  formuladas  el  señor  Contralor  General  de  la  Republica.
Asimismo, permite a las empresas del Estado oponerse a la entrega de
información  que  sea  comercialmente  sensible  para  dichas  entidades.
Igualmente, se precisa que las únicas causales en las que pueden fundar
dicha oposición son las que se consignan en las letras a), b) y c) de su
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inciso tercero. Del mismo modo, se establece que si las comisiones o los
parlamentarios  discrepan  del  criterio  que  han  aplicado  las  empresas
podrán insistir en la entrega de dichos antecedentes o informes. En caso
de  insistencia,  la  empresa  o  sociedad  del  Estado  podrá  pedir  que  la
Contraloría  General  de  la  República  resuelva  la  controversia,  previa
consulta a la Superintendencia de Valores y Seguros.

Finalmente, agregó que la norma propuesta no
impide a las comisiones especiales investigadoras que se formen en la
Cámara de Diputados requerir  a  las  empresas o sociedades todos los
antecedentes  que estimen  necesarios.  En  este  caso,  las  empresas no
podrán oponerse a la entrega de los antecedentes o informes solicitados.

Sometida  a  votación  esta  disposición,  ella
fue aprobada por mayoría de votos en la Comisión Mixta.

Votaron  a  favor  los  Honorables  Senadores
señores  Chadwick  y  Sabag  y  los  Honorables  Diputados  señores
Ascencio,  Cardemil  y  Eluchans.  Votaron  en  contra  el  Honorable
Senador señor Muñoz Aburto y el Honorable Diputado señor Díaz.

El voto de minoría fundamentó su decisión en
que parecía más conveniente mantener  la norma que originalmente se
había aprobado como artículo 9° A.

En  una  sesión  posterior,  el  Honorable
Diputado  señor  Eluchans,  formuló  indicación  para  reabrir  el  debate
acerca del inciso primero del artículo 9° A.

Fundó  esta  petición  en  el  hecho  de  que
determinadas empresas del  Estado  podrían  quedar  al  margen de este
precepto pues en sus estatutos orgánicos se prescribe que a ellas no se
les aplican las normas por las que se rigen las empresas del Estado.

Para demostrar lo anterior, puso por ejemplo lo
que dispone la ley N° 19.132, que creó la Empresa Televisión Nacional de
Chile. Al respecto, recordó que el artículo 35 de dicho cuerpo legal señala
que  dicha  empresa  se  regirá exclusivamente  por  las  normas  de  la
mencionada ley y, en lo no contemplado por ella, por las normas que rigen
a  las sociedades  anónimas  abiertas.  En  consecuencia,  no  le serán
aplicables,  para  efecto  legal  alguno,  las disposiciones  generales  o
especiales que rigen o rijan en el  futuro a las empresas del  Estado,  a
menos que la nueva legislación expresamente se extienda a la empresa.

Agregó  que  en  una  situación  similar  se
encuentran la Empresa Nacional de Minería, la Empresa de Ferrocarriles
del Estado, la Corporación Nacional del Cobre de Chile (CODELCO) y el
Banco del Estado.
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Con  el  fin  de  que  no  exista  ninguna  duda
respecto a que las mencionadas empresas u otras que en el  futuro se
creen con un estatuto de exclusión igual o similar al de las mencionadas,
están obligadas a proporcionar los antecedentes o informes que les sean
solicitados por las comisiones de las cámaras o por los parlamentarios,
propuso  reabrir  la  discusión  del  inciso  primero  del  artículo  9°  A  para
imponer  este  deber  incluso  a  aquellas  empresas  del  Estado  que  de
acuerdo a su ley orgánica deban ser  expresamente mencionadas para
quedar obligadas al cumplimiento de ciertas disposiciones.

Atendida esta explicación,  la Comisión Mixta,
por  la  unanimidad  de  sus  miembros  presentes, Honorables
Senadores  señores  Chadwick,  Sabag  y  Vásquez  y  los  Honorables
Diputados señores Cardemil, Ceroni, Díaz y Eluchans, acordó reabrir
la discusión del inciso primero del artículo 9° A. 

Asimismo,  y  por  la  misma  unanimidad,
concordó  con  la  proposición  del  Honorable  Diputado  señor
Eluchans, en el entendido de que la norma que a continuación se
transcribe  incluye  a Televisión  Nacional  de  Chile,  a  la  Empresa
Nacional  de  Minería,  la  Empresa  de  Ferrocarriles  del  Estado,  a  la
Corporación Nacional del Cobre de Chile (CODELCO), al Banco del
Estado y a otras empresas del Estado que en el futuro se creen y que
en  sus  leyes  orgánicas  prescriban  que  quedan  al  margen  de  las
normas generales aplicables a las empresas del Estado o usen otra
fórmula similar con el mismo objeto.

En atención a lo anterior, el inciso primero del
artículo 9° quedó redactado de la siguiente manera:
 

“Artículo 9° A.  Las empresas públicas creadas
por ley, las empresas del Estado y las sociedades en que éste tengan
aporte, participación accionaria superior al cincuenta por ciento o mayoría
en el  directorio,  cualquiera  sea el  estatuto  por  el  que se  rijan,  incluso
aquellas  que  de  acuerdo  a  su  ley  orgánica  deban  ser  expresamente
mencionadas  para  quedar  obligadas  al  cumplimiento  de  ciertas
disposiciones,  deberán  proporcionar  los  informes  y  antecedentes
específicos que les sean solicitados por las comisiones de las cámaras o
por parlamentarios individualizados en sesión de sala o de comisión.”.

La  abogada  de  la  Dirección  de
Presupuestos,  señora  Macarena  Lobos expresó  que  el  Ejecutivo
compartía la redacción aprobada por la Comisión.

Sin perjuicio de lo anterior, pidió a la Comisión
precisar si se debe sancionar al Directorio o a los administradores de una
empresa  o  sociedad  del  Estado,  cuando  la  Contraloría  General  de  la
República  rechace  la  oposición  que  interpuso  la  referida  empresa  o
sociedad estatal.
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Frente  a  esta  consulta,  la  Comisión  Mixta
acordó  dejar  constancia  de  que  esta  norma  debía  entenderse  en  el
siguiente sentido:
 

(a) Si la Contraloría General resuelve desechar
la oposición que presentó el Directorio o Administración, no corresponde
aplicar ninguna sanción a sus miembros,  pues dichos órganos hicieron
uso legítimo de una facultad que les reconoce esta normativa.

(b) Si la empresa o sociedad estatal insiste en
negarse a entregar la información solicitada a pesar de que la Contraloría
General  ha  resuelto  que  debe  proporcionarse  la  información  a  las
comisiones  o  parlamentarios  que  la  han  solicitado,  el  referido  Órgano
Contralor deberá iniciar el procedimiento sancionatorio a que se refiere el
artículo  10  de  la  presente  ley  en  contra  del  Directorio  u  órgano
administrativo contumaz.

Número 6 de la Cámara de Diputados
Número 9 del Senado

En primer trámite constitucional, la Cámara de
Diputados aprobó como tal el siguiente:

“6.- Agrégase el siguiente inciso en el artículo
10:

 “Igual  sanción  será  aplicable  a  los
representantes legales de las empresas del Estado o de aquéllas en que
éste tenga participación mayoritaria, que no concurran ellos o el personal
de su dependencia a la citación de una comisión especial investigadora o
no proporcionen los antecedentes que se les solicitaren.”.”.

En  segundo  trámite  constitucional,  el  Senado
reemplazó este número 6, que pasó a ser 9, por el que sigue:

“9.- Reemplázase el artículo 10 por el siguiente:

“Artículo 10.- Tratándose de los organismos que
constituyen la Administración del Estado en los términos del artículo 1° de
la ley Nº  18.575,  el  jefe  superior,  requerido en conformidad al  artículo
anterior,  que  no  diere  cumplimiento  a  lo  ordenado  en  esa  disposición
dentro  del  plazo  de  treinta  días,  será  sancionado  por  la  Contraloría
General de la República con la medida disciplinaria de multa equivalente a
una remuneración mensual. Asimismo, será responsable y tendrá idéntica
sanción quien no comparezca a la sesión de una comisión a la que él o
funcionarios de su dependencia hubieren sido citados, cuando la ausencia
de  éstos  le  sea  imputable.  Para  estos  efectos,  la  Contraloría  General
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aplicará las normas del sumario administrativo previstas en el Título V de
la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo.

Igual  sanción  será  aplicable  a  los
representantes legales de las empresas del Estado o de aquéllas en que
éste tenga participación mayoritaria, que no concurran a la sesión de una
comisión  a  la  que  hubieren  sido  citados  o  no  proporcionen  los
antecedentes que se les soliciten o no dispongan medidas efectivas para
la  concurrencia  o  envío  de  antecedentes  por  el  personal  de  su
dependencia.

Para  los  efectos  del  cobro  de  la  multa,  la
Contraloría  General  de  la  República  oficiará  directamente  a  la  oficina
pagadora del respectivo órgano público o empresa a fin de que proceda a
retener  de  las  remuneraciones del  personal  involucrado las  cantidades
correspondientes  y  a  enterarlas  en  arcas  fiscales,  acompañando  los
comprobantes al Órgano Contralor.

Si ejecutoriada la aplicación de la multa no se
diere  cumplimiento  al  nuevo  plazo  que  fije  la  Contraloría  General,  el
infractor podrá ser sancionado con la suspensión del empleo desde treinta
días a tres meses, con goce de un cincuenta a un setenta por ciento de las
remuneraciones y sin poder hacer uso de los derechos y prerrogativas
inherentes al cargo, o con la destitución o el término del contrato, según
resultare del mérito de los antecedentes.

En caso que en el respectivo órgano público o
empresa cambie la autoridad que ha sido requerida, la Contraloría General
fijará un nuevo plazo para este efecto a quien lo reemplace a cualquier
título,  bajo  apercibimiento  de  aplicarle  la  sanción  que  corresponda,  de
conformidad al referido Título V de la ley Nº 18.834.

En aquellos casos en que no pueda aplicarse la
medida de destitución o término de contrato por ser incompatible con la
modalidad  de  cesación  en  el  cargo  contemplada  por  la  Constitución
Política,  la  Contraloría  General,  sin  perjuicio  de  imponer  las  demás
sanciones  señaladas  en  los  incisos  anteriores,  oficiará  a  la  autoridad
llamada a disponer la expiración de funciones y a la Cámara de Diputados,
para los efectos que procedan constitucionalmente.”.”.

En tercer trámite constitucional,  la Cámara de
Diputados desechó esta sustitución.

En relación con este precepto, y tal como se ha
señalado en el acápite anterior, la Comisión Mixta recibió la opinión del
señor  Contralor  General  de  la  República,  quien  expresó  que  las
sugerencias y comentarios que haría en relación a este precepto recaerían
en el texto del proyecto aprobado por el Senado.
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En lo que se refiere al monto de la multa, sugirió
a la Comisión Mixta consagrar un cierto grado de flexibilidad, atendido que
en los términos de la disposición el mero incumplimiento dentro de plazo
podría generar la sanción. Al respecto, señaló que no eran equivalentes,
por  ejemplo,  la  situación  de  quien  cumple,  aunque  fuera  de  plazo,  de
quien simplemente se niega a cumplir el requerimiento formulado. En este
sentido,  connotó  que  es  imprescindible  permitir  que  la  sanción  sea
proporcional a la falta y para ello insistió en que la Comisión evalúe la
posibilidad de establecer distintos montos para la multa.

Seguidamente, indicó que, en lo que concierne
al  procedimiento  para  aplicar  la  sanción,  podría  resultar  altamente
complejo  para  el  funcionamiento  institucional  de  la  Contraloría  General
que se fije como tal el del sumario administrativo.

En efecto, añadió, considerando el número de
casos  (aproximadamente  40  al  año),  la  experiencia  práctica  en  la
tramitación de estos asuntos y, en relación con ello, la rigidez, tiempo y
recursos que demanda la instrucción de sumarios administrativos, estimó
del todo necesario fijar directamente en la ley un procedimiento expedito y
que resguarde las garantías de un debido proceso.

Propuso un procedimiento que se corresponda
con el que en los hechos hasta la fecha aplica este Órgano Contralor, sin
que se haya formulado cuestionamiento alguno sobre el particular, siendo
de  destacar  que  el  mismo,  unido  a  las  demás  modificaciones  que  se
prevén al artículo 10 que se comenta, configuran un esquema que, según
su  parecer,  satisface  adecuadamente  la  necesidad  de  contar  con  un
procedimiento reglado en sus aspectos esenciales.

A  continuación,  sugirió  a  la  Comisión  Mixta
suprimir el inciso segundo aprobado por el Senado porque su regulación
está subsumida en la del inciso anterior. Sin perjuicio de ello, explicó que
considera altamente conveniente la referencia que en él se incluye a las
empresas del  Estado,  por  lo  que en relación con ello  propondría,  más
adelante, incorporar un artículo final a esta Ley Orgánica del Congreso
Nacional.

Sobre los incisos tercero, cuarto y quinto, afirmó
que las  enmiendas propuestas son adecuaciones de armonización con
sugerencias  precedentes  y  otras  formales.  Explicó  que  ellas  resultan
esenciales  al  mejor  funcionamiento  de  las  atribuciones  del  Congreso
Nacional para requerir información o antecedentes a las entidades afectas
a la obligación de proporcionarlos.

Adujo que con los cambios propuestos se hace
más expedito el procedimiento para hacer efectiva la multa, aumentando
la sanción para el responsable que insiste en negarse a proporcionar la
información o antecedentes y especificando la forma de proceder en caso
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de cambio de autoridad, todo lo cual  se orienta a favorecer el  efectivo
cumplimiento de la obligación por parte del requerido.

Respecto  al  inciso  final,  expresó  que  este
precepto cautela adecuadamente la situación de aquellas autoridades que
conforme a la Carta Fundamental tienen fijada una forma de cesación de
funciones que no se concilia con la medida de destitución.

La  Comisión  Mixta  acordó,  por  la
unanimidad de sus miembros presentes, acoger el  texto aprobado
por el Senado, con las sugerencias formuladas por el señor Contralor
General  de  la  República,  ya  que  concordaron  con  las  razones  y
planteamientos que formuló la autoridad contralora.

Votaron a  favor  los  Honorables  Senadores
señores  Espina,  Gómez  y  Larraín,  y  los  Honorables  Diputados
señores Bustos, Cardemil y Egaña.

Posteriormente  y  tal  como se ha señalado,  a
propósito de la discusión  habida en torno a la redacción del artículo 9°, la
Comisión Mixta, a petición del Gobierno, acordó reabrir el debate sobre el
artículo 10.

En  relación  con  este  punto,  el  Ejecutivo
propuso redactar este precepto en los siguientes términos:

 “Artículo  10.- El  jefe  superior  del  respectivo
organismo de la Administración del Estado, requerido en conformidad al
artículo 9°, que no diere cumplimiento a lo ordenado en esa disposición
dentro  del  plazo  de  treinta  días,  será  sancionado  por  la  Contraloría
General de la República con la medida disciplinaria de multa equivalente a
un  tercio,  media  o  una  remuneración  mensual.  Asimismo,  será
responsable y tendrá idéntica sanción por su falta de comparecencia a la
sesión de una comisión de alguna de las Cámaras a la que hubiere sido
citado, o la de los funcionarios de su dependencia, cuando la ausencia de
éstos  le  sea  imputable.  Para  estos  efectos,  la  Contraloría  General
resolverá  con  el  mérito  de  lo  informado  por  el  respectivo  jefe  o
representante  y  de  los  antecedentes  proporcionados  o  que  estime
necesario recabar.

Para  los  efectos  del  cobro  de  la  multa,  la
Contraloría  General  de  la  República  oficiará  directamente  a  la  oficina
pagadora del respectivo organismo de la Administración del Estado a fin
de que proceda a retener de las remuneraciones del personal involucrado
las  cantidades  correspondientes  y  a  enterarlas  en  arcas  fiscales,
acompañando los comprobantes al órgano contralor.

Si ejecutoriada la aplicación de la multa no se
diere  cumplimiento  al  nuevo  plazo que,  en  su  caso,  fije  la  Contraloría
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General, el infractor podrá ser sancionado con multa equivalente al doble
de la indicada en este artículo.

En caso que en el respectivo organismo de la
Administración del Estado cambie la autoridad que ha sido requerida, la
Contraloría  General  fijará  un  nuevo  plazo  para  este  efecto  a  quien  lo
reemplace a cualquier título, bajo apercibimiento de aplicarle la sanción
que corresponda, de conformidad al procedimiento antes indicado.”.

Al  iniciarse  el  examen  de  esta  redacción,  el
Ministro  Secretario  General  de  la  Presidencia,  señor  Viera-Gallo,
señaló  que  de  la  aplicación  de  este  precepto  deberían  excluirse  los
organismos  que  tienen  autonomía  constitucional.  Añadió  que,
evidentemente, quedaría excluida la Contraloría General de la Republica,
pues sería absurdo que se sancionara a sí misma. Indicó que la norma
agrega que si el jefe del organismo de la Administración del Estado no
cumple con las obligaciones que establece el artículo 9°, será sancionado
por la Contraloría.

Asimismo,  aseveró  que  de  la  aplicación  del
artículo 10 también debieran quedar excluidas las empresas del Estado
pues ellas tienen un estatuto especial que es el establecido en el artículo
9° A. Concluyó pidiendo que se prescribiera que el artículo 10 no se aplica
a las empresas públicas.

El Honorable Senador señor Chadwick y el
Honorable  Diputado  señor  Burgos expresaron  que  el  artículo  9°  A
regula el procedimiento que se sigue cuando se solicita antecedentes de
carácter  secreto  o  estratégico  de  una empresa  pública  o  sociedad del
Estado. Indicaron que, en cambio, si lo que se solicita son antecedentes o
informes  de  carácter  público,  dichas  empresas  están  obligadas  a
entregarlos y, por lo tanto, si no los proporcionan se les debe aplicar la
sanción correspondiente, en los términos previstos en el artículo 10.

El  Honorable  Diputado  señor  Díaz advirtió
que no compartía dicho criterio. Aseveró que no le parece lógico tener que
someterse a un procedimiento de carácter judicial cada vez que se solicita
un documento a las empresas públicas o sociedades del Estado. 

Afirmó que el procedimiento especialísimo que
considera el artículo 9° A está establecido para requerir antecedentes que
tienen  el  carácter  de  secretos  en  los  términos  previstos  en  las  tres
hipótesis que prevé dicho artículo. En ese precepto quedan restringidas
las facultades de fiscalización de los parlamentarios a cambio de contar
con un procedimiento claro para resolver la eventual discrepancia.

Puntualizó  que,  en  cambio,  si  las  empresas
estatales o sociedades del Estado no entregan antecedentes o informes
de  carácter  público,  ellas  deben  ser  sancionadas,  de  conformidad  al
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artículo  10  de  la  Ley  Orgánica  del  Congreso  Nacional,  por  un  órgano
independiente  del  Gobierno,  como  es  la  Contraloría  General  de  la
República y no por la Superintendencia de Valores y Seguros. 

El  Presidente  de  la  Comisión,  Honorable
Senador señor Chadwick, señaló que así debiera aplicarse este precepto
y propuso a la Comisión Mixta aprobar el nuevo texto para el artículo 10,
en los mismos términos propuestos por el Ejecutivo.

El  Honorable  Diputado  señor  Burgos
preguntó si se iba a entender, por tanto, que la expresión “Administración
del  Estado”  que  utiliza  el  artículo  10  comprende  a  las  empresas  del
Estado.

El  Honorable  Senador  señor  Chadwick
expresó que, a su juicio, sí comprende a las empresas del Estado en todo
lo que no está regulado en el artículo 9° A y así habría que entenderlo.

En ese entendido, la Comisión Mixta aprobó el
siguiente texto para el  artículo 10:

“Artículo  10.  El  jefe  superior  del  respectivo
organismo de la Administración del Estado o el representante legal de la
entidad, según el caso, requerido en conformidad al artículos 9° que no
diere cumplimiento a lo ordenado en esa disposición dentro del plazo de
treinta días, será sancionado por la Contraloría General de la República
con la medida disciplinaria de multa equivalente a un tercio, media o una
remuneración mensual. Asimismo, serán responsables y tendrán idéntica
sanción por su falta de comparecencia a la sesión de una comisión de
alguna  de  las  Cámaras  a  la  que  hubieren  sido  citados,  o  la  de  los
funcionarios  de su  dependencia,  cuando la  ausencia  de  éstos  les  sea
imputable.  Para  estos  efectos,  la  Contraloría  General  resolverá  con  el
mérito  de  lo  informado por  el  respectivo  jefe  o representante  y  de  los
antecedentes proporcionados o que estime necesario recabar.

Para  los  efectos  del  cobro  de  la  multa,  la
Contraloría  General  de  la  República  oficiará  directamente  a  la  oficina
pagadora del  respectivo  organismo o  entidad  a  fin  de  que proceda a
retener  de  las  remuneraciones del  personal  involucrado las  cantidades
correspondientes  y  a  enterarlas  en  arcas  fiscales,  acompañando  los
comprobantes al órgano contralor.

Si ejecutoriada la aplicación de la multa no se
diere  cumplimiento  al  nuevo  plazo que,  en  su  caso,  fije  la  Contraloría
General, el infractor podrá ser sancionado con multa equivalente al doble
de la indicada en este artículo.

En  caso  que  en  el  respectivo  organismo  o
entidad cambie la autoridad que ha sido requerida, la Contraloría General
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fijará un nuevo plazo para este efecto a quien lo reemplace a cualquier
título,  bajo  apercibimiento  de  aplicarle  la  sanción  que  corresponda,  de
conformidad al procedimiento antes indicado.”.

Concurrió a este acuerdo la unanimidad de
los  miembros  presentes  de  la  Comisión,  Honorables  Senadores
señores  Chadwick,  Muñoz  Aburto  y  Sabag  y  los  Honorables
Diputados señores Ascencio, Cardemil, Díaz y Eluchans. 

oooo

Finalmente,  la  Comisión  Mixta trató  una
proposición  que  había  sido  sugerida  previamente  por  la  Contraloría
General de la República consistente en incorporar un nuevo precepto final
-de carácter interpretativo- a la Ley Orgánica del Congreso Nacional. Su
texto es el siguiente:

"Artículo  xx.-  Declárase,  interpretando  los
artículos  9°  y  10°  de  la  ley  Nº  18.918,  Orgánica  Constitucional  del
Congreso Nacional, que los mismos son y han sido aplicables a todas las
empresas públicas creadas por ley, incluso a aquéllas que de acuerdo con
sus normativas requieren mención expresa o se encuentran sometidas a
regímenes de fiscalización especiales.".

La  Comisión Mixta, por la unanimidad de sus
miembros presentes, rechazó esta proposición pues entendió que ella no
era concordante con la nueva redacción establecida para los artículos 9°,
9° A y 10, ya aprobados.

Se  pronunciaron  por  el  rechazo  los
Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Gómez y
Muñoz Aburto, y los Honorables Diputados señores Burgos Cardemil,
Ceroni, Díaz y Eluchans.

oooo

Número 10, nuevo, del Senado

En  segundo  trámite  constitucional,  el  Senado
incorporó como tal, el siguiente:

“10.- Agrégase al artículo 13 el siguiente inciso
final:

“En caso que, por la mayoría absoluta de sus
miembros en ejercicio, el Senado o la Cámara de Diputados acuerde pedir
al  Presidente  de  la  República  el  envío  de  un  mensaje  referido  a  las
materias señaladas en el inciso anterior, éste último deberá responder la
solicitud,  afirmativa  o  negativamente,  por  intermedio  del  Ministro  de
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Estado que corresponda,  dentro  del  plazo de 30 días.  En caso de no
evacuarse dicha respuesta en el plazo indicado, podrán hacerse efectivas
las responsabilidades correspondientes.”.”.

En tercer trámite constitucional,  la Cámara de
Diputados rechazó esta modificación.

Al iniciarse el debate respecto de esta norma, el
Honorable Senador señor Espina propuso aprobar el texto del Senado,
con la enmienda de sustituir la frase “la mayoría absoluta de sus miembros
en ejercicio” por “la mayoría absoluta de sus miembros presentes”. Adujo
que  le  parecía  excesivo  exigir  una  mayoría  tan  alta  para  pedir  al
Presidente  de  la  República  el  envío  de  un  Mensaje  que  trate  de  las
materias consignadas en Mociones que han sido declaradas inadmisibles
de conformidad al inciso segundo del artículo 13.

El  Honorable  Senador  señor  Larraín se
manifestó partidario de mantener el quórum aprobado por el Senado, ya
que con esta norma se impone al Presidente de la República la obligación
de contestar a lo planteado por el Senado o la Cámara de Diputados y, por
lo  tanto,  debe fundarse en una mayoría  calificada que así  se  lo  exija.
Distinta es, dijo, la situación en que la petición se origine en una solicitud
que formule individualmente un parlamentario, caso en el cual el Gobierno
no estará obligado a contestar.

El   Ministro  Secretario  General  de  la
Presidencia,  señor Viera-Gallo, expresó que con este precepto se va a
ejercer  una  presión  política  al  Gobierno  para  que  envíe  a  tramitación
determinados  proyectos  de  ley.  Puntualizó  que  el  Presidente  de  la
República cumplirá con su deber contestando afirmativa o negativamente
la solicitud que le formulen las Cámaras, pero no estará obligado a enviar
un proyecto de ley. 

La Comisión  Mixta acordó  eliminar  la  última
oración  del  texto  aprobado  por  el  Senado,  en  el  entendido  que  es
innecesaria pues cada vez que la autoridad no cumple con una obligación,
se pueden hacer exigibles las responsabilidades correspondientes. 

Igualmente,  se  resolvió  modificar  el  inciso
segundo del artículo 13, con el fin de permitir que se dé cuenta, al inicio de
cada sesión del Senado o la Cámara de Diputados, de las Mociones que
han  sido  declaradas  inadmisibles  por  los  Presidentes  de  ambas
Corporaciones, por referirse ellas a materias que deben tener origen en la
otra Cámara o que deben comenzar su tramitación mediante un Mensaje
del Presidente de la República. 

Al  aprobarse  esta  modificación,  la  Comisión
Mixta   tuvo en consideración  que esta  era  una práctica  habitual  en  el
Senado,  la  cual  está  amparada  en  el  inciso  final  del  artículo  80   del
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Reglamento  de esta  Corporación.  Adicionalmente,  se  consideró  que  la
nueva  redacción  del  inciso  segundo  del  artículo  13  permite  al
parlamentario  que  ha  presentado  la  Moción  declarada  inadmisible,
conocer las razones en las que se funda tal decisión. 

La norma aprobada ha pasado a ser número 16
del artículo único del proyecto.

Estos  acuerdos  fueron  adoptados  por  la
unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la  Comisión  Mixta,
Honorables Senadores señores Chadwick, Espina y Muñoz Aburto, y
los Honorables Diputados señores Ascencio, Cardemil, Ceroni, Díaz y
Eluchans.

En una sesión posterior, se acordó cambiar la
redacción de esta norma con el fin de precisar, en el nuevo inciso tercero,
que la solicitud que se dirige al Presidente de la República para que envíe
un proyecto dice relación con aquellos que corresponden a la iniciativa
exclusiva  del  Jefe  de  Estado  y  no  a  los  que  han  sido  declarados
inadmisibles porque su tramitación debió iniciarse en la otra Cámara.

Esta  enmienda  fue  acordada  por  la
unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la  Comisión  Mixta,
Honorables Senadores señores Chadwick, Muñoz Aburto y Sabag, y
los  Honorables  Diputados  señores  Ascencio,  Cardemil,  Díaz  y
Eluchans. 

Número 7 de la Cámara de Diputados
Número 11 del Senado

En primer trámite constitucional, la Cámara de
Diputados aprobó el siguiente número 7:

“7.-  Reemplázanse  en  el  inciso  primero  del
artículo  15 las expresiones “el  artículo  anterior”  por  las siguientes:  “los
artículos anteriores”.”.

En  segundo  trámite  constitucional,  el  Senado
reemplazó este número 7, que pasó a ser 11, por el que sigue:

“11.- Sustitúyese el artículo 15, por el siguiente:

“Artículo 15.- La declaración de inadmisibilidad
de un proyecto de ley o de reforma constitucional o de la solicitud que
formule el Presidente de la República en conformidad al artículo 68 de la
Constitución  Política  será  efectuada  por  el  Presidente  de  la  Sala.  No
obstante, la Sala podrá reconsiderar dicha declaración.
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La circunstancia de que no se haya declarado
tal inadmisibilidad no obstará a la facultad de las comisiones para hacerla.
Dicha declaración podrá ser revisada por la Sala.

En  ningún  caso  se  admitirá  a  tramitación
proyecto alguno que proponga conjuntamente normas de ley y de reforma
constitucional,  o  que  no cumpla  con los  requisitos  establecidos en los
artículos anteriores.”.”.

En tercer trámite constitucional,  la Cámara de
Diputados desechó esta enmienda.

Al  iniciarse  el  estudio  de  esta  divergencia,  el
Ministro  Secretario  General  de  la  Presidencia,  señor  Viera-Gallo,
cuestionó que en el texto aprobado por el Senado se mencione, entre las
hipótesis de declaración de inadmisibilidad,  las relativas a las reformas
constitucionales,  ya  que  a  su  juicio,  dicha  situación  sólo  se  puede
presentar  cuando un proyecto de reforma constitucional  es patrocinado
por un mayor número de firmas de las que exige la Ley Fundamental, en
virtud de lo dispuesto en el inciso primero del artículo 127 en relación con
el inciso primero del artículo 65, situación que le parece extremadamente
excepcional.

El  Honorable  Diputado  señor  Cardemil
expresó que la referencia a las reformas constitucionales no le parecía
superflua ya que si bien era poco frecuente que se declaren inadmisibles
proyectos que aborden estas materias, es factible que adolezcan de algún
problema que impida admitirlas a trámite, como es, por ejemplo, que sea
respaldada  por  un  mayor  número  de  firmas  que  las  que  establece  la
Constitución Política, que sea respaldada conjuntamente por Diputados y
Senadores o que dicha reforma proponga, al mismo tiempo, enmiendas de
ley.

Al  examinar  las  normas  en  controversia,  se
plantearon dos debates.

El  primero,  referido  a  si  resulta  adecuado
otorgar  a  las  Comisiones  de  ambas  Cámaras  la  facultad  de  declarar
inadmisibles los proyectos que les toca conocer, tal como se sugiere en el
inciso segundo del texto aprobado por el Senado.

En  relación  con  esta  cuestión,  los
representantes  de  la  Cámara  de  Diputados  hicieron  presente  que  no
compartían  el  criterio  de  que  las  Comisiones  pudieran  declarar  la
inadmisibilidad de un proyecto de ley que ya ha sido declarado admisible
por el Presidente de la Corporación respectiva, ya que tal situación va a
entorpecer  y  crear  problemas  en  la  tramitación  de  los  proyectos.
Agregaron que la práctica de la Cámara de Diputados ha llevado a que
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cuando  una  comisión  estima  que  un  proyecto  tiene  problemas  de
admisibilidad, esa iniciativa es rechazada y no declarada inadmisible.

El Honorable Senador señor Larraín recordó
que lo que se persigue con esta norma es garantizar que sean las Salas
de ambas Corporaciones las que, en última instancia, ejerzan la facultad
de declarar si un proyecto es inadmisible, y no las comisiones. Agregó que
la norma aprobada por el Senado evita que la opinión accidental de una
mayoría  en  una  comisión  termine  imponiéndose  al  conjunto  de  la
Corporación. 

El  Honorable  Diputado  señor  Ascencio
manifestó  que si  bien  las  comisiones pueden declarar  inadmisibles  las
indicaciones,  nunca  se  ha  admitido  que  puedan  hacer  la  misma
declaración  respecto  de los  proyectos  de ley.  Expresó que  aceptar  tal
situación  crea  una  distorsión  en  el  trámite  legislativo,  aún  cuando  se
permita que la Sala revise esta situación.

A  continuación,  se  debatió  acerca  de  si  la
Cámara  revisora  puede  declarar  inadmisible  un  proyecto  que  ya  fue
aprobado por la Cámara de origen.

Respecto  de  este  punto,  se  plantearon  dos
posiciones.

La opinión de mayoría sostuvo que la Cámara
revisora tiene la facultad de declarar inadmisible los proyectos que conoce
en segundo trámite constitucional. 

El  Ministro  Secretario  General  de  la
Presidencia,  señor  Viera-Gallo,  expresó  que  si  bien,  en  principio,  es
coherente con el texto constitucional que la declaración de admisibilidad
de un proyecto corresponde que la realice la Cámara de origen, existía un
problema político que se puede presentar cuando hay mayorías distintas
entre las Cámaras. Si una mayoría en la Cámara de origen determina que
un  proyecto  es  admisible,  la  mayoría  de  la  Cámara  revisora  quedaría
inhabilitada para declarar inadmisible el proyecto aprobado por la primera.
La única posibilidad que le quedaría a la mayoría de la Cámara revisora
sería  acudir  al  Tribunal  Constitucional.  Agregó  que  es  más  lógico
resguardar la soberanía de ambas Cámaras para lo cual es más prudente
establecer que la Cámara revisora también tenga la facultad de declarar
inadmisible un proyecto de ley ya aprobado por la Cámara de origen.

El  Honorable  Senador  señor  Chadwick
expresó que compartía dicho criterio. Planteó que no correspondía que la
opinión  mayoritaria  de  la  Cámara  de  origen  imponga  su  parecer  a  la
Cámara revisora.
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El  Honorable  Diputado  señor  Cardemil
manifestó que el artículo 65 de la Constitución Política de la República
constituye una base esencial de nuestro orden constitucional, razón por la
que  estimó  atendible  que  la  Cámara  revisora  tenga  la  facultad  de
examinar  la  admisibilidad  de  un  proyecto.  Agregó  que  era  necesario
establecer expresamente la mención al referido artículo constitucional en
esta norma. 

El Honorable Senador señor Larraín expresó
que  históricamente  el  Senado  no  revisaba  la  admisibilidad  de  los
proyectos aprobados por la Cámara de Diputados, sin perjuicio de que
podía   rechazarlo  posteriormente  fundado  en  el  problema  de
constitucionalidad  que  le  afecta.  Sin  embargo,  opinó  que  es  atendible
pensar que las Cámaras tengan el  derecho a declarar inadmisibles los
proyectos  que  están  conociendo.  Añadió  que  las  mayorías  políticas
pueden  alterar  la  correcta  interpretación  constitucional  y  forzar  la
aprobación de una iniciativa que es inadmisible. Ante esta situación, la
Cámara revisora puede evitar que se produzca un conflicto constitucional.

Puntualizó  que  no  habría  obstáculo
constitucional a que en la ley orgánica se regule claramente esta situación
y así  evitar  los  conflictos  que en esta  materia  se  han producido  entre
ambas Cámaras. Concluyó señalando que cuando una Cámara aprueba
una norma inconstitucional la Cámara revisora debe tener el  derecho a
corregir  esta situación.  Es preferible  que se  presente  el  conflicto  entre
ambas  Cámaras  a  que  determinadas  mayorías  políticas  vulneren  la
correcta interpretación del texto constitucional.

El Presidente  del  Senado, Honorable
Senador  señor  Novoa,  manifestó  que  tanto  la  Cámara  de  Diputados
como  el  Senado  deben  tener  la  facultad  de  declarar  inadmisibles  los
proyectos que la otra Cámara ha aprobado, si ellos vulneran las materias
que corresponden a la iniciativa exclusiva del Presidente de la República o
deben tener origen en la otra Cámara.

Agregó que si la Cámara de origen del proyecto
declarado inconstitucional  insiste  en  legislar  en  un determinado asunto
deberá  recurrirse  al  Tribunal  Constitucional  para  que  resuelva  esta
controversia.

La Honorable  Senadora  señora  Alvear
recordó  que  la  Cámara  de  Diputados  aprobó  un  proyecto  de  ley  que
regulaba  el  tema  de  la  amnistía  y  los  indultos  en  determinadas
circunstancias, materia que claramente debió iniciarse en el Senado. En
este caso, dijo, es evidente que esta Corporación debe declarar que dicha
iniciativa es inadmisible, aunque se comparta el contenido de la misma.
Agregó que la solución para este conflicto debe buscarse en el Congreso
Nacional y no en un ente externo.
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El  Honorable  Diputado  señor  Eluchans
compartió el criterio mayoritario, señalando que la Cámara de origen no
puede imponer su criterio de admisibilidad de un proyecto a la Cámara
revisora. En este sentido, expresó su opinión favorable al texto aprobado
por el Senado.

El  Honorable Senador señor Espina también
coincidió con el criterio de la mayoría. Al respecto, puntualizó que no se le
podía  pedir  a  una  Cámara,  que  considera  que  un  proyecto  es
inconstitucional,  que  tenga  que  rechazarlo,  cuando  puede  estar  de
acuerdo con la sustancia de la iniciativa.

Hizo  presente  que  es  deber  de  las  Cámaras
que examinan un proyecto señalar si la iniciativa es concordante con la
Constitución Política.  Agregó que la  opinión  pública no entendería que
para declarar inadmisible un proyecto haya que rechazarlo.

Añadió que, a su juicio, no hay inconveniente en
que en este caso se pueda constituir  una Comisión Mixta para que se
supere  esta  discrepancia.  A  su  juicio,  la  inadmisibilidad  es  un  tipo  de
rechazo al proyecto que perfectamente puede dar origen a una Comisión
Mixta. En esa instancia,  Diputados y Senadores tendrán oportunidad de
discutir la constitucionalidad del proyecto.

El  Honorable  Senador  señor  Gómez se
mostró  partidario  de la  fórmula  de constituir  una Comisión Mixta  en el
evento que la Cámara revisora declare que un proyecto aprobado por la
Cámara de origen es inadmisible. Sin perjuicio de lo anterior, señaló que
cuando el  Senado declaró,  por  mayoría  de  votos  que el  proyecto  que
adecuaba la  legislación  penal  chilena a los tratados internacionales  en
materia  de  derechos  humanos  (Boletines  Nos  3.345-07  y  3.959-07,
refundidos)  era  inadmisible,  diversos  Senadores  no  compartieron  ese
criterio  político.  Si  no  hay  acuerdo  en  esa  Comisión  Mixta,  aseguró,
igualmente se recurrirá al  Tribunal Constitucional, por lo que la fórmula
propuesta no es la solución definitiva al problema.
 

La  opinión  de  minoría  planteó  que,  de
conformidad a lo que dispone el artículo 69 de la Constitución Política, a la
Cámara revisora le corresponde discutir  el  texto aprobado en el  primer
trámite  constitucional  y,  por  lo  tanto,  sólo  puede  aprobar,  modificar  o
rechazar el proyecto que le ha remitido la Cámara de origen, razón por la
que no tiene la facultad constitucional de declararlo inadmisible.

El  Honorable  Diputado  señor  Díaz planteó
que  el  argumento  de  que  la  mayoría  de  la  Cámara  de  origen  puede
imponer su criterio a la Cámara revisora no le parecer acertado ya que
puede suceder lo contrario, esto es, que una mayoría circunstancial de la
Cámara revisora -la mayoría de los presentes- pueda imponer su opinión a
la Cámara de origen. Esta situación puede llevar a un conflicto institucional
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permanente entre ambas Cámaras. Para prevenir dicha situación, agregó,
la Constitución Política ha establecido que la Cámara revisora, al discutir
un  proyecto  remitido  por  la  Cámara  de  origen,  puede  rechazar  dicha
iniciativa, lo que obligará a constituir una Comisión Mixta que se encargará
de resolver la discrepancia producida. Hoy en día eso no ocurre, no se
puede constituir una Comisión Mixta, con lo que termina imponiéndose la
opinión de la Cámara revisora. Concluyó señalando que, en todo caso,
corresponde  al  Tribunal  Constitucional  resolver,  si  no  se  alcanza  un
acuerdo, las cuestiones de constitucionalidad que se susciten durante la
tramitación de un proyecto.

El Honorable Diputado señor Ceroni expresó
que cuando la Cámara revisora declara inadmisible un proyecto se crea un
conflicto  institucional  serio,  que  no  tiene  solución  mediante  el
procedimiento de las Comisiones Mixtas. La situación actual implica que la
interpretación constitucional que predomina en la Cámara revisora termina
imponiéndose a la opinión de la Cámara de origen.

El  Honorable  Diputado  señor  Ascencio
explicó  que,  a  su  juicio,  no  debieran  desatenderse  las  normas
constitucionales que rigen en esta materia y que son claras respecto de lo
que debe hacer la Cámara revisora. Ella debe discutir el proyecto y, como
consecuencia de ello,  puede aprobar,  rechazar o modificar la iniciativa.
Agregó que no se puede hacer de un solo caso excepcional -en que el
Senado  declaró  inadmisible  una  iniciativa  aprobada  por  la  Cámara  de
Diputados- la norma general en esta materia.

Hizo presente que en el evento en que prime el
criterio mayoritario debiera buscarse un sistema que permita solucionar la
discrepancia en el Congreso Nacional.

Finalmente,  comentó  que  la  propuesta
formulada por el Honorable Senador señor Espina simplemente difería por
un tiempo el problema al remitirlo a la Comisión Mixta. La Cámara que
declaró inadmisible el proyecto, puede volver a rechazarlo, aunque dicha
Comisión Mixta hubiera informado que es admisible.

Concluido el debate, el señor Presidente de la
Comisión Mixta, Honorable Senador señor Espina, sometió a votación
la idea de que en el segundo trámite constitucional, la Cámara revisora
pueda declarar la inadmisibilidad de un proyecto que, en su opinión, debió
declararse  inadmisible  por  vulnerar  el  artículo  65  de  la  Constitución
Política

Votaron a favor de esta idea los Honorables
Senadores  señora  Alvear  y  señores  Chadwick,  Espina,  Gómez  y
Muñoz Aburto y los Honorables Diputados señores Cardemil, Ceroni
y  Eluchans.  Votaron  en contra  los  Honorables  Diputados  señores
Ascencio y Díaz.
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Aprobado  lo  anterior,  la  Comisión  Mixta
consideró la siguiente redacción para recoger en el texto de la ley orgánica
la mencionada proposición:

“Artículo  15.  La declaración de inadmisibilidad
de un proyecto de ley o de reforma constitucional que vulnere lo dispuesto
en el  inciso primero  del  artículo  65  de la  Constitución  Política  o de la
solicitud que formule el Presidente de la República de conformidad a lo
establecido en el artículo 68 de ella, será efectuada por el Presidente de la
Cámara  de  origen.  No  obstante,  la  Sala  de  dicha  Cámara  podrá
reconsiderar esa declaración.

Con  todo,  si  en  el  segundo  trámite
constitucional la Sala de la Cámara revisora  rechazare la admisibilidad del
proyecto  aprobado  por  la  Cámara  de  origen,  se  constituirá,  de
conformidad a lo prescrito en el artículo 70 de la Constitución Política, una
comisión mixta encargada de proponer la forma y modo de resolver la
discrepancia.

La circunstancia de que no se haya declarado
tal inadmisibilidad no obstará a la facultad de las comisiones para hacerla.
Dicha declaración podrá ser revisada por la Sala.

En  ningún  caso  se  admitirá  a  tramitación  un
proyecto  que  proponga  conjuntamente  normas  de  ley  y  de  reforma
constitucional,  o  que  no cumpla  con los  requisitos  establecidos en los
artículos anteriores.”.

Sometida  a  votación  esta  nueva  redacción
del artículo 15, fue aprobada por mayoría de votos.

Votaron por la aprobación de este precepto
los  Honorables  Senadores  señora  Alvear,  y  señores  Chadwick,
Espina  y  Gómez,  y  los  Honorables  Diputados  señores  Cardemil,
Ceroni y Eluchans. Votó en contra el Honorable Diputado señor Díaz. 

Número 8 de la Cámara de Diputados
Número 12 del Senado

En primer trámite constitucional, la Cámara de
Diputados aprobó, como numeral 8, el siguiente:

“8.-  Sustitúyese  en el  artículo  16  el  guarismo
“74” por “77”.”.

En  segundo  trámite  constitucional,  el  Senado
aprobó  el  texto  de  esta  enmienda,  reemplazando  solamente  su
numeración, que pasó a ser 12.
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En tercer trámite constitucional,  la Cámara de
Diputados rechazó esta modificación.

Los miembros presentes de la Comisión Mixta
estimaron  atendible  la  modificación  propuesta  por  el  Senado  y,
unánimemente, resolvieron acogerla.

Votaron  favorablemente  los  Honorables
Senadores señores Espina,  Gómez, Larraín y Muñoz Aburto,  y  los
Honorables  Diputados  señora  Soto  y  señores  Ascencio,  Bustos,
Cardemil y Eluchans.

oooo

Número 13, nuevo, del Senado

En  segundo  trámite  constitucional,  el  Senado
incorporó como número 13, nuevo, el siguiente:

“13.- Incorpórase, como artículo 17 bis, nuevo,
el siguiente:

“Artículo  17  bis.-  La  Sala,  a  propuesta  de  la
comisión respectiva, podrá refundir dos o más proyectos de ley radicados
en esa cámara,  siempre que todos se encuentren en el  primer trámite
constitucional  y  sus  ideas  matrices  o  fundamentales  tengan  entre  sí
relación directa. En cuanto sea posible, se consultará a sus autores.”.”.

En tercer trámite constitucional,  la Cámara de
Diputados desechó esta enmienda.

Luego de un breve intercambio de opiniones, la
Comisión  Mixta concordó  que  la  norma  propuesta  por  el  Senado
respondía  a  una  práctica  parlamentaria  habitual  que,  fundada  en  el
principio  de  economía  legislativa,  permite  refundir  Mociones  que  se
refieren a la misma materia.

Sometida a votación la propuesta del Senado,
fue  aprobada  por  la  unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la
Comisión Mixta, con dos enmiendas formales.

Votaron  favorablemente  los  Honorables
Senadores  señora  Alvear  y  señores  Chadwick,  Espina,  Gómez  y
Muñoz Aburto, y los Honorables Diputados señores Cardemil, Ceroni
y Eluchans.
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Esta norma se consigna como nuevo artículo
17 A, en el número 19 del artículo único.

oooo

Número 9 de la Cámara de Diputados
Número 14 del Senado

En primer trámite constitucional, la Cámara de
Diputados aprobó el siguiente número 9:

“9.-  Reemplázase  en  el  inciso  primero  del
artículo 19 la frase “antes del término de la legislatura ordinaria” por la
siguiente: “dentro del mes de septiembre de cada año”.”.

En  segundo  trámite  constitucional,  el  Senado
acogió esta enmienda, con la única modificación consistente en signarla
con el número 14.

En tercer trámite constitucional,  la Cámara de
Diputados desechó la modificación introducida por el Senado.

Los miembros presentes de la Comisión Mixta
consideraron  necesaria  la  enmienda  propuesta  por  el  Senado  y,
unánimemente, resolvieron acogerla.

Votaron  favorablemente  los  Honorables
Senadores señores Espina,  Gómez, Larraín y Muñoz Aburto,  y  los
Honorables  Diputados  señora  Soto  y  señores  Ascencio,  Bustos,
Cardemil y Eluchans.

Esta norma se consigna como nuevo número
20, del artículo único.

Número 10 de la Cámara de Diputados
Número 15 del Senado

En primer trámite constitucional, la Cámara de
Diputados aprobó como tal el siguiente:

“10.- Sustitúyese el artículo 20 por el siguiente:

“Artículo 20.- Las comisiones mixtas a que se
refieren los artículos 70 y 71 de la Constitución Política se integrarán por
igual  número  de  miembros  de  cada  Cámara,  conforme  a  lo  que
establezcan  las  normas  reglamentarias  que  ambas  acuerden,  las  que
señalarán  las  mismas  atribuciones  y  deberes  para  los  senadores  y
diputados.
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Estas  comisiones  serán  presididas  por  el
senador  o  diputado  que  elija  la  mayoría  de  ellas  y  se  reunirán
alternativamente, por asunto, en las salas de comisiones del Senado o de
la Cámara de Diputados, y podrán entrar en sesión con la mayoría de los
miembros de cada corporación que las conformen.”.

En  segundo  trámite  constitucional,  el  Senado
sustituyó, en este número 10 -que pasó a ser 15-, el inciso segundo del
artículo 20 por el siguiente:

“Estas  comisiones  serán  presididas  por  el
senador que presida la respectiva Comisión del Senado, se reunirán en
las  salas  de comisiones del  Senado y  podrán entrar  en  sesión  con la
mayoría de los miembros de cada corporación que las conformen.”.

En tercer trámite constitucional,  la Cámara de
Diputados rechazó esta modificación.

El  Honorable  Senador  señor  Larraín
puntualizó  que  la  única  enmienda que  propone el  Senado a  la  norma
vigente, consiste en establecer -como ha sido la tradición- que ellas sean
dirigidas por el Senador que presida la respectiva Comisión del Senado
que estudió el proyecto que se encuentra en Comisión Mixta. Agregó que
no resulta prudente que una mayoría accidental elija a un Senador que no
preside dicha Comisión.

El  Honorable  Diputado  señor  Eluchans
puntualizó que en esta materia la Cámara tenía una opinión discrepante,
que apunta a consagrar que dichas Comisiones pueden ser presididas por
el  Senador  o  Diputado  que  elija  la  mayoría  de  los  integrantes  de  la
Comisión Mixta.

Sometida a votación la propuesta del Senado,
fue aprobada por la mayoría de los miembros presentes de la Comisión
Mixta.

Votaron  favorablemente  los  Honorables
Senadores  señora  Alvear  y  señores  Chadwick,  Espina,  Gómez  y
Muñoz Aburto. Se pronunciaron en contra los Honorables Diputados
señores Ascencio, Cardemil, Ceroni y Eluchans.

En  una  sesión  posterior,  el  Honorable
Diputado señor Díaz formuló una indicación para reabrir el debate, la que
fue acogida por la unanimidad de sus miembros presentes de la Comisión
Mixta,  Honorables  Senadores  señores  Chadwick,  Espina  y  Gómez,  y
Honorables Diputados señores Cardemil, Díaz y Eluchans.

Reabierto  el  debate,  el  Honorable  Diputado
señor Díaz explicó que su solicitud se sustentaba en un acuerdo de la
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Cámara  de  Diputados.  Explicó  que,  a  juicio  de  dicha  Corporación,  no
existe  una  razón  constitucional  para  excluir  a  los  Diputados  de  la
posibilidad de presidir las Comisiones Mixtas. Propuso buscar una fórmula
de compromiso que permita a los miembros de ambas Cámaras presidir
dichas Comisiones.

El Honorable Senador señor Sabag expresó
que  el  Senado  siempre  ha  sido  respetuoso  de  las  atribuciones  de  la
Cámara de Diputados. Tratándose de la Presidencia  de las Comisiones
Mixtas, explicó que existe una norma legal y una tradición que avalan que
éstas  sean  presididas  por  un  Senador.  Agregó  que  las  normas  que
regulan esta materia han funcionado correctamente hasta ahora, razón por
la que no ve motivo para innovar. Hizo presente, a mayor abundamiento,
que la Comisión Especial Mixta de Presupuestos también es presidida por
un  Senador,  de  conformidad  a  lo  que  establece  el  inciso  primero  del
artículo 19 de la Ley Orgánica del Congreso Nacional.

Durante el  análisis de esta norma, se recordó
que  la  Ley  Orgánica  Constitucional  del  Congreso  Nacional  se  elaboró
antes  de  que  entraran  en  funcionamiento  estas  Corporaciones  y  se
restableciera el  régimen democrático. En atención a lo anterior, se hizo
presente que la norma en análisis nunca fue discutida por Diputados y
Senadores. Se puntualizó, finalmente, que en el plano de la tramitación de
las leyes no existe diferencia entre ambas Cámaras.

El  Presidente  de  la  Cámara  de  Diputados,
Honorable  Diputado  señor  Álvarez, señaló  que  una  fórmula  sería
establecer presidencias alternadas, de manera que si una Comisión Mixta
es  presidida  por  un  Senador  la  siguiente  la  dirija  un  Diputado.  Esto
obligaría a llevar un registro de las presidencias de dichas Comisiones.

El Honorable Senador señor Sabag dijo que
la fórmula propuesta tendrá como consecuencia que las presidencias de
las  Comisiones Mixtas  se  elegirán  de acuerdo a  la  orientación  político
partidista  de  los  Diputados  o  Senadores.  Agregó  que  lo  anterior  va  a
politizar en extremo la designación de los presidentes de estas entidades.
Esta norma va a aumentar los conflictos entre Diputados y Senadores,
aseguró.

El Honorable Senador señor Muñoz Aburto
instó  a  buscar  una fórmula  de consenso,  sobre  la  base  de que estas
Comisiones pueden ser presididas por un Senador o un Diputado.

El  Honorable  Diputado  señor  Díaz  propuso
como  forma  de  superar  esta  discrepancia  aprobar  un  nuevo  inciso
segundo  que,  en  reemplazo  de  lo  propuesto  por  ambas  Cámaras,
preceptúe que las Comisiones Mixtas serán presididas por el Senador o
Diputado  que  alternadamente  elija  la  mayoría  de  sus  integrantes,
conforme al registro que llevará la Secretaría del Senado.
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El señor  Miguel  Landeros explicó  que  la
mayoría de los proyectos de ley son iniciados en la Cámara de Diputados,
razón por la que el Senado actúa, muchas veces, como Cámara revisora.
Puntualizó  que  la  mayoría  de  las  Comisiones  mixtas  se  constituyen
cuando la Cámara de Diputados rechaza las enmiendas que ha propuesto
el Senado. Afirmó que lo lógico sería, en el evento en que se apruebe esta
propuesta,  que  las  Comisiones  Mixtas  continúen  sesionando  en  el
Senado, pues seguirán siendo citadas por el Presidente del Senado y, en
consecuencia, debiera corresponder a la Secretaría de esta Corporación
el registro de las presidencias de estas Comisiones.

Expresó, asimismo, que en la primera citación
a  Comisión  Mixta  debiera  indicarse  si  corresponde  que  la  presida  un
senador o un diputado. Insistió en que dicho registro lo lleve la Secretaría
del Senado. Recordó, asimismo, que las subcomisiones de presupuestos
pueden ser presididas por Diputados y lo mismo ocurre con los grupos
parlamentarios binacionales que pueden ser presididos por un senador o
un diputado, indistintamente. La regla de la alternancia ya se aplica en
esos ámbitos, subrayó.

El  Presidente  de  la  Cámara,  Honorable
Diputado  señor  Álvarez  y  el  Honorable  Diputado  señor  Ceroni
expresaron  que  la  propuesta  del  Diputado  señor  Díaz  contaba  con  el
respaldo de todos los Diputados.

El  Presidente  de  la  Comisión  Mixta,
Honorable Senador señor Chadwick, hizo notar que de acuerdo a lo
propuesto por el Honorable Diputado señor Díaz, debía entenderse que si
la presidencia de una determinada Comisión Mixta le correspondió a un
Senador,  la  siguiente  que  se  constituya  debería  obligatoriamente  ser
presidida por un Diputado. Esta fórmula, añadió, daría lugar a múltiples
complejidades administrativas. 

En el  debate  de este  asunto,  se  recordó que
ambas Cámaras habían alcanzado un acuerdo en el  inciso primero del
artículo  20,  precepto  que  establece  que  las  Comisiones  Mixtas  se
integrarán por igual número de miembros de cada Cámara, conforme a las
normas  reglamentarias  que  ambas  acuerden,  las  que  señalarán  las
mismas atribuciones y deberes para los Senadores y Diputados.

Retomando el uso de la palabra, el Honorable
Senador señor Chadwick sostuvo que si los miembros de la Comisión
Mixta abordan con espíritu de cuerpo esta materia, no se alcanzará un
acuerdo.

Agregó  que  en  todo  caso,  al  margen  de  la
norma que se apruebe, el  Presidente del Senado seguirá citando a las
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Comisiones  Mixta  de  conformidad  a  lo  que  dispone  el  artículo  48  del
reglamento del Senado.

Aseveró que sería  difícil  ponerse de acuerdo,
por lo que propuso mantener la norma que ya está aprobada por ambas
Cámaras y establecer en el futuro una norma de carácter reglamentario o
legal que defina este tema.

El  Honorable  Diputado  señor  Eluchans
planteó  que  al  no  haber  norma  expresa  en  la  materia  debiera  ser  la
práctica parlamentaria la que resolviera este asunto.

El  Honorable  Diputado  señor  Cardemil
señaló que si no se alcanza un acuerdo no existirá una norma para elegir
presidente.

El  Honorable  Senador  señor  Chadwick
manifestó que dado que no hay acuerdo en esta materia, la presidencia de
las comisiones mixtas debiera ser resuelta en el futuro por los reglamentos
o por la práctica parlamentaria, de manera que tanto los Diputados como
los senadores puedan presidirlas. 

El  Presidente  de  la  Cámara  de  Diputados,
Honorable Diputado señor Álvarez, concluyó que, en consecuencia, el
artículo 20 debería aprobarse en los términos en que ya está acordado por
ambas Cámaras.

La Comisión Mixta, por la unanimidad de sus
miembros  presentes,  rechazó  los  incisos  segundos  que  ambas
Corporaciones habían aprobado, así  como la propuesta alternativa
que formuló el Honorable Diputado señor Díaz.

Concurrieron a este acuerdo los Honorables
Senadores  señores  Chadwick,  Gómez,  Muñoz  Aburto  y  los
Honorables Diputados señores Burgos, Cardemil, Ceroni y Eluchans.

oooo

A continuación, la Comisión Mixta, haciéndose
cargo  de  una  inquietud  planteada  por  el  Honorable  Senador  señor
Vásquez, relacionada con la representación judicial de ambas ramas del
Congreso Nacional, trató una norma que sobre esta materia presentó  el
Honorable Diputado señor Díaz.

Dicha  proposición  sugiere  agregar  un  artículo
nuevo  a  la  Ley  Orgánica  del  Congreso  Nacional,  mediante  el  cual  se
prescribe que para todos los efectos legales, la representación judicial de
cada cámara del Congreso Nacional corresponderá a su Presidente o a
quien haga sus veces de conformidad a sus reglamentos.
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En  relación  con  esta  norma, el  Honorable
Diputado señor Burgos expresó que tenía dudas sobre la conveniencia
de  aprobarla.  Manifestó  que  si  se  acogía  esta  disposición,  cualquier
demanda judicial  que  se  formule  en  contra  de  la  Corporación  debería
dirigirse a su Presidente. Añadió que tal vez podría precisarse, como se
hace  en  el  sector  privado,  que  otras  autoridades  superiores  de  cada
Corporación asuman la representación judicial de la Corporación. Agregó
que,  por  ejemplo,  si  hay un problema con un determinado contrato de
trabajo que ha celebrado la Cámara de Diputados, lo normal es que se
demande  al  administrador  o  Secretario  General  de  la  Cámara  de
Diputados.

El Secretario señor Miguel Landeros aseguró
que las Cámaras no tienen representación judicial. Agregó que en el caso
de la  Cámara de Diputados,  los jueces permiten la  comparecencia del
Presidente o del Secretario General de la Cámara para hacer presente
que debe demandarse, por ejemplo en los juicios laborales, al Fisco de
Chile, a través del Consejo de Defensa del Estado. Excepcionalmente, las
Corporaciones pueden administrar los bienes propios que les asigna el
actual  artículo  53  de  Ley  del  Congreso  Nacional.  Connotó  que
normalmente el Presidente de la Cámara delega poder para comparecer
en juicio en el Secretario de la Cámara de Diputados o en otro abogado de
la Corporación. Relató que en los años que lleva trabajando en la Cámara
de Diputados le ha correspondido en un par de oportunidades comparecer
en juicio en representación del Presidente de la Cámara.

Concluyó advirtiendo que no existe una norma
que determine de manera general quién tiene la representación judicial de
ambas Corporaciones.

El  Presidente  de  la  Cámara  de  Diputados,
Honorable Diputado señor Álvarez, haciéndose cargo de las inquietudes
planteadas por el Diputado señor Burgos respecto de quien debiera tener
la representación judicial de la Corporación, señaló que se han presentado
algunos problemas en esta materia. Indicó que si bien es cierto que en
algunas oportunidades la representación judicial de la Corporación que él
preside  la  ha  asumido  el  Consejo  de  Defensa  del  Estado,  estimó
necesario adoptar una resolución sobre este asunto. Advirtió que, como no
existe  actualmente  una  disposición  como  la  que  se  propone,  se  han
planteado constantes problemas para la Cámara de Diputados.

El  Ministro  Secretario  General  de  la
Presidencia,  señor  Viera-Gallo, expresó  que  lo  normal  era  que  los
Presidentes  de  cada  rama  del  Congreso  Nacional  representen  a  las
Corporaciones  que  presiden,  por  lo  que  la  norma  propuesta  por  el
Honorable Diputado señor Díaz le parecía lógica y normal.
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El  Honorable  Diputado  señor  Ceroni hizo
presente que la aprobación de esta regla no impediría a los Presidentes
de cada Corporación delegar dicha representación.

El  Honorable  Diputado  señor  Burgos
preguntó si esta representación judicial abarcaría todas las potestades que
se establecen en el artículo 7° del Código de Procedimiento Civil.

El  Presidente  de  la  Cámara  de  Diputados,
Honorable Diputado señor Álvarez, expresó que era necesario definir el
alcance  de  esta  disposición  para  que  no  existan  problemas  de
interpretación en el futuro.

El Honorable Diputado señor Díaz consultó al
Diputado  señor  Burgos  cuál  de  todas  las  facultades  señaladas  en  el
artículo 7° del Código de Procedimiento Civil le preocupaba en particular.

El Honorable Diputado señor Burgos explicó
que lo que realmente le inquietaba, en general, era la situación en que
iban a quedar los Presidentes de ambas Corporaciones, si  se aprueba
esta norma.

El  Presidente  de  la  Comisión  Mixta,
Honorable  Senador  señor  Chadwick, propuso  aprobar  la  norma
propuesta  por  el  Honorable  Diputado  señor  Díaz,  sin  perjuicio  de  una
revisión final de esta disposición y de una consulta que va a realizar al
Secretario del Senado.

Se dio por aprobada esta disposición, en ese
entendido,  por  la  unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la
Comisión Mixta, como nuevo artículo 66 C.

Concurrieron a este acuerdo, los Honorables
Senadores  señora  Alvear  y  señores  Chadwick,  Gómez,  y  Muñoz
Aburto,  y  los  Honorables  Diputados  señores  Burgos,  Cardemil,
Ceroni, Díaz y Eluchans. 

En una sesión posterior, se pidió reabrir el
debate  respecto de la  norma aprobada.  La Comisión Mixta,  por  la
unanimidad  de  sus  miembros  presentes,  Honorables  Senadores
señores Chadwick, Muñoz Aburto y Sabag, y Honorables Diputados
señores Cardemil, Ceroni y Eluchans, acordó reabrir el debate acerca
de esta disposición.

Al efecto, la Comisión Mixta decidió distinguir la
función  de  representación  de  las  Cámaras  que  corresponde  ejercer  a
quienes  presiden  las  Corporaciones,  de  aquella  que  ejercerán  los
Secretarios Generales de las Cámaras.
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Sobre este punto, se explicó que la primera es
de  naturaleza  más  bien  política  y  comprende  las  actuaciones  más
trascendentes  de las  ramas del  Congreso en relación  a otros  órganos
constitucionales. Por su parte, los Secretarios Generales, en su carácter
de  funcionarios  que  cumplen  tareas  de  carácter  administrativo,
representarán  a  las  Cámaras  en  los  asuntos  propios  de  la  gestión
ordinaria del Senado y la Cámara de Diputados.

Sobre  la  base  de  este  criterio,  la  Comisión
Mixta  definió  las  oportunidades  en  que  los  Presidentes  pueden
comparecer en  representación de las Corporaciones que presiden y en
qué ocasiones resulta más adecuado que las representen sus Secretarios
Generales.

Al  respecto,  la  Comisión  Mixta  consideró  la
siguiente redacción:

“Artículo  66 C.  Corresponde al  Presidente de
cada Cámara ejercer acciones en representación de ésta ante el Tribunal
Constitucional  y  los  tribunales  superiores  de  justicia.  Asimismo,  le
corresponderá denunciar los hechos que conozca en función de su cargo
y que revistan caracteres de delito y se vinculen con el mal uso de los
recursos destinados a financiar la función parlamentaria.  Lo anterior se
entenderá sin perjuicio de la facultad del ministerio público para ejercer la
acción penal.

En todo lo demás, la representación judicial y
extrajudicial  de  cada  Cámara  corresponde  al  respectivo  Secretario
General.”.

La  Comisión  Mixta,  por  la  unanimidad  de
sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick,
Muñoz Aburto y Sabag, y Honorables Diputados señores Cardemil,
Ceroni  y  Eluchans aprobó  esta  norma,  dejando  constancia  de  las
siguientes  consideraciones  que  se  tuvo  en  cuenta  para  su
aprobación.

Uno) Que, por regla general, la representación
judicial  y  extrajudicial  de  cada  Corporación  corresponde  al  Secretario
General respectivo;

Dos)  Que  los  Presidentes  de  cada  Cámara
ejercerán acciones en representación de la Corporación que presiden ante
el Tribunal Constitucional y ante los tribunales superiores de justicia;

Tres)  Que  la  expresión  “ejercer  acciones”  se
utiliza  en  un  sentido  procesal  estricto  y  no  comprende  recursos  para
impugnar resoluciones de tribunales ordinarios, facultad que está radicada
en los Secretarios Generales de cada Corporación, y
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Cuatro) Que la facultad que se le entrega a los
Presidentes  para  denunciar  hechos  que  puedan  revestir  caracteres  de
delito  y  que  se  vinculen  con el  mal  uso  de los  recursos  destinados  a
financiar  la  función  parlamentaria,  en  nada  disminuye  o  empece  las
facultades del Ministerio Público para ejercer la acción penal.

oooo

A  continuación,  la  Comisión  Mixta  consideró
una propuesta de la Cámara de Diputados para modificar en el artículo 22.
Esta  disposición  entrega  a  las  comisiones  la  facultad  de  reunir  los
antecedentes que estimen necesarios para informar a las Cámaras y para
solicitar la comparecencia de los funcionarios que estén en condiciones de
ilustrar sus debates. 

La  enmienda  consiste  en  establecer  que  la
comparecencia de dichos funcionarios se realizará de conformidad a los
artículos 9°, 9° A y 10 de esta ley.

La Comisión Mixta, por la unanimidad de sus
miembros  presentes,  acordó  aprobar  esta  proposición,
incorporándola como nuevo número 22 del artículo único.

Concurrieron a este acuerdo los Honorables
Senadores  señores  Chadwick,  Sabag  y  Vásquez  y  los  Honorables
Diputados señores Cardemil, Ceroni, Díaz y Eluchans.

Números 16 y 17, nuevos, del Senado

En  segundo  trámite  constitucional,  el  Senado
incorporó como tales los siguientes:

Número 16

“16.-  Intercálase  el  siguiente  inciso  segundo,
nuevo, al artículo 24, pasando el actual inciso segundo a ser tercero: 

“Las  indicaciones  podrán  expresar  sus
fundamentos,  los  cuales  serán  incorporados  en  los  respectivos
informes.”.”. 

En tercer trámite constitucional,  la Cámara de
Diputados rechazó esta modificación.

La  Comisión  Mixta  acordó,  por  la
unanimidad  de  sus  miembros  presentes,  rechazar  la  norma
propuesta por el Senado. 
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Sin  perjuicio  de  lo  anterior,  se  decidió  dejar
constancia en este informe,  de que esta resolución no supone privar a los
parlamentarios de la facultad de presentar los fundamentos o razones que
sirven de sustento a sus indicaciones. Asimismo, se tuvo presente que
siempre se puede dar a conocer las razones que respaldan la aprobación
de una determinada indicación.

Votaron  por  rechazar  esta  norma  los
Honorables  Senadores  señora  Alvear  y  señores  Espina,  Gómez,
Larraín  y  Muñoz  Aburto,  y  los  Honorables  Diputados  señores
Ascencio, Ceroni y Eluchans.

Número 17

“17.- Sustitúyese el artículo 25, por el siguiente:

“Artículo 25.- Corresponderá al Presidente de la
Sala  o  comisión  la  facultad  de  resolver  la  cuestión  de  admisibilidad  o
inadmisibilidad de las indicaciones a que se refiere el artículo anterior. No
obstante, a petición de cualquiera de sus miembros, la Sala o la comisión,
en  su  caso,  podrá  reconsiderar  de  inmediato  la  resolución  de  su
presidente.

La  declaración  de  inadmisibilidad  puede  ser
hecha por el presidente de la Cámara respectiva o de una comisión, de
propia  iniciativa  o  a  petición  de  algún  miembro  de  la  corporación,  en
cualquier momento de la discusión del proyecto.

La circunstancia de que no se haya planteado la
cuestión de admisibilidad o inadmisibilidad de una indicación durante la
discusión general en la sala, no obsta a la facultad del presidente de la
comisión para hacer la declaración correspondiente o para consultar a la
comisión en caso de duda.

Una vez resuelta por la Sala o por su presidente
la cuestión de admisibilidad o inadmisibilidad de una indicación, ella no
podrá ser revisada en comisiones.

La cuestión  de admisibilidad o  inadmisibilidad
de  indicaciones  resuelta  en  comisiones  no  obsta  a  la  facultad  del
presidente  de  la  Cámara  respectiva  para  hacer  la  declaración  de
admisibilidad o inadmisibilidad de tales indicaciones o para consultar a la
Sala, en su caso.”.”.

En tercer trámite constitucional,  la Cámara de
Diputados rechazó esta enmienda.
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Durante el análisis de la norma propuesta por el
Senado,  el  Honorable  Senador  señor  Larraín señaló  que  si  bien  la
norma  aprobada  por  el  Senado  era  correcta,  no  le  parecía  adecuado
entregar  de  manera  exclusiva  al  Presidente  de  cada  Corporación  la
facultad de plantear la cuestión de admisibilidad o inadmisibilidad. Opinó
que cualquier parlamentario puede hacer presente dicha cuestión durante
el debate  de una iniciativa.

El Honorable Senador señor Novoa expresó
que actualmente se genera un problema serio cuando el Presidente de
una  comisión  resuelve  declarar  inadmisible  una  indicación.  En  efecto,
recordó  que,  de  conformidad  al  inciso  segundo  del  artículo  124,  las
indicaciones  declaradas  inadmisibles  en  una  comisión  no  pueden  ser
renovadas en la Sala. Tal resolución se traduce en el hecho de que la Sala
del Senado queda impedida de volver a discutir ese tema, situación que le
parece inconveniente y que es necesario corregir.

Al respecto propuso modificar el inciso final del
texto aprobado por el Senado con el fin de establecer que la declaración
de una comisión acerca de la admisibilidad o la inadmisibilidad de una
indicación  no  será  un  obstáculo  para  que  la  Sala  de  la  Cámara  se
pronuncie sobre la admisibilidad o inadmisibilidad de la misma.

La Comisión Mixta, por la unanimidad de sus
miembros  presentes  acordó  sustituir  la  norma  acordada  por  el
Senado,  por  otra  que  incluya  la  modificación  propuesta  por  el
Honorable Senador señor Novoa.

Votaron  a  favor  los  Honorables  Senadores
señora Alvear y señores Espina, Gómez, Larraín y Muñoz Aburto, y
los Honorables Diputados señores Ascencio, Ceroni y Eluchans.

Finalmente,  se  debatió  acerca  de  la
conveniencia  de  mantener  en  el  texto  aprobado  la  mención  que  el
Presidente de la Sala o de la Comisión pueda declarar la admisibilidad de
las indicaciones.

Al respecto, se hizo presente que lo habitual era
que se pudiera reclamar de la declaración de inadmisibilidad pero no de la
admisibilidad de las indicaciones.

El  Honorable  Senador  señor  Espina hizo
presente que el propósito de esta norma es facultar a los parlamentarios
que disienten de la admisibilidad de una indicación, para hacer presente
su objeción al respecto. Indicó que hasta ahora se ha interpretado que los
parlamentarios sólo pueden plantear la cuestión cuando el Presidente ha
resuelto la inadmisibilidad de una indicación. La norma en debate permitirá
cuestionar  la  decisión  del  Presidente  que  declara  inadmisible  una
indicación que claramente puede ser admisible. Sostuvo que con la norma
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vigente, como no se puede discutir la admisibilidad de una indicación, los
parlamentarios  que  creen  que  ella  es  inadmisible  se  ven  obligados  a
votarla en contra, cuando, en realidad, no desean pronunciarse acerca del
fondo de lo que propone la indicación sino que sólo sobre su admisibilidad.

El  Honorable  Diputado  señor  Díaz expresó
que  normalmente  las  declaraciones  de  admisibilidad  son  tácitas,  y  se
producen cada vez que el presidente de la Sala o de la comisión somete a
votación una indicación. Puntualizó que, en cambio, las declaraciones de
inadmisibilidad  son  expresas.  Agregó  que  compartía  el  criterio
manifestado por el Honorable Senador señor Espina en orden a permitir
que los parlamentarios puedan formular la cuestión de admisibilidad de
una indicación.

En conclusión, la Comisión Mixta acordó dejar
constancia en el informe que cada vez el Presidente de la Sala o de la
Comisión  someten  a  votación  una  indicación,  la  está  tácitamente
declarando admisible. En ese momento, el parlamentario que no esté de
acuerdo  con  la  admisibilidad  de  ella  podrá  presentar  la  “cuestión”
correspondiente.

No  obstante  lo  anterior,  en  una  sesión
posterior, la Comisión Mixta acordó enmendar el inciso primero del artículo
25, con el fin de precisar que la cuestión de admisibilidad o inadmisibilidad
debe ser expresamente formulada para que sea considerada y evitar, de
esa  manera,  que  el  Presidente  de  la  Sala  o  comisión  tenga  que
pronunciarse en cada ocasión acerca de la admisibilidad de una indicación
que examina.

Con  esta  precisión  se  puso  en  votación
nuevamente el artículo 25, el cual fue aprobado por la unanimidad de
los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores
señores  Chadwick,  Muñoz  Aburto  y  Sabag  y  los  Honorables
Diputados señores Ascencio, Cardemil, Díaz y Eluchans.

Número 11 de la Cámara de Diputados
Número 18 del Senado

En primer trámite constitucional, la Cámara de
Diputados aprobó como tal, el siguiente:

“11.-  Sustitúyese el  inciso primero del  artículo
26 por los siguientes, pasando los actuales incisos segundo y tercero, a
ser cuarto y quinto, respectivamente:

“El Presidente de la República, de conformidad
con el  artículo 74 de la Constitución, podrá hacer presente la urgencia
para el despacho de un proyecto de ley, en uno o en todos sus trámites y,
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en tal caso, la Cámara respectiva deberá pronunciarse dentro del plazo
máximo de treinta días.

La  calificación  deberá  hacerla  en  el
correspondiente mensaje o mediante oficio que dirigirá al Presidente de la
Cámara donde se encuentre el proyecto, y podrá ser simple, suma o de
discusión inmediata, lo que se expresará en el mismo documento. Si así
no lo hiciere, se considerará que la urgencia es simple.

No obstante, cualquiera de las Cámaras podrá
acordar  que el  plazo de la urgencia de un proyecto quede suspendido
mientras en la comisión que deba informarlos estén pendientes dos o más
proyecto con urgencia.  En todo caso,  la suspensión de la  urgencia no
podrá significar  una extensión del  plazo más allá del  establecido en el
citado artículo 74 de la Constitución Política.”.

En  segundo  trámite  constitucional,  el  Senado
introdujo las siguientes modificaciones a este número 11, que pasó a ser
18:

a) Inició el inciso primero que se propone para
el artículo 26 con la expresión “Artículo 26.-“, y 

b) Suprimió el inciso tercero propuesto.

En tercer trámite constitucional,  la Cámara de
Diputados desechó estas modificaciones.

Al  iniciarse el  debate de esta discrepancia,  el
Presidente de la Comisión Mixta,  Honorable Senador señor Chadwick,
expresó  que  el  inciso  tercero  contenido  en  el  texto  aprobado  por  la
Cámara de Diputados adolece de un problema de constitucionalidad, ya
que afecta el ejercicio de una facultad Presidencial establecida en el inciso
primero del artículo 74 de la Constitución Política. Hizo presente que una
norma legal no puede afectar, restringir o limitar la facultad constitucional
del Jefe de Estado para hacer presente la urgencia a una iniciativa de ley.

Sin perjuicio de lo anterior, hizo presente que,
en la práctica, no es posible que las Comisiones puedan simultáneamente
aprobar diversos proyectos aunque todos tengan urgencia. Expresó que,
por  ejemplo,  si  a  una  Comisión  ingresan  tres  proyectos  con  urgencia
calificada  de  discusión  inmediata,  la  Comisión,  con  el  acuerdo  del
Ejecutivo,  determinará  cuál  de  dichas  iniciativas  se  tratará  primero,
postergándose el tratamiento de las demás. La práctica de las comisiones
conduce, si se quiere realizar un trabajo legislativo serio y responsable, a
que  -cuando  hay  muchas  urgencias-  algunas  de  ellas  de  hecho  se
suspendan.
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El Honorable Diputado señor Cardemil hizo
notar  que lo  que le  está  vedado al  Congreso Nacional  es  calificar  las
urgencias pero si podría decidir suspenderlas.

El Honorable Senador señor Sabag destacó,
que, como indicó el  Presidente de la Comisión Mixta, en la práctica se
conversan estas materias con el Ejecutivo para llegar a un acuerdo.

El  Presidente  del  Senado,  Honorable
Senador señor Novoa, manifestó que era preferible no innovar en esta
materia. No obstante lo anterior, resaltó que en la norma propuesta por la
Cámara  de  Diputados,  materia  que  en  su  oportunidad  no  objetó  el
Senado, se ha eliminado la referencia a que las urgencias se dirigirán al
Senado  cuando  el  proyecto  se  encuentre  en  Comisión  Mixta.  Hizo
presente  que  tal  decisión  puede  crear  dudas  respecto  de  a  dónde  se
dirigirán las urgencias cuando los proyectos se encuentren en el trámite de
Comisión Mixta.

El  Honorable  Senador Gómez concordó con
los planteamientos que formuló el Presidente de la Comisión Mixta y, por
lo tanto, sugirió aprobar las proposiciones del Senado.
 

En el debate de esta disposición se recordó que
bajo el imperio de la Constitución de 1925 el Presidente de la República
podía  hacer  presente  urgencias  en  el  trámite  de  una  ley  pero  su
calificación  correspondía  al  Congreso  Nacional.  En  cambio,  la  actual
Constitución Política entrega ambas facultades al Ejecutivo. En la reforma
del  año 2005 no se alcanzó el  consenso para entregar  nuevamente al
Congreso  Nacional  la  facultad  para  calificar  las  urgencias.  En
consecuencia,  se  requeriría  de  una  reforma constitucional  para  que  el
Congreso Nacional pueda volver a calificar las urgencias que presenta el
Gobierno.

Los miembros presentes de la Comisión Mixta
estimaron  atendible  las  modificaciones  propuestas  por  el  Senado  y,
unánimemente, resolvieron acogerlas, como nuevo número 24 del artículo
único.

Votaron  favorablemente  los  Honorables
Senadores señores Espina,  Gómez, Larraín y Muñoz Aburto,  y  los
Honorables  Diputados  señora  Soto  y  señores  Ascencio,  Bustos,
Cardemil y Eluchans.

Seguidamente,  la  Comisión  Mixta,  consideró
una proposición del Honorable Diputado señor Cardemil, mediante la cual
se propone agregar un inciso cuarto, nuevo, al artículo 26, para establecer
que la presentación del proyecto de Ley de Presupuestos, a que se refiere
el artículo 67 de la Constitución Política de la República, dará lugar a la
caducidad  de  las  urgencias  que  se  encontraren  pendientes  en  cada
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Cámara, salvo las que se hayan hecho presente en el Senado para los
asuntos a que se refiere el número 5) del artículo 53 de la Constitución.
Añade que desde su presentación hasta su total  despacho el  Jefe de
Estado  no  podrá  hacer  presente  la  urgencia  para  el  despacho  de  un
proyecto de ley.

El  Honorable  Diputado  señor  Cardemil, al
fundamentar esta proposición, explicó que resulta necesario examinar qué
ocurre  con  las  urgencias  cuando  inicia  su  tramitación  la  ley  anual  de
presupuestos.  Planteó  que  era  indispensable  establecer  normas  que
permitan  la  tramitación  expedita  de  la  referida  ley  y  que  todos  los
parlamentarios  puedan  participar  en  el  debate  de  sus  disposiciones.
Añadió  que  la  discusión  de  la  referida  ley  es  una  de  las  tareas  más
importantes que debe cumplir el Congreso Nacional.

El  Honorable  Senador  señor  Chadwick
recordó  que  existe  una  proposición  para  suspender  el  trabajo  de  las
Comisiones mientras se tramite la ley de presupuestos del sector público.

El Senador señor Gómez recordó que la idea
es que se suspenda el trabajo de una comisión determinada si la comisión
especial de presupuestos está tratando o discutiendo un tema que incide
en  la  labor  de  esa  comisión  legislativa,  con  el  fin  de  permitir  a  los
parlamentarios  que  la  integran  incorporarse  al  debate  de  la  comisión
especial mixta que estudia la Ley de Presupuestos.

El Honorable Senador señor Chadwick hizo
presente que la proposición del Honorable Diputado señor Cardemil podía
dar lugar a dudas acerca de su constitucionalidad y,  por eso, propuso
rechazarla,  consignando  en  este  informe  que  deben  buscarse  las
modificaciones  constitucionales,  legales  y  reglamentarias  que  permitan
mejorar la forma en que se discute la Ley de Presupuestos del Sector
Público.

La Comisión Mixta,  por  mayoría  de  votos,
concordó  con  el  planteamiento  del  Presidente  de  la  Comisión  y
rechazó la proposición del Honorable Diputado señor Cardemil.

Votaron  por  el  rechazo  los  Honorables
Senadores señores Chadwick, Gómez, Muñoz Aburto y Sabag, y los
Honorables Diputados señores Álvarez, Burgos y Díaz. Votó por su
aprobación el Honorable Diputado señor Cardemil.

Número 12 de la Cámara de Diputados
Número 19 del Senado

En primer trámite constitucional, la Cámara de
Diputados aprobó como número 12, el siguiente:
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“12.- Introdúcense las siguientes modificaciones
en el artículo 27:

Reemplázase el inciso primero por el siguiente:

“Cuando un proyecto sea calificado de simple
urgencia, su discusión y votación en la Cámara requerida deberán quedar
terminadas en el  plazo de treinta días; si  la calificación fuere de suma
urgencia,  ese  plazo  será  de  quince  días,  y  si  se  solicitare  discusión
inmediata, será de seis días.”.

b) Agrégase en el inciso segundo, sustituyendo
el punto final por un punto seguido, la siguiente oración:

“Con  todo,  los  oficios  de  retiro  de  urgencia
regirán en el  acto mismo en que sean recibidos en la Secretaría de la
Cámara respectiva.”.

En  segundo  trámite  constitucional,  el  Senado
acogió este número 12, que pasó a ser 19, iniciando el  inciso primero
propuesto en la letra a) con la expresión “Artículo 27.-“.

En tercer trámite constitucional,  la Cámara de
Diputados desechó esta enmienda.

Los  miembros  presentes  de  la  Comisión
Mixta  observaron  la  necesidad  de  corregir  la  numeración  de  este
precepto,  por  lo  que  acogieron  la  modificación  propuesta  por  el
Senado. Esta  norma  pasa  a  ser  el  nuevo  número  25  del  artículo
único.

Votaron  favorablemente  los  Honorables
Senadores señores Espina,  Gómez, Larraín y Muñoz Aburto,  y  los
Honorables  Diputados  señora  Soto  y  señores  Ascencio,  Bustos,
Cardemil y Eluchans.

Número 13 de la Cámara de Diputados
Número 20 del Senado

En primer trámite constitucional, la Cámara de
Diputados aprobó como número 13, el siguiente:

“13.-  Modifícase el  artículo  28  en el  siguiente
sentido:

a)  Reemplázanse  en  el  inciso  segundo  los
términos “cuatro días” y “tres días” por “cinco días”.
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b) Sustitúyanse en el inciso tercero los términos
“un día” y “uno” por los siguientes: “dos días” y “dos”, respectivamente.”.

En  segundo  trámite  constitucional,  el  Senado
acogió estas enmiendas, con la sola modificación consistente en signarlas
con el número 20.

En tercer trámite constitucional,  la Cámara de
Diputados desechó esta enmienda.

Los  miembros  presentes  de  la  Comisión
Mixta  coincidieron  con  la  norma  aprobada  por  la  Cámara  de
Diputados y, unánimemente, resolvieron acogerla. Se consigna como
nuevo número 26 del artículo único. 

Votaron  favorablemente  los  Honorables
Senadores señores Espina,  Gómez, Larraín y Muñoz Aburto,  y  los
Honorables  Diputados  señora  Soto  y  señores  Ascencio,  Bustos,
Cardemil y Eluchans.

Número 14 de la Cámara de Diputados
Número 21 del Senado

En primer trámite constitucional, la Cámara de
Diputados aprobó como número 14, el siguiente:

“14.- Sustitúyese el artículo 29 por el siguiente:

“Artículo 29.- El término del respectivo período
de  sesiones  dará  lugar  a  la  caducidad  de  las  urgencias  que  se
encontraren  pendientes  en  cada  Cámara,  salvo  las  que  se  hayan
presentado en el Senado para los asuntos a que se refiere el número 5)
del artículo 53 de la Constitución Política.”.”.

En  segundo  trámite  constitucional,  el  Senado
acogió esta modificación, con la única enmienda consistente en signarla
con el número 21.

En tercer trámite constitucional,  la Cámara de
Diputados desechó tal enmienda.

La  Comisión  Mixta  concordó  con  la
necesidad de corregir  la  numeración de este precepto,  por lo que
acogieron la modificación propuesta por la Cámara de Diputados. Se
consigna como nuevo número 27 del artículo único.

Votaron  favorablemente  los  Honorables
Senadores señores Espina,  Gómez, Larraín y Muñoz Aburto,  y  los
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Honorables  Diputados  señora  Soto  y  señores  Ascencio,  Bustos,
Cardemil y Eluchans.

Número 15 de la Cámara de Diputados

En primer trámite constitucional, la Cámara de
Diputados aprobó como número 15, el que sigue:

“15.- Sustitúyese el artículo 31 por el siguiente:

“Las proposiciones  que  hagan las  comisiones
mixtas  no  podrán  ser  objeto  de  indicaciones  y  se  aprobarán  con  la
votación  que  corresponda  según  la  naturaleza  de  las  normas  legales
propuestas.”.”.

En  segundo  trámite  constitucional,  el  Senado
suprimió este numeral.

En tercer trámite constitucional,  la Cámara de
Diputados rechazó tal supresión.

Al  iniciarse el  debate de esta discrepancia,  la
Comisión Mixta tuvo en consideración que en un reciente fallo del Tribunal
Constitucional,  de fecha 20 de julio  de 2009,  Rol  Nº  1.410-09-INC,  se
acogió un requerimiento que dedujeron treinta señores diputados en que
se solicitó que se declarase la inconstitucionalidad de las actuaciones del
Senado durante la tramitación del Mensaje “sobre declaración de ausencia
por  desaparición  forzada  de  personas”  (Boletín  Nº  5.971-17).  Se  tuvo
presente, además, que en el considerando décimo séptimo de dicho fallo
se estableció que los informes de la Comisión Mixta deben aprobarse en
votación separada según la índole de los preceptos propuestos, aplicando
el  quórum propio de ley orgánica constitucional  sólo  a las normas que
efectivamente revisten dicho carácter, y no a las que tienen rango de ley
común.

Recordó,  asimismo,  que  con  anterioridad  a
dicha resolución el Senado aplicaba el criterio de que si las proposiciones
de las Comisiones Mixtas debían votarse globalmente, como un solo todo,
la aprobación del  conjunto debía hacerse con el  quórum más alto  que
requiere alguna de las normas contenidas en dichos informes.

Se puso de relieve, también, que en la Cámara
de  Diputados  siempre  se  han  votado  en  conjunto  los  informes  de  las
Comisiones  Mixtas  pero  separando  las  normas  por  su  quórum.  En
consecuencia, se declaran aprobadas aquellas disposiciones del proyecto
que alcanzan los quórum constitucionales y sólo se rechazan las que no lo
obtienen.
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El  Presidente  del  Senado,  Honorable
Senador señor Novoa, expresó que el  artículo 30 de la Ley Orgánica
Constitucional  del  Congreso  Nacional  establece  que  las  diversas
disposiciones  de  un  mismo proyecto  que  para  su  aprobación  necesite
mayorías  distintas  a  la  de  los  miembros  presentes,  se  aprobarán  en
votación  separada,  primero en general  y  después en particular,  con la
mayoría especial requerida en cada caso.

Recordó que el Senado siempre interpretó que
la votación en general debía hacerse, en todo caso, con el quórum más
alto. Agregó que después del fallo del Tribunal Constitucional ha quedado
claro que el Senado debe innovar en la forma en que ha aplicado este
criterio. Señaló que distinto era el caso de las Comisiones Mixtas, pues el
artículo 31 de la Ley del Congreso establece que sus proposiciones se
votarán en conjunto. Si se votaban en conjunto era más razonable aplicar
el quórum mayor.

Manifestó  que  el  Tribunal  Constitucional  ha
hecho una interpretación que establece un criterio correcto, cual es que
las normas de quórum tienen un carácter excepcional en la Constitución
Política, y,  por tanto,  no es lícito extender su ámbito de aplicación por
resolución de una Sala del Congreso Nacional.

Añadió  que,  dentro  de  los  considerando  del
fallo, se señala expresamente que el rechazo de una norma de quórum
especial no tiene siempre como consecuencia el rechazo de las normas
de quórum simple,  salvo  que éstas  últimas  dependan  de la  norma de
quórum especial. De esta manera, el Tribunal Constitucional reconoció la
vigencia  del  inciso  final  del  artículo  31,  es  decir  el  rechazo  de  una
disposición que requiere mayoría especial de aprobación importa también
el rechazo de las demás que sean consecuencia de aquélla.

A  partir  de  estos  antecedentes,  expresó  que
hay que evaluar la posibilidad de estudiar una reforma constitucional con
el  fin  de  precisar  que  los  informes  de  las  Comisiones  Mixtas  deben
aprobarse con el quórum más alto que exigen sus normas.

Connotó que sin perjuicio de lo que se acuerde
en el futuro,  ya sea que se mantenga la actual redacción del artículo 31 o
se acepte la norma que ha aprobado la Cámara de Diputados, no puede
contradecirse lo que ha resuelto el Tribunal Constitucional.

En  todo  caso,  subrayó  que  era  importante
consagrar  en  la  ley  que las  Comisiones Mixtas  tienen la  atribución  de
indicar la forma en que se pueden votar sus proposiciones.

En  consecuencia,  propuso  aprobar  el  texto
acordado por la Cámara de Diputados en el primer trámite constitucional,
el  cual  dispone  que  las  proposiciones  de  las  Comisiones  Mixtas  se
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aprobarán con la votación que corresponda según la naturaleza de las
normas propuestas, y que pueden sugerir que sus proposiciones se voten
separadamente. Solamente si nada se dice ellas se votarán en conjunto.
Si la norma queda redactada de esa manera las Comisión Mixta va a tener
que preocuparse de examinar cuál es el quórum de aprobación de cada
una de las normas que propone.

Aseveró que si la Comisión Mixta dice que sus
proposiciones se votarán en conjunto y se alcanza el quórum de ley simple
y no el quórum especial, se van a entender aprobadas las disposiciones
de quórum simple, de conformidad al criterio que ya estableció el Tribunal
Constitucional.

A continuación,  el Honorable Senador señor
Chadwick sugirió aprobar una norma que disponga que las proposiciones
de  las  comisiones  mixtas  no  puedan  ser  objeto  de  indicaciones  y  se
votarán en la forma en que exprese el informe. Si en éste nada se dice, se
votarán en conjunto. Con todo, deberán aprobarse con la votación que
corresponda a la naturaleza de las normas legales propuestas.

La Comisión Mixta, por la unanimidad de sus
miembros  presentes,  aprobó  esta  última  proposición.  Ella  se
consigna como nuevo número 28 del artículo único.

Concurrieron  a  dicho  acuerdo  los
Honorables Senadores señores Chadwick, Gómez, Muñoz Aburto y
Sabag  y  los  Honorables  Diputados  señores  Álvarez,  Burgos,
Cardemil y Díaz.
 

oooo

Número 22, nuevo, del Senado

En  segundo  trámite  constitucional,  el  Senado
incorporó como tal, el siguiente:

“22.- Agrégase al inciso tercero del artículo 32,
la siguiente oración:

“La circunstancia de que no se haya declarado
tal inadmisibilidad no obstará a la facultad de las comisiones para hacerla.
Dicha declaración podrá ser revisada por la Sala.”.”.

En tercer trámite constitucional,  la Cámara de
Diputados rechazó esta enmienda.

Los  miembros  presentes  de  la  Comisión
Mixta estimaron atendible la modificación propuesta por el Senado y,
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unánimemente,  resolvieron  acogerla  como  nuevo  número  29  del
artículo único.

Votaron por  su aprobación  los  Honorables
Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Espina y Gómez y los
Honorables Diputados señores Cardemil, Ceroni, Díaz y Eluchans.

oooo

Número 16 de la Cámara de Diputados
Número 23 del Senado

En primer trámite constitucional, la Cámara de
Diputados aprobó, como número 16, el siguiente:

“16.- Sustitúyese en los artículos 37, 39 y 47 el
guarismo “48” por “52”.”.

En  segundo  trámite  constitucional,  el  Senado
acogió esta enmienda con la sola modificación consistente en signarla con
el número 23.

En tercer trámite constitucional,  la Cámara de
Diputados desechó esta modificación.

Los  miembros  presentes  de  la  Comisión
Mixta estimaron atendible la modificación propuesta por la Cámara
de  Diputados  y,  unánimemente,  resolvieron  acogerla  como  nuevo
número 30 del artículo único.

Votaron  favorablemente  los  Honorables
Senadores  señores  Espina,  Gómez,  Larraín  y  Muñoz  Aburto  y  los
Honorables  Diputados  señora  Soto  y  señores  Ascencio,  Bustos,
Cardemil y Eluchans.

Número 17 de la Cámara de Diputados
Número 24 del Senado

En primer trámite constitucional, la Cámara de
Diputados aprobó un número 17 que intercala, a continuación del artículo
52 de la ley Nº 18.918, dos títulos nuevos. El primero de ellos se refiere a
las comisiones investigadoras de la Cámara de Diputados y el segundo, a
los tratados internacionales.

A  continuación,  se  consignan  separadamente
las  distintas  disposiciones  que  integran  dichos  títulos  que  motivaron
discrepancias, se da cuenta del debate producido en la Comisión Mixta y
de los acuerdos que en cada caso se adoptaron.
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El encabezado del referido número 17 aprobado
en  primer  trámite  constitucional  por  la  Cámara  de  Diputados  es  el
siguiente:

“17.-  Intercálanse,  a  continuación  del  artículo
52, los siguientes Títulos V y VI, nuevos, pasando los actuales artículos
53, 54, 55 y 56 del Título Final, a ser 64, 65, 66 y 67, respectivamente, sin
modificaciones.

TÍTULO V
De las comisiones especiales investigadoras.”.

En  segundo  trámite  constitucional,  el  Senado
aprobó el encabezado de este número 17, que pasó a ser 24, con las
siguientes modificaciones:

a) En su encabezamiento, ha reemplazado los
guarismos “64, 65, 66, y 67” por “65, 66, 67 y 68”;

b)  Ha  eliminado  el  punto  (.)  que  sigue  a  los
epígrafes de los nuevos Títulos V y VI; y ha consignado dichos epígrafes
con mayúsculas, y sólo la letra inicial de la palabra “TÍTULO”.

En tercer trámite constitucional,  la Cámara de
Diputados rechazó tales modificaciones.

Los miembros presentes de la Comisión Mixta
acordaron sustituirlo por el siguiente:

“31.- Intercálanse, a continuación del artículo 
52, los siguientes Títulos V, VI y VII, nuevos.

Título V

DE LAS COMISIONES ESPECIALES INVESTIGADORAS”
 

Votaron  por  esta  modificación  los
Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Espina y
Gómez y los Honorables Diputados señores Cardemil, Ceroni, Díaz y
Eluchans.

Enseguida,  el  Senado  acordó  modificar  los
artículos  53,  54,  57,  58,  61,  62  y  63  propuestos  por  la  Cámara  de
Diputados, en la siguiente forma:

Artículo 53

El texto aprobado por la Cámara de Diputados
en primer trámite constitucional para este precepto es el siguiente:
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“Artículo 53.- La Cámara de Diputados creará,
con el acuerdo de a lo menos dos quintos de sus miembros en ejercicio,
comisiones  especiales  investigadoras  con  el  objeto  de  reunir
informaciones relativas a determinados actos del Gobierno.

Estas comisiones ni aun por la unanimidad de
sus integrantes podrán extender su cometido al conocimiento de materias
no comprendidas al momento de su creación.

Las  comisiones  especiales  de  investigación
estarán  integradas  por  el  número  de  miembros  que  determine  el
Reglamento de la Cámara de Diputados.

La  competencia  de  estas  comisiones  se
extinguirá  al  expirar  el  plazo  que  les  haya  fijado  la  Cámara  para  el
cumplimiento de su cometido. Con todo, dicho plazo podrá ser ampliado
por  la  Cámara,  con  el  voto  favorable  de  la  mayoría  de  los  diputados
presentes, siempre que la comisión haya solicitado la ampliación antes de
su vencimiento.

La  última  sesión  que  una  comisión  especial
investigadora celebre dentro del plazo, se entenderá prorrogada hasta por
quince días para que aquella acuerde las conclusiones y proposiciones
sobre la investigación que habrá de incluir en su informe a la Sala.

En todo caso, el término del respectivo período
legislativo  importará  la  disolución  de  las  comisiones  especiales
investigadoras.”.

En  segundo  trámite  constitucional,  el  Senado
acordó introducir las siguientes modificaciones al texto de esta disposición:

a)  Reemplazar  su  inciso  segundo,  por  el
siguiente:

“Estas comisiones, ni aún por la unanimidad de
sus integrantes, podrán extender su cometido al conocimiento de materias
no incluidas en el objeto o finalidad para el que se creen.”;

b)  Incorporar,  en  el  inciso  quinto,  el  adverbio
“exclusivamente”  precedido  de  una  coma  (,),  después  de  la  expresión
“quince días”.

En tercer trámite constitucional,  la Cámara de
Diputados rechazó estas enmiendas.

Respecto de la  primera de las modificaciones
aprobadas por el Senado, los miembros presentes de la Comisión Mixta
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resolvieron  acogerla,  con  la  sola  enmienda  de establecer,  en  el  inciso
segundo  del  artículo  53,  que  las  comisiones  investigadoras  no  podrán
extender  su  cometido  al  conocimiento  de  materias  no  incluidas  en  el
objeto o finalidad considerado en el acuerdo que dio lugar a su formación.

Votaron  a  favor  de  esta  propuesta  los
Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Espina y
Gómez y los Honorables Diputados señores Cardemil, Ceroni, Díaz y
Eluchans.

Asimismo, se aprobó, por la unanimidad de los
miembros  presentes,  la  incorporación  de  la  letra  b)  propuesta  por  el
Senado.

Votaron  a  favor  los  Honorables  Senadores
señora Alvear y señores Chadwick, Espina y Gómez y los Honorables
Diputados señores Cardemil, Díaz y Eluchans.

Artículo 54

El  precepto  aprobado  por  la  Cámara  de
Diputados en primer trámite constitucional es del siguiente tenor:

“Artículo  54.-  Las  comisiones  especiales
investigadoras podrán citar a sus sesiones a los Ministros de Estado, a los
funcionarios de la Administración del Estado, al personal de las empresas
del  Estado  o  de  aquéllas  en  que  éste  tenga  participación  mayoritaria,
quienes estarán obligado a comparecer y a suministrar los antecedentes y
las  informaciones  que  aquéllas  estimen  indispensables  para  el
cumplimiento de su cometido.

Sin embargo, los Ministros de Estado no podrán
ser citados más de tres veces a una misma comisión investigadora, sin
previo acuerdo de la mayoría absoluta de sus miembros.

Las  citaciones  y  las  solicitudes  de
antecedentes, serán acordadas a petición de un tercio de los miembros de
la comisión especial investigadora.

Las  citaciones  o  peticiones  de  antecedentes
podrán ser extendidas al funcionario directamente o por intermedio del jefe
superior del respectivo servicio. En el primer caso se enviará copia de la
citación o solicitud a este último para el solo efecto de su conocimiento.

Tratándose de las  empresas del  Estado o de
aquéllas en que éste tenga participación mayoritaria, la citación se dirigirá
a quienes ostenten su representación legal, los cuales podrán comparecer
acompañados de las personas que designe el órgano de administración
correspondiente.
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En el  caso de las Fuerzas Armadas y de las
Fuerzas  de  Orden  y  Seguridad  Pública,  la  citación  se  hará  llegar  al
superior jerárquico de la respectiva institución, por medio del Ministro de
Estado que corresponda.

Las  autoridades,  funcionarios  y  personas
citadas conforme a lo anterior, estarán obligados a comparecer a la sesión
fijada por la comisión.

Asimismo,  al  comparecer,  dichas  personas
deberán suministrar los antecedentes y las informaciones que les solicite
la comisión y que se refieran al cometido de ésta, salvo que se trate de
asuntos que conforme a una ley de quórum calificado tengan el carácter
de  secretos.  En  este  último  caso,  dichos  antecedentes  sólo  podrán
proporcionarse en sesión secreta, por el Ministro de cuya cartera dependa
o se relacione el organismo al que pertenezca el funcionario requerido, o
por la persona que ostente la representación legal de la empresa en que
labora la persona requerida.

Las solicitudes de antecedentes serán dirigidas
al  Ministro  o  al  jefe  superior  del  servicio  a  cuyo  sector  o  ámbito  de
competencias correspondan las informaciones solicitadas. Tratándose de
las empresas del Estado o de aquéllas en que éste tenga participación
mayoritaria, la solicitud se dirigirá a quienes ostenten su representación
legal.  Si  se  tratare de antecedentes  que de conformidad a una ley  de
quórum  calificado,  tuvieren  el  carácter  de  secretos,  sólo  podrán
proporcionarse  en  sesión  secreta  por  el  respectivo  Ministro  o
representante legal de la empresa.”.

En  segundo  trámite  constitucional,  el  Senado
reemplazó esta disposición por la siguiente:

“Artículo  54.-  Las  comisiones  especiales
investigadoras podrán citar a sus sesiones a los Ministros de Estado, a los
funcionarios de la Administración del Estado, al personal de las empresas
del  Estado  o  de  aquéllas  en  que  éste  tenga  participación  mayoritaria,
quienes estarán obligados a comparecer y a suministrar en forma veraz y
completa los antecedentes y las informaciones que les sean requeridos y
que  se  refieran  a  su  cometido.  En  caso  de  incumplimiento  de  estas
obligaciones, se aplicarán las sanciones establecidas en el  artículo 10.
Tratándose  de  Ministros  de  Estado,  podrán  hacerse  efectivas  las
responsabilidades correspondientes.

Los Ministros de Estado no podrán ser citados
más  de  tres  veces  a  una  misma  comisión  investigadora,  sin  previo
acuerdo de la mayoría absoluta de sus miembros.
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Las  citaciones  y  las  solicitudes  de
antecedentes, serán acordadas a petición de un tercio de los miembros de
la comisión especial investigadora.

Las  citaciones  podrán  ser  extendidas  al
funcionario directamente o por intermedio del jefe superior del respectivo
servicio. En el primer caso se enviará copia de la citación a este último
para el solo efecto de su conocimiento.

Tratándose de las  empresas del  Estado o de
aquéllas en que éste tenga participación mayoritaria, la citación se dirigirá
a quienes ostenten su representación legal, los cuales podrán comparecer
acompañados de las personas que designe el órgano de administración
correspondiente.

En el  caso de las Fuerzas Armadas y de las
Fuerzas  de  Orden  y  Seguridad  Pública,  la  citación  se  hará  llegar  al
superior jerárquico de la respectiva institución, por medio del Ministro de
Estado que corresponda.

Las  autoridades,  funcionarios  y  personas
citadas conforme a lo anterior, estarán obligados a comparecer a la sesión
fijada por la comisión.

Si los antecedentes y las informaciones que les
solicite  la  comisión  se  refieran  a  asuntos  que  conforme  a  una  ley  de
quórum  calificado  tengan  el  carácter  de  secretos,  sólo  podrán
proporcionarse en sesión secreta, por el Ministro de cuya cartera dependa
o se relacione el organismo al que pertenezca el funcionario requerido, o
por el representante legal de la empresa en que labora la persona que
deba proporcionarlos.”.

Las solicitudes de antecedentes serán dirigidas
al  Ministro  o  al  jefe  superior  del  servicio  a  cuyo  sector  o  ámbito  de
competencias correspondan las informaciones solicitadas. Tratándose de
las empresas del Estado o de aquéllas en que éste tenga participación
mayoritaria, la solicitud se dirigirá a quienes ostenten su representación
legal.”.

En tercer trámite constitucional,  la Cámara de
Diputados desechó la referida sustitución.

Durante  el  debate  de  esta  discrepancia,  la
Comisión Mixta concordó con el texto propuesto por el Senado con
algunas  enmiendas  de  forma.  Concurrieron  a  este  acuerdo,  la
unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la  Comisión  Mixta,
Honorables Senadores señores Chadwick, Gómez, Muñoz Aburto y
Sabag  y  los  Honorables  Diputados  señores  Álvarez,  Burgos,
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Cardemil y Díaz. Asimismo, acordó reemplazar la redacción del inciso
octavo propuesto por el Senado para este artículo.

A  proposición  de  los  representantes  de  la
Cámara de Diputados se acordó sustituir el referido inciso por uno nuevo
que establece lo siguiente:

“Asimismo,  dichas  personas  deberán
suministrar  los  antecedentes  y  las  informaciones  que  les  solicite  la
Comisión. Si aquéllos se refieren a asuntos que conforme a una ley de
quórum  calificado  tengan  el  carácter  de  secretos  o  reservados,  sólo
podrán  ser  proporcionados  en  sesión  secreta  por  el  Ministro  de  cuya
cartera  dependa  o  se  relacione  el  organismo  requerido  o  por  el
representante legal  de la empresa en que labora la persona que deba
entregarlos.  Los  antecedentes  proporcionados  deberán  mantenerse  en
reserva o secreto.”

Al  explicarse  el  contenido  de  esta  norma,  se
indicó que ella mantiene los criterios aprobados por ambas Cámaras en lo
relativo  a  la  forma  en  que  se  debe  entregar  a  las  comisiones
investigadoras, los documentos o antecedentes que tienen el carácter de
secretos o reservados. Sin perjuicio de lo anterior,  se indicó que en la
nueva redacción del inciso octavo se precisa que las personas citadas a
declarar  deberán suministrar  los  antecedentes  e  informaciones que les
sean solicitados y, además, que deberá mantenerse en reserva o secreto
el  contenido  de  los  documentos  que  en  tal  carácter  reciban  dichas
comisiones.

La Comisión Mixta,  por  la  unanimidad de sus
miembros  presentes,  aprobó  la  norma  propuesta  como  nuevo  inciso
octavo del artículo 54. Asimismo, acordó, como ya se ha señalado, hacer
otras enmiendas de forma a este artículo.

Concurrieron a este acuerdo, los Honorables
Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Espina y Gómez, y los
Honorables Diputados señores Cardemil, Díaz y Eluchans.

Enseguida,  se discutió si  dichos antecedentes
secretos podían servir de fundamento a las conclusiones de los informes
de las comisiones especiales investigadoras.

El Honorable Diputado señor Díaz señaló que
no parecía conciliable disponer que un documento secreto mantuviera ese
carácter  y,  al  mismo  tiempo,  se  utilizara  como  fundamento  de  las
conclusiones de un informe.

El  Honorable  Diputado  señor  Cardemil
expresó  que  el  informe  únicamente  podría  consignar,  sin  revelar  el
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contenido de un determinado documento secreto, que está acreditada o
no la responsabilidad de una persona a partir de este antecedente.

El  Honorable  Diputado señor  Burgos  opinó
que era muy difícil  que una Comisión investigadora pudiera fundar sus
conclusiones en documentos de carácter secreto. Ponderar documentos
secretos en una resolución que va a ser pública, es una tarea que carece
de lógica y sentido. Recordó que los tribunales de justicia no pueden dictar
sentencias  sobre  la  base  de  documentos  secretos.  Solamente,  dijo,
podrán tenerlos a la vista para llegar a una convicción.

El  Presidente  del  Senado,  Honorable
Senador señor Novoa  sostuvo que un antecedente de carácter secreto
podría servir para exculpar de responsabilidad a una persona investigada.
Señaló,  a  modo  de  ejemplo,  que  en  materia  de  defensa  nacional  se
pueden formular  preguntas  que  necesariamente  tendrán respuestas  de
carácter secreto y que pueden explicar el comportamiento de un Ministro
de Estado y en consecuencia, liberarlo de responsabilidad. Sostuvo que,
por el contrario, sancionar a una persona sobre la base de un documento
de carácter secreto, carece de fundamento constitucional ya que vulnera
los principios básicos del debido proceso.

El  Honorable  Senador  señor  Gómez
manifestó que es muy complejo ponderar o usar de fundamento de una
resolución un documento de carácter secreto. La opinión pública no va a
comprender que se castigue o se exculpe a una persona sobre la base de
un  documento  secreto.  Estimó  incomprensible  que  se  ocupe  un
documento  secreto  para  fundar  una  resolución,  aunque  sea  de  un
organismo de carácter político, como son dichas comisiones.

El  Honorable  Diputado  señor  Cardemil
recordó que en las comisiones investigadoras se puede pedir que toda o
parte de una  sesión sea secreta. En ese caso, se preguntó, si la Comisión
no podría ponderar o analizar  los antecedentes que recibió en esa sesión.

La  Comisión  Mixta  decidió  no  establecer  una
norma especial sobre esta materia, entregando a la práctica y la prudencia
de las comisiones especiales investigadoras determinar la forma en que
se solicitará  y  ponderarán los  documentos  de carácter  secreto  de que
tome conocimiento. 

oooo

A  continuación,  la  Comisión  conoció  una
propuesta de la Cámara de Diputados mediante la cual se sugiere agregar
un  inciso  segundo,  nuevo,  al  artículo  56.  Este  artículo  regula  la
comparecencia  de  particulares  ante  las  comisiones  especiales
investigadoras.
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El  nuevo  inciso  propuesto  impone  a  los  ex
funcionarios públicos la obligación de comparecer ante estas comisiones
cuando  sean  citados  en  razón  de  los  hechos  en  que  participaron  o
conocieron en el ejercicio de la función pública que desempeñaron. Esta
obligación  se  podrá  hacer  exigible  hasta  cuatro  años  después  de  que
hayan dejado de ejercer dichos cargos.

Al  analizar  esta  propuesta,  la  Comisión  Mixta
tuvo presente que, de conformidad a lo que dispone la letra c) del número
1) del artículo 52, sólo están obligados a comparecer ante las comisiones
investigadoras  los  Ministros  de  Estado,  los  funcionarios  de  la
Administración del Estado y el personal de las empresas del Estado o de
aquéllas en que éste tenga participación mayoritaria, razón por la que no
corresponde  establecer  que  particulares,  independientemente  de  la
función que cumplieron, estén obligados a comparecer ante las referidas
comisiones.

Teniendo  en  consideración  estos
antecedentes, se retiró esta proposición.  

Artículo 57

En primer trámite constitucional, la Cámara de
Diputados aprobó el siguiente texto:

“Artículo 57.- Quienes concurran a las sesiones
de las comisiones especiales investigadoras podrán asistir acompañadas
de  un  asesor  o  letrado  con  el  fin  de  que  les  preste  asesoría   y  les
proporcione  los  antecedentes  escritos  u  orales  que  necesiten  para
responder a las consultas que se les formulen.

Al  Presidente  de  la  comisión  especial
investigadora le corresponderá cuidar porque se respeten los derechos de
quienes concurran a sus sesiones o sean mencionados en ellas. De modo
especial, velará porque no se les falte el respeto debido con acciones o
palabras descomedidas o con imputaciones mediante las cuales se les
atribuyan intenciones o sentimientos opuestos a sus deberes; y porque se
salvaguarden el respeto y protección a la vida privada y a la honra de la
persona  y  de  su  familia,  el  secreto  profesional  y  los  demás derechos
constitucionales.

Las personas ofendidas o injustamente aludidas
en el transcurso de una investigación tendrán derecho a aclarar o rectificar
tales alusiones, si así lo estimaren pertinente.

La  comparecencia  de  una  persona  a  una
comisión especial investigadora, constituirá siempre justificación suficiente
cuando  su  presencia  fuere  requerida  simultáneamente  para  cumplir
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obligaciones laborales, educativas o de otra naturaleza, y no ocasionará
consecuencias jurídicas adversas bajo ninguna circunstancia.”.

En segundo trámite constitucional, el Senado le
introdujo las siguientes enmiendas:

a) Reemplazó, en su inciso primero, la palabra
“acompañadas” por “acompañados”.

b)  Agregó,  al  final  de  su  inciso  segundo,  la
siguiente  oración:  “Para  la  filmación  y  transmisión  televisiva  de  las
sesiones  que  celebren  las  comisiones  especiales  investigadoras  se
requerirá del acuerdo de la mayoría simple de sus integrantes.”.

c) Incorporó el siguiente inciso tercero, nuevo,
pasando  los  actuales  incisos  tercero  y  cuarto  a  ser  cuarto  y  quinto,
respectivamente:

“Para  los  efectos  de  dar  cumplimiento  a  lo
dispuesto  en  el  inciso  anterior,  el  presidente  podrá  adoptar  medidas
destinadas  a  resguardar  los  derechos  de  las  personas  citadas  o
mencionadas  en  la  investigación,  tales  como hacer  llamados  al  orden,
suspender la sesión, excusar temporalmente al afectado de permanecer
en la sesión, prescindir de la declaración de quien ha incurrido en la falta o
solicitar  la  amonestación  o  censura  del  o  los  diputados  infractores,  en
conformidad al reglamento.”.

En  tercer  trámite  constitucional,  estas
modificaciones fueron rechazadas por la Cámara de Diputados.

En relación con las modificaciones propuestas
por el Senado, se adoptaron los siguientes acuerdos:

Respecto de la enmienda que se contiene en
la  letra  a)  de  la  propuesta  del  Senado,  la  Comisión  Mixta,  por  la
unanimidad  de  sus  miembros  presentes,  acordó  aprobarla  y,
asimismo,  a  sugerencia  del  Honorable  Diputado  señor  Eluchans,
decidió  sustituir  en  el  inciso  segundo  del  artículo  57  la  palabra
“sentimientos” por “propósitos”.

Concurrieron  a  dichos  acuerdos  los
Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick y Espina, y
Honorables  Diputados  señores  Burgos,  Cardemil,  Ceroni,  Díaz  y
Eluchans.

En lo que corresponde a la enmienda de la
letra  b)  propuesta  por  el  Senado,  la  Comisión  Mixta,  por  la
unanimidad de sus miembros presentes, acordó rechazarla. Se estimó
que  ella  era  de  carácter  reglamentario  y  no  era  necesario,  por  tanto,
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incluirla  en  la  Ley  Orgánica  Constitucional  del  Congreso  Nacional.
Corresponderá al Reglamento de la Cámara, si así se estima necesario,
establecer la forma en que se filmarán y transmitirán las sesiones de las
comisiones especiales investigadoras.
 

Votaron  por  la  supresión  de  la  letra  b)
propuesta por el Senado los Honorables Senadores señora Alvear y
señores  Chadwick  y  Espina,  y  Honorables  Diputados  señores
Burgos, Cardemil, Ceroni, Díaz y Eluchans.

Finalmente,  en  lo  relativo  a  la  letra  c),  la
Comisión  Mixta,  por  la  unanimidad  de  sus  miembros  presentes,
acordó sustituir el inciso tercero por el siguiente:

“Para  los  efectos  de  dar  cumplimiento  a  lo
dispuesto en el inciso anterior, el Presidente podrá, entre otras medidas,
hacer llamados al orden, suspender la sesión, excusar temporalmente al
afectado  de  permanecer  en  la  sesión,  prescindir  de  la  declaración  de
quien ha incurrido en la falta o amonestar o censurar al o a los infractores,
en conformidad al reglamento.”.

Votaron  a  favor  de  esta  norma los
Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick y Espina, y
Honorables  Diputados  señores  Burgos,  Cardemil,  Ceroni,  Díaz  y
Eluchans.

En  los  demás  incisos  se  conservó  la
redacción propuesta por la Cámara de Diputados.

Artículo 58

En primer trámite constitucional, la Cámara de
Diputados aprobó como tal, el siguiente:

“Artículo  58.-  El  informe  de  las  comisiones
especiales investigadoras deberá consignar las menciones que indique el
reglamento interno de la Cámara de Diputados.

Una copia del informe aprobado por la Cámara
deberá remitirse al Presidente de la República.”.

En segundo trámite constitucional, el Senado lo
sustituyó por el siguiente:

“Artículo  58.-  El  informe  de  las  comisiones
especiales investigadoras deberá consignar las menciones que indique el
reglamento interno de la Cámara de Diputados.
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Sin  perjuicio  de  lo  anterior,  en  caso  de
concluirse que existen responsabilidades políticas derivadas de los hechos
que fueron materia de su investigación, el informe deberá individualizar a
quienes afecta tal responsabilidad y la forma en que ella se concreta.

Las eventuales responsabilidades políticas que
pudieren  desprenderse  de  las  conclusiones  de  una  comisión  especial
investigadora,  serán  establecidas  y  perseguidas  a  través  de  los
mecanismos constitucionales o legales que procedan.

Una copia del informe aprobado por la Cámara
deberá remitirse al Presidente de la República.”.

En tercer trámite constitucional,  la Cámara de
Diputados rechazó esta modificación.

Durante  el  análisis  de  las  modificaciones
propuestas  por  el  Senado,  el  Honorable  Diputado  señor  Burgos se
manifestó en contra de ellas pues no corresponde, como indica el inciso
segundo,  que las comisiones especiales investigadores siempre tengan
que establecer responsabilidades políticas. Asimismo, estimó innecesario
señalar,  como  lo  hace  el  inciso  tercero,  que  las  referidas
responsabilidades serán perseguidas por los mecanismos constitucionales
o legales que procedan.

El  Honorable  Diputado  señor  Cardemil
discrepó de este planteamiento y señaló que si en las conclusiones de una
comisión  especial  investigadora  se  establecen  responsabilidades,  es
necesario precisar quién las tiene y en qué grado, razón por la que apoyó
la idea de aprobar el inciso segundo propuesto por el Senado. Connotó
que esta misma idea fue respaldada por la Comisión de Constitución de la
Cámara  de  Diputados  cuando  analizó  esta  iniciativa  durante  el  tercer
trámite constitucional.

La  Honorable  Senadora  señora  Alvear
expresó que no le parecía lógico aprobar una norma que obligue a las
comisiones  especiales  investigadoras  a  establecer  responsabilidades
cuando en la práctica puede resultar que de su trabajo no se deduzca
ningún tipo de responsabilidad. Agregó que si las comisiones especiales
investigadoras  concluyen  que  determinadas  personas  tienen
responsabilidad,  no  necesitan  de  un  precepto  expreso  para  así
determinarlo.

El Honorable  Senador  señor  Espina añadió
que el era contrario a aprobar el inciso segundo del artículo 57 propuesto
por el Senado ya que, de acuerdo con la redacción de dicho precepto, si
se establece que existe responsabilidad de una determinada Institución o
Ministerio  por  determinados  hechos,  la  comisión  especial  investigadora
estaría  obligada  a  individualizar  a  los  responsables  políticos
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correspondientes,  situación  que no siempre  se  puede  realizar  como lo
pretende la norma aprobada por el Senado.

El Honorable Diputado señor Burgos recordó
que las conclusiones de las comisiones especiales investigadoras no son
vinculantes para la Sala de la Cámara de Diputados.

Sometido  a  votación  la  eliminación  del  inciso
segundo del artículo 57 propuesto por el Senado, ella fue aprobada con
los  votos  a  favor  de  los  Honorables  Senadores  señora  Alvear  y
señores  Chadwick  y  Espina,  y  Honorables  Diputados  señores
Burgos,  Ceroni,  Díaz  y  Eluchans.  Votó  en  contra  el  Honorable
Diputado señor Cardemil.
 

Seguidamente,  por  la  unanimidad  de  sus
miembros presentes, eliminó, por innecesario, el inciso tercero del artículo
57 propuesto por el Senado. Concurrieron a este acuerdo los Honorables
Senadores señora Alvear y señores Chadwick y Espina, y Honorables
Diputados señores Burgos, Cardemil, Ceroni, Díaz y Eluchans. 

En consecuencia, se dio por aprobado el texto
propuesto para este artículo por la Cámara de Diputados.

Concurrieron a este acuerdo los Honorables
Senadores señora Alvear y señores Chadwick y Espina, y Honorables
Diputados señores Burgos, Ceroni, Díaz y Eluchans. Votó en contra
el Honorable Diputado señor Cardemil.

oooo

A  continuación,  la  Comisión  Mixta  consideró
una propuesta formulada por la Cámara de Diputados que sugiere agregar
un artículo 58, nuevo, que dispone que la Cámara de Diputados deberá
considerar  en  su  presupuesto  los  recursos  necesarios  para  el
funcionamiento de las comisiones especiales investigadoras. Con cargo a
dichos recursos, el jefe superior del servicio, a petición de una de estas
comisiones,  podrá  contratar,  por  el  plazo  de  funcionamiento  de  dicho
organismo,  los  especialistas  y  asesores  que  se  requieran  para  el
cumplimiento de su cometido, los que quedarán sujetos a los deberes y
obligaciones  que  establezcan  los  reglamentos  de  personal  de  esa
Corporación.

La Comisión Mixta, por la unanimidad de sus
miembros presentes, rechazó la incorporación de esta norma pues
estimó  que  ella  tiene  un  carácter  reglamentario  y  no  orgánico
constitucional.

Concurrieron  a  este  acuerdo  los  Honorables
Senadores  señora  Alvear  y  señores  Chadwick  y  Espina,  y  los
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Honorables  Diputados  señores  Burgos,  Cardemil,  Ceroni,  Díaz  y
Eluchans.

oooo

Enseguida,  la  Comisión  Mixta  consideró  las
discrepancias que surgieron entre ambas ramas del Congreso Nacional
respecto  de  las  normas  que  regulan  la  tramitación  de  los  tratados
internacionales.

Artículo 61

En primer trámite constitucional, la Cámara de
Diputados aprobó como tal, el siguiente:

“Artículo  61.-  El  Presidente  de  la  República
informará sobre el contenido y alcance del tratado, el de las reservas que
pretenda confirmar o formular y el de las declaraciones interpretativas que
quiera  plantear;  como  también  sobre  la  aceptación  u  oposición  a  las
reservas o declaraciones interpretativas formuladas por terceros estados.”.

En segundo trámite constitucional, el Senado lo
reemplazó por el que sigue:

“Artículo  61.-  El  Presidente  de  la  República
informará  al  Congreso sobre  el  contenido y  el  alcance del  tratado,  así
como de las reservas que pretenda confirmar o formularle.”.

En tercer trámite constitucional,  la Cámara de
Diputados desechó dicha sustitución.

El  Director  Jurídico  del  Ministerio  de
Relaciones Exteriores, señor Claudio Troncoso, expresó que la norma
aprobada por el Senado se ciñe de manera más clara a lo que dispone el
número 1) del artículo 54 de la Constitución Política.

Los miembros presentes de la Comisión Mixta
coincidieron  con  la  enmienda  propuesta  por  el  Senado  y,  en  forma
unánime, resolvieron acogerla.

Votaron  favorablemente  los  Honorables
Senadores señora Alvear y señores Espina y Gómez, y Honorables
Diputados señores Burgos, Cardemil, Ceroni, Díaz y Eluchans.

Artículo 62

En primer trámite constitucional, la Cámara de
Diputados aprobó como tal el siguiente precepto:
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“Artículo  62.-  En  el  curso  del  trámite  de  su
aprobación,  cada  Cámara  podrá  sugerir  la  formulación  de  reservas  y
declaraciones interpretativas a un tratado, siempre que ellas procedan en
conformidad a lo previsto en el propio tratado o de acuerdo a las normas
generales del Derecho Internacional.

El  Congreso  Nacional  declarará  en  la  parte
dispositiva del proyecto de acuerdo correspondiente, cuales han sido las
reservas o declaraciones interpretativas que ha tenido en consideración al
momento  de  aprobar  el  tratado,  ya  sean  las  que  el  Presidente  de  la
República  tenga  el  propósito  de  confirmar  o  formular,  o  las  que  el
Congreso Nacional decida sugerirle, en conformidad con lo dispuesto por
el inciso tercero del número 1) del artículo 54 de la Constitución Política.”.

En  segundo  trámite  constitucional,  el  Senado
reemplazó su inciso segundo por el que sigue:

“Para los efectos de lo dispuesto en el párrafo
octavo  del  número  1)  del  artículo  54  de  la  Constitución  Política,  el
presidente de la Cámara de origen, en la comunicación que informe al
Presidente  de  la  República  la  aprobación  del  tratado  por  el  Congreso
Nacional, consignará las reservas que éste ha tenido en consideración al
momento de aprobarlo.”.

En tercer trámite constitucional,  la Cámara de
Diputados rechazó esta modificación.

El Director  de  Asuntos  Jurídicos  del
Ministerio de Relaciones Exteriores, señor Claudio Troncoso, propuso
sustituir la redacción el inciso primero del artículo 62 por el siguiente:

“Artículo  62.-  La  sugerencia  de  formular
reservas y declaraciones interpretativas, en conformidad a lo establecido
en  el  párrafo  tercero  del  número  1)  del  artículo  54  de  la  Constitución
Política  de  la  República,  puede  tener  su  origen  en  cualquiera  de  las
Cámaras. Si una de ellas la aprueba, dicha sugerencia pasará a la otra
para que se pronuncie, y si ésta la acepta, se comunicará al Presidente de
la República tal circunstancia, sugiriendo la formulación de la reserva y
declaración interpretativa pertinente.”

Al  justificar  esta  enmienda  el  señor
Troncoso  recordó  que  en  el  proceso  de  aprobación  de  determinados
tratados se han formulado reservas o declaraciones interpretativas.  Tal
situación,  dijo,  se  planteó  cuando  el  Senado  aprobó  una  declaración
interpretativa al Convenio Nº 169 sobre Pueblos Indígenas y Tribales en
Países Independientes de la Organización Internacional del  Trabajo. Lo
anterior  generó  un  debate  en  la  Cámara  de  Diputados  acerca  de  las
implicancias para esa Corporación de una reserva sugerida por el Senado.
Agregó que la Constitución Política exige que dicha reserva o declaración
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interpretativa  sea formulada por el Congreso Nacional y no por una de las
Cámaras  de  manera  unilateral.  En  razón  de  lo  anterior,  planteó  la
necesidad de regular  la  forma en que el  Congreso Nacional  –es decir
ambas Corporaciones- aprueba una reserva o declaración interpretativa.
Connotó, finalmente, que la reserva y declaración interpretativa puede ser
formulada por la Cámara de origen o por la Cámara revisora, debiendo, en
todo  caso,  pronunciarse  ambas  sobre  su  contenido.  Si  se  alcanza  un
acuerdo entre ambas Cámaras, esa voluntad -la del Congreso Nacional-
es la que se comunica al Presidente de la República.

El  Honorable  Diputado  señor  Cardemil
expresó  que  hoy  cualquier  parlamentario  puede  sugerir  declaraciones
interpretativas y puede pedir el  pronunciamiento de la Corporación a la
que pertenece o, incluso, sugerir al Gobierno que considere determinada
observación. Sostuvo que siempre quedará constancia en el  Acta de la
petición que ha formulado. Aseveró que la propuesta en debate transgrede
lo que establece la norma constitucional, ya que restringe en exceso las
facultades de los parlamentarios durante el trámite de aprobación de un
tratado.

El Honorable Senador señor Espina recordó
que de acuerdo al  párrafo tercero  del  número 1)  del  artículo  54  de la
Constitución  Política,  es  el  Congreso  Nacional  el  que  puede  formular
reservas y declaraciones interpretativas a un tratado internacional durante
el trámite de aprobación del mismo. De lo anterior, se deduce claramente
que es el  Parlamento el  que acuerda dichas reservas o declaraciones.
Añadió que la referida norma constitucional no ha derogado el derecho de
petición de los parlamentarios ni la posibilidad de que cada Corporación
adopte acuerdos que posteriormente se comuniquen al Presidente de la
Republica. En ese entendido, sugirió aprobar la proposición formulada por
el Ejecutivo.

El Honorable Diputado señor Díaz compartió
el  planteamiento formulado por  el  Honorable Senador señor  Espina en
orden a que la citada norma constitucional no había derogado el derecho
de los parlamentarios a formular observaciones durante la tramitación de
un tratado ni la facultad de las Cámaras a transmitir al Gobierno su opinión
sobre la aprobación de un determinado documento internacional. Añadió
que, sin perjuicio de lo anterior, la voluntad del Congreso Nacional suponía
la concurrencia del parecer de ambas Cámaras.

El Honorable Diputado señor Burgos planteó
la necesidad de definir  si  en este tipo de materias en que se necesita
definir  la  voluntad  del  Congreso  Nacional  se  permitirá  la  formación  de
Comisiones Mixtas, como ocurre durante la aprobación de un proyecto de
ley.

El  Honorable  Diputado  señor  Eluchans
precisó que cuando la norma constitucional establece que es el Congreso
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Nacional  el  que tiene la  facultad  de formular  reservas o  declaraciones
interpretativas, obviamente se está refiriendo a una actuación en conjunto
de  ambas  Cámaras.  Sin  embargo,  compartió  el  criterio  de  que  los
parlamentarios  pueden  formular  las  observaciones  que  les  parezcan
razonables al Ejecutivo durante el trámite de aprobación de un tratado.

El Honorable Senador señor Espina recordó
que el trámite de aprobación de un tratado o la formulación de una reserva
o declaración interpretativa pueden plantear diferencias de criterio entre
ambas  Cámaras,  razón  por  la  que  propuso  aprobar  una  norma  que
permita la formación de una Comisión Mixta cuando la Cámara revisora
rechace  un  tratado  o  la  formulación  de  una  reserva  o  declaración
interpretativa.

El  Honorable  Diputado  señor  Díaz expresó
dudas  en cuanto a que sea posible constituir una Comisión Mixta en este
tipo de materias que requieren un consenso pleno entre ambas Cámaras.
Subrayó  que  en  materia  de  aprobación  de  tratados  los  límites  de  la
voluntad del Congreso Nacional son muy estrechos: existe acuerdo o no lo
hay.  Recordó  que  en  el  caso  del  Convenio  N°  169,  la  Cámara  de
Diputados  aprobó  dicho  tratado  sin  reservas  y  en  el  segundo  trámite
constitucional  el  Senado  formuló  una  declaración  interpretativa;  dicha
declaración  fue posteriormente  aprobada por  la  Sala de la  Cámara de
Diputados cuando conoció la decisión del Senado y, en esos términos, se
le  comunicó  a  la  señora  Presidenta  de  la  República  que  el  Congreso
Nacional había aprobado dicha declaración interpretativa.

El  Honorable  Senador  señor  Larraín
manifestó  que  el  sentido  de  que  el  Congreso  Nacional  pueda  sugerir
determinadas  reservas  o  declaraciones  interpretativas  durante  la
tramitación  de  un  tratado  procura  garantizar  un  procedimiento  que
funcione de una manera unitaria pues se trata de la política exterior del
Estado y no de la aprobación de una norma cualquiera.  Afirmó que el
verdadero valor político y jurídico en esta materia se alcanza cuando el
Congreso Nacional se pronuncia. En estos asuntos, agregó, debe existir
unidad de criterio. Sugirió a la Comisión aprobar que se pueda constituir
una Comisión especial o mixta cada vez que surja una discrepancia entre
las  Cámaras  respecto  a  la  formulación  de  una  reserva  o  declaración
interpretativa a un tratado. Si en dicha instancia se llega a un acuerdo,
dijo, y tal resolución es aprobada por ambas Cámaras, entonces se ha
formado la voluntad del Congreso Nacional y como tal se presentaría la
reserva o declaración interpretativa al Gobierno.

El  Ministro  Secretario  General  de  la
Presidencia,  señor  Viera-Gallo,  concordó  con  lo  señalado  por  el
Honorable Senador señor Larraín. Agregó que esta materia adquiere más
importancia cuando el Presidente de la República acoge una reserva o
declaración interpretativa que le ha formulado el Congreso Nacional. En la
formación  de  esta  voluntad  pueden  existir  discrepancias  y  no  está
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claramente  resuelto  que  en  este  caso  pueda  formarse  una  Comisión
Mixta. Añadió que lo lógico es que se forme una instancia que represente
la opinión de ambas Cámaras del Congreso Nacional.

El  Director  de  Asuntos  Jurídicos  del
Ministerio de Relaciones Exteriores,  señor Troncoso, subrayó que el
trámite de aprobación de un tratado no es idéntico al que se sigue cuando
se discute un proyecto de ley, toda vez que los tratados se aprueban o
rechazan pero no admiten la presentación de modificaciones o enmiendas
a su texto.

Teniendo en cuenta estas consideraciones,  el
Honorable Senador señor Espina propuso aprobar la nueva redacción
sugerida para el inciso primero del artículo 62, incorporando en ella la idea
de que en caso de que surja una discrepancia entre ambas Cámaras, se
pueda constituir una Comisión Mixta que salve las diferencias que puedan
existir  y  permita  generar  un  acuerdo.  Agregó  que  lo  anterior  es
perfectamente  concordante  con  el  número  1)  del  artículo  54  de  la
Constitución Política. Añadió que la aprobación de esta norma no supone
privar a ambas ramas del Congreso Nacional de la facultad de aprobar
proyectos de acuerdos en que expresen su opinión o parecer específico
sobre estas materias.

El Honorable Diputado señor Burgos planteó
que la referida discrepancia se puede plantear también a propósito de la
aprobación  de  un  tratado,  razón  por  la  que  aparece  razonable  la
constitución de una Comisión Mixta también en ese caso.

El  Ministro  Secretario  General  de  la
Presidencia,  señor  Viera-Gallo, concordó  con  dicho  planteamiento  e
instó a establecer  una norma amplia  que permita  la  formación de una
Comisión Mixta cuando una Cámara revisora ha rechazado la aprobación
de un tratado.

En virtud de  lo anterior, el Honorable Senador
señor Espina sometió a votación el nuevo texto propuesto para el inciso
primero del artículo 62 y la idea de consagrar una norma que permita la
formación  de  una  Comisión  Mixta,  cuando  una  Cámara  rechace  el
proyecto de acuerdo en que se propone la aprobación de un tratado o
cuando se sugiere una reserva o declaración interpretativa.

Los  integrantes  de  la  Comisión  Mixta
concordaron con la proposición formulada por el señor Presidente de
la Comisión Mixta y, en forma unánime, resolvieron acogerla.

Votaron  favorablemente  los  Honorables
Senadores señora Alvear y señores Espina, Gómez, Larraín y Muñoz
Aburto, y Honorables Diputados señores Burgos, Cardemil, Ceroni,
Díaz y Eluchans.
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Con la misma unanimidad, la Comisión Mixta
aprobó el inciso segundo del artículo 62, en los términos en que lo
había acordado el Senado, pues estimó que dicha redacción permite
identificar  claramente  las  reservas  que  ha  aprobado  el  Congreso
Nacional.

En  una  sesión  posterior,  se  sometió  a  la
aprobación  de  la  Comisión  Mixta  un  artículo  nuevo  que  permitiría  la
constitución de una Comisión Mixta en aquella  hipótesis  prevista  en el
artículo 70 de la Constitución Política, es decir, cuando hay rechazo total
por parte de una Cámara a un tratado. Asimismo, que se puede formar
una comisión mixta integrada por igual número de diputados y senadores
cuando la discrepancia se presenta en la formulación de una reserva o
declaración  interpretativa  o  en  el  retiro  de  una  reserva  que  tuvo  en
consideración el Congreso al momento de aprobar un tratado. 

Al  considerar  esta  disposición,  la  Comisión
Mixta tuvo en cuenta que la aprobación de los tratados internacionales se
somete,  en lo  pertinente,  a  los trámites  de aprobación de una ley.  En
consecuencia,  se  estimó  que  era  constitucional  la  formación  de
comisiones mixtas en la hipótesis de que exista un rechazo de un tratado
por parte de una Cámara, en los términos previstos por el artículo 70 de la
Constitución Política de la República

El artículo en debate establece, asimismo,  que
si alguna de las Cámaras rechaza lo acordado por la otra en relación con
la  posibilidad  de  sugerir  la  formulación  de  reservas  y  declaraciones
interpretativas o de retiro de una reserva que haya formulado el Presidente
de  la  República  y  que  tuvo  en  consideración  el  Congreso  Nacional  al
momento  de  aprobar  un  tratado,  se  constituirá  una  comisión  mixta
encargada de proponer la forma y modo de resolver la discrepancia.

Al  iniciarse el  examen de esta proposición,  el
Honorable  Diputado señor  Cardemil expresó que si  no  hay acuerdo
entre  ambas  Cámaras,  el  Congreso  Nacional  no  puede  sugerir  la
formulación de una reserva o declaración interpretativa.

El  Honorable  Senador  señor  Chadwick
recordó  que  el  Congreso  Nacional  sólo  puede  aprobar  o  rechazar  los
tratados internacionales. Sostuvo que la Constitución Política ha dado al
Presidente de la República una preeminencia sobre el Parlamento en esta
materia,  ya  que no se  pueden introducir  enmiendas  al  tratado  que  ha
suscrito  el  Ejecutivo.  Expresó  que  una  norma como la  que  se  analiza
significa que el Congreso Nacional puede condicionar la aprobación de los
tratados.  Puso de relieve que si  se aprueba esta norma se abrirá una
nueva vía para que el Congreso Nacional pueda negociar con el Ejecutivo
la formulación de una reserva, con las dificultades que ello podría implicar.
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El Honorable Diputado señor Burgos expresó
que en el  contexto  del  orden constitucional  es  complejo  introducir  una
comisión mixta en el trámite de aprobación de un tratado.

El Honorable Senador señor Gómez recordó
que, de acuerdo al párrafo tercero del número 1) del artículo 54, sólo el
Congreso  Nacional  puede  sugerir  la  formulación  de  reservas  y
declaraciones  interpretativas.  Indicó  que  lo  que  se  está  buscando  es
establecer una nueva instancia en la cual se pueda llegar a un acuerdo
cuando hay discrepancia entre ambas Cámaras.

Se  hizo  presente  que  el  problema  se  va  a
plantear  cuando  exista  discrepancia  entre  ambas  ramas  del  Congreso
Nacional y no entre el Parlamento y el Gobierno. Se hizo notar, además,
que una Cámara podía aprobar un tratado o una declaración interpretativa
y la otra Cámara rechazarlo. Si no se contemplara la posibilidad de formar
una Comisión Mixta se le otorgaría a la Cámara que rechazó el tratado o
la  sugerencia  de  una  declaración  interpretativa  o  reserva  un  poder
extraordinario, un verdadero derecho a veto respecto de lo que resolvió la
Cámara de origen. Lo que se pretende es establecer un camino para que
ambas  Cámaras  puedan  llegar  a  un  acuerdo.  Se  puntualizó  que  al
Ejecutivo no se le pueden imponer una determinada reserva o declaración
interpretativa. En consecuencia, es factible establecer un mecanismo para
resolver las discrepancias que surgen al interior del Congreso Nacional.

El  Honorable  Diputado  señor  Cardemil
señaló que la norma en debate facilita el camino para que el Congreso
Nacional pueda sugerir una declaración interpretativa o la formulación de
una reserva.

En  seguida,  se  sometió  a  votación  de  la
Comisión la siguiente norma:

“Artículo 65. Si alguna de las Cámaras rechaza
lo  acordado  por  la  otra  en  el  trámite  de  aprobación  de  un  tratado
internacional se formará una Comisión Mixta en los términos previstos en
el artículo 70 de la Constitución Política. Si la discrepancia se presenta en
el  trámite  de  sugerir  la  formulación  de  reservas  y  declaraciones
interpretativas o de retiro de una reserva que haya formulado el Presidente
de  la  República  y  que  tuvo  en  consideración  el  Congreso  Nacional  al
momento de aprobar  un  tratado,  se constituirá  una comisión mixta,  de
igual  número  de  diputados  y  senadores,  la  que  propondrá  a  ambas
Cámaras la forma y modo de resolver las dificultades.”.

La  Comisión  Mixta,  por  mayoría  de  votos,
aprobó esta norma, la que se incorpora como nuevo artículo 65 en el
título VI de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.
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Votaron  a  favor  los  Honorables  Senadores
señores Chadwick, Muñoz Aburto, Sabag y los Honorables Diputados
señores Ascencio, Cardemil, y Eluchans. Votó en contra el Honorable
Diputado señor Díaz.
 

Artículo 63

En primer trámite constitucional, la Cámara de
Diputados aprobó el siguiente artículo 63:

“Artículo 63.- Si el  Presidente de la República
adopta la decisión de denunciar un tratado o retirarse de él, deberá pedir
la opinión de ambas Cámaras del Congreso, en el caso de tratados que
hayan sido aprobados por éste.

El oficio respectivo será remitido para informe
de la comisión que corresponda, el que deberá evacuarse dentro del plazo
prudencial que la Cámara respectiva acuerde.

En dicho informe, la  Comisión se pronunciará
sobre los efectos, favorables o adversos, que podría producir la denuncia
o el retiro.

El  Congreso  dará  a  conocer  su  opinión,  por
escrito, dentro del plazo de treinta días contados desde la recepción del
oficio en que se solicita la opinión pertinente.

Producida la denuncia o el retiro, el Presidente
de  la  República  deberá  informar  de  ello,  dentro  de  los  quince  días
siguientes, al Congreso Nacional.”.

En  segundo  trámite  constitucional,  el  Senado
sustituyó sus incisos segundo, tercero y cuarto, por los siguientes:

“El  Congreso  dará  a  conocer  su  opinión,  por
escrito, dentro del plazo de treinta días contados desde la recepción del
oficio en que se solicita dicha opinión. Transcurrido este lapso sin que el
Congreso emita su parecer, el Presidente de la República podrá prescindir
de éste para efectuar la denuncia o el retiro.

La Cámara a la que se le pida opinión en primer
término deberá emitir su parecer en un plazo no superior a quince días, al
término del cual, con o sin su pronunciamiento, pasará a la otra para que
se manifieste dentro del mismo plazo.”.

En tercer trámite constitucional,  la Cámara de
Diputados desechó esta modificación.
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Al iniciar el debate sobre esta discrepancia, la
Comisión  Mixta  tuvo  en  consideración  que  la  Constitución  Política
establece que el Presidente de la República puede denunciar o retirarse
de un tratado que ha suscrito el Estado de Chile. Al respecto, el párrafo
sexto del  Nº  1 del  artículo 54 prescribe que el  Ejecutivo debe pedir  la
opinión  del  Congreso  Nacional  cuando  dicha  decisión  recaiga  en  un
tratado que éste haya aprobado.

El  Director  de  Asuntos  Jurídicos  del
Ministerio  de  Relaciones  Exteriores  aseguró  que  era  indispensable
regular esta materia pues de lo contrario el Presidente de la República se
vería impedido de retirar o denunciar un tratado.

En relación con esta materia, la Comisión Mixta
tuvo en cuenta que la enmienda aprobada por el Senado es más precisa o
reglamenta de manera más adecuada la forma y oportunidad en que el
Congreso Nacional debe dar su opinión sobre esta materia.

El  Ministro  Secretario  General  de  la
Presidencia,  señor Viera-Gallo,  manifestó que en esta norma se está
reglamentando la forma en que se pide la opinión de ambas Cámaras.
Puntualizó que dicho parecer no era vinculante para el Presidente de la
República.

El Honorable Diputado señor Burgos señaló
que en la situación que describe esta norma también se podría producir
una discrepancia entre ambas ramas del Congreso Nacional.

Los miembros presentes de la Comisión Mixta
coincidieron  con  la  enmienda  propuesta  por  el  Senado  y,  en  forma
unánime, resolvieron acogerla.

Votaron  favorablemente  los  Honorables
Senadores señora Alvear y señores Espina, Gómez, Larraín y Muñoz
Aburto,  y  los  Honorables  Diputados  señores  Burgos,  Cardemil,
Ceroni, Díaz y Eluchans.

oooo

Artículo 64, nuevo

En  segundo  trámite  constitucional,  el  Senado
incorporó el siguiente artículo 64, nuevo:

“Artículo 64.- El retiro de una reserva que haya
formulado el Presidente de la República y que tuvo en consideración el
Congreso Nacional  al  momento de aprobar un tratado,  requerirá previo
acuerdo de éste en conformidad con lo establecido en la presente ley.
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El  oficio  por  el  cual  el  Presidente  de  la
República  solicita  el  acuerdo  señalado  en  el  inciso  anterior  será
presentado a una de las Cámaras, la que deberá aprobarlo o rechazarlo
en un plazo no superior a quince días contados desde la recepción del
oficio  pertinente,  al  término  de  los  cuales,  habiéndose  aprobado  la
solicitud o sin haberse pronunciado sobre la misma, pasará a la otra para
que se manifieste dentro de igual plazo. Si transcurridos treinta días desde
que fuere recibido el oficio sin que el Congreso Nacional se pronuncie, se
tendrá por aprobado el retiro de la reserva, debiendo el presidente de la
Cámara  en  que  se  presentó  la  petición  comunicar  tal  circunstancia  al
Presidente de la República.”.

En tercer trámite constitucional,  la Cámara de
Diputados rechazó esta modificación.

Al iniciarse la discusión sobre esta proposición
del  Senado,  el Ministro Secretario General de la Presidencia,  señor
Viera-Gallo, manifestó que en esta norma se regula  la hipótesis prevista
en  el  párrafo  octavo  del  número  1)  del  artículo  54  de  la  Constitución
Política, en la cual la opinión del Congreso Nacional es vinculante para el
Presidente de la República, razón por la que también correspondería que,
en caso de discrepancia entre ambas ramas del Congreso Nacional, se
forme una Comisión Mixta encargada de resolver dicha diferencia.

La Comisión Mixta aprobó por la unanimidad
de sus integrantes el inciso primero del artículo 64.

Concurrieron a este acuerdo los Honorables
Senadores señora Alvear y señores Espina, Gómez, Larraín y Muñoz
Aburto,  y HH. Diputados señores Burgos,  Cardemil,  Ceroni,  Díaz y
Eluchans.

Seguidamente,  la  Comisión Mixta  aprobó el
inciso segundo con las siguientes enmiendas:

En  primer  lugar  sustituyó,  en  el  inciso
segundo, la frase “quince días contados desde la recepción del oficio
pertinente, al término de los cuales, habiéndose aprobado la solicitud
o sin haberse pronunciado sobre la misma” por “diez días contado
desde  la  recepción  del  oficio,  al  término  del  cual,  habiéndose
pronunciado o no sobre la solicitud”. 

Mediante esta enmienda se reduce de quince a
diez días el plazo que tiene cada Cámara para pronunciarse si aprueba o
rechaza la  solicitud  del  Presidente  de la  República  en que requiere  la
opinión del Congreso Nacional sobre el retiro de una reserva que se haya
formulado y que tuvo en consideración el Congreso Nacional al momento
de aprobar un tratado. Se aprobó dicha reducción con el fin de permitir el
eventual funcionamiento de una Comisión Mixta en este trámite –la que
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dispondría de un plazo máximo de diez días para llegar a un acuerdo- y
así cumplir con el mandato constitucional que establece que el Congreso
Nacional debe dar su parecer en el plazo máximo de treinta días. 

En segundo lugar,  se  acordó eliminar,  por
innecesaria, la frase “debiendo el presidente de la Cámara en que se
presentó la petición comunicar tal circunstancia al Presidente de la
República”,  y  realizar  otras  adecuaciones  de  forma  al  texto  que
aprobó el Senado.

Votaron a favor de la norma así enmendada,
la  unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la  Comisión  Mixta,
Honorables Senadores señores Chadwick, Gómez, Muñoz Aburto y
Sabag, y Honorables Diputados señores Álvarez, Burgos, Cardemil y
Díaz.

oooo

A continuación, y tal como se hizo presente al
inicio de este informe, la Comisión Mixta consideró dos proposiciones que
sugieren agregar un artículo 54 bis, nuevo, con el fin de regular la creación
de un Consejo integrado por personas que no forman parte del Congreso
Nacional  encargado  de  regular  las  asignaciones  que  reciben  los
parlamentarios.

La  primera  de  ellas  fue  presentada  por  los
Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Gómez, Frei
y  Larraín  y  los  Honorables  Diputados  señores  Bustos,  Cardemil,
Ceroni, Díaz, Eluchans, Leal, Meza y Walker. Ella dispone textualmente
lo siguiente:

“Artículo 54 bis.- Corresponderá a un Consejo
Asesor determinar la equivalencia del monto, naturaleza y reajustabilidad
de  las  asignaciones  a  que  se  refiere  el  artículo  62  de  la  Constitución
Política de la República, que deberán percibir Senadores y Diputados.

El referido Consejo será integrado por:

a)  Un  ex  Presidente  del  Senado  y  un  ex
Presidente de la Cámara de Diputados, nombrados por las Comisiones de
Régimen Interno de ambas Cámaras, unidas para el efecto, y ratificados
por las respectivas Salas.

b)  Tres  personas  de  reconocida  trayectoria
como  docentes  en  las  áreas  de  administración  o  de  finanzas  en
Instituciones  de  Educación  Superior  reconocidas  por  el  Estado,
designadas por el Presidente de la República.
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c) Un ex Ministro de Hacienda, designado por el
Presidente de la República.

Estas personas durarán en sus cargos cuatro
años, pudiendo ser reelegidas.

El  Consejo será presidido por la persona que
elijan sus miembros y sesionará y adoptará sus acuerdos por la mayoría
de sus integrantes.

Cada año, en el mes de noviembre, el Consejo
deberá pronunciarse sobre la reajustabilidad de las asignaciones. En la
misma oportunidad, a solicitud del Presidente de la Cámara de Diputados
o del Senado, podrá pronunciarse sobre la conveniencia de suprimir, crear
o modificar las asignaciones existentes.

Cada  Cámara  deberá  proporcionar  la
información  que  requiera  el  Consejo  y  prestar  los  medios  y  recursos
necesarios para su funcionamiento.

Los  acuerdos  del  Consejo  regirán  desde  la
fecha en que se dé cuenta de ellos en ambas Cámaras.”.

Asimismo,  proponen incorporar  una norma de
carácter transitorio  que establezca que una vez  constituido el  Consejo
Asesor a que se refiere el artículo 54 bis, éste dispondrá, por una sola vez,
del  plazo  de  30  días  para  fijar  el  monto  de  las  asignaciones  que
corresponderán  a  Diputados  y  Senadores  para  el  ejercicio  de  sus
funciones,  las que comenzarán a regir  a  partir  del  primer día  del  mes
siguiente al de su aprobación.

Sobre esta misma materia,  el  Presidente  del
Senado,  Honorable  Senador  señor  Novoa,  y  el  Presidente  de  la
Cámara de Diputados, Honorable Diputado señor Álvarez, presentaron
una proposición, según se ha consignado al inicio de este informe, para
regular  este  asunto  en  los  términos  del  nuevo  artículo  54  bis,  que
proponen.

Dicha norma dispone textualmente lo siguiente:

“Artículo 54 bis.- Existirá un Consejo Resolutivo
de  Asignaciones  Parlamentarias  encargado  de  determinar  el  monto,
naturaleza, destino y reajustabilidad de las asignaciones necesarias para
compensar los gastos que genera la función parlamentaria. En el ejercicio
de  sus  funciones  el  Consejo  Resolutivo  fijará,  para  un  determinado
período legislativo, los criterios para el correcto uso de las asignaciones
parlamentarias y  la  forma  y  plazo  para  la  rendición  de  cuentas.  Para
determinar  el  monto  de  las  asignaciones  parlamentarias,  el  Consejo
Resolutivo  podrá  establecer  criterios  diferenciadores,  atendiendo  a  las
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particularidades de cada distrito o circunscripción electoral. Los criterios y
normas que fije el Consejo Resolutivo se incorporarán al reglamento de
cada corporación y se publicarán en los sitios de Internet respectivos.

 El  Consejo  Resolutivo  de  Asignaciones
Parlamentarias estará integrado por cinco miembros: dos ex decanos de
Facultades  de  Administración  o  Economía  de  cualquier  universidad
acreditada oficialmente por el Estado; un ex senador y un ex diputado, en
ambos casos que se hayan desempeñado como parlamentarios durante
un mínimo de ocho años;  y  un ex ministro  del  Tribunal  Constitucional,
quien lo presidirá. Los consejeros serán propuestos por una comisión de
régimen  mixta  y  elegida  con  la  aprobación  de  los  tres  quintos  de  los
diputados y senadores en ejercicio. Todos ellos durarán seis años en sus
cargos y se renovarán por parcialidades cada tres años correspondiendo
hacerlo en un período al ex senador y al ex diputado y en el siguiente a los
demás integrantes. Asimismo, los consejeros no podrán ser reelegidos y
serán inamovibles en sus cargos, excepto por alguna de las causales del
artículo 89 de la Constitución Política de la República, así calificada por
mayoría de tres quintos de los senadores y diputados en ejercicio. Las
vacancias  de  los  miembros  del  Consejo  se  proveerán  de  igual  forma
dentro de los 90 días siguientes a que se produzca.

El  Consejo  Resolutivo se  constituirá  y
funcionará a lo menos con 60 días de anticipación al  término de cada
período  legislativo.  Para  sesionar  y  adoptar  acuerdos  se  requerirá  la
mayoría de sus integrantes. No obstante ello, en el mes de noviembre de
cada año, el Consejo deberá pronunciarse sobre la reajustabilidad de las
asignaciones. En la misma oportunidad, a solicitud del Presidente de la
Cámara  de  Diputados,  del  Presidente  del  Senado  o  de  dos  comités
parlamentarios, podrá pronunciarse sobre la conveniencia de suprimir o
modificar  las  asignaciones  existentes.  Los  acuerdos  que  el  Consejo
Resolutivo adopte en este ámbito  regirán desde la fecha en que se dé
cuenta de ellos en ambas Cámaras.

 El Senado y la Cámara de Diputados deberán
proporcionar la información que requiera el Consejo Resolutivo y prestar
por  iguales  partes  los  medios  y  recursos  necesarios  para  su
funcionamiento.”. 

Antes  de  continuar  con  el  estudio  de  estas
proposiciones la Comisión Mixta acordó consultar la opinión de algunos
abogados y profesores de derecho con el fin de precisar el alcance de la
autonomía  presupuestaria  del  Congreso  Nacional  y  la  factibilidad  de
establecer sanciones especiales para quienes atenten contra el patrimonio
de la Corporación.

En  primer  lugar,  se  escuchó  al  abogado
constitucionalista señor Patricio Zapata Larraín, quien al comenzar su
exposición señaló que ella de dividiría en dos acápites.
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La  primera,  dedicada  a  examinar  el  origen,
sentido y alcance de la Autonomía del Congreso Nacional y, la segunda, a
la forma en que dicha noción  ha quedado plasmada en la Ley Orgánica
Constitucional del Congreso Nacional y en sus sucesivas reformas.

Señaló  que  si  el  Parlamento  quiere  cumplir
satisfactoriamente las tareas que le asigna el Orden Constitucional, debe
tener una posición institucional independiente de los demás poderes del
Estado.

En  efecto,  ya  sea  que  se  trate  de  la  función
legisladora,  de  la  fiscalización  de  los  actos  del  Gobierno,  o  de  hacer
efectiva la responsabilidad política de las autoridades que la Constitución
Política señala, o dar su consentimiento para determinadas nominaciones
o emitir dictámenes, se requiere que ambas ramas del Congreso Nacional
constituyan un espacio de reflexión o de debate de todas las visiones que
se  expresan  en  el  país.  Connotó  que  el  aporte  valioso  y  único  del
Parlamento, aquel que lo justifica como una Institución relevante, consiste
en representar la voluntad soberana del  pueblo no sólo como un mero
repetidor de lo que otros o las encuestas dicen, sino que como un sujeto
activo, crítico que influye y es influido por los debates ciudadanos. 

En  consecuencia,  para  permitirle  a  esta
Institución poder cumplir su misión representativa, ella debe ser autónoma.

No obstante que los órganos del Estado están
llamados a interactuar y cooperar, sostuvo que no ha perdido vigencia la
advertencia que hace más de 261 años formuló el Barón de Montesquieu
en  el  “Espíritu  de  las  Leyes”.  El  Legislativo  debe  ser  un  poder
independiente.

Al  escribir  el  mencionado  libro,  el  Barón  de
Montesquieu se  inspiró  especialmente  en  lo  que  él  había  observado
acerca de la forma en que se ejercía el poder político en Inglaterra.

A la luz de este antecedente, pasó a referirse
brevemente a aquel conjunto de arreglos institucionales o prerrogativas de
las que se fue dotando el Parlamento Inglés, toda vez que los consideró
indispensables  para  cumplir  adecuadamente  su  función  legislativa  y
representativa.

En  primer  lugar,  connotó  que  en  1512,  dicho
Parlamento reclamó el derecho a que sus miembros fueran juzgados por
un tribunal especial. En 1523, siendo Tomás Moro speaker de la Cámara
de los Comunes hizo un fuerte alegato a favor de la inviolabilidad de los
discursos que se pronunciaban en la Sala. En 1543, dicha Cámara envió a
algunos de sus funcionarios a liberar a uno de sus miembros que había
sido arrestado sin que se cumpliera lo que hoy llamaríamos un desafuero.
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En 1547,  se  empieza  a  llevar  un  registro  de  los  discursos,  debates  y
deliberaciones.  En  1553  el  Parlamento  Inglés  reclama  el  derecho  a
calificar la elección de sus integrantes. En 1559 se afirma la inviolabilidad
de los  discursos.  De esta  manera,  durante  el  siglo  XVI,  se  afianzaron
instituciones que hoy en día nos parecen familiares como la inviolabilidad,
el fuero y una cierta autonomía.
 

Durante el siglo XVII esta autonomía comenzó a
adquirir un carácter financiero.

No debe sorprender –continuó- que la primera
Constitución Política Estadounidense de 1787, en su artículo 1°, sección
quinta, diga que cada Cámara tendrá unas Rules of Proceding de acuerdo
con los cuales se castigará a sus miembros y se organizará su trabajo.

Esa misma Constitución, en la sección sexta del
referido artículo 1°, establece privilegios respecto del arresto, inviolabilidad
y una compensación por los servicios de los Congresistas, lo que nosotros
llamamos hoy en día “Dieta Parlamentaria”.

Algo  similar  a  lo  anterior  hicieron  las
Constituciones Francesas de 1791 y 1793 y la Constitución de Cádiz de
1812. Esta última dispuso, en su artículo 127, que “en la discusión que se
produzca en las Cortes y en todo lo que diga relación con su Gobierno
Interior  se  observará  el  reglamento  que  se  forme  por  estas  Cortes
Generales.”.  En  consecuencia,  en  este  documento,  que  sirve  de
antecedente al proceso de emancipación, aparece ya  la idea de que en
un Reglamento se organizará el trabajo del Parlamento.
 

Añadió que, por lo tanto, no debía extrañar que
José Joaquín de Mora al redactar  nuestra Constitución de 1828, planteé,
en el artículo 37, que “las Cámaras se regirán por el Reglamento que cada
una  de  ellas  acuerde” y  que  –  como  lo  dispone  el  artículo  39-  cada
Cámara  fijará  sus  gastos respectivos,  poniéndolo  en  noticia  del
Gobierno,  para  que  se  incluyan  en  los  presupuestos  Generales  de  la
Nación.”.

Las Constituciones Chilenas de 1833,  1925 y
1980,  con  mayor  o  menor  acierto,  recogen  este  aprendizaje.  La
Constitución de 1925 incorporó la idea de la “Dieta”, luego de un debate
amplio y controvertido.

La  referida  Constitución  Política  precisó  que
sólo en virtud de una ley se podía fijar la remuneración de que gozarían
los diputados y senadores. Las modificaciones a ellas sólo regirían en el
período legislativo siguiente al de su aprobación. 

En definitiva, la Constitución de 1925 le entregó
a legislador la facultad de fijarse la remuneración sin indicar un monto.
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Un importante tratadista de dicha Constitución
como fue don Carlos Andrade Geywitz, señaló, en su obra “Elementos de
Derecho Constitucional Chileno”, que aparentemente el monto de la Dieta
que reciben los parlamentarios era alto; sin embargo, puntualizaba, ellos
deben  concurrir  al  mantenimiento  de  diarios  y  publicaciones  de  sus
partidos políticos, gastos de campañas electorales, cuotas al partido y las
demás peticiones que les demandan los ciudadanos de la provincia o zona
que representan.

Resaltó  que  esta  opinión  proviene  de  un
catedrático que se desempeñó en los años 30 o 40 años del siglo pasado
como abogado en la Cámara de Diputados y que, por lo tanto, conocía la
naturaleza de la función parlamentaria.

En  un  proyecto  de  reforma  aprobado  en  la
Cámara de Diputados el año 1965 -texto que no prosperó finalmente- se
establecía  que “Los diputados y senadores sólo  recibirán como sueldo
base la remuneración de los ministros de la Corte Suprema y percibirán
como única asignación complementaria por  el  desempeño de su cargo
una suma equivalente al 50% de su dieta”. Aparece de esta manera un
primer intento por definir el referido monto. La Constitución de 1980 optó
por  homologar  la  dieta  parlamentaria  con  los  ingresos  que  percibe  un
Ministro de Estado incluyendo todas sus asignaciones.

Manifestó que en esta norma constitucional hay
un  reconocimiento  de  una  dieta  parlamentaria  cuyo  monto  se  estima
suficiente  y una estrategia para evitar que sea el propio Parlamento el que
defina el monto de la misma. De esta manera se fija un máximo, es decir,
se establece un control cuantitativo.

A continuación, manifestó que entendía que lo
que hoy interesa al Parlamento es examinar cuán viables son los controles
cualitativos. Es decir, no sólo que se sepa el monto de las asignaciones,
sino que se conozca cuáles son los mecanismos de control y quién tiene
la responsabilidad de realizar dicha labor.

La  pregunta,  dijo,  es  si  en  el  2009,  dado los
valores  culturales  imperantes  y  los  cambios  que  se  han producido,  se
puede seguir sosteniendo la autonomía del Congreso sobre la base de la
inviolabilidad, el fuero o su autonomía financiera.

En relación con este último punto, señaló que
existían buenas razones para entender que la autonomía financiera del
Congreso  Nacional  constituye  un  elemento  esencial  de  la  Institución
Parlamentaria,  a  diferencia  de  lo  que  ocurre  con  la  denominada
independencia financiera del Poder Judicial. Los defensores de esta última
posición  señalan  que  los  magistrados  requieren,  para  desempeñar  en
forma  adecuada  su  labor  jurisdiccional,  una  autonomía  presupuestaria
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similar a la que tiene el Congreso Nacional. Al respecto, expresó que el
Poder Judicial  puede cumplir  adecuadamente sus funciones aunque no
esté dotado de ella, en cambio el Congreso Nacional no.

Explicó que,  preliminarmente,  los  argumentos
en que se sustenta esta opinión son los siguientes:

El  Parlamento  cobija  la  política  en su  versión
más pura y ésta se resiste a ser juzgada tecnocráticamente.

En este  sentido,  volvió  a  recordar  al  profesor
Carlos  Andrade,  en  cuanto  a  que  es  preciso  entender  que  la  función
parlamentaria está cruzada por un lado por la representación ciudadana y,
en segundo lugar, por la presencia de los partidos políticos y la disciplina
que ellos  imponen,  se  resiste  a  ser  juzgada  por  los  parámetros  de la
tecnocracia,  los  parámetros  judiciales  o  una  auditoría  completamente
externa. 

Advirtió  que  estos  controles  externos  no  son
apolíticos.  Algunas  de  las  iniciativas  que  hemos  visto  en  experiencias
comparadas,  que  al  principio  fueron  vistas  por  la  ciudadanía  como
cruzadas positivas –Mani pulite, en Italia, o las tareas que desarrolló el
juez  Baltasar  Garzón  en  España-  que  en  algún  momento  pusieron  en
jaque a una clase política completa, a poco andar fueron revelando que
los jueces, como todas las personas, tienen vocación política o agenda
política propia y pueden ser parte de una facción política.
 

Entonces, aseguró, la autonomía financiera es
una necesidad o una garantía de que la actividad política no será juzgada
por criterios ajenos que no entiendan su propia especificidad y para evitar
que de manera subrepticia otros poderes, igualmente políticos, aunque no
lo asuman, entren a definir las decisiones legislativas de la República.

Enseguida, pasó a referirse a la historia de la
Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

Hizo  notar  que  hay leyes  orgánicas  de
competencia general, donde todo lo que tiene que ver con la competencia
de un órgano está entregado a legislador orgánico. Añadió que existían
otras  leyes  de  competencia  básica,  que  sólo  regulan  la  base  de  una
institución,  ejemplo  de  lo  anterior  es  la  Ley  Orgánica  de  las  Fuerzas
Armadas.

Resaltó,  además,  que  existen tres  leyes
orgánicas a las cuales la Constitución Política les asignó específicamente
determinadas materias.  Ellas son la ley sobre Enseñanza, la Ley sobre
Concesiones  Mineras  y,  finalmente,  la  Ley  del  Congreso  Nacional.  Es
decir,  pertenecen  a  la  categoría  de  ley  orgánica  de  competencia
específica.

159



Manifestó  que  tratándose  del  Congreso
Nacional, la Constitución Política remite al ámbito orgánico constitucional
los siguientes asuntos: las urgencias, las acusaciones constitucionales y
la  tramitación  interna  de  la  ley.  No  todo  lo  que  dice  relación   con  el
Congreso Nacional tiene rango orgánico constitucional. Así lo entendió el
año  1990  el  Tribunal  Constitucional  cuando  efectuó  el  control  de
constitucionalidad de la ley Nº 18.918. En esa oportunidad, señaló que
sólo un tercio de sus normas tenían tal condición.

En  los  últimos  años,  a  propósito  de  las
modificaciones a dicha ley, ha estado presente en el debate el tema de la
autonomía.

La primera reforma importante a Ley Orgánica
Constitucional del Congreso Nacional se encuentra en la ley Nº 19.297
que modificó los artículos 2° y 3° de dicho cuerpo legal. Esta normativa
enfatiza  la  independencia  del  Congreso  Nacional,  especialmente  en  el
ámbito  de  su  autonomía  organizacional  y  de  personal.  Esta  ley  es
extraordinariamente  importante  pues  vino  a  despejar  las  dudas  que
pudieron haber quedado sobre la situación institucional del Congreso bajo
la  Constitución  de  1980.  Aunque  esta  iniciativa  fue  eventualmente
patrocinada  por  el  Ejecutivo,  su  génesis  deriva  del  interés  de  los
Presidentes del Senado y de la Cámara de Diputados de aquel entonces y
se fundó en parte en las ideas contenidas en una Moción que presentaron
diversos diputados (Boletín Nº 177-07). La Cámara de origen siempre tuvo
en cuenta que estas normas no tenían rango orgánico constitucional, sino
que eran de quórum simple y no fue remitido al  control  preventivo del
Tribunal Constitucional.

Seguidamente,  recordó  que  en  el  año  1999,
entró  en  vigor  la  ley  Nº  19.653,  conocida  como Ley  de  Probidad  que
introdujo tres nuevos artículos a la Ley del Congreso Nacional (artículos 5°
A -referido a probidad, 5° B – relativo a los conflicto de intereses- y 5° C –
relacionado con la declaración de intereses-). Contra texto expreso de la
Constitución  Política,  estas  normas  fueron  consideradas  de  rango
orgánico constitucional por el Tribunal Constitucional. (Sentencia Rol Nº
299, de 19 de diciembre de 1999). Este fallo coincide con una época en
que dicho Tribunal expandió lo que se entiende por materias orgánicas
constitucionales. Recordó que esta ley de probidad tuvo su origen en la
Comisión de Ética Pública formada por el ex Presidente Frei. Cuando se
aprobaron  estas  normas  nunca  se  entendió  que  ellas  afectaban  la
autonomía parlamentaria.

En el mismo sentido, hizo presente que el año
2003,  se  publicó  la  ley  Nº  19.875,  que  modificó  nuevamente  la  Ley
Orgánica  del  Congreso  Nacional,  para  agregar  dos  nuevos  incisos  al
artículo 19 de dicha ley, enmienda que confirió un carácter permanente a
la Comisión Especial de Presupuestos. Esta iniciativa se inscribe en los
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esfuerzos por reforzar y modernizar la actividad del Parlamento, dotándolo
de una herramienta que le permita tener un diálogo más simétrico con el
Ministerio de Hacienda. Pese a que su contenido no guardaba ninguna
relación con las materias propias de ley orgánica constitucional, el Tribunal
Constitucional controló preventivamente ambos incisos bajo la discutible
tesis de que el funcionamiento permanente de esta Comisión tenía que ver
con la tramitación interna de la ley. 

En relación con esta decisión, puntualizó que, a
su  parecer,  la  tramitación  interna  de  la  ley  es  un  ámbito  distinto  del
seguimiento de la ejecución presupuestaria que realizan los Ministerios.

A continuación, puso de relieve que la ley Nº
19.896, que reformó la Ley sobre Administración Financiera del Estado,
modificó  el  artículo  54  de  la  Ley  Orgánica  del  Congreso  Nacional,
estableciendo que “Cada Cámara determinará la forma en que participará
en el sistema de información administrativa y financiera establecido para
los  órganos  y  servicios  públicos  regidos  por  la  Ley  de  Administración
Financiera del Estado, información que acreditará el cumplimiento de las
normas legales aplicables al Congreso Nacional”.

Aunque esta modificación legal, promovida por
el  Ministerio  de  Hacienda,  perseguía  homogeneizar  criterios  de
administración financiera del Estado, mediante ella no se atenta sino que
se reafirma  la  Autonomía Financiera del Congreso Nacional respecto de
las reglas generales aprobadas para el resto del Estado. 

Señaló que estos párrafos fueron remitidos al
control  preventivo  del  Tribunal  Constitucional,  quien  resolvió,
acertadamente, que esta reforma no tenía rango orgánico constitucional
(Sentencia Rol Nº 381, 29 de julio de 2003).

Finalmente, en el año 2006, se publicó la ley Nº
20.088,  que  entre  otras  materias,  intercaló  el  artículo  5°  D  en  la  Ley
Orgánica del Congreso Nacional, para obligar a los senadores y diputados
a efectuar una declaración jurada de sus patrimonios.

Explicó  que,  convencida la  Cámara de origen
de que la norma en estudio no tenía rango orgánico constitucional, no la
incluyó dentro de aquellas materias que tenían que someterse al control
preventivo  del  Tribunal  Constitucional.  Sorprendentemente,  el  Tribunal
Constitucional acordó controlar esta disposición, dando muestra, una vez
más, de su vocación por extender el ámbito de las materias que considera
de rango orgánico constitucional.

Agregó que no compartía dicha decisión pues
una obligación como la señalada no guarda relación con la tramitación
interna de la ley, las acusaciones constitucionales o las urgencias.
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Al  continuar  su  intervención,  sostuvo  que el
Congreso  Nacional  a  lo  largo  de  estos  últimos  veinte  años,
independientemente de las mayorías políticas de turno o de quienes han
ocupado  las  Presidencias  de  ambas  Corporaciones,  ha  tenido  un  solo
criterio: afirmar, con mucha fuerza, la idea de Autonomía Parlamentaria, la
que comprende o incluye, evidentemente, la dimensión financiera.

Hizo  presente  que  los  Presidentes  de  la
República  han  coincidido  una  y  otra  vez  con  esta  interpretación
constitucional  y  han  procedido  a  patrocinar  o  a  promulgar  y  ordenar
publicar estas iniciativas legales. Lo mismo ha ocurrido con el  Tribunal
Constitucional  que  una  y  otra  vez  ha  validado  estas  definiciones
constitucionales.

De  esta  manera,  aseveró,  se  puede  concluir
que tres intérpretes importantísimos del orden constitucional como son el
propio  Parlamento,  el  Presidente  de  la  República  y  el  Tribunal
Constitucional  han  dado  su  sanción  a  esta  manera  de  entender  la
autonomía parlamentaria.

Agregó que lo único que lamentaba era que el
Tribunal  Constitucional  haya  rigidizado  en  demasía  el  alcance  de  las
materias que se consideran de rango orgánico constitucional. Se aviene
más con la idea de autonomía parlamentaria que se declare orgánicas
constitucionales sólo aquellas normas que efectivamente tienen relación
ese rango. Exceso de rigidez del ordenamiento legal del Congreso le quita
independencia o autonomía.

Concluyó haciendo referencia al dilema al que
entendía se encontraba enfrentado en estos días el Congreso Nacional.

Hay  demandas  crecientes  de  publicidad,
transparencia, probidad impulsadas desde la ciudadanía y por los medios
de  comunicación  social  que  exigen  que  se  entregue  más  información
sobre las asignaciones parlamentarias, demandan un control heterónomo
sobre la forma en que se gastan los dineros. Por otra parte, añadió, el
Parlamento no debiera renunciar a un elemento de su esencia cual es su
autonomía,  lo  que  le  permite  ejercer  su  función  con  independencia  y
libertad.

Planteó que una opción  es definir  por  ley  las
asignaciones que percibirán los parlamentarios.  Esta alternativa,  indicó,
tiene  el  riesgo  de  que  el  Congreso  Nacional  sacrifique  en  parte  su
autonomía e involucra al  Presidente de la República desde el  principio
hasta el fin en la definición de estas materias y expone a esta Institución a
eventuales conflictos con el Ejecutivo.

La  segunda  opción,  la  más  difícil,  afirmó,  es
tratar de conciliar las necesidades de transparencia e información con la
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decisión  interna  y  autónoma sobre  las  asignaciones  y  su  control.  Una
fórmula es la que adoptó el Parlamento Británico luego de la crisis que se
produjo hace algunos meses atrás. Agregó que entendía que dichas ideas
han servido de base a una propuesta que han presentado los Presidentes
del Senado y la Cámara de Diputados. Dicha propuesta supone formar
entidades  de  control  o  auditoras  que,  generadas  por  el  Parlamento,
estarán formadas por personas que den garantías de independencia y que
entienden la naturaleza de la actividad política parlamentaria. Atendido lo
anterior,  señaló  que  no  le  parecía  adecuado  que  dichas  entidades
estuvieran formada por jueces y si por ex presidentes o vicepresidentes de
ambas ramas del Congreso Nacional.

Finalmente,  manifestó  que  la  proposición  de
crear el Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentaria o un Comité
de  Auditoría  Parlamentaria,  son  mecanismos  institucionales  que  se
ajustan  a  las  normas  constitucionales  que  ha  venido  explicando.  No
implican, aseguró,  que el  Parlamento renuncie a lo  que ha sido desde
1810  su  reclamo  de  poder  manejar  internamente  su  presupuesto,  sus
asignaciones y prioridades.

Enseguida, intervino el profesor de derecho y
ex Ministro del Tribunal Constitucional señor Jorge Correa Sutil. Al
iniciar  su  intervención  precisó  que,  en  atención  a  lo  señalado  por  el
profesor don Patricio Zapata, omitiría parte importante de lo que pensaba
exponer  sobre  el  principio  de  la  autonomía  del  Congreso  Nacional,
incluidos  sus  ámbitos  financiero  y  presupuestario.  Adhirió  a  todo  lo
expuesto por él y lo dio por supuesto para efectos de su intervención.

Anunció que se referiría a todo aquello que la
mencionada  autonomía  parlamentaria  permite  hacer,  identificando
aquellos elementos que se encuentran en el límite de la constitucionalidad,
intentando acercarse a lo que él entiende ha sido la discusión habida en
esta Comisión Mixta sobre la materia, que no conoce, pero que sabe se
refiere a la asignación interna de los fondos públicos de las Cámaras, los
sistemas de auditoría y control de esas asignaciones y, eventualmente, de
las sanciones tanto internas como externas que podrían aplicarse en los
casos de irregularidades en el uso de esos recursos.

Supuso que no está en discusión el monto de
los recursos financieros que anualmente recibe el Congreso nacional para
su funcionamiento; lo que materia propia de la Ley de Presupuestos.

Consideró  que  tampoco  es  cuestionada  la
atribución  del  Congreso  Nacional  para,  en  forma  autónoma,  imputar,
distribuir, asignar y gastar esos fondos públicos.

En tercer lugar, dio por sobreentendido que esa
forma  de  distribuir  y  gastar  los  fondos  debe  ajustarse  a  las  normas
constitucionales, legales y reglamentarias pertinentes y, además, ajustarse
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a las decisiones de los órganos competentes internos de cada Cámara.
También dio por supuesto que entre esas normas que establecen y limitan
el modo de administrar los recursos existe una cierta jerarquía y, por lo
tanto, sólo puede disponerse por reglamento aquello que la ley permite y,
por ley, únicamente lo que autoriza la Constitución Política.

Afirmó,  asimismo,  que  lo  dispuesto  por  los
reglamentos de las Cámaras obliga a los miembros de éstas, mas no a
terceros.  Este  es,  dijo,  el  límite  de  los  reglamentos,  más  allá  de  los
debates conocidos en torno a los alcances de ellos.  Esas discusiones,
añadió,  no  permiten  concluir  sino  que  esos  cuerpos  normativos  no
empecen a terceros.

Expresó  que  dentro  del  conjunto  de  normas
citadas existen algunas de control heterónomo, propias de la regulación de
fondos públicos que,  no obstante,  no  se  aplican al  Congreso Nacional
como,  por  ejemplo,  la  fiscalización  de  la  Contraloría  General  de  la
República, pero que también existen tipos penales que sí afectan a los
recursos  públicos  destinados  al  Parlamento.  En  síntesis,  reiteró,  no
existen auditorías o sistemas de control heterónomo respecto de la forma
en  que  el  Congreso  Nacional  distribuye  y  asigna  sus  fondos,  con
excepción de los tipos penales.

Dio por supuesto, finalmente, que esas reglas y
decisiones establecidas en los diversos niveles normativos y aún las que
se adopten internamente en el Congreso, son públicas y están sujetas a
las obligaciones de probidad y transparencia establecidas en el artículo 8°
de la Carta Fundamental.

Respecto de este último supuesto, formuló una
reflexión adicional.  Connotó que no obstante que el  legislador  no haya
extendido al Parlamento diversas obligaciones de transparencia activa y
pasiva  que  afectan  otros  órganos  públicos,  a  su  juicio  el  Congreso
Nacional no queda liberado de la obligación genérica del referido artículo
8°. Todavía más, sostuvo que la referida Ley de Transparencia adolece de
un reproche de inconstitucionalidad por omisión. Opinó que es de dudosa
constitucionalidad la circunstancia de que otros órganos autónomos hayan
quedado constitucionalmente sujetos a ciertas obligaciones y, en cambio,
el  Parlamento,  excepcionalmente,  haya  quedado  liberado  de  ellas,  no
obstante su autonomía.

Sobre  la  base  de  los  supuestos  reseñados,
manifestó que las auditorías internas y formas autárquicas de control  y
revisión  de cuentas  forman parte  de  la  autonomía  del  Parlamento,  sin
perjuicio de las reglas de transparencia que deberían cumplirse.

Consideró que, salvo referencias a las garantías
de  autonomía  clásicas  como  el  fuero,  la  inviolabilidad  o  la
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irresponsabilidad  política,  la  doctrina  nacional  no  ha  abordado
mayormente el régimen económico del Congreso Nacional.

Agregó  que,  la  autonomía  financiera  del
Congreso  Nacional,  su  potestad  normativa  interna  y  el  hecho  de  que,
además,  haya  ejercido  esta  última  sin  reparos  por  parte  del  Tribunal
Constitucional, hacen indudable que los sistemas de control de sus gastos
puedan ser autárquicamente fijados por las propias Cámaras, incluso sin
necesidad de efectuar reformas legislativas.

En  síntesis,  insistió  en  que  las  fórmulas  de
asignación  de  fondos  y  de  auditoría  interna  son  expresiones  de  la
autonomía  financiera  del  Congreso  Nacional,  aunque  sujetas  a  la
obligación de publicidad.

En segundo lugar, se refirió a la composición de
los  órganos  de  asignación  y  control  de  los  recursos  financieros  del
Parlamento y, específicamente, a la posibilidad de que personas externas
a él integren dichos órganos.

Al efecto, recordó que el Tribunal Constitucional
resolvió, respecto del Banco Central, del Tribunal Electoral y de sí mismo,
que esos órganos no están sujetos a decisiones de corrección por parte
de entidades externas como el Consejo de Transparencia o las Cortes de
Apelaciones, en virtud de la autonomía de que aquellos están dotados.

Opinó que, en la materia en análisis, este último
criterio es plenamente aplicable. En otras palabras, agregó, si la entidad
llamada a asignar recursos o auditar el uso de los mismos fuera generada
por  los  propios  parlamentarios,  de  acuerdo  a  normas  reglamentarias
dictadas  por  este  mismo  Poder  del  Estado  o  por  normas  legales,  se
volvería improbable algún reproche de constitucionalidad.

En  relación  con  la  sujeción  del  Congreso
Nacional  a  investigaciones  y  sanciones  judiciales,  sostuvo  que  por
disposición constitucional le corresponde al Ministerio Público ejercer sus
funciones sin limitaciones en cuanto a la persona involucrada.

Explicó,  finalmente,  que  los  estándares  de
escrutinio o revisión de la constitucionalidad de una ley son diversos. Se
ha instalado en el  derecho comparado -y no en el  derecho chileno- un
criterio  según  el  cual  en  aquellas  oportunidades  en  que  se  afectan
minorías con poca presencia en el debate público o cuando el Congreso
Nacional  legisla  de  un modo que pudiera  favorecer  especialmente  sus
intereses  o  los  intereses,  por  ejemplo,  de  los  parlamentarios  que
pretenden  ser  reelegidos,  el  examen  de  proporcionalidad  debería  ser
particularmente severo porque, de acuerdo a la tesis que subyace en este
análisis, el control de constitucionalidad es especialmente lícito cuando se
trata  de  velar  por  el  procedimiento  legislativo,  más  que  por  unos
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resultados  determinados,  que  cuente  con  la  debida  legitimidad  que  la
democracia exige.  Es decir,  añadió,  el  control  de  constitucionalidad no
debiera  adscribirse  tanto  a  un  determinado  valor,  respecto  del  cual  el
Congreso  Nacional  podría  tener  una  opinión  tan  valiosa  como  la  de
cualquier tribunal, incluido el Constitucional, sino, antes bien, debe velar
por la transparencia y equidad del proceso legislativo.

En relación con el  tema de la  autonomía del
Congreso Nacional y la conveniencia de establecer un tipo penal especial
que pudiera sancionar las conductas de los parlamentarios que atenten
contra la Corporación a la que pertenecen, la Comisión escuchó la opinión
de los profesores señores Juan Domingo Acosta Sánchez,  Jorge Bofill
Genzsch y Jean Pierre Matus Acuña.

En síntesis, en dichas exposiciones se explicó
que si  bien la Ley Orgánica del  Congreso Nacional  reconoce a éste la
capacidad para administrar de manera autónoma fondos presupuestarios
que le asigna la Ley de presupuestos, lo anterior, no parece suponer, en la
actualidad, la existencia de una personalidad jurídica y de un patrimonio
propio  del mismo distinto del Fisco, que haga necesaria una regulación
expresa de las eventuales defraudaciones que sufra una Corporación.

Se recordó, asimismo, que el decreto ley sobre
Administración Financiera del Estado, comprende dentro del “sistema de
administración  financiera  del  Estado”  al  Congreso  Nacional,  el  cual  se
entiende,  en consecuencia,  para estos efectos,  como parte  del  “Sector
Público”.

Sin perjuicio  de lo  anterior,  se puntualizó que
los  artículos  53  y  54  de  la  Ley  Orgánica  Constitucional  del  Congreso
Nacional  otorga  a  cada  Corporación  la  facultad  de  administrar
autónomamente  los  recursos  presupuestarios  del  Estado que han sido
puestos  a  su  disposición  para  el  cumplimiento  de  la  función  pública
esencial  que  le  corresponde.  Sin  embargo,  ello  no  supone,  en  modo
alguno,  que  esos  fondos  constituyan  un  patrimonio  autónomo  de  la
Corporación, separado del Estado.

Por lo tanto, plantearon que no era  necesario
aprobar  una disposición penal que establezca una figura autónoma para
proteger  el  patrimonio del  Congreso  Nacional,  el  cual,  como parte  del
patrimonio  del  Estado, se  encuentra  suficientemente  protegido  por  el
ordenamiento jurídico.

En  resumen,  no  se  mostraron  partidarios  de
introducir figuras penales ni plazos de prescripción especiales en la Ley
Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

oooo
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Teniendo en cuenta dichas consideraciones, la
Comisión  discutió  sobre  el  contenido  de  las  proposiciones  de  los
Presidentes  de  ambas  Corporaciones  para  incorporar  en  la  Ley  del
Congreso  Nacional  un  Consejo  Resolutivo  de  Asignaciones
Parlamentarias.

El  Honorable  Senador  señor  Gómez sugirió
discutir, en primer lugar, si debe existir una entidad externa al Congreso
Nacional, conformada por personas que no pertenecen al Parlamento y
que duran un determinado período de tiempo y cuya función debiera ser
establecer las asignaciones que podría recibir cada parlamentario.

Asimismo, hizo presente que en el artículo 54
ter
-que se describirá en el acápite siguiente- los Presidentes proponen crear
un Comité de Auditoría Parlamentaria encargado de revisar y controlar,
anualmente, el correcto uso de las asignaciones parlamentarias.

En  tercer  lugar,  señaló  que  era  necesario
determinar  si  la  Comisión  de  Ética  del  Senado  y  de  Conducta  de  la
Cámara  tendrían  facultades  para  sancionar  a  los  parlamentarios  que
hagan  un  mal  uso  de  las  normas  que  regulan  el  correcto  uso  de  las
asignaciones que éstos perciban.

La  Honorable  Senadora  señora  Alvear
compartió la idea de pronunciarse primero sobre los criterios expuestos
antes  de  votar  las  proposiciones  formuladas.  No  obstante  lo  anterior,
explicó que algunos parlamentarios le han manifestado que no resultaría
conveniente cercenar las facultades que actualmente tiene el  Congreso
Nacional.  En este sentido, explicó que dichas opiniones se inclinan por
establecer un mecanismo interno de control que  podría ser desempeñado
por las Comisiones de Ética de cada Corporación.

El Honorable Senador señor Muñoz Aburto
señaló que él está abierto a discutir los criterios planteados pero que en
principio  no  era  partidario  de  crear  entidades  externas  al  Congreso
Nacional que resolvieran sobre las asignaciones parlamentarias. Agregó
que le parecía inadecuado quitarle atribuciones al Parlamento. Sobre esta
materia  insistió  en  que  dichos  controles  debían  existir,  ser  rigurosos  y
estar radicados en el ámbito interno del Congreso Nacional. Al respecto,
propuso  otorgar  más  facultades  a  las  Comisiones  de  Ética  de  ambas
Cámaras para sancionar el mal uso de las asignaciones parlamentarias. 

El Honorable Diputado señor Ceroni explicó
que  la  creación  de  una  Comisión  externa  abocada  al  tema  de  las
asignaciones  que  perciben  los  parlamentarios  no  puede  cercenar  o
impedir  la  labor que éstos realizan.  En todo caso,  dijo,  dicha comisión
externa debiera conocer realmente cuáles son las necesidades efectivas
que  tienen  los  parlamentarios  para  cumplir  con  la  labor  legislativa  y
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representativa  que  desempeñan.  Estas  normas  debieran  servir  para
transparentar  el  trabajo  legislativo  y  no  limitar  el  ejercicio  de  la  labor
parlamentaria.

El Honorable Diputado señor Duarte declaró
que lo primero que es necesario definir  es el  ámbito de autonomía del
Congreso Nacional en materia financiera y presupuestaria. Manifestó que
él era partidario de reforzar dicha autonomía y definir claramente el tema
de las asignaciones parlamentarias. Agregó que la primera de la fórmulas
propuestas para definir dicha comisión externa le parecía más adecuada
pues  integraba  a  personas  que  habían  desempeñado  la  función
parlamentaria  con  quienes  provienen  del  ámbito  externo  al  Congreso
Nacional. Finalizó, señalando que era partidario de crear un órgano interno
dedicado  a  realizar  la  auditoría  de  la  forma  en  que  se  utilizan  las
asignaciones parlamentarias y definir adecuadamente un mecanismo para
configurar  la  dependencia  laboral  del  personal  que  contratan  los
parlamentarios.

En  relación  con  el  tema  de  las  asignaciones
parlamentarias, el Honorable Senador señor Gómez puso de relieve que
conforme  al  artículo  62  de  la  Constitución  Política,  los  parlamentarios
recibían una dieta equivalente a la remuneración de un Ministro de Estado
y a las asignaciones que éstos perciben. Las asignaciones para el trabajo
parlamentario  no dependen de la dieta que reciben los parlamentarios.
Agregó  que  el  Congreso  Nacional  es  soberano  para  determinar  las
asignaciones  que  corresponde  entregar  a  los  parlamentarios  para  que
éstos  puedan  cumplir  con  su  labor  legislativa  y  representativa  (por
ejemplo, asignaciones de traslado o arriendo de oficinas, entre otras).

El  Honorable  Diputados  señor  Díaz afirmó
que ya existía un consenso en la Cámara de Diputados para crear una
Comisión externa que vea el  tema de las asignaciones parlamentarias.
Señaló  que  era  muy  importante  definir  quienes  van  a  integrar  dicha
Comisión. En este sentido, aclaró que le parecía más adecuada la fórmula
propuesta por los Presidentes de ambas ramas del Congreso Nacional.
Concluyó señalando que los parlamentarios debieran estar liberados de
tener que contratar directamente al personal que laboran para ellos o sus
oficinas regionales. 

El Honorable Diputado señor Burgos planteó
que las normas que se aprueben en esta materia debieran contribuir a
aumentar  la  transparencia  con  que  los  parlamentarios  desempeñan su
labor y reciben sus asignaciones.

El  Ministro  Secretario  General  de  la
Presidencia,  señor  Viera-Gallo, explicó  que  los  Ministros  de  Estado
recibían una sola asignación que se denomina de Dirección Superior. Las
asignaciones que reciben los parlamentarios no debieran denominarse de
esa manera pues se presta a confusiones y se crea la impresión de que
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existe una amplia discrecionalidad en esta materia. Se mostró partidario
de que dichas asignaciones se denominen como en el resto del sector
público. Así  podrían llamarse viáticos o asignaciones de personal  o  de
gastos de representación. 

Agregó  que  esos  gastos  podrían  definirse
claramente en la Ley de Presupuestos del Sector Público. Agregó que el
problema estaba en el control de estos recursos. Añadió que la Contraloría
General de la República podría desempeñar dicha labor.

El Honorable Senador señor Novoa aseguró
que las propuestas presentadas en forma conjunta con el Presidente de la
Cámara  de  Diputados  no  pretendían  debilitar  la  autonomía  del
Parlamento.  Añadió  que  los  artículos  53  y  54  de  la  Ley  Orgánica
Constitucional  del  Congreso  Nacional  reconocen  la  independencia
financiera  y  presupuestaria  de  estas  Corporaciones.  Manifestó  que  el
Congreso Nacional para el cumplimiento de sus funciones constitucionales
no  puede  estar  supeditado  financieramente  al  Gobierno,  y  que,  para
conservar la mencionada autonomía, debe existir completa transparencia
en  la  manera  en  que  se  asignan  dichos  recursos.  Consideró  muy
importante que la opinión pública conozca como se utilizan y distribuyen
dichos recursos. 

Precisó  que  en  los  últimos  meses,  el
Parlamento inglés, luego de fuertes cuestionamientos a la forma en que
algunos sus miembros habían utilizado sus asignaciones, aprobó una ley
que establece una Autoridad Independiente (Autoridad Independiente de
Estándar  Parlamentario,  AIEP)  encargada  de  regular  el  sistema  de
asignaciones  que  perciben  los  parlamentarios.  Creó,  asimismo,  un
comisionado dedicado a vigilar la forma en que utilizan dichos recursos y
que tiene el deber de informar a la AIEP cualquier anomalía que detecte.
Dicha  autoridad  puede  recomendar  a  la  Cámara  de  los  Comunes  la
aplicación de las sanciones que correspondan al parlamentario que infrinja
las disposiciones sobre asignaciones parlamentarias.

Añadió  que  también  en  el  caso  de  Chile  era
importante que un tercero independiente del Congreso Nacional defina las
asignaciones que deben recibir los parlamentarios. Dichas asignaciones
no  debieran  ser  fijadas  por  el  Congreso  ni  por  las  autoridades  de
Gobierno.  Puntualizó  que  con  el  Ejecutivo  sólo  se  discute  el  marco
presupuestario general de los recursos que corresponde al Parlamento.
Insistió en que esta autoridad externa al Congreso debiera estar integrada
por personas que no forman parte del Congreso Nacional pero que son
nombradas por éste.

Seguidamente,  connotó  que  el  Comité  de
Auditoría  Parlamentaria  está  concebido  como  un  órgano  interno  del
Congreso Nacional, distinto de las actuales tesorerías de ambas Cámaras.
Este  Comité  debiera  revisar  en  detalle  las  cuentas  parlamentarias  y
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certificar, a lo menos una vez al año, que se ha dado cumplimiento a la
normativa que regula el uso de las referidas asignaciones.

Añadió que si los parlamentarios reciben fondos
públicos es indispensable que rindan cuenta del uso de dichos recursos
ante un órgano técnico que verifique su correcta utilización.

Precisó  que  se  debe  establecer  un
procedimiento específico para el caso en que existan observaciones a las
cuentas  presentadas  con  el  fin  de  que  puedan  ser  corregidas
oportunamente. Asimismo, para el caso en que se produzca un mal uso de
los recursos que amerite una sanción de mayor entidad, resulta necesario
precisar un tipo penal específico que sancione dicha conducta y que sea la
propia Comisión de Ética la que esté obligada a presentar la denuncia.

Coincidió con que el término “asignación” no es
el más adecuado para definir estos recursos, estimando más propio hablar
de “reembolso  de  gastos”  en  que  incurre  un  parlamentario,  como,  por
ejemplo, la contratación de un profesional que lo asesora o el arriendo de
una oficina.

Aseguró que no correspondía que la Contraloría
revise las cuentas del Congreso Nacional, pues constitucionalmente a ella
le  corresponde  vigilar  los  actos  de  la  Administración  del  Estado  y  el
Parlamento no forma parte de la misma.

Finalmente, señaló que no era partidario de que
el Congreso Nacional asumiera la contratación de todo el personal que se
desempeña  para  los  parlamentarios  ya  que  lo  anterior  puede  generar
dificultades en el funcionamiento del Congreso.

La  Honorable  Senadora  señora  Alvear se
manifestó  a favor  de que sea un órgano externo el  que determine las
asignaciones que reciben los parlamentarios, así como de la composición
que se ha propuesto para dicho consejo. Agregó que en ella se establece
una  integración  que  considera  a  personas  que  conocen  la  labor
parlamentaria y personas que tienen una labor docente destacada en el
área de finanzas y un ex Ministro de Hacienda. Explicó que no compartía
el criterio de que esta entidad estuviera integrada por un ex Ministro del
Tribunal  Constitucional  ni  menos  que  él  la  presida.  Puntualizó  que  de
acuerdo con el artículo 98 de la Constitución Política no corresponde que
la  Contraloría  General  de  la  República  fiscalice  al  Congreso  Nacional.
Precisó  que  dicho  Órgano  Contralor  está  creado  para  velar  por  la
actuación de la Administración del  Estado,  connotando que tampoco el
Poder Judicial está sometido a la fiscalización de la Contraloría General.

Respecto del control que se establezca abogó
porque este funcione no sólo ex post sino que también ex ante para evitar
que se cometan errores en la utilización de los recursos asignados.
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Finalmente, apoyó la idea de que si se vulneran
gravemente las normas que regulan las asignaciones sea la Comisión de
Ética la llamada a denunciar conductas que revistan el carácter de delito. 

El  Honorable  Diputado  señor  Cardemil
estimó que la propuesta presentada por los Presidentes era más completa
y  propuso  trabajar  sobre  ella.  Agregó  que  si  bien  el  Consejo  de
Asignaciones Parlamentarias debe ser un órgano externo al Congreso sus
integrantes deben ser designados por éste. Añadió que el Consejo va a
fijar  las  asignaciones,  el  Comité  de  Auditoría  Parlamentaria  las  va  a
revisar, pero en definitiva va a ser la Comisión Revisora de Cuentas de
cada Cámara la que informará a la Corporación respectiva. Agregó que lo
más  importante  en  esta  materia  es  dar  certeza  a  los  parlamentarios
respecto  de  la  forma  en  que  han  utilizado  las  asignaciones  que  han
recibido. 

El  Honorable Diputado señor Farias explicó
que era necesario dar la mayor transparencia a los gastos en que incurren
los parlamentarios en el desempeño de sus funciones. Igualmente abogó
por definir con claridad el órgano externo que establecerá las asignaciones
parlamentarias,  su  monto  y,  por  sobre  todo,  su  finalidad,  para  que
posteriormente no existan males interpretaciones en esta materia. 

Defendió  que  antes  de  que  opere  un  control
externo se establezca un órgano interno del Congreso Nacional que vigile
la forma en que se utilizan las asignaciones parlamentarias, que valide su
correcta inversión y oriente a los parlamentarios en el uso de ellas.

Enseguida,  el  Honorable  Senador  señor
Espina sometió a votación los siguientes criterios:

1.-  Existirá  un  Consejo  de  Asignaciones
Parlamentarias  constituido  por  personas  que  no  forman  parte  del
Congreso Nacional.

2.-   Habrá  un  órgano  independiente
denominado Comité de Auditoría Parlamentaria.
 

3.-  Las  Comisiones  de  Éticas  de  ambas
Cámaras  podrán  establecer  sólo  sanciones  pecuniarias  a  los
parlamentarios  que  incumplan  las  normas  sobre  uso  de  asignaciones
parlamentarias.

Sometidos a votación dichos criterios fueron
aprobados por la unanimidad de los miembros de la Comisión Mixta
Honorables  senadores  señora  Alvear,  y  señores  Espina,  Gómez y
Muñoz Aburto y los Honorables Diputados señores Burgos, Cardemil,
Ceroni, Díaz y Eluchans.
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oooo

En  sesión  del  día  3  de  agosto  de  2009,  los
Presidentes de ambas Corporaciones, hicieron llegar a la Comisión una
nueva  redacción  de  estas  normas  con  el  fin  de  recoger  las  ideas
planteadas en la sesión anterior.

Antes de entrar al análisis de esta materia,  el
señor  Ministro  Secretario  General  de  la  Presidencia,  señor  Viera-
Gallo, expresó que el Gobierno tenía algunas aprensiones respecto de las
materias que ha venido considerando esta Comisión.

En primer lugar, se refirió a la idea de incorporar
en  la  Ley  Orgánica  del  Congreso  Nacional  un  Consejo  Resolutivo  de
Asignaciones Parlamentarias y un Comité de Auditoría Parlamentaria del
Congreso Nacional. Al respecto, señaló que el Ejecutivo reconoce que el
Congreso Nacional puede crear los organismos que estime necesarios,
pero siempre como expresión del  ejercicio de una facultad de carácter
reglamentario.  Sostuvo  que  se  puede  crear  una  comisión  por  una
enmienda reglamentaria, pero no mediante una modificación legal. Si se
creara por ley, ese organismo va a requerir de recursos públicos, razón
por la que, por afectar la administración financiera y presupuestaria del
Estado, resulta indispensable que dicha iniciativa cuente con el respaldo
del Ejecutivo.  

El  Honorable  Diputado señor  Díaz expresó
que la Cámara de Diputados tenía adoptada la decisión de crear estos
organismos ya sea por la vía reglamentaria o legal, pues ella responde a
la  necesidad  de  la  sociedad  chilena  de  tener  un  Parlamento  más
transparente y que funcione mejor. No compartió el criterio según el cual la
creación de estos organismos requiere del consentimiento del Gobierno.
Si se acepta ese criterio el Parlamento quedaría completamente sometido
al  Ejecutivo.  Agregó  que  en  el  ejercicio  de  la  autonomía  financiera  y
presupuestaria de que goza el Congreso Nacional, éste puede destinar
recursos que corresponden a sus gastos ordinarios, previa la adecuación
correspondiente, a financiar el funcionamiento de estos organismos.

El Honorable Senador señor Novoa manifestó
que la creación de dichos organismos al interior del Congreso Nacional es
una facultad que esta Institución tiene y  que encuentra su respaldo legal
en los artículos 2° y 3° de la Ley Orgánica del Congreso Nacional. Esas
normas regulan la forma en que se pueden crear servicios comunes a
ambas  Corporaciones.  Añadió  que  si  se  podían  establecer  dichas
entidades mediante una modificación reglamentaria, con mayor razón se
podía hacer por ley. Las únicas materias en que se requiere que concurra
también la voluntad del Ejecutivo es la que incide en modificaciones a las
plantas  de  funcionarios  del  Senado,  la  Cámara  de  Diputados  y  la
Biblioteca del Congreso Nacional.
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Connotó que el tema de la fiscalización de las
empresas públicas es un tema de índole completamente distinto en que
hay  que  ponderar  la  conveniencia  de  otorgar  mayores  facultades  al
Congreso Nacional o a los parlamentarios.

El Honorable Senador señor Espina planteó
que la Ley Orgánica del Congreso Nacional era categórica en reconocer,
en  las  normas  que  había  citado  el  Senador  señor  Novoa,  que  el
Parlamento puede crear los organismos que estime convenientes para su
adecuado  funcionamiento.  Hizo  presente  que  por  ley  se  han  creado
comisiones, como la Comisión de Hacienda -cuyo reconocimiento legal se
encuentra  en el  inciso segundo del  artículo  17-  u  organismos como la
Unidad  de  Asesoría  Presupuestaria,  que  está  establecido  en  el  inciso
cuarto del artículo 19 de la mencionada ley.

Asimismo,  hizo  notar  que,  como  resolvió  el
Tribunal  Constitucional,  en  el  considerando número 14 de la  sentencia
dictada en el expediente Rol 242, de 12 de agosto de 1996, los servicios
de apoyo al Congreso Nacional que de consuno acuerden crear ambas
Cámaras para su mejor organización y funcionamiento, son servicios de
una naturaleza distinta a los aludidos por el artículo 62 (hoy  65) número
2° de la Ley Fundamental. 

En consecuencia, agregó, no está sometida su
creación a la iniciativa del Jefe de Estado ya que no son órganos de la
Administración del Estado sino que dependientes del Congreso Nacional.

En  consecuencia,  declaró  admisible  la
proposición de crear los mencionados organismos, pues mediante ellos se
pretende  hacer  más  eficiente  y  transparente  el  funcionamiento  del
Congreso  Nacional,  especialmente  respecto  de  los  recursos  y
asignaciones  que  reciben  los  parlamentarios.  Agregó  que  estas
proposiciones eran admisibles pues decían relación con las ideas matrices
contenidas en la Moción que dio origen a este proyecto de ley. Estimó,
además, que se cumplía cabalmente el mandato del inciso segundo del
artículo 69 de la Constitución Política e inciso final del artículo 23 de la Ley
Orgánica del Congreso Nacional.

En  esta  parte  del  debate,  el  señor  Ministro
Secretario General de la Presidencia hizo reserva de constitucionalidad
sobre la proposición de crear por ley un organismo al interior del Congreso
Nacional  porque,  a  su  juicio,  ello  requiere  de  iniciativa  del  Ejecutivo.
Sugirió  que  las  Cámaras  establezcan  ambos  organismos  mediante
modificaciones reglamentarias.

Seguidamente, la Comisión acordó tratar las
nuevas  proposiciones  que  presentaron,  conjuntamente,  el  señor
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Presidente  del  Senado,  don  Jovino  Novoa  Vásquez  y  el  señor
Presidente de la Cámara de Diputados, don Rodrigo Álvarez Zenteno.

A  continuación,  se  hace  una  relación  de
ellas y los acuerdos adoptados a su respecto.

En primer lugar, la Comisión Mixta consideró la
propuesta de los Presidentes mediante la cual  se incorpora un artículo
nuevo que regula la creación, funciones, integración y forma de elección
de  los  integrantes  del  Consejo  Resolutivo  de  Asignaciones
Parlamentarias.

A continuación, se transcriben cada uno de los
incisos que componen la propuesta de los Presidentes y los acuerdos que
a su respecto adoptó la Comisión Mixta.

El inciso primero establece lo siguiente:

“Artículo  54  A.-  Un  Consejo Resolutivo  de
Asignaciones  Parlamentarias,  oyendo  a  las  Mesas  de  las  respectivas
corporaciones,  será  el  encargado  de  determinar  el  monto,  destino  y
reajustabilidad  de  los  fondos  públicos  destinados  por  cada  cámara  a
financiar el ejercicio de la función pública parlamentaria. “.

Al iniciar el debate de esta norma, el Honorable
Diputado  señor  Burgos preguntó  si  este  Comité  tiene  límites  para
determinar estas asignaciones.

El  Presidente  de  la  Cámara  de  Diputados,
Honorable  Diputado  señor  Álvarez,  explicó  que  el  Comité  deberá
ajustarse al marco de ingresos y gastos que la Ley de Presupuestos fija
anualmente  para cada Cámara. Dicha ley podría determinar el monto de
los fondos que se destinan para pagar dichas asignaciones.
 

El  Ministro  Secretario  General  de  la
Presidencia,  señor  Viera-Gallo,  formuló cuestión de constitucionalidad
sobre  este  precepto  pues,  a  su  juicio,  esta  norma  incide  en  la
administración  financiera  y  presupuestaria  del  Estado,  materia  que
requiere de la iniciativa del Gobierno.

El Honorable Senador señor Espina, explicó
que la Presidencia de esta Comisión Mixta no compartía dicha objeción.

El  Presidente  del  Senado,  Honorable
Senador señor Novoa,  señaló que los recursos a que se refiere esta
norma son  los  que  normalmente  perciben  ambas  ramas del  Congreso
Nacional. Puntualizó que no se trata de recursos nuevos o adicionales a
los que ya están previstos en la referida Ley de Presupuestos.

174



El  Honorable  Senador  señor  Espina sugirió
que la Comisión Mixta,  junto con aprobar esta norma, precisara que la
determinación  de  dichas  asignaciones  se  realizará  con  cargo  a  los
recursos  que  tiene  asignado  el  Congreso  Nacional  en  la  Ley  de
Presupuestos del Sector Público. 

El  Honorable  Diputado  señor  Burgos
preguntó cuál  era la razón para establecer que dicha determinación se
hará oyendo a las Mesas de ambas ramas del Congreso Nacional.

El  Presidente  de  la  Cámara  de  Diputados,
Honorable Diputado señor Álvarez,  aseveró que lo adecuado era que
las Mesas de ambas Corporaciones informen a los integrantes de dicho
Consejo Resolutivo acerca de las necesidades reales y permanentes de
los  parlamentarios  antes  de  que  procedan  a  establecer  dichas
asignaciones.

El  Ministro  Secretario  General  de  la
Presidencia,  señor  Viera-Gallo,  planteó  que  lo  más  prudente  sería
consultar a las Comisiones de Régimen Interior del Senado y de Régimen
Interno de la Cámara de Diputados, pues la Mesa de cada Cámara puede
tener  una  composición  política  determinada  que  no  considere
adecuadamente las visiones de las minorías de cada Cámara. 

El  Honorable  Senador  señor  Espina,
recogiendo el debate producido en la Comisión Mixta, propuso aprobar la
siguiente redacción para el inciso primero:

“Artículo  66.  El  Consejo Resolutivo  de
Asignaciones Parlamentarias determinará, con cargo al presupuesto del
Congreso Nacional, el monto, el destino, la reajustabilidad de los fondos
públicos destinados por cada Cámara a financiar el ejercicio de la función
pública  parlamentaria.  Para  efectuar  dicha  labor,  el  Consejo  oirá  a  la
Comisión de Régimen Interior  del  Senado y de Régimen Interno de la
Cámara de Diputados.”.

Los  miembros  presentes  de  la  Comisión
Mixta  estimaron  adecuada  tal  proposición  y,  unánimemente,
resolvieron  acogerla.  Votaron  favorablemente  los  Honorables
Senadores señora Alvear y señores Espina, Muñoz Aburto y Vásquez,
y los Honorables Diputados señores Burgos, Cardemil, Ceroni, Díaz y
Eluchans.

Seguidamente, consideraron un inciso segundo
propuesto por ambos Presidentes que define lo que ha de entenderse por
función pública parlamentaria. Su texto es el siguiente: 

“Para  todos los  efectos  legales,  se  entenderá
por función pública parlamentaria el ejercicio de la potestad legislativa y de
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las  demás  atribuciones  y  obligaciones  que  establecen  las  leyes  a  los
parlamentarios  y  toda  actividad  destinada  al  cumplimiento  de  tales
funciones;  el  de la representación popular y  toda actividad política que
realizan los diputados, senadores y comités parlamentarios.”.

En relación con este precepto, el Presidente de
la Cámara de Diputados, Honorable Diputado señor Álvarez,  informó
que esta norma persigue precisar que las asignaciones parlamentarias se
establecen para que los parlamentarios puedan desarrollar las tareas que
les encomienda el orden constitucional y las leyes.

En  este  sentido,  sugirió  enmendar  la  norma
propuesta para precisar que la función parlamentaria comprende no sólo
el ejercicio de las funciones y atribuciones que establecen las leyes sino
que, asimismo, las que determina la Constitución Política.
 

El Ministro señor Viera-Gallo planteó la idea
de suprimir en esta norma la referencia que ella hace, a modo ejemplar, a
“la  representación  popular  y  toda  actividad  política  que  realizan  los
diputados,  senadores  y  comités  parlamentarios”,  ya  que  esta  última
oración hace extensiva la actividad parlamentaria a toda actividad política.

El Honorable Senador señor Espina recordó
que  la  función  parlamentaria,  de  conformidad  a  lo  que  establece  la
Constitución Política y las leyes, comprende no sólo las tareas legislativas
sino que también la de representar políticamente al electorado. En el caso
de  los  Diputados,  considera,  además,  la  de  fiscalizar  los  actos  del
Gobierno y, tratándose de los Senadores, el ejercicio de un conjunto de
funciones que la  Constitución  entrega de manera exclusiva al  Senado.
Añadió  que  muchos  incurren  en  el  error  de  creer  que  la  labor
parlamentaria se agota en el ejercicio de la función legislativa y desconoce
la gran cantidad de tiempo que los parlamentarios destinan a las labores
de  representación  popular  y  a  otras  actividades  políticas  que  son
consecuencia  de  lo  anterior.  Connotó  que  la  inmensa  mayoría  de  los
diputados  y  senadores  son  militantes  de  un  partido  político  y  en  tal
condición  asisten  a  reuniones  partidarias,  participan  en  los  consejos
generales  del  partido  y  se reúnen con sus electores.  Esas actividades
políticas,  añadió,  son  fundamentales  para  poder  desarrollar  la  labor
parlamentaria.  En  consecuencia,  la  definición  de  función  pública
parlamentaria debe incluir las tareas de representación popular y demás
actividades políticas que realizan los parlamentarios. Concluyó señalando
que la actividad política partidista es un elemento de la esencia de la vida
parlamentaria.

El  Ministro  señor  Viera-Gallo señaló  que  si
bien  lo  anterior  es  cierto,  dicho  Consejo  Resolutivo  no  debiera  crear
asignaciones especiales para financiar  gastos de campaña electoral,  ni
incrementar  las  asignaciones  que  reciben  los  parlamentarios  en  los
períodos electorales. 
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El  Honorable  Senador  señor  Espina indicó
que  los  parlamentarios  tienen  gastos  permanentes,  asociados  a  las
funciones  que  cumplen,  los  que  no  desaparecen  en  los  períodos  de
campañas electorales; deben, por ejemplo mantener sedes, pagar a los
empleados que trabajan con ellos o viajar a la zona que representan.

El Ministro,  señor Viera-Gallo  explicó que lo
que no debiera financiarse son los gastos de campaña o desembolsos de
carácter extraordinarios con cargo a asignaciones parlamentarias. Agregó
que  entendía  que  cuando  la  norma  habla  de  actividad  política
parlamentaria  se  refiere  a  la  actividad  permanente  que  efectúan  los
diputados y senadores y no a los gastos extraordinarios que deben asumir
durante una campaña electoral.

Por lo anterior, pidió que, si  así lo acuerda la
Comisión  Mixta,  se  deje  constancia  que  la  norma  no  comprende  el
financiamiento de los gastos de campaña electoral.

 El Honorable Diputado señor Burgos propuso
suprimir,  por innecesaria,  la frase “Para todos los efectos legales”, que
encabeza este inciso.
 

La  Honorable  Senadora  señora  Alvear
concordó en la idea de que no se pueden crear asignaciones especiales
con  fines  electorales  ni  otorgar  recursos  adicionales  en  períodos  de
campaña.

El  Honorable  Senador  señor  Vásquez  y  el
Honorable  Diputado  Ceroni indicaron  que  el  Consejo  Resolutivo  de
Asignaciones Parlamentarias en ningún caso podría crear o incrementar
asignaciones de los parlamentarios para financiar gastos electorales.

El  Honorable  Senador  señor  Novoa afirmó
que es perfectamente legítimo y no constituye ninguna tipo de falta que los
parlamentarios, dentro de la actividad política que desarrollan, entreguen
folletos que promuevan tal o cual candidatura presidencial afín a sus ideas
políticas o que concurran a reuniones o participen en encuentros con sus
electores,  lo  que  no  debe  permitirse,  resaltó,  es  la  creación  de
asignaciones especiales con fines electorales.

El Honorable Diputado señor Díaz explicó que
el  objeto  principal  de  esta  norma era  precisar  lo  que  se  entiende  por
función parlamentaria y, en ese sentido, estimó primordial no olvidar que
ella  tiene  un  carácter  político  y  no  técnico,  como  han  difundido
erróneamente  algunos  medios  de  comunicación.  Explicó  que,  en
consecuencia,  le  parecía  adecuado  que  el  inciso  en  estudio  señale
expresamente que dicha función comprende las actividades políticas que
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efectúan  los  parlamentarios.  Asimismo,  propuso  eliminar  la  expresión
“pública” que se utiliza para calificar la función parlamentaria.

Teniendo  en  cuenta  estos  antecedentes,  el
Honorable  Senador  señor  Espina propuso  aprobar  este  inciso,
acogiendo las enmiendas de la forma en que se ha sugerido y dejando
constancia que no corresponde que en períodos de campaña electoral se
creen asignaciones especiales o se destinen recursos adicionales para
incrementar las que normalmente perciben los parlamentarios.

En virtud de lo anterior, propuso a la Comisión
Mixta aprobar la siguiente redacción:

“Se entenderá por función parlamentaria todas
las actividades que realizan senadores y diputados para dar cumplimiento
a las funciones y atribuciones que les confieren la Constitución y las leyes.
Ella comprende la tarea de representación popular y las diversas labores
políticas que aquéllos y los comités parlamentarios realizan.”.

Los  miembros  presentes  de  la  Comisión
Mixta  estimaron  adecuada  esta  redacción  y,  unánimemente,
resolvieron  acogerla  sumándose a  la  constancia  expresada por  el
Honorable Senador señor Espina.

Votaron  favorablemente  los  Honorables
Senadores señora Alvear y señores Espina, Muñoz Aburto y Vásquez,
y los Honorables Diputados señores Burgos, Cardemil, Ceroni, Díaz y
Eluchans.

Enseguida,  la  Comisión  Mixta  se  abocó  a
discutir la composición del Consejo Resolutivo.

Los  Presidentes  propusieron  que  el  Consejo
esté integrado por cinco miembros: 

a)  Dos  ex  decanos  de  Facultades  de
Administración, Economía o Derecho de cualquier universidad acreditada
oficialmente por el Estado; 

b)  Un  ex  senador  y  un  ex  diputado  que  se
hayan desempeñado como parlamentarios  durante  un mínimo de ocho
años; y 

c) Un ex Ministro de Hacienda o un ex director
de presupuesto.

En  relación  con  este  tema,  el  Ministro
Secretario  General  de  la  Presidencia,  señor  Viera-Gallo, planteó  la
conveniencia de ampliar la nómina de los ex Ministros que podrían integrar
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este Consejo, ya que el número de ex Ministros de Hacienda que podrían
formar  parte   de  este  órgano  no  es  muy  elevado  o  pueden  tener
dificultades laborales  para asumir  el  cargo.  Al  respecto,  propuso hacer
mención a ex Ministros de Estado, con el fin de contar con un espectro
mayor de personas que podrían formar parte del referido Consejo.

El  Honorable  Senador  señor  Espina,
haciéndose cargo de la inquietud planteada por el señor Ministro, propuso
que también pudieran integrar este Consejo los ex Secretarios de Estado
de Economía, Fomento y Reconstrucción.

Los  miembros  presentes  de  la  Comisión
Mixta  estimaron  adecuada  esta  modificación  y,  unánimemente,
resolvieron  acogerla.  Votaron  favorablemente  los  Honorables
Senadores señora Alvear y señores Espina, Muñoz Aburto y Vásquez,
y los Honorables Diputados señores Burgos, Cardemil, Ceroni, Díaz y
Eluchans.

En una sesión posterior, el Honorable Senador
señor  Sabag sugirió  modificar  la  letra  a)  ya  aprobada,  con  el  fin  de
establecer  que  el  Consejo  Resolutivo  estará  integrado  por  dos  ex
Consejeros del Banco Central.

La  Comisión  Mixta  acogió  parcialmente  esta
proposición y reemplazó la letra a) por la siguiente:

“a) Un ex consejero del Banco Central y un ex
decano de una facultad de Administración, de Economía o de Derecho de
cualquier universidad acreditada oficialmente por el Estado;”

Este acuerdo se adoptó por la  unanimidad
de  los  miembros  presentes  de  la  Comisión  Mixta,  Honorables
Senadores  señores  Chadwick,  Muñoz  Aburto,  Sabag  y  Vásquez  y
Honorables Diputados señores Cardemil, Ceroni, Díaz y Eluchans.

Seguidamente, la Comisión Mixta consideró la
incorporación de los siguientes dos incisos nuevos:

“Los  consejeros  durarán  cuatro  años  en  sus
cargos, pudiendo ser reelegidos. El Consejo ejercerá sus funciones en el
período legislativo siguiente de aquel en que fuere elegido.

El  Consejo será presidido por la persona que
elijan sus miembros, sesionará y adoptará sus acuerdos por la mayoría de
sus integrantes y deberá reunirse a lo menos una vez al año.”.

Los  miembros  presentes  de  la  Comisión
Mixta,  unánimemente,  resolvieron  aprobar  estas  normas,  con
modificaciones de redacción.
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Votaron  favorablemente  los  Honorables
Senadores señora Alvear y señores Espina, Muñoz Aburto y Vásquez,
y los Honorables Diputados señores Burgos, Cardemil, Ceroni, Díaz y
Eluchans.

A continuación, la Comisión Mixta consideró un
inciso nuevo que determina la forma en que se elegirán a los miembros de
este Consejo. La proposición de los Presidentes señala lo siguiente:

“Los  consejeros  serán  elegidos  con  la
aprobación de los tres quintos de los diputados y senadores en ejercicio, a
propuesta  de  una  comisión  mixta  de  Régimen.  Las  vacancias  de  los
miembros del Consejo se proveerán de igual forma dentro de los noventa
días  siguientes  en  que  se  produzca.  El  reemplazante  completará  el
período de quien hubiera reemplazado.”.

Los  miembros  presentes  de  la  Comisión
Mixta aprobaron de manera unánime este inciso, con las siguientes
enmiendas. En primer lugar, que los consejeros serán elegidos con a
lo menos sesenta días de anticipación al  término de cada período
legislativo.  En  segundo  lugar,  que  los  candidatos  a  desempeñar
dichas  funciones  serán  propuestos  por  una  Comisión  Bicameral
compuesta por igual número de diputados y senadores que formen
parte de las Comisiones de Régimen de cada Cámara y, finalmente,
que el reemplazante durará en el cargo hasta completar el período
que le restaba al Consejero sustituido.

Votaron  favorablemente  los  Honorables
Senadores señora Alvear y señores Espina, Muñoz Aburto y Vásquez,
y los Honorables Diputados señores Burgos, Cardemil, Ceroni, Díaz y
Eluchans.

Seguidamente, se consideró un inciso séptimo
nuevo, que regula los casos en que los consejeros pueden ser removidos
de sus cargos, en los siguientes términos:

“Los  consejeros  serán  inamovibles  en  sus
cargos,  salvo  que  incurran  en  incapacidad,  mal  comportamiento  o
negligencia manifiesta en el ejercicio de sus funciones, así calificada por
tres  quintos  de  los  senadores  y  diputados  en  ejercicio,  a  petición  del
Presidente del Senado o de la Cámara de Diputados o de diez diputados o
cinco senadores.”. 

A este respecto,  el Honorable Senador señor
Novoa hizo presente que las causales de remoción que ella  establece
están inspiradas en las  que consigna el  artículo  89  de la  Constitución
Política para el Fiscal Nacional del Ministerio Público. Agregó que quizás
la hipótesis de mal comportamiento no sea procedente en este caso, pues
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las personas que desempeñarán estos cargos tienen un prestigio público y
una trayectoria profesional que hace difícil  pensar que pueden tener un
mal comportamiento.
 

Teniendo  en  cuenta  este  antecedente,  el
Honorable Senador señor Espina propuso eliminar dicha causal de la
norma propuesta.

La unanimidad de los miembros presentes de la
Comisión  Mixta,  Honorables  Senadores  señora  Alvear  y  señores
Espina,  Muñoz  Aburto  y  Vásquez,  y  los  Honorables  Diputados
señores Burgos, Cardemil, Ceroni,  Díaz y Eluchans aprobaron este
inciso con la enmienda planteada.

A continuación, la Comisión Mixta consideró un
inciso  adicional  propuesto,  también,  por  los  Presidentes  de  ambas
Corporaciones,  que  precisa  la  oportunidad  en  que  serán  elegidos  los
miembros del Consejo, y la forma en que funcionará y determinará las
asignaciones parlamentarias. Su texto es el siguiente:
 

“El  Consejo  Resolutivo  será  elegido  con  a  lo
menos sesenta días de anticipación al término de cada período legislativo
y se constituirá al inicio del nuevo período legislativo. El Consejo fijará las
normas para su funcionamiento interno, los criterios para el empleo de los
fondos públicos destinados al  ejercicio de la función parlamentaria y la
forma y plazo en que los parlamentarios y comités deberán rendir cuenta
de ello, conforme a los principios y prácticas generalmente aceptados en
la función pública parlamentaria y en base a criterios objetivos que deberá
expresar en casa caso.”.

Sobre este texto, el Honorable Senador señor
Espina planteó  que  la  referencia  a  los  principios  que  rigen  la  función
parlamentaria resulta poco precisa. Asimismo, indicó que hacer alusión a
las  “prácticas  parlamentarias”  puede  dar  lugar  a  muchas  dudas  y  a
cuestionamientos. 

En  atención  a  lo  anterior,  el  Honorable
Diputado  señor  Álvarez,  Presidente  de  la  Cámara  de  Diputados,
propuso enmendar esta norma con el fin de establecer que el Consejo se
constituirá  al  inicio  de  cada  período  legislativo  y  fijará  sus  normas  de
funcionamiento. Señaló que los demás aspectos pueden quedar recogidos
en otras normas. Explicó que la forma de rendir los gastos está regulada
en otras disposiciones que se proponen más adelante.

El  Honorable  Senador  señor  Novoa,
Presidente  del  Senado, manifestó  que  comparte  la  idea  de  que  esta
disposición no regule la forma en que se van a rendir los gastos, ya que
ello  corresponde  a  las  normas  propias  del  Comité  de  Auditoría
Parlamentaria. Sin embargo, planteó que este Consejo sí debe tener en
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consideración  los  principios  y  prácticas  generalmente  aceptados  en  el
ámbito  de  las  asignaciones  parlamentarias.  Señaló  que  es  de  sentido
común  que  dicho  Consejo  inicie  su  labor  informándose  acerca  de  los
principios y criterios que rigen la función que asume.

El  Honorable  Senador  señor  Vásquez
concordó con la idea de que en este inciso sólo se regule la oportunidad
en que se va a constituir  el  Consejo y que éste fije las normas de su
funcionamiento interno. Agregó que, en todo caso, esas reglas deberán
ajustarse al Reglamento que al respecto dicte una Comisión Bicameral, la
cual  debiera  estar  integrada  por  un  número  igual  de  diputados  y
senadores.

El  Honorable  Diputado  señor  Álvarez,
Presidente de la Cámara de Diputados, indicó que dicho Consejo debía
fijar los criterios de empleo de los fondos públicos destinados a la función
parlamentaria conforme a los criterios y prácticas generalmente aceptados
o por ambas Corporaciones.

El  Honorable  Diputado  señor  Díaz propuso
que la determinación de los criterios de empleo de los fondos que perciben
los parlamentarios debiera recogerse en el artículo 66, pues esa norma
define las labores que realizará el Consejo. Expresó, también, una duda
en cuanto a hacer referencia a las “prácticas generalmente aceptadas”,
como ha propuesto el Presidente de la Cámara de Diputados.

El Honorable Senador señor Espina coincidió
con la idea de consignar en el artículo 66 que corresponderá  al Consejo
determinar  los  criterios  de  empleo  de  los  fondos  asignados  a  los
parlamentarios. Dijo que este órgano debía actuar teniendo en cuenta los
principios  o  directrices  generalmente  aceptados  en  el  ámbito
parlamentario y que dan cuenta de los valores que inspiran al quehacer
legislativo.  Consideró  que  no  era  conveniente  hablar  de  “prácticas
parlamentarias”,  pues  se  trata  de  una  expresión  que  puede  ser  mal
interpretada por la ciudadanía.

En atención  a  lo  anterior,  propuso aprobar  el
inciso en discusión, de manera de establecer que el Consejo fijará sus
normas  de  funcionamiento  interno.  Asimismo,  propuso  enmendar  el
artículo 66 A, ya aprobado por la Comisión Mixta, con el fin de señalar que
corresponderá  a  este  órgano  determinar  el  monto  y  destino  de  las
asignaciones, para lo cual deberá  tener en cuenta los principios que rigen
la actividad parlamentaria, con el propósito de que el Consejo considere
los criterios generales que sirven de sustento a la labor que desempeñan
senadores y diputados. 

Los  miembros  presentes  de  la  Comisión
Mixta aprobaron en forma unánime este inciso y la modificación al
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inciso primero del artículo 66, con las enmiendas planteadas por los
Honorables Senadores señores Espina y Vásquez.
 

Votaron  favorablemente  los  Honorables
Senadores señora Alvear y señores Espina, Muñoz Aburto y Vásquez,
y los Honorables Diputados señores Burgos, Cardemil, Ceroni, Díaz y
Eluchans.

Seguidamente,  la  Comisión  Mixta  analizó  la
forma en que se ejecutarán los acuerdos del Consejo y la colaboración
que  ambas  Cámaras  prestarán  a  su  funcionamiento.  Los  incisos
propuestos  por  los  Presidentes  de  ambas  Corporaciones  para  estos
efectos establecen textualmente lo siguiente:  

“La  ejecución  de  los  acuerdos  del  Consejo
corresponderá a la respectiva Comisión de Régimen, desde que se dé
cuenta de ellos en cada cámara y serán publicados en el sitio de Internet
de la respectiva corporación. 

El Senado y la Cámara de Diputados deberán
proporcionar la información que requiera el Consejo Resolutivo y prestar
por  iguales  partes  los  medios  y  recursos  necesarios  para  su
funcionamiento.". 

Respecto  de  estas  redacciones,  el  Ministro
señor Viera-Gallo planteó que debiera ser la Mesa de cada Corporación o
los Secretarios Generales de cada una de ellas, los llamados a ejecutar
los mencionados acuerdos. 

El  Honorable  Senador  señor  Espina señaló
que podrían cumplir esta labor los Secretarios de ambas Corporaciones,
ya  tienen el carácter de ministros de fe. Si se propone que sea la Mesa,
agregó, se puede objetar que ésta carece de independencia política.

El  Presidente  del  Senado,  Honorable
Senador señor Novoa, expresó que el Consejo determinará los montos y
criterios  de  las  asignaciones  parlamentarias,  pero  su  implementación
específica debiera  corresponder a  otro  órgano.  Si  se determina que la
encargada de realizar esta tarea es la Mesa de cada Cámara, ella debiera
consultar a la Comisión de Régimen correspondiente.  

El Honorable Diputado señor Ceroni propuso
que la ejecución de los acuerdos del Consejo corresponda a la Mesa de
cada rama del Congreso Nacional. Ella es la llamada a interactuar con el
Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias y no los Secretarios,
que son funcionarios de carácter técnico.

El  Ministro  señor  Viera-Gallo indicó  que  en
esta  materia  era  importante  definir  no  sólo  los  criterios  generales  de
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asignación  de  recursos  sino  que  también  los  detalles.  A  su  juicio,  el
Consejo debiera definir  los fondos que percibirá cada parlamentario en
particular. 

El Honorable Diputado señor Díaz sugirió que
este Consejo tenga en cuenta las distintas realidades territoriales de los
distritos o circunscripciones que representan los parlamentarios. Propuso,
asimismo, que la ejecución de los acuerdos del Consejo debiera radicarse
en los Secretarios Generales de cada Cámara.

El Honorable Diputado señor Álvarez explicó
que  la  ejecución  presupuestaria  corresponde  a  la  Mesa  de  cada
Corporación y no a los Secretarios Generales. En este caso, dijo, debe
aplicarse el mismo predicamento.
 

El Honorable Diputado señor Díaz insistió en
que  corresponderá  a  dicho  Consejo  determinar  la  totalidad  de  las
asignaciones que le corresponderán a los parlamentarios. Señaló que el
Consejo  debe  fijar,  por  ejemplo,  el  monto  de  los  recursos  que  deben
asignarse al  Diputado que representa a los habitantes de la ciudad de
Arica y cuántos, en cambio, son los que deben recibir los diputados que
representan a la ciudad de Valparaíso.

El  Presidente  del  Senado,  Honorable
Senador  señor  Novoa, sostuvo  que  el  Consejo  Resolutivo  de
Asignaciones Parlamentarias podrá precisar que algunos parlamentarios
requieren  más  recursos  en  un  determinado  ítem.  Señaló,  a  modo  de
ejemplo,  que  en  el  rubro  de  pasajes  aéreos,  los  Senadores  que
representan a las zonas extremas del país deben recibir una asignación
superior  a  los  que  viven  en  la  zona  central.  Añadió  que  en  otras
asignaciones -como son las que se destinan a gastos en bencina-,  los
recursos asignados deben dar cuenta de las distancias que deben recorrer
los  parlamentarios  y  las  particularidades  de  sus  distritos  o
circunscripciones.

El  Honorable  Diputado  señor  Duarte
conjeturó  que  cuando  el  Consejo  determine  el  monto,  destino,
reajustabilidad y criterio de empleo de las asignaciones parlamentarias,
perfectamente  podría  discriminar  teniendo  en  cuenta  las  distintas
realidades  territoriales  a  las  que  están  sometidos  cada  uno  de  los
parlamentarios.

El Honorable Senador señor Espina propuso
aprobar estos incisos estableciendo que corresponderá a las Mesas de
cada rama del Congreso Nacional ejecutar los acuerdos del Consejo los
que  serán  publicados  en  los  sitios  electrónicos  de  la  respectiva
Corporación.  Asimismo,  que  tanto  el  Senado  como  la  Cámara  de
Diputados  proporcionarán  al  Consejo  Resolutivo  la  información  que
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requiera  y  le  proveerán  de  los  recursos  necesarios  para  su
funcionamiento.  

La unanimidad  de los  miembros presentes
de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señora Alvear y señores
Espina,  Muñoz  Aburto  y  Vásquez,  y  los  Honorables  Diputados
señores Burgos, Cardemil, Ceroni, Díaz y Eluchans aprobaron estos
incisos  con  las  enmiendas  planteadas  por  el  Honorable  Senador
señor Espina.

Como consecuencia de todos los acuerdos
precedentemente  transcritos,  la  Comisión  Mixta  acordó,  consignar
este precepto, como nuevo artículo 66.

Acordó,  asimismo,  tener  por  aprobada  la
proposición de los Honorables Senadores señora Alvear y señores
Espina, Gómez, Frei y Larraín, y los Honorables Diputados señores
Bustos, Cardemil, Ceroni, Díaz, Eluchans, Leal, Meza y Walker, cuyos
propósitos han sido recogidos en la redacción del nuevo artículo 66.

Luego, y a instancias del  Honorable Diputado
señor Cardemil, se acordó, por la misma unanimidad, dejar constancia
que los miembros del Consejo debieran recibir una dieta por las sesiones
del  Consejo  en  que  participen.  Dicha  dieta  debiera  ser  fijada  por  una
Comisión  Bicameral  con  cargo  a  los  recursos  ordinarios  que,  de
conformidad  a  la  Ley  de  Presupuestos,  perciben  ambas  ramas  del
Congreso Nacional.

oooo

Seguidamente,  la  Comisión  Mixta  trató  la
creación de un Comité de Auditoría Parlamentaria, entidad encargada de
controlar el uso de los fondos que perciben los parlamentarios.

La norma fue propuesta por los Presidentes de
ambas Corporaciones y ella textualmente prescribe lo siguiente:

“Artículo  54  B.-  El  Comité  de  Auditoría
Parlamentaria del Congreso Nacional  será el  encargado de controlar el
uso de los fondos públicos destinados a financiar el ejercicio de la función
pública parlamentaria y ejercerá las demás funciones que se le asignen en
el reglamento.”.

El Ministro señor Viera-Gallo indicó que, a su
juicio, este Comité debiera constituirse en un organismo que complemente
las labores de control que desarrolla la Comisión Revisora de Cuentas.

El  Honorable  Senador  señor  Novoa  aclaró
que la Comisiones Revisoras de Cuenta hacen observaciones a los gastos
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en que incurren las Corporaciones. Puntualizó que ellas se traducen en
medidas  correctivas  respecto  de  la  forma  en  que  se  efectúan
determinados gastos.

El Honorable Diputado señor Ceroni propuso
que este Comité debiera, en una primera etapa, circunscribir su labor a
examinar  la  manera  en  que  se  usan  las  asignaciones  parlamentarias.
Agregó que esta labor va a demandar bastante tiempo a dicho órgano,
motivo  por  el  cual  consideró  inadecuado  recargarlo  con  labores
adicionales.
 

El  Honorable  Senador  señor  Vásquez
puntualizó que había que distinguir entre los gastos de cada parlamentario
y los gastos en que incurre la Corporación. Recordó que en el caso del
Senado hay una empresa de auditoría externa que revisa los gastos de la
Corporación. La aprobación de las cuentas del Senado se hace sobre la
base del informe de esa empresa.

El Honorable Diputado señor Burgos destacó
que  la  creación  de  este  Comité  constituye  una  gran  novedad  en  la
organización parlamentaria chilena. Aseveró que esta propuesta implica
un  esfuerzo  por  hacer  aún  más  transparente  el  uso  de  recursos  que
percibe el Congreso Nacional. Dudó, sin embargo, si era más adecuado
usar el  término “fiscalizar”  en vez de la  expresión “controlar”,  como se
propone en la norma en debate.

En  relación  con  las  distintas  funciones  que
podría tener este Comité de Auditoría,  la Honorable Senadora señora
Alvear hizo presente que la redacción propuesta le parece adecuada ya
que permite en el futuro asignarle nuevas tareas.

El  Honorable  Diputado  Cardemil puso  de
relieve  la  importancia  de  definir  adecuadamente  las  funciones  de  este
órgano,  para  evitar  que  cada   vez  que  se  le  quieran  conferir  nuevas
labores sea necesario modificar la Ley Orgánica del Congreso Nacional.
 

En  relación  con  la  observación  que
precedentemente  formuló  el  Honorable  Diputado  señor  Burgos,  el
Honorable Senador señor Espina opinó que el término controlar era, a
su  juicio,  más  amplio  que  la  expresión  fiscalizar.  Al  respecto  propuso
utilizar la expresión “controlar el uso correcto” de los fondos asignados.

El  Presidente  del  Senado,  Honorable
Senador señor Novoa, puntualizó que este Comité va a auditar, es decir,
va a revisar períodos anuales y va a tener la facultad de hacer reparos a
los parlamentarios que no efectúen los gastos conforme a las reglas que
se hayan establecido. Los diputados y senadores van a tener un plazo
para subsanar las observaciones que se les formulen por este Comité.
Hasta  ese  punto  llegará  este  órgano,  acotó.  Si  luego  de  realizar  la

186



auditoría  estima  que  no  se  han  subsanados  los  reparos,  elevará  un
informe a las Comisiones de Ética y de Transparencia de cada rama del
Congreso Nacional. Dichas Comisiones serán las llamadas a resolver este
problema. Si se estima que hay una infracción o un delito, la Comisión de
Ética  correspondiente  le  pedirá  a  la  Mesa  que  ejerza  la  acción  legal
correspondiente.

El Honorable Senador señor Espina puso en
votación la norma propuesta dejando pendiente la resolución sobre el uso
de la palabra “controlar”.

La  Comisión,  por  la  unanimidad  de  sus
miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores
Espina,  Muñoz  Aburto  y  Vásquez,  y  los  Honorables  Diputados
señores Burgos, Ceroni,  Eluchans aprobó esta norma como nuevo
artículo  66  A,  dejando pendiente  la  resolución  acerca del  uso del
término “controlar”.

A continuación, se sometió a consideración de
la Comisión Mixta un inciso segundo a esta norma mediante el cual se
establece  que  el  Comité  de  Auditoría  Parlamentaria  será  un  servicio
común del Congreso Nacional y estará integrado de la siguiente manera:

a) Un abogado, con a lo menos cinco años de
ejercicio  de  la  profesión,  elegido  de  entre  una  terna  propuesta  por  el
Consejo de Alta Dirección Pública. 

b) Un contador auditor,  con a lo menos cinco
años de ejercicio de la profesión, elegido de entre una terna propuesta por
el Consejo para la Transparencia; y

 c) Un miembro elegido, por concurso público,
entre quienes hayan ocupado por más de diez años un cargo directivo en
la Contraloría General de la República o se encuentren registrados, por
igual  período,  en  la  nómina  de  auditores  de  la  Superintendencia  de
Valores y Seguros, quien lo presidirá.

Al  iniciarse  el  estudio  de  esta  propuesta,  el
Honorable Diputado señor Duarte preguntó si era indispensable que un
abogado formara parte de este Comité.

El  Ministro  Secretario  General  de  la
Presidencia, señor Viera-Gallo, sostuvo que este organismo va a realizar
una tarea muy importante, la cual puede concluir con la objeción de las
cuentas  de  un  parlamentario.  En  atención  a  lo  anterior,  subrayó  la
relevancia  de  definir  adecuadamente  la  integración  de  este  órgano.
Propuso que los informes de este Comité se presenten ante el Consejo
Resolutivo  de  Asignaciones  Parlamentarias,  entidad  que  por  su
composición tiene un mayor peso político y moral.
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El  Honorable  Diputado  señor  Álvarez
aseguró  que la  independencia  de  este  Comité  está  garantizada por  el
conjunto  de  atribuciones  que  tiene  y  porque  sus  integrantes  serán
inamovibles, salvo situaciones gravísimas que supongan una negligencia
manifiesta.

El  Honorable  Diputado  señor  Díaz hizo
presente que a este Comité le corresponderá, básicamente,  revisar las
cuentas  de  los  parlamentarios  y  eventualmente  formular  un  reparo  u
observación a ellas. Si el parlamentario no corrige los reparos se harán
llegar los antecedentes a la Comisión de Ética correspondiente, la que
deberá adoptar la decisión final. En razón de lo anterior, consideró que no
tenía reparos respecto de la integración dicho consejo. Coincidió con que
el hecho de que sus miembros sean inamovibles, asegura la suficiente
independencia para cumplir adecuadamente su labor.

El  Honorable  Diputado  señor  Álvarez
propuso, con el  fin de asegurar que se trate de profesionales con una
amplia experiencia, establecer que todos ellos tengan, a lo menos diez
años de ejercicio laboral.

En cuanto a la forma de seleccionar al abogado
y al contador auditor que formarían parte de este Comité,  el Honorable
Senador  señor  Novoa,  Presidente  del  Senado, sugirió  que  ambos
profesionales  fueran propuestos  en ternas elaboradas,  previo  concurso
público,  por  el  Consejo  de  Alta  Dirección  Pública  a  una  Comisión
compuesta por igual número de senadores y diputados. Agregó que esta
sería la encargada de seleccionar a los candidatos que se someterán al
nombramiento de ambas Cámaras.

Sostuvo,  además,  que  este  Comité  debiera
operar  como  una  entidad  especializada  en  la  auditoría  de  gastos
parlamentarios.

Teniendo  en  consideración  este  debate,  el
Honorable Senador señor Espina propuso aprobar el siguiente texto:

“El Comité de Auditoría estará integrado por:

a) Un abogado y un contador auditor, con a lo
menos diez años de ejercicio de la profesión. Cada uno será seleccionado
por una comisión bicameral, compuesta por igual número de senadores y
diputados, quienes deberán ser integrantes de la Comisión de Régimen
Interior  del  Senado  y  de  la  de  Régimen  Interno  de  la  Cámara  de
Diputados,  respectivamente,  de  una  nómina  de  tres  personas  que,  en
cada caso, propondrá el Consejo de Alta Dirección Pública, y 
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b)  Un  profesional  seleccionado,  mediante
concurso público convocado por la comisión bicameral señalada en la letra
anterior, de entre quienes hayan ocupado por más de diez años un cargo
directivo  en  la  Contraloría  General  de  la  República  o  se  encuentren
registrados,  por  igual  período,  en  la  nómina  de  auditores  de  la
Superintendencia de Valores y Seguros, quien lo presidirá.” 

Sometida  a  votación  esta  proposición,  fue
aprobada  por  la  unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la
Comisión  Mixta,  Honorables  Senadores  señora  Alvear  y  señores
Espina y Muñoz Aburto, y los Honorables Diputados señores Burgos,
Cardemil, Ceroni y Díaz.

A continuación,  el Honorable Diputado señor
Díaz solicitó reconsiderar la redacción del inciso primero del artículo 66 A
con el fin de establecer que el Comité de Auditoría Parlamentaria tendrá
como tarea no sólo controlar el uso de los fondos públicos destinados al
ejercicio de la función parlamentaria sino que también revisar los gastos
que  efectúan  tanto  el  Senado  como  la  Cámara  de  Diputados  y  la
Biblioteca del Congreso Nacional.

El Honorable Diputado señor Álvarez precisó
que compartía la idea propuesta por el  Honorable Diputado señor Díaz
pero  que no debía  olvidarse  que este  Comité  auditará  anualmente  los
gastos de 158 personas.
 

En este mismo sentido, el Honorable Senador
señor Larraín planteó que ambas Cámaras ya tienen su propio sistema
de control o auditoría de sus gastos institucionales, sugiriendo que este
Comité examinara dichas auditorías.
 

El  Honorable Senador señor Espina propuso
aprobar la idea sugerida por el  Honorable Diputado señor Díaz, con el
objeto de que a dicho Comité también le corresponda revisar las auditorías
que  el  Senado,  la  Cámara  de  Diputados  y  la  Biblioteca  del  Congreso
Nacional efectúan de sus gastos institucionales. 

Sometida  a  votación  esta  proposición,  fue
aprobada  por  la  unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la
Comisión  Mixta,  Honorables  Senadores  señora  Alvear  y  señores
Espina y Larraín, y Honorables Diputados señores Burgos, Cardemil,
Ceroni, Díaz y Eluchans.

En una sesión posterior, la Comisión Mixta,
por  la  unanimidad  de  sus  miembros  presentes,  Honorables
Senadores Chadwick, Muñoz Aburto, Sabag y Vásquez y Honorables
Diputados  señores  Cardemil,  Ceroni,  Díaz  y  Eluchans,  acordó
mantener en la norma aprobada la expresión “controlar”. Asimismo,
decidieron reemplazar el término “función pública parlamentaria” por
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“función  parlamentaria”  y  precisar  que  corresponderá  a  una
Comisión  Bicameral  integrada  por  cuatro  diputados  y  cuatro
senadores reglamentar la forma en que dicho Comité cumplirá sus
funciones.

Asimismo,  se acordó dejar  constancia de que
los  informes  que  elabore  el  Comité  de  Auditoría  sobre  los  gastos
institucionales serán comunicados a las Comisiones Revisoras de Cuenta,
las que deberán tenerlos en consideración al momento de elaborar sus
respectivos informes.

En  relación  con  el  funcionamiento  de  este
Comité,  el Honorable Diputado señor Díaz  planteó que era relativa la
necesidad de que este órgano común del Congreso Nacional tuviera un
funcionamiento permanente, toda vez que sus funciones las desarrollará
en una determinada época del año.

Contestando esta inquietud,  el Presidente del
Senado,  Honorable  Senador  señor  Novoa, hizo  presente  que  el
funcionamiento de este Comité y otros aspectos prácticos vinculados a las
labores  que  tanto  este  órgano  como  el  Consejo  Resolutivo  de
Asignaciones deben cumplir, serán determinados en los reglamentos que
al efecto se dicten.

El Honorable Diputado señor Díaz  consultó
respecto  a  los  parámetros  que  el  Consejo  Resolutivo  de  Asignaciones
Parlamentarias utilizará para conservar o eliminar las asignaciones que
actualmente perciben los parlamentarios.
 

El  Honorable  Senador  señor  Chadwick
recordó  que,  sin  perjuicio  de  lo  que  establezcan  los  reglamentos,  el
Consejo  Resolutivo  de  Asignaciones  Parlamentarias  resolverá  estas
materias  oyendo  previamente  a  las  Comisiones  de  Régimen  de  cada
Cámara,  las  que  les  informarán  sobre  las  características  de  dichas
asignaciones.

Seguidamente, la Comisión Mixta consideró la
propuesta de incorporar un inciso tercero al artículo 66 A, mediante el cual
se  dispone  que  los  integrantes  del  Comité  de  Auditoría  Parlamentaria
serán designados por los tres quintos de los diputados y senadores en
ejercicio, a propuesta de una comisión mixta formada por integrantes de
las Comisiones de Régimen, que durarán seis años en su cargo; que no
podrán  ser  reelegidos  y  serán  inamovibles,  salvo  que  incurran  en
incapacidad, mal comportamiento o negligencia manifiesta en el ejercicio
de sus funciones, así calificada por los tres quintos de los senadores y
diputados  en  ejercicio  a  petición  del  Presidente  del  Senado  o  de  la
Cámara de Diputados o de diez diputados o cinco senadores, y que las
vacancias de los miembros del Comité se proveerán de igual forma dentro
de los 90 días siguientes a que se produzca.
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En  relación  con  estos  puntos,  el  Honorable
Senador señor Espina sugirió eliminar la expresión “mal comportamiento”
que contiene la norma propuesta, aplicando el mismo criterio adoptado al
aprobar las causales de remoción de los miembros del Consejo Resolutivo
de Asignaciones Parlamentarias.

El Honorable Senador señor Novoa, destacó
que el estatuto de estas personas era distinto del de los miembros del
Consejo  Resolutivo  ya  que  se  tratará  de  profesionales  que  estarán
permanentemente  vinculados  al  Congreso  Nacional  y  cuyo  mal
comportamiento  –como  señala  la  norma  propuesta-  sí  puede  ser  una
causal que justifique su remoción.

El  Honorable  Senador  señor  Espina afirmó
que  resultaba  suficiente  consagrar  que  los  profesionales  que  van  a
fiscalizar la forma en que los parlamentarios gastan las asignaciones, sean
removidos  por  negligencia  manifiesta.  Agregó  que  establecer  el  mal
comportamiento como causal de remoción, podría interpretarse de manera
muy amplia y terminaría facilitando la destitución de estos funcionarios. En
atención a lo anterior, propuso eliminar la expresión “mal comportamiento”.

Sometida  a  votación  esta  proposición,  fue
aprobada  por  la  unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la
Comisión  Mixta,  Honorables  Senadores  señora  Alvear  y  señores
Espina y Larraín, y Honorables Diputados señores Burgos, Cardemil,
Ceroni, Díaz y Eluchans. Por la misma unanimidad se acordó que los
integrantes del Comité de Auditoría Parlamentaria serán nombrados
por los tres quintas partes de los senadores y diputados en ejercicio
a  propuesta  de  la  comisión  bicameral  a  que  se  refiere  el  inciso
anterior. 

El  Ministro  Secretario  General  de  la
Presidencia,  señor  Viera-Gallo, señaló  que  sería  grave  que  estas
personas perdieran la confianza de alguna de las Corporaciones. Estimó
razonable que para nombrar a los miembros de este Comité de Auditoría
Parlamentaria se requiera del acuerdo de ambas Cámaras pero que para
destituirlo bastará que pierda la confianza de una de ellas. 

La Comisión Mixta, por la unanimidad de sus
integrantes aprobó la observación formulada por el señor Ministro y
estableció que los Miembros del Comité pueden ser removidos por
tres quintos de los senadores o de los diputados en ejercicio.

Votaron  a  favor  los Honorables  Senadores
señora  Alvear  y  señores  Espina  y  Larraín,  y  los  Honorables
Diputados señores Burgos, Cardemil, Ceroni, Díaz y Eluchans.
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A  continuación,  la  Comisión  estudió  una
propuesta de los Presidentes de ambas Corporaciones que incorpora un
artículo 54 C, nuevo, mediante el cual se dispone que las auditorías serán
anuales, es decir,  por un período de doce meses, que se inicia el primero
de abril de cada año, y que el Comité de Auditoría Parlamentaria deberá
emitir su informe antes del 30 de junio de cada año.

Esta disposición, agrega, en un inciso segundo,
que  cada  senador,  diputado  y  comité  parlamentario  estará  obligado  a
comparecer ante el Comité de Auditoría Parlamentaria, al menos una vez
durante el período a que se refiere el párrafo anterior, para la revisión del
uso de los fondos públicos que se le hubieren asignado. El Comité podrá,
además,  establecer  procedimientos  periódicos  de  control,  tales  como
visitas para fiscalizar  en terreno la  utilización de los fondos y recursos
asignados. 

Añade,  en  su  inciso  tercero,  que  los  comités
parlamentarios  que  dejen  de  existir  por  cualquier  causa,  deberán
comparecer ante el Comité de Auditoría Parlamentarias para la auditoría
de los fondos y recursos que le hubieran sido asignados y que no hubieren
sido objeto de revisión con anterioridad.

En  relación  con  esta  norma,  el  Ministro
Secretario General de la Presidencia, señor Viera-Gallo, señaló que no
le  parecía  adecuado  establecer  que  cada  senador,  diputado  o  comité
parlamentario estará siempre obligados a comparecer ante el Comité de
Auditoría Parlamentaria. Explicó que aquéllos que llevan ordenadas sus
cuentas no deberían someterse a una revisión de los fondos que se les
hubieren  asignado.  Añadió  que  tratándose  de  la  Administración  del
Estado,  la  Contraloría  General  de  la  República  realizaba  un  control
aleatorio  y  que,  por  lo  tanto,   los  Ministerios  no  están  obligados  a
comparecer ante el órgano contralor.

El  Presidente  de  la  Cámara  de  Diputados,
Honorable  Diputado  señor  Álvarez,  manifestó  que  debiera  quedar
claramente establecido que el Comité podrá citar a los parlamentarios.

El Honorable Senador señor Larraín expresó
que  este  Comité  debiera  poder  formular  sugerencias  para  que  los
parlamentarios corrijan los errores en que hubieren incurrido.

El Honorable Senador señor Espina propuso
eliminar  la  primera  oración  del  inciso  segundo  propuesto  y  señalar
perentoriamente  que  el  Comité  deberá  establecer  procedimientos  de
control  periódicos,  tales  como  citar  a  los  parlamentarios  y  formularles
sugerencias para corregir las deficiencias que detecte en la forma en que
se están utilizando los fondos y recursos asignados, y efectuar las visitas
para fiscalizar su uso.
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Sometida  a  votación  esta  proposición,  fue
aprobada  por  la  unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la
Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina y
Larraín, y Honorables Diputados señores Burgos, Cardemil, Ceroni,
Díaz y Eluchans.

Por  la  misma  unanimidad,  se  acordó
enmendar el inciso tercero propuesto con el fin de precisar que los
comités  parlamentarios  que  dejen  de  existir  por  cualquier  causa
deberán rendir cuenta ante el Comité de Auditoría Parlamentaria de
los  fondos  y  recursos  que  recibieron  y  que  no  hubieren  sido
auditados.

El  Honorable  Diputado  señor  Álvarez,
Presidente  de  la  Cámara  de  Diputados,  hizo  notar  que  en  esa
Corporación una “Bancada” de un partido político puede reunir en su seno
más de un comité. En razón de lo anterior, solicitó dejar constancia en el
informe que en el  caso de la Cámara de Diputados, lo que procedería
sería que existiera una rendición conjunta de todos los comités que forman
parte de una misma Bancada.

Seguidamente,  la Comisión Mixta estudio otra
proposición  de  los  Presidentes,  mediante  la  cual  se  agrega  un  inciso
cuarto a la norma ya aprobada.

Este  precepto  establece  que  los  reparos  u
objeciones que formule el Comité de Auditoría Parlamentaria en cualquier
tiempo serán notificados al parlamentario o comité respectivo para que,
dentro de los treinta días siguientes, realice sus descargos. Los reparos u
objeciones  que  no  sean  corregidos  por  el  parlamentario  o  comité
fiscalizado,  serán  puestos  en  conocimiento  de  la  Comisión  de  Ética  y
Transparencia del Senado o de la Comisión de Conducta y Transparencia
de  la  Cámara  de  Diputados,  según  sea  el  caso,  para  determinar  la
aplicación de las sanciones establecidas en los respectivos reglamentos
internos. A más tardar el 31 de agosto de cada año, la Comisión de Ética o
de Conducta, en su caso, deberá resolver todos los asuntos sometidos a
su  consideración.  Vencido  este  término  y  dentro  de  los  cinco  días
siguientes, se publicarán en el sitio de Internet de cada Cámara todas las
auditorías que hayan sido aprobadas.

En relación con esta norma,  el Presidente de
la Cámara de Diputados, Honorable Diputado señor Álvarez, informó
que el procedimiento que se debía seguir en esta materia era el siguiente:
En primer lugar, se revisan los fondos recibidos entre el 1° de abril al 31
de marzo del año siguiente. Luego, el Comité de Auditoría debe, hasta el
día  30  de  junio  de  cada  año,  visar  dichas  cuentas  y,  finalmente,  la
Comisiones de Ética y Transparencia de cada Cámara disponen hasta día
el 31 de agosto de cada año para resolver todos los asuntos sometidos a
su resolución.
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El  Presidente  del  Senado,  Honorable
Senador señor Novoa, describió el proceso de revisión y su duración, en
los  siguientes  términos:  el  Comité  de  Auditoría  tiene  un  plazo  de  tres
meses para revisar las rendiciones de cuentas y detectar si hay reparos,
pero  siempre  el  parlamentario  dispondrá  de  treinta  días  para  aclarar
dichos reparos. Sólo los que no sean aclarados pasarán a las Comisiones
de  Ética  o  Transparencia,  y  una  vez  concluida  la  labor  de  dichas
Comisiones se publicarán las cuentas aprobadas.

El  Honorable  Senador  señor  Espina sugirió
reemplazar las expresiones “reparos u objeciones” con las que se inicia la
norma, por el término “observaciones”. Asimismo, propuso reemplazar la
voz “descargos” por la palabra “aclaraciones”. Al respecto, explicó que el
término  “observaciones”  comprende  tanto  a  los  reparos  y  a  las
observaciones como también otras faltas menores que se pueden cometer
al  rendir  una  cuenta  y  que  no  suponen  un  reparo  propiamente  tal.
Asimismo, la palabra “aclaraciones” es más precisa  y adecuada que el
término descargos.

El Honorable Diputado señor Burgos expresó
que entendía que la palabra “observaciones” comprendía las objeciones o
reparos.  Enseguida, se preguntó cuál  era el  sentido de establecer que
esas  observaciones  se  pueden  “realizar  en  cualquier  tiempo”.  En  su
opinión  esta  frase  no  era  necesaria.  Agregó,  finalmente,  que  de  lo
expresado  por  el  señor  Presidente  del  Senado  se  desprendía  que  las
cuentas aprobadas deben esperar hasta los primeros días de septiembre
para ser publicadas aunque hubieren sido aprobadas mucho antes.

El  Honorable  Diputado  señor  Cardemil
solicitó que, si bien estaba de acuerdo en reemplazar al comienzo de este
inciso  la  expresión  “reparos  u  observaciones”,  dichos  términos  se
mantuvieran en la segunda oración.

El  Honorable  Senador señor  Espina insistió
en que era preferible utilizar la expresión “observaciones”. Explicó que si a
la  opinión pública se le  informa que una rendición de cuentas ha sido
objetada o reparada se va a dar a entender que existe un problema grave,
cuando, en realidad, sólo existe un problema menor o de forma. Con el fin
de evitar malos entendidos, reiteró en que era preferible usar el término
observaciones.

El  Honorable  Senador  señor  Larraín indicó
que si  dichas observaciones no son corregidas,  el  Comité de Auditoría
debe  colocar  estos  antecedentes  en  conocimiento  de  la  Comisión  de
Ética. Aclaró que si falta un antecedente de carácter menor en la rendición
de  cuenta  no  debiera  enviarse  a  la  Comisión  de  Ética;  lo  que  debe
conocer dicha Comisión son los reparos u objeciones de fondo, enfatizó.
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La  Honorable  Senadora  señora  Alvear
postuló que sólo los reparos u observaciones que no sean subsanados
debieran ser conocidos por la Comisión de Ética. Agregó que el Comité de
Auditoría  Parlamentaria  debiera  remitir  a  las  Comisiones de Ética  sólo
aquellas  rendiciones  de  cuentas  que  presentan  reparos  u  objeciones
relevantes y que no han sido subsanadas por los parlamentarios.

El Honorable Diputado señor Ceroni observó
que  en  la  redacción  de  la  norma  propuesta  se  da  a  entender  que  la
Comisión de Ética debería siempre sancionar a los parlamentarios, cada
vez que recibe antecedentes observados u objetados por el  Comité de
Auditoría, criterio que no comparte. A su juicio, la Comisión de Ética no
debería estar obligada a imponer una sanción, sino que debe contar con
autonomía para determinar si procede o no algún tipo de castigo. 

En  relación  con  la  publicación  de  las
rendiciones de cuenta, el Honorable Senador señor Larraín expresó que
era preferible que se publicaran todas en una misma fecha, pues si se iba
publicando en fechas distintas se podría crear la falsa impresión de que
las  no  publicadas  tienen  observaciones  o  reparos.  Se  preguntó,
enseguida, si debían publicarse las rendiciones rechazadas.

La  Honorable  Senadora  señora  Alvear
manifestó que ella prefería que se publicaran solamente las rendiciones de
cuenta aprobadas.

El  Honorable  Senador señor  Larraín señaló
que a lo menos debiera indicarse en la publicación que hay rendiciones de
cuenta que están pendientes, pues lo transparente es señalar el estado en
que se encuentra cada una de ellas.

El  Honorable  Diputado  señor  Díaz propuso
eliminar de este inciso la frase “que hayan sido aprobadas”.

El  Honorable  Senador  señor  Vásquez puso
de relieve que una rendición de cuenta puede estar rechazada por una
cuestión menor, lo que, de acuerdo a la norma propuesta, traería como
consecuencia que tal rendición no se publique en la fecha indicada. Por
esa vía, podría crearse en la opinión publica la impresión de que existe un
problema  mayor  en  la  rendición,  lo  que  evidentemente  perjudicaría  al
parlamentario.

Asimismo,  hizo  presente  que,  sin  perjuicio  de
que existen las auditorías de carácter anual, sería conveniente establecer
que las Comisiones de Ética podrán, en cualquier momento y siempre que
se le presenten antecedentes graves, solicitar al Comité de Auditoría que
realice una revisión pormenorizada de uso de los recursos que le han sido
asignados a un parlamentario determinado. 
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El  Honorable  Senador  señor  Espina sugirió
que  la  auditoría  tenga  un  carácter  anual,  toda  vez  que  no  resulta
razonable  someter  a  auditorías  permanentes  a los  parlamentarios.  Los
adversarios  políticos  de  un  diputado  o  senador  podrían  utilizar  este
mecanismo para mantener constantemente cuestionado a un determinado
parlamentario. 

La  Honorable  Senadora  señora  Alvear
recomendó  que  cada  vez  que  un  parlamentario  tenga  dudas  sobre  la
rendición  de  cuentas  que  debe  entregar,  pueda  acudir  al  Comité  de
Auditoría para pedir que le aclare la forma en que se debe rendir algún
gasto.

El Honorable Senador señor Larraín planteó
que  frente  a  casos  graves  en  los  que  no  se  ofrece  una  explicación
satisfactoria debiera anticiparse el proceso de auditoría.

El  Honorable  Diputado  Eluchans hizo  notar
que de este debate se concluye que sin perjuicio de las auditorías anuales
que deben efectuarse,  se  pueden realizar  auditorías  extraordinarias  en
casos o situaciones especiales que así lo justifiquen.

El  Honorable  Diputado  señor  Burgos se
preguntó si la facultad de disponer auditorías extraordinarias se le iba a
entregar al Comité de Auditoría. 

El Honorable Diputado señor Díaz resaltó que
el  modelo  en  debate  supone  una  auditoría  anual  que  se  aplica  a  los
diputados y los senadores, y que sería posible hacer otras auditorías a
petición de parte. Agregó que no era posible que el Comité de Auditoría
recorra  permanentemente  todo  el  país  haciendo  auditorias,  por  lo  que
debe existir un equipo que sea capaz de realizar estas revisiones cuando
realmente resulte necesario.

El Honorable Diputado señor Álvarez informó
que a partir  de la entrada en vigencia de la Ley de Transparencia han
aumentado  notablemente  las  preguntas  sobre  la  forma  en  que  los
parlamentarios usan los recursos que se les asignan.

El Honorable Senador señor Espina observó
que la función de los parlamentarios está sometida permanentemente al
escrutinio de la opinión pública. Agregó que los adversarios políticos de un
parlamentario,  en  el  ánimo  de  perjudicarlo,  podrían  utilizar  la  vía  de
plantear  una  objeción  ante  el  Comité  de  Auditoría  para  perjudicar  su
imagen ante la ciudadanía. Al respecto, sugirió que fuera la Comisión de
Ética y no el Comité de Auditoría el que determine si es necesario realizar
revisiones de carácter extraordinario.
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El  Honorable  Senador  señor  Larraín indicó
que, sin perjuicio de la auditoría anual, debe facultarse a las Comisiones
de Éticas de cada Cámara para que, ante denuncias graves en contra de
un parlamentario, pueda requerir una auditoría extraordinaria respecto de
la forma en que éste ha utilizado los recursos que le fueron asignados. 

La  Honorable  Senadora  señora  Alvear
compartió la idea de entregar dicha facultad a la Comisión de Ética de
cada Corporación, la cual examinará si la denuncia presentada tiene la
gravedad suficiente que haga necesaria una revisión extraordinaria de las
cuentas de un parlamentario. 

El Honorable Senador señor Espina sostuvo
que esta facultad para pedir auditorías extraordinarias debiera radicarse
en la Comisión de Ética y no en la Mesa de cada Cámara ya que esta
puede tener una orientación política determinada.

El  Honorable  Diputado  señor  Álvarez
aseguró que las Mesas de cada Corporación pueden pedir a la Comisión
de Ética que revise una determinada situación.

El Honorable Senador señor Espina advirtió
que eso es evidente, que ocurre todos los días y que, por lo tanto, no es
necesario establecerlo expresamente en la ley. No obstante, pidió dejar
constancia de ello en la historia de la ley.

En consideración a lo anterior, la Comisión
Mixta aprobó el siguiente texto:

“Las observaciones que formulare el Comité de
Auditoría  Parlamentaria  serán  notificadas  al  parlamentario  o  comité
respectivo  para  que,  dentro  de  los  treinta  días  siguientes,  realice  sus
aclaraciones.  Los  reparos  u  objeciones  que  no  sean  corregidos  se
pondrán  en conocimiento de la Comisión de Ética y Transparencia del
Senado o de la Cámara de Diputados, según el caso. Sin perjuicio de lo
anterior, dichas Comisiones, en cualquier momento y ante antecedentes
graves que conozcan, podrán solicitar que el mencionado Comité realice
un examen pormenorizado de la forma en que un parlamentario o Comité
han utilizado los recursos y fondos que ha recibido de la Corporación a
que pertenece. 

A más tardar el 31 de agosto de cada año, la
Comisión  de  Ética  y  Transparencia  del  Senado  o  de  Conducta  y
Transparencia de la Cámara de Diputados resolverán todos los asuntos
sometidos a su consideración en esta materia. Dentro de los cinco días
siguientes a la fecha indicada se publicarán en el sitio electrónico de cada
Cámara todas las auditorías.”.
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Votaron por la aprobación de esta norma, la
unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables
Senadores  señora  Alvear  y  señores  Espina,  Larraín  y  Vásquez,  y
Honorables  Diputados  señores  Burgos,  Cardemil,  Ceroni,  Díaz  y
Eluchans.

Seguidamente, la Comisión Mixta consideró una
proposición de los Presidentes de ambas Corporaciones, mediante la cual
se  propone agregar  un  inciso  final  al  artículo  en  estudio  con el  fin  de
establecer que si la Comisión de Ética y Transparencia del Senado o la
Comisión  de  Conducta  y  Transparencia  de  la  Cámara  de  Diputados,
según el  caso, estimare,  en cualquier tiempo, que los hechos que dan
lugar  a  los  reparos  u  objeciones,  pudieren  revestir  carácter  de  delito
deberá  poner  los  antecedentes  en  conocimiento  de  la  Mesa  de  la
Corporación a que pertenece el respectivo parlamentario.

El  Honorable  Diputado  señor  Díaz subrayó
que,  sin  perjuicio  de  lo  que  establece  la  norma,  él  entendía  que  los
funcionarios públicos están obligados a denunciar los hechos que revisten
el carácter de delito a los Tribunales de Justicia.

El Honorable Senador señor Sabag expresó
que debiera ser la Mesa de cada Corporación la que debería hacer la
denuncia a los Tribunales.

El  Honorable  Diputado  señor  Álvarez,
Presidente  de  la  Cámara  de  Diputados,  connotó  que  si  bien  los
parlamentarios se consideraban funcionarios públicos para fines penales,
de  lo  anterior  no  se  deducía  que  estuvieran  sujetos  a  todas  las
obligaciones y deberes que pesan sobre dichos funcionarios. Señaló que
debe quedar claro que si dichas comisiones detectan algo anormal deben
pasar los antecedentes a la  Mesa de cada Corporación para que ésta
formule la denuncia correspondiente.

El  Honorable  Senador  señor  Sabag reiteró
que la denuncia debe hacerla la Mesa de cada Corporación, como ocurre
en diversas instituciones  en las que se les entrega a la máxima autoridad
de  ellas  la  atribución  de  hacer  la  correspondiente  denuncia.  Prosiguió
diciendo que en materia de fraude tributario el único que tiene la facultad
para querellarse es el Director del Servicio de Impuestos Internos.

El  Honorable  Senador  señor  Chadwick
explicó que ante hechos que revistan el carácter de delito las Comisiones
de Ética deberán poner estos antecedentes en conocimiento de la Mesa
de  cada  Corporación   y  ellas  deberán  denunciar  dicha  situación  a  la
respectiva fiscalía del Ministerio Publico. Se trata, acotó, simplemente de
un procedimiento interno.
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La  Comisión  Mixta  concordó  con  este
planteamiento  y  por  la  unanimidad  de  sus  miembros  presentes,
aprobó esta proposición con la siguiente redacción:

“Si alguna de las Comisiones señaladas en el
inciso  anterior  estimare,  en  cualquier  tiempo,  que  los  hechos  que  dan
lugar  a  los  reparos  u  objeciones,  pudieren  revestir  carácter  de  delito,
deberá  poner  los  antecedentes  en  conocimiento  de  la  Mesa  de  la
Corporación a que pertenece el respectivo parlamentario.”.

Votaron por  su aprobación  los  Honorables
Senadores  señores  Chadwick,  Gómez  y  Sabag,  y  los  Honorables
Diputados señores Cardemil, Díaz y Eluchans.

Además,  y  por  la  misma  unanimidad,
acordaron  anteponer  a  los  artículos  aprobados  un  epígrafe  que
señale que todas estas normas referidas al Consejo Resolutivo de
Asignaciones Parlamentarias y al Comité de Auditoría Parlamentaria
se ubicarán bajo un nuevo Título VII, que antecederá a estas normas.

oooo

A  continuación  y  como  consecuencia  de  la
aprobación del referido Título VII y de las normas que lo componen, la
Comisión acordó consignar que el artículo 53, 55 y 56 pasan a ser artículo
67, 69 y 70, sin otra enmienda.

Votaron  a  favor  de  esta  modificación  los
Honorables Senadores señores Chadwick, Muñoz Aburto y Sabag, y
los Honorables Diputados señores Cardemil, Ceroni y Eluchans.

Enseguida,  la  Comisión  trató  una  proposición
de  los  Presidentes  de  ambas  Corporaciones,  mediante  la  cual  se
reemplaza, en el inciso primero del artículo 54, la frase "Cada Cámara" por
"El Congreso Nacional, a través de sus Cámaras y en virtud de su plena
autonomía," 

Respecto  de  ella,  el  Honorable  Diputado
señor  Burgos preguntó  por  el  sentido  de  esta  norma,  toda  vez   que
declara  algo  que  constitucional  y  legalmente  ya  posee  el  Congreso
Nacional, como es su carácter de órgano constitucional autónomo.

El Honorable Diputado señor Álvarez expresó
que si bien ello era evidente sólo se pretendía precisar este criterio en una
materia en que conviene despejar toda duda.

El  Honorable  Diputado  señor  Eluchans
consultó  por  la  real  necesidad  de  aprobar  este  cambio  ya  que  puede
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introducir  algún  grado  de  confusión  sobre  un  concepto  que  hasta  el
momento se ha entendido claramente.

La Honorable Senadora señora Alvear estimó
que esta  norma no era  necesaria  y  podía  dar  lugar  a  interpretaciones
disímiles sobre el alcance de la autonomía del Congreso Nacional.

El  Honorable  Diputado  señor  Cardemil
sugirió  eliminar  la  palabra  “plena”  ya  que  ella  podría  generar
interpretaciones inadecuadas en el futuro.

El Honorable Senador señor Muñoz Aburto
señaló que compartía la inquietud del Honorable Diputado señor Burgos y
por lo tanto, opinó que el cambio propuesto carecía de sentido.

El  Honorable  Senador  señor  Espina  sugirió
rechazar esta proposición en el entendido que el cambio que propone es
innecesario ya que la Constitución Política y la Ley Orgánica del Congreso
Nacional ya reconocen la autonomía del Congreso Nacional.

La Comisión Mixta, por la razón antes dicha,
rechazó, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables
Senadores señora Alvear y señores Espina, Muñoz Aburto y Vásquez,
y  Honorables  Diputados señores Burgos,  Cardemil,  Ceroni,  Díaz  y
Eluchans esta modificación al artículo 54.

Luego,  la  Comisión  Mixta  consideró  una
proposición de los Presidentes de ambas Cámaras mediante la cual se
sustituye, al final de la segunda oración del inciso primero del artículo 54,
la expresión “el Congreso Nacional” por “cada Cámara”.

El Presidente del Senado indicó que con esta
modificación se persigue precisar algo que ocurre en la práctica, esto es,
que son las Cámaras y no el Congreso Nacional, las que establecen las
normas sobre traspasos internos y el procedimiento que regula el examen
y aprobación de los gastos en que ellas incurren.

Teniendo  en  cuenta  estos  antecedentes,  la
Comisión  Mixta, por  la  unanimidad  de  los  miembros  presentes,
Honorables  Senadores  señora  Alvear  y  señores  Espina,  Muñoz
Aburto  y  Vásquez,  y  Honorables  Diputados  señores  Burgos,
Cardemil,  Ceroni,  Díaz  y  Eluchans,  aprobó  esta  modificación  al
artículo 54.
 

A  continuación,  la  Comisión  Mixta  examinó la
propuesta  de los  Presidentes  para  intercalar,  en  la  tercera  oración  del
actual artículo 54, la frase “y sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 54
B”  -norma  que  crea  el  Comité  de  Auditoría  Parlamentaria-  entre  la
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expresión  “Para  estos  efectos”  y  la  frase  “cada  cámara  tendrá  una
comisión revisora de cuentas”.

La  Comisión  consideró  que  esta  norma  era
concordante  con  la  idea  de  crear  el  referido  Comité,  cuyo  desarrollo
específico se regula precedentemente.

Atendido lo expresado, la Comisión  Mixta, por
la  unanimidad de sus miembros presentes,  Honorables Senadores
señora  Alvear  y  señores  Espina,  Muñoz  Aburto  y  Vásquez,  y
Honorables  Diputados  señores  Burgos,  Cardemil,  Ceroni,  Díaz  y
Eluchans,  aprobó  esta  modificación  con  dos  enmiendas,  que
consisten en consignar que el artículo 54 pasa a ser artículo 68 y
cambiar la referencia al artículo 54 B por 66 A.

oooo

Número 25, nuevo, del Senado

En  segundo  trámite  constitucional,  el  Senado
agregó como tal, el siguiente:

“25.- Reemplázase, en el artículo 3° transitorio,
el guarismo “48” por “52”.”.

En tercer trámite constitucional,  la Cámara de
Diputados desechó esta enmienda.

Los miembros presentes de la Comisión Mixta
estimaron  atendible  la  modificación  propuesta  por  el  Senado  y,
unánimemente, resolvieron acogerla.

Votaron  favorablemente  los  Honorables
Senadores señores Espina,  Gómez, Larraín y Muñoz Aburto,  y  los
Honorables  Diputados  señora  Soto  y  señores  Ascencio,  Bustos,
Cardemil y Eluchans.

oooo

Número 18 de la Cámara de Diputados
Número 26 del Senado

En primer trámite constitucional, la Cámara de
Diputados aprobó como tal el siguiente:

“18.-  Agrégase el  siguiente artículo transitorio,
nuevo:
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“Artículo  4º.-  No  obstante  la  modificación
incorporada por esta ley al inciso primero del artículo 9º y lo previsto en el
nuevo artículo 54, de conformidad a la disposición cuarta transitoria de la
Constitución,  se  entenderá  que  cumplen  con  la  exigencia  de  quórum
calificado,  los  preceptos  legales  actualmente  vigentes  y  dictados  con
anterioridad a la promulgación de la ley Nº 20.050, que establecen secreto
o reserva respecto de determinados actos o documentos.”.”.

En  segundo  trámite  constitucional,  el  Senado
acogió este numeral, con la sola enmienda consistente en signarlo con el
número 26.

En tercer trámite constitucional,  la Cámara de
Diputados rechazó esta modificación.

Al analizar la norma aprobada por la Cámara de
Diputados, se tuvo presente que lo que ella establece ya está regulado en
el  artículo  1°  transitorio  de  ley  Nº  20.285.  Teniendo  en  cuenta  este
antecedente, la Comisión Mixta acordó eliminar esta norma transitoria por
innecesaria.

Votaron  por  la  supresión  de  este  número,
los Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Gómez,
Larraín y Muñoz Aburto, y los Honorables Diputados señores Burgos,
Cardemil, Ceroni, Díaz y Eluchans.

oooo

Enseguida, la Comisión Mixta examinó diversas
disposiciones transitorias de esta ley.

La  primera  de  ellas  establece  que  el  mayor
gasto  que  genere  la  aplicación  de  esta  ley,  incluido  el  que  irrogue  el
funcionamiento del Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias y
del Comité de Auditoría Parlamentaria, durante el ejercicio presupuestario
en que ésta  entre en  vigencia,  se  financiará con cargo a los recursos
ordinarios  que  considera  el  presupuesto  del  Congreso  Nacional.  El
Senado  y  la  Cámara  de  Diputados  concurrirán,  por  iguales  partes,  a
solventarlo, efectuando los traspasos internos que fueren necesarios, de
conformidad con lo establecido en el artículo 68 de la ley Nº 18.918. 

Durante  el  debate  de esta  norma se  tuvo en
cuenta que los gastos que pudiere suponer el inicio del funcionamiento de
los nuevos servicios parlamentarios -Consejo Resolutivo de Asignaciones
Parlamentarias,  del  Comité  de  Asignaciones  Parlamentarias-  y  otros
desembolsos que pudiera implicar la aplicación de esta ley durante el año
2009,  se  financiarán  con  cargo  a  los  recursos  ordinarios  que  están
considerados actualmente en los presupuestos de ambas Cámaras del
Congreso Nacional y no significarán gastos extraordinarios para el Erario
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Público.  Se  tuvo  presente,  asimismo,  que  la  ley  de  presupuestos  ha
previsto  los  recursos  necesarios  para  el  funcionamiento  del  Congreso
Nacional y con dichos recursos se financiará la puesta en marcha de estos
nuevos servicios del Congreso Nacional.
 

De esta manera, queda claro que esta iniciativa
no exige,  para  el  año 2009,  que la  Hacienda Pública  provea recursos
extraordinarios,  ya  que  el  Congreso  Nacional,  en  ejercicio  de  su
autonomía presupuestaria, realizará las reasignaciones correspondientes
para solventar el funcionamiento de los nuevos servicios parlamentarios.

Sometida  a  votación  esta  proposición,  ella
fue aprobada por  la  unanimidad de los miembros presentes de la
Comisión Mixta.

Votaron por  su aprobación  los  Honorables
Senadores  señores  Chadwick,  Gómez  y  Sabag,  y  los  Honorables
Diputados señores Burgos, Cardemil, Ceroni, Díaz y Eluchans.

Este precepto se incorpora como artículo 1º
transitorio de esta iniciativa.

A  continuación,  la  Comisión  Mixta  consideró
una  disposición  transitoria  presentada  por  los  Presidentes  de  ambas
Corporaciones  Honorable  Senador  señor  Novoa  y  Honorable  Diputado
señor  Álvarez,  mediante  la  cual  se  propone  que  el  primer  Consejo
Resolutivo  de  Asignaciones  Parlamentarias  se  elegirá  dentro  de  los
sesenta días de publicada esta iniciativa, y se constituirá a más tardar el
31 de diciembre del presente año. Agrega que las normas que dicte el
Consejo comenzarán a regir a partir del 11 de marzo de 2010.

La Comisión Mixta, por la unanimidad de sus
miembros  presentes,  aprobó  esta  disposición  con  enmiendas.  Su
texto es el siguiente:

“Artículo  2°.  El  primer  Consejo  Resolutivo  de
Asignaciones  Parlamentarias  se  elegirá  dentro  de  los  noventa  días
siguientes a la publicación de esta ley.”.

Votaron  a  favor  los  Honorables  Senadores
señores  Chadwick,  Muñoz  Aburto  y  Sabag,  y  los  Honorables
Diputados señores Ascencio, Cardemil, Díaz y Eluchans.

Seguidamente,  se  examinó  otra  norma  de
carácter  transitorio,  también  formulada  por  los  Presidentes  de  ambas
Corporaciones, mediante la cual se establece que el reglamento que, de
conformidad a lo dispuesto en el artículo 2° de esta ley, regulará al Comité
de Auditoría Parlamentaria deberá quedar aprobado a más tardar el 30 de
noviembre del presente año. El reglamento podrá establecer períodos de
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revisión distintos a los que se establecen en esta ley. Las designaciones
del primer Comité de Auditoría Parlamentaria deberán efectuarse a más
tardar el 31 de enero de 2010 y el Comité deberá constituirse antes del 31
de marzo de 2010.

El Honorable Diputado señor Burgos señaló
que  le  parecía  extraño  que  en  la  norma  propuesta  se  dijera  que  el
reglamento que se dicte al efecto pueda considerar períodos de revisión
distintos a los que se establecen en la ley.

El  Presidente  de  la  Cámara  de  Diputados,
Honorable Diputado señor Álvarez,  sugirió eliminar la referida oración.
 

El  Honorable  Senador  señor  Chadwick
planteó que se podrían establecer períodos más cortos de revisión -por
ejemplo, trimestrales- que el sistema anual que considera la indicación y
que, por su carácter de revisiones extraordinarias, no es pertinente que lo
establezca el reglamento.

En atención a lo anterior, coincidió con la idea
de eliminar la referida oración.

El Honorable Diputado señor Ceroni recordó
que las normas permanentes de la ley establecen un período anual de
revisión. Por lo tanto, el reglamento no podría fijar períodos de revisión
menores o mayores.

La  Comisión  Mixta  acordó  suprimir  de  la
norma propuesta la oración que dispone que “el reglamento podrá
establecer períodos de revisión distintos a los que se establecen en
esta ley”, toda vez que, como se ha acordado precedentemente, las
revisiones  de  cuentas  de  los  parlamentarios  tendrán  un  carácter
anual  y  sólo  si  lo  solicitan  las  Comisiones  de  Ética  de  cada
Corporación  se  podrán  realizar  extraordinariamente  revisiones  de
gastos  de  un  parlamentario  determinado.  Asimismo,  acordó
establecer que el reglamento del Comité de Auditoría Parlamentaria
deberá quedar  aprobado a  más tardar  dentro  de  los  sesenta  días
siguientes a la publicación de esta ley.

La Comisión Mixta, por la unanimidad de sus
miembros presentes, aprobó esta disposición, la que se agrega como
artículo  3º  transitorio  a  esta  iniciativa,  con  las  modificaciones  ya
indicadas.

Votaron  a  favor  los  Honorables  Senadores
señores  Chadwick,  Muñoz  Aburto  y  Sabag,  y  los  Honorables
Diputados señores Ascencio, Cardemil, Díaz y Eluchans.
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Finalmente,  la  Comisión  Mixta  analizó  otra
proposición de los Presidentes de ambas Corporaciones, mediante la cual
se dispone que, iniciado el funcionamiento de la Comisión de Auditoría
Parlamentaria, las Comisiones Revisoras de Cuenta de cada Corporación
dejarán de cumplir la función de control de los fondos públicos destinados
al ejercicio de la función parlamentaria. 

Establece,  además,  que  las  Comisiones
Revisoras  de  Cuentas,  junto  con  su  informe  respecto  del  ejercicio
terminado  el  31  de  diciembre  de  2009,  deberán  emitir  un  informe
complementario,  relativo  al  uso  de  los  fondos  públicos  destinados  al
ejercicio de la función parlamentaria, en el período comprendido entre el
1° de enero de 2010 y el 31 de marzo del mismo año.

El  Presidente  de  la  Cámara  de  Diputados,
Honorable Diputado señor Álvarez, expresó que la Comisión Revisora
de Cuentas de la mencionada Corporación examina las cuentas de los
diputados y elabora un capítulo especial al respecto. 

Agregó que la función de control de los fondos
públicos  destinados  al  ejercicio  de  la  función  parlamentaria  va  a  ser
desarrollada,  una vez que se apruebe esta iniciativa,  por  el  Comité de
Auditoría Parlamentaria.

Continuó su exposición precisando que,  como
las actuales Comisiones Revisoras elaboran sus informes en relación a un
año calendario,  en la norma transitoria se establece que ellas deberán
emitir un informe complementario relativo al uso de los fondos destinados
al ejercicio de la función parlamentaria en el período comprendido entre el
1° de enero de 2010 y el 31 de marzo del mismo año.

Puesta  en  votación esta  disposición
transitoria,  la  Comisión  la  aprobó  por  la  unanimidad  de  sus
miembros presentes.

Votaron  favorablemente  los  Honorables
Senadores señores Chadwick, Muñoz Aburto, Sabag y Vásquez, y los
Honorables Diputados señores Cardemil, Ceroni, Díaz y Eluchans.

En una de las últimas sesiones celebradas por
la  Comisión  Mixta,  el  Presidente  de  la  Cámara  de  Diputados,
Honorable  Diputado  señor  Álvarez,  puso  de  relieve  que  esta  norma
transitoria va a permitir el paso del actual sistema de control y revisión de
las  cuentas  parlamentarias  al  nuevo  modelo  que  se  propone  en  las
normas permanentes de este proyecto de ley.

Destacó  que  hasta  ahora  el  mecanismo  más
formal de control de las asignaciones parlamentarias ha sido el examen
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periódico  que  de  ellas  han  realizado  las  Comisiones  Revisoras  de
Cuentas.

Desde esta perspectiva, consultó si la Comisión
Mixta consideraba conveniente establecer un plazo dentro del cual pueden
ser objetadas las cuentas de gastos presentadas por los parlamentarios.

El  Honorable  Diputado  señor  Díaz se
manifestó en contra de la idea de establecer términos dentro de los cuales
los informes sobre rendiciones de cuentas pueden ser objetados. Señaló
que  tampoco  consideraba  conveniente  agregar  una  disposición  de
clausura  relativa  a  los  efectos  de  los  informes  recaídos  sobre  las
rendiciones de cuentas presentadas por  los parlamentarios.  Por  último,
instó  a  la  Comisión  a  no  aprobar  ningún  precepto  adicional  en  esta
materia.

El  Honorable  Senador  señor  Sabag señaló,
en  cambio,  que  estimaba  necesario  aclarar  que,  una  vez  que  se  ha
aprobado una rendición de cuentas, ésta no debería ser cuestionada en el
futuro. Explicó que si no se resguardaba esta situación se podrían plantear
muchos problemas políticos, especialmente en los períodos eleccionarios,
oportunidad en que los adversarios de un determinado parlamentario, con
el fin de socavar su prestigio, podrían objetar las cuentas que ya le fueron
aprobadas.  Muchas  de  estas  denuncias,  acotó,  se  activan  durante  los
períodos de campaña electoral y terminan cuando ha concluido el proceso
eleccionario.

El  Honorable  Senador  señor  Vásquez
subrayó que acciones como las referidas ponen en cuestión la honra de
los parlamentarios y los desprestigian irremediablemente ante la opinión
pública, sea que hayan o no cometido una irregularidad.

El Honorable Diputado señor Cardemil anotó
que, como este proyecto de ley está cambiando un sistema de control por
otro nuevo, bien vale aclarar que el mecanismo que se deja atrás cumplió
su  función  adecuadamente  y  que  se  sustituye  no  porque  haya  sido
ineficaz  sino  porque  se  ha  decidido  fortalecer  los  principio  de
transparencia y control.

El Honorable Diputado señor Ceroni coincidió
en  que  las  Comisiones  Revisoras  de  Cuentas  eran  los  organismos
llamados  a  examinar  las  rendiciones  de  gastos.  Sostuvo  que  si  los
recursos asignados han sido utilizados de acuerdo a las normas que la
Cámara estableció y no han sido observados, las cuentas no debieran ser
objetadas en el futuro.

En  mérito  de  las  consideraciones
precedentes,  la  Comisión  Mixta  acordó  agregar  a  este  artículo
transitorio un inciso final del siguiente tenor:
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“Los informes sobre rendiciones de cuenta que
conozca  cada  Cámara  y  que  no  sean  observados,  se  entenderán
aprobados y no podrán ser objeto de nuevas revisiones.”.

Votaron a favor de esta norma la unanimidad
de los miembros presentes de la Comisión,  Honorables Senadores
señores Chadwick, Muñoz Aburto y Sabag, y Honorables Diputados
señores Cardemil, Ceroni y Eluchans.

oooo

PROPOSICIÓN DE LA COMISIÓN MIXTA

En  mérito  del  debate  y  acuerdos  expuestos
precedentemente y con el fin de salvar las divergencias suscitadas entre
ambas  ramas  del  Congreso  Nacional,  esta  Comisión  Mixta  sugiere
aprobar la siguiente proposición:

Número 1
de la Cámara de Diputados y del Senado

Reemplazarlo por el siguiente:

“1.- Introdúcense las siguientes modificaciones
al artículo 2º:

a)  Sustitúyese  el  inciso  primero,  por  el
siguiente:

“Artículo 2°. Quedarán sujetas a las normas de
esta  ley  la  tramitación  interna  de  los  proyectos  de  ley  y  de  reforma
constitucional; la aprobación o rechazo de los tratados internacionales; la
calificación de las urgencias; las observaciones o vetos del Presidente de
la República; las acusaciones que formule la Cámara de Diputados y su
conocimiento por el Senado, y el funcionamiento y las atribuciones de las
comisiones investigadoras.”. (Unanimidad 8 x 0). 

b)  Intercálase,  en  el  inciso  segundo,  a
continuación de la expresión “Congreso Nacional” la frase “, del Consejo
Resolutivo  de  Asignaciones  Parlamentarias,  del  Comité  de  Auditoría
Parlamentaria”. (Unanimidad. 9 x 0). 

c)  Sustitúyese,  en  el  inciso  quinto,  la  frase
inicial:  “A  las Comisiones de Régimen del  Senado y de  la  Cámara de
Diputados  les  corresponderá”  por   “Cada  Cámara  deberá  tener  una
Comisión de Régimen encargada de”. (Unanimidad 8 x 0).
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d)  Reemplázase,  en  el  inciso  séptimo,  la
expresión  “de  acuerdo  al  Reglamento”,  por  “en  su  calidad  de  jefes
superiores de Servicio”.”. (Unanimidad 9 x 0).

Intercalar, a continuación, los siguientes números 2, 3 y 4, nuevos

“2.-  Sustitúyese,  en  el  inciso  segundo  del
artículo 3°, la frase “de un Centro de Informática y Computación,” por “de
un Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias, de un Comité de
Auditoría Parlamentaria”. (Unanimidad. 7 x 0).
 

3.- Intercálase el siguiente artículo 3° A, nuevo:

“Artículo  3°  A.  Cada  Cámara  podrá  acordar
autónomamente,  previo  informe favorable  de la  Comisión  de  Régimen
respectiva, la forma de contratar de conformidad a las normas del Código
del  Trabajo  y  sus  disposiciones  complementarias  a  quienes  prestarán
servicios  a los comités  parlamentarios  y  a los diputados o senadores,
durante el desempeño de sus cargos y en labores que digan relación con
el ejercicio de la función parlamentaria.

Con todo, dichos trabajadores deberán cumplir
las normas de probidad que establezca el reglamento a que se refiere el
inciso cuarto, debiendo incluirse en los contratos respectivos una cláusula
que así lo disponga.

Sin perjuicio de las causales previstas en los
artículos 159 y 160 del Código del Trabajo, la relación laboral a que se
refiere el inciso primero terminará siempre por la pérdida de confianza del
comité o parlamentario para quien prestaba sus servicios, así como por la
cesación en el cargo del parlamentario para el que fue contratado. Deberá
pagarse al trabajador, al momento del término, una indemnización que en
cuanto  a  su  monto  y  límites  quedará  sujeta  a  lo  previsto  en  el  inciso
segundo del artículo 163 de dicho Código.

Cada Cámara, a propuesta de la Comisión de
Régimen respectiva,  dictará un reglamento que establecerá los rangos
mínimos y máximos a que se someterá el régimen de remuneraciones de
las personas contratadas de conformidad al inciso primero, garantizando
la  sujeción   de  éste  a  criterios  de  objetividad,  transparencia  y  no
discriminación arbitraria. Asimismo, regulará las formalidades para invocar
alguna de las causales de cesación a que se refiere el inciso tercero y, en
general, toda otra norma para la adecuada aplicación de este artículo.

El reglamento a que se refiere el inciso anterior,
determinará  los  casos  en  que  se  podrá  contratar  sobre  la  base  de
honorarios  la  prestación  de  los  servicios  a  que  se  refiere  el  inciso
primero.”. (Unanimidad 6 x 0).
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4.- Agréganse, en el artículo 4°, los siguientes
incisos segundo a quinto, nuevos: 

“Las Cámaras establecerán en sus reglamentos
las disposiciones que cautelen el acceso del público a la información, en
conformidad a la ley N° 20.285.

Los referidos reglamentos deberán señalar las
autoridades u organismos internos encargados de responder las consultas
que se formulen y el procedimiento a que se sujetarán los reclamos. Sin
perjuicio de las causales establecidas en esta ley, se podrá denegar la
entrega de información en virtud de las señaladas en la ley N° 20.285.

Las  reclamaciones  se  resolverán  en  única
instancia por la Comisión de Ética y Transparencia del Senado o de la
Cámara de Diputados, según corresponda. Lo dispuesto en los artículos
24 a 30 y 33 de la Ley de Transparencia de la  Función Pública y de
Acceso a la Información de la Administración del Estado no se aplicará al
Congreso Nacional ni a sus servicios comunes. 

Corresponderá, a la Comisión Bicameral a que
se refiere el inciso cuarto del artículo 2° resolver, en única instancia, los
reclamos  que  se  formulen  en  contra  de  los  servicios  comunes  del
Congreso Nacional.”. (Unanimidad 9 x 0). 

Número 2 
de la Cámara de Diputados y del Senado

Pasa a ser número 5.
Sustituirlo por el siguiente:

“5.- Sustitúyese el inciso cuarto del artículo 5°,
por los siguientes:

“Cada Cámara, una vez instalada, dará inicio a
sus actividades de acuerdo con el calendario de sesiones que fije.

El cuadrienio que se inicia con la instalación del
Congreso Nacional constituirá un período legislativo.

La primera  sesión  de cada período legislativo
será la siguiente a la de instalación. (Unanimidad 9 x 0). 

Para  los  efectos  de  lo  dispuesto  en  el  inciso
sexto  del  artículo  51  de  la  Constitución  Política  de  la  República,
corresponderá al Presidente de cada Corporación verificar el cumplimiento
de los requisitos para desempeñar el cargo de diputado o senador, según
corresponda.”. (Unanimidad 9 x 0). 
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Número 3 
de la Cámara de Diputados y del Senado

Pasa a ser número 6
Sustituirlo por el siguiente:

“6.- Sustitúyese el inciso final del artículo 5° A,
por los siguientes:

“El  principio  de  transparencia  consiste  en
permitir  y  promover  el  conocimiento  y  publicidad  de  los  actos  y
resoluciones que adopten los diputados y senadores en el ejercicio de sus
funciones en la Sala y en las comisiones, así como las Cámaras y sus
órganos  internos,  y  de  sus  fundamentos  y  de  los  procedimientos  que
utilicen.

Las sesiones de las Cámaras, los documentos y
registros  de las  mismas,  las  actas  de sus debates,  la  asistencia  y  las
votaciones serán públicas.

Serán públicos los acuerdos adoptados por las
comisiones, así como los antecedentes considerados en sus sesiones y la
asistencia de los parlamentarios e invitados a las sesiones de las mismas.
Al término de cada sesión de comisión se informará resumidamente de lo
anterior. La misma regla se aplicará a los comités parlamentarios. En todo
caso, las grabaciones de audio de las sesiones de las comisiones y de los
comités tendrán el carácter de reservadas. (Mayoría de votos 7 x 1 y una
abstención).

Los informes de comisión serán públicos desde
que queden a disposición de la respectiva Sala. Dichos informes darán
cuenta  de  los  asistentes  a  sus  sesiones,  de  sus  debates,  de  los
antecedentes y documentos considerados, de los acuerdos alcanzados y
sus  fundamentos  esenciales  y  del  resultado  de  las  votaciones,
debidamente individualizadas.

Las sesiones de comisión se realizarán sin la
asistencia de público, salvo acuerdo en contrario adoptado por la mayoría
absoluta de sus miembros. (Unanimidad 6 x 0).

Cuando la publicidad de las sesiones y de los
antecedentes  considerados  por  la  Sala  y  las  comisiones  afectaren  el
debido cumplimiento de las funciones de dichos órganos, los derechos de
las personas, la seguridad de la Nación o el interés nacional, el Presidente
de la respectiva Corporación o comisión, con el voto favorable de los dos
tercios de los senadores o diputados en ejercicio, en el primer caso, o de
los dos tercios de los integrantes de la comisión, en el segundo, podrá
declarar  el  secreto  dejando  constancia  de  los  fundamentos  de  tal
declaración. En todo caso, no serán públicas las sesiones y votaciones del
Senado en que se resuelvan rehabilitaciones de ciudadanía.
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Dichas  sesiones,  documentos,  antecedentes,
actas  y  votaciones  serán  siempre  secretos  cuando  corresponda  tratar
alguno de los asuntos cuya discusión, en esa calidad, haya solicitado el
Presidente de la República, en conformidad con el número 15º del artículo
32 de la Constitución Política de la República. (Unanimidad 9 x 0). 

Cada  Cámara  deberá  tener  una  Comisión  de
Ética  y Transparencia Parlamentaria  encargada de velar,  de  oficio  o  a
petición de un parlamentario, por el respeto de los principios de probidad,
transparencia y acceso a la información pública, y de conocer y sancionar
las faltas a la  ética parlamentaria  de los  miembros de sus respectivas
Corporaciones.  Cada  Cámara  elegirá  a  los  integrantes  de  estas
comisiones por los tres quintos de sus miembros en ejercicio. No podrán
formar parte de ellas los miembros de la Mesa de cada Corporación. La
comparecencia ante dichas comisiones será obligatoria para el senador o
diputado que hubiere sido citado,  previo acuerdo adoptado por los dos
tercios de sus integrantes, en sesión especialmente convocada al efecto.
Los reglamentos de cada Cámara deberán establecer  el  procedimiento
mediante el cual se elegirá a sus integrantes, los tipos de amonestación y
el monto de las multas que podrán imponer y el quórum para sesionar y
adoptar  sus  acuerdos  y  resoluciones,  los  que  serán  públicos  cuando
tengan  el  carácter  de  definitivos  o  así  lo  acuerde  la  comisión.”.”.
(Unanimidad. 7 x 0).

Número 4
del Senado

Rechazarlo. (Unanimidad 9 x 0).

A continuación, intercalar los siguientes números 7, 8 y 9, nuevos

“7.- Introdúcense las siguientes modificaciones
al artículo 5° C:

a).-  Agrégase,  en  el  inciso  tercero,  a
continuación del punto aparte, la siguiente oración:

“Un  facsímil  de  las  declaraciones  deberá  ser
publicado  en  los  sitios  electrónicos  de  la  respectiva  Corporación.”.
(Unanimidad 7 x 0).

b).- Sustitúyese el inciso cuarto por el siguiente:

“Los diputados y senadores deberán actualizar
su declaración cada vez que se produzca un cambio en sus intereses. Los
senadores  deberán  actualizarla,  además,  dentro  de  los  treinta  días
siguientes al inicio de un período legislativo.”. (Unanimidad 7 x 0).
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8.-  Introdúcense  las  siguientes  modificaciones
al artículo 5° D.

a).-  Sustitúyese  el  inciso  primero  por  el
siguiente:

“Artículo  5º  D.  Asimismo,  los  diputados  y
senadores  deberán  efectuar,  dentro  del  plazo  de  treinta  días  contado
desde  que  hubieren  asumido  el  cargo,  una  declaración  jurada  de
patrimonio, en los mismos términos de los artículos 60 B, 60 C y 60 D de
la  ley  Nº  18.575,  Orgánica  Constitucional  de  Bases  Generales  de  la
Administración  del  Estado,  ante  el  Secretario  General  de  la  respectiva
Corporación, quien la mantendrá para su consulta pública. Un facsímil de
las  declaraciones deberá  ser  publicado en  los  sitios  electrónicos de la
respectiva Corporación.”. (Unanimidad 7 x 0).
 

b).-  Agrégase,  en  el  inciso  segundo,  a
continuación del punto aparte, la siguiente oración:

“No  obstante,  los  diputados  y  senadores
deberán actualizar su declaración entre los sesenta y los treinta días que
anteceden a una elección parlamentaria.”. (Unanimidad 8 x 0).

c).-  Elimínanse  los  incisos  tercero  a  séptimo.
(Unanimidad 8 x 0).

9.- Intercálase el siguiente artículo 5° E, nuevo:

“Artículo 5° E. La no presentación oportuna de
la  declaración  de  intereses  o  de  la  declaración  de  patrimonio  será
sancionada con multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales. 

El incumplimiento de la obligación de actualizar
la declaración de intereses o la declaración de patrimonio se sancionará
con multa de cinco a quince unidades tributarias mensuales.

Las comisiones  a que se refiere el inciso final
del artículo 5° A conocerán y resolverán acerca de la aplicación de dichas
sanciones a los miembros de las respectivas Corporaciones.

El  procedimiento  podrá  iniciarse  de  oficio  por
las comisiones señaladas en el inciso anterior o por denuncia de cualquier
interesado.  La formulación de cargos dará al  parlamentario  afectado el
derecho de contestarlos en el plazo de diez días hábiles. En caso de ser
necesario, el período probatorio será de ocho días. Podrán utilizarse  todos
los medios de prueba, siendo esta apreciada en conciencia. La Comisión
deberá dictar la resolución final dentro de los diez días siguientes a aquél
en que se evacuó la última diligencia. 
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No  obstante  lo  señalado  en  los  incisos
anteriores, el infractor tendrá el plazo fatal de diez días, contado desde la
notificación  de  la  resolución  que  impone  la  multa,  para  presentar  la
declaración omitida o para corregirla. Si así lo hiciere, se podrá rebajar
dicha multa.

En  caso  de  reincidencia,  se  sancionará  al
parlamentario con una multa equivalente al doble de las indicadas en los
incisos primero y segundo.”. (Unanimidad 8 x 0).

Número 5
del Senado

Pasa a ser número 10.
Sustituirlo por el siguiente:

“10.- Incorpórase el siguiente artículo 5° F, 
nuevo:

“Artículo 5° F.- Es deber de los parlamentarios
asistir  a  las  sesiones  de  la  Cámara  y  de  las  comisiones  a  que
pertenezcan.”.”. (Unanimidad 9 x 0).

Número 4 
de la Cámara de Diputados

Número 6 
del Senado

Pasa a ser número 11, en los términos en que lo aprobó el Senado.
(Unanimidad 9 x 0).

Número 7 
del Senado 

Pasa a ser número 12, sin enmiendas. (Unanimidad 9 x 0).

Número 5
de la Cámara de Diputados

Número 8 
del Senado

Pasa a ser número 13
Sustituirlo por el siguiente

“13.- Sustitúyese el artículo 9°, por el siguiente:

“Artículo 9°. Los organismos de la Administración
del Estado y las entidades en que el Estado participe o tenga representación
en virtud de una ley que lo autoriza, que no forma parte de su Administración
y  no  desarrollen  actividades  empresariales,  deberán  proporcionar  los

213



informes  y  antecedentes  específicos  que  les  sean  solicitados  por  las
comisiones o por los parlamentarios individualizados en sesión de Sala o de
comisión, en conformidad a lo dispuesto en la presente ley.

Los  informes  y  antecedentes  que  revistan  el
carácter  de  secretos  o  reservados  sólo  podrán  ser  solicitados  por  las
comisiones o por los parlamentarios en sesión de Sala o de comisión.  Se
considerará  que tienen dicho carácter,  aquéllos  que una ley  de quórum
calificado haya declarado reservados o secretos, de acuerdo a las causales
señaladas en el artículo 8° de la Constitución Política.

Dichos  informes  y  antecedentes  serán
proporcionados por el servicio, organismo o entidad por medio del Ministro
del que dependa o mediante el cual se encuentre vinculado con el Gobierno,
manteniéndose los respectivos documentos en reserva o secreto. El Ministro
sólo  los  proporcionará  a  la  comisión  respectiva  o  a  la  Cámara  que
corresponda, en su caso, en la sesión secreta que para estos efectos se
celebre.

En  ningún  caso  las  peticiones  de  informes
importarán el ejercicio de las facultades señaladas en el párrafo segundo de
la letra a) del número 1) del artículo 52 de la Constitución Política.

Quedarán exceptuados de la obligación señalada
en los incisos primero y tercero, los organismos de la Administración del
Estado que ejerzan potestades fiscalizadoras, respecto de los documentos y
antecedentes que contengan información  cuya revelación, aun de manera
reservada  o  secreta,  afecte  o  pueda  afectar  el  desarrollo  de  una
investigación en curso.”.”. (Mayoría de votos 4 x 3).

A  continuación,  intercalar  el  siguiente
número 14, nuevo:

“14.-  Intercálase  el  siguiente  artículo  9°  A,
nuevo:

“Artículo 9° A.  Las empresas públicas creadas
por  ley,  las  empresas del  Estado y  las  sociedades en que éste  tenga
aporte, participación accionaria superior al cincuenta por ciento o mayoría
en el  directorio,  cualquiera  sea el  estatuto  por  el  que se  rijan,  incluso
aquellas  que  de  acuerdo  a  su  ley  orgánica  deban  ser  expresamente
mencionadas  para  quedar  obligadas  al  cumplimiento  de  ciertas
disposiciones,  deberán  proporcionar  los  informes  y  antecedentes
específicos que les sean solicitados por las comisiones de las cámaras o
por  parlamentarios  individualizados  en  sesión  de  Sala  o  de  comisión.
(Unanimidad 7 x 0).
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En  el  evento  que  la  empresa  o  sociedad
requerida  no conteste  o deniegue la  información solicitada,  sin  invocar
expresamente alguna de las causales de excepción a que se refiere el
inciso  siguiente,  la  Contraloría  General  de  la  República,  transcurridos
treinta días contados desde la notificación del requerimiento, de oficio o a
solicitud del interesado, podrá iniciar el procedimiento sancionatorio a que
se refiere el artículo 10 de la presente ley.

Con todo, no estarán obligadas a entregar los
informes y antecedentes cuando éstos:

a)  Se  refieran  a  hechos  o  antecedentes  que
tengan el  carácter  de reservado,   de conformidad a lo  dispuesto en el
inciso  tercero  del  artículo  10  de  la  ley  Nº  18.045  sobre  Mercado  de
Valores; o

b) Contengan  información  sujeta  al  deber  de
reserva establecido en el artículo 43 y en el inciso tercero del artículo 54
de la ley Nº 18.046, sobre Sociedades Anónimas; o

c) Sean documentos, datos o informaciones que
una ley de quórum calificado haya declarado reservados o secretos, de
acuerdo  a  las  causales  señaladas  en  el  artículo  8°  de  la  Constitución
Política.

Para invocar cualquiera de estas causales, será
necesario un acuerdo previo adoptado por las tres cuartas partes de los
miembros en ejercicio del órgano colegiado encargado de la administración
de la empresa o sociedad, o de todos los administradores cuando aquella no
corresponda a un órgano colegiado.

Si las comisiones o los parlamentarios insisten en
su  petición,  la  empresa  o  sociedad  estará  obligada  a  proporcionar  los
antecedentes  o  informes solicitados,  salvo  que requiera  a  la  Contraloría
General  para  que,  previo  informe  de  la  Superintendencia  de  Valores  y
Seguros,  resuelva  que  concurre  alguna  de  las  causales  señaladas
precedentemente.

En  ningún  caso  las  peticiones  de  informes
importarán el ejercicio de las facultades señaladas en el párrafo segundo de
la  letra  c)  del  número  1)  del  artículo  52  de  la  Constitución  Política.”.”.
(Mayoría de votos 5 x 2).
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Número 6 
de la Cámara de Diputados

Número 9 
del Senado

Pasa a ser número 15

Sustituirlo por el siguiente:

“15.-  Reemplázase  el  artículo  10,  por  el
siguiente:

“Artículo  10.  El  jefe  superior  del  respectivo
organismo de la Administración del Estado o el representante legal de la
entidad, según el caso, requerido en conformidad al artículos 9° que no
diere cumplimiento a lo ordenado en esa disposición dentro del plazo de
treinta días, será sancionado por la Contraloría General de la República
con la medida disciplinaria de multa equivalente a un tercio, media o una
remuneración mensual. Asimismo, serán responsables y tendrán idéntica
sanción por su falta de comparecencia a la sesión de una comisión de
alguna  de  las  Cámaras  a  la  que  hubieren  sido  citados,  o  la  de  los
funcionarios  de su  dependencia,  cuando la  ausencia  de  éstos  les  sea
imputable.  Para  estos  efectos,  la  Contraloría  General  resolverá  con  el
mérito  de  lo  informado por  el  respectivo  jefe  o representante  y  de  los
antecedentes proporcionados o que estime necesario recabar.

Para  los  efectos  del  cobro  de  la  multa,  la
Contraloría  General  de  la  República  oficiará  directamente  a  la  oficina
pagadora del  respectivo  organismo o  entidad  a  fin  de  que proceda a
retener  de  las  remuneraciones del  personal  involucrado las  cantidades
correspondientes  y  a  enterarlas  en  arcas  fiscales,  acompañando  los
comprobantes al referido órgano contralor.

Si ejecutoriada la aplicación de la multa no se
diere  cumplimiento  al  nuevo  plazo que,  en  su  caso,  fije  la  Contraloría
General, el infractor podrá ser sancionado con multa equivalente al doble
de la indicada en este artículo.

En  caso  que  en  el  respectivo  organismo  o
entidad cambie la autoridad que ha sido requerida, la Contraloría General
fijará un nuevo plazo para este efecto a quien lo reemplace a cualquier
título,  bajo  apercibimiento  de  aplicarle  la  sanción  que  corresponda,  de
conformidad al procedimiento antes indicado.”.”. (Unanimidad 7 x 0). 
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Número 10 
del Senado

Pasa a ser número 16
Reemplazarlo por el siguiente

“16.-Sustitúyese el  inciso segundo del  artículo
13, por los siguientes:

“Se declararán inadmisibles las mociones que
se refieran a materias que, de acuerdo con la Constitución Política, deben
tener origen en la otra Cámara o iniciarse exclusivamente por mensaje del
Presidente de la República.

En caso que,  por la  mayoría absoluta de sus
miembros en ejercicio, el Senado o la Cámara de Diputados acuerde pedir
al Presidente de la Republica el envío de un mensaje referido a materias
que son de la  iniciativa exclusiva  del  Presidente  de la  República,  éste
último deberá responder la solicitud, por intermedio del Ministro de Estado
que corresponda, dentro del plazo de treinta días.”.”. (Unanimidad 7 x 0).

Número 7 
de la Cámara de Diputados

Número 11
del Senado

Pasa a ser número 17
Reemplazarlo por el siguiente

“17.- Sustitúyese el artículo 15, por el siguiente:

“Artículo  15.  La declaración de inadmisibilidad
de un proyecto de ley o de reforma constitucional que vulnere lo dispuesto
en el  inciso primero  del artículo  65  de la  Constitución  Política  o de la
solicitud que formule el Presidente de la República de conformidad a lo
establecido  en  su  artículo  68,  será  efectuada  por  el  Presidente  de  la
Cámara  de  origen.  No  obstante,  la  Sala  de  dicha  Cámara  podrá
reconsiderar esa declaración.

Con  todo,  si  en  el  segundo  trámite
constitucional, la Sala de la Cámara revisora rechazare la admisibilidad del
proyecto  aprobado  por  la  Cámara  de  origen,  se  constituirá,  de
conformidad a lo prescrito en el artículo 70 de la Constitución Política, una
comisión mixta encargada de proponer la forma y modo de resolver la
discrepancia. (Mayoría de votos 8 x 2).

La circunstancia de que no se haya declarado
tal inadmisibilidad no obstará a la facultad de las comisiones para hacerla.
Dicha declaración podrá ser revisada por la Sala.
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En  ningún  caso  se  admitirá  a  tramitación  un
proyecto  que  proponga  conjuntamente  normas  de  ley  y  de  reforma
constitucional,  o  que  no cumpla  con los  requisitos  establecidos en los
artículos anteriores.”.”. (Mayoría de votos 7 x 1).

Número 8 
de la Cámara de Diputados

Número 12 
del Senado 

Pasa a ser número 18, sin enmiendas. (Unanimidad 9 x 0).

Número 13
del Senado

Pasa a ser número 19, con dos enmiendas:

a.- Reemplazar la expresión “bis” por “A”.

b.- Sustituir la palabra “cámara” por “Cámara”.
(Unanimidad 8 x 0).

Número 9
de la Cámara de Diputados

Número 14 
del Senado

Pasa a ser número 20, sin enmiendas. (Unanimidad 9 x 0).

Número 10
de la Cámara de Diputados

Número 15
del Senado

Pasa a ser número 21
Reemplazarlo por el siguiente:

“21.- Sustitúyese el artículo 20 por el siguiente:

“Artículo 20.- Las comisiones mixtas a que se
refieren los artículos 70 y 71 de la Constitución Política se integrarán por
igual  número  de  miembros  de  cada  Cámara,  conforme  a  lo  que
establezcan  las  normas  reglamentarias  que  ambas  acuerden,  las  que
señalarán  las  mismas  atribuciones  y  deberes  para  los  senadores  y
diputados.”.”. (Unanimidad 7 x 0).

oooo
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A continuación, agregar el siguiente número 22, nuevo:

22.- Intercálase, en el artículo 22, luego de la
voz  “debates,” la frase “de conformidad con lo señalado en los artículos
9°, 9° A y 10,”. (Unánime 7 x 0).

Número 16 
del Senado

Rechazarlo (Unanimidad 8 x 0).

Número 17
del Senado

Pasa a ser número 23
Sustituirlo por el siguiente

“23.- Sustitúyese el artículo 25, por el siguiente:

“Artículo 25. Corresponderá al Presidente de la
Sala  o  comisión  la  facultad  de  resolver  la  cuestión  de  admisibilidad  o
inadmisibilidad  que  se  formule  respecto de  las  indicaciones  a  que  se
refiere el artículo anterior. No obstante, a petición de cualquiera de sus
miembros,  la  Sala  o  la  comisión,  en  su  caso,  podrá  reconsiderar  de
inmediato la resolución de su presidente.

La  declaración  de  inadmisibilidad  puede  ser
hecha por el Presidente de la Cámara respectiva o de una comisión, de
propia  iniciativa  o  a  petición  de  algún  miembro  de  la  Corporación,  en
cualquier momento de la discusión del proyecto.

La circunstancia de que no se haya planteado la
cuestión de admisibilidad o inadmisibilidad de una indicación durante la
discusión en general en la Sala, no obsta a la facultad del Presidente de la
comisión para hacer la declaración correspondiente o para consultar a la
comisión en caso de duda.

Una  vez  resuelta  por  la  Sala  o  por  su
Presidente  la  cuestión  de  admisibilidad  o  inadmisibilidad  de  una
indicación, ella no podrá ser revisada en comisiones.

La cuestión  de admisibilidad o  inadmisibilidad
de indicaciones resuelta en comisiones no obsta a la facultad de la Sala
de  la  Cámara  respectiva  para  hacer  la  declaración  de  admisibilidad  o
inadmisibilidad de tales indicaciones.”.” (Unanimidad 7 x 0).
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Número 11
de la Cámara de Diputados

Número 18
del Senado

Pasa a ser número 24

Sustituirlo por el siguiente:

“24.-  Sustitúyese el  inciso primero del  artículo
26 por los siguientes, pasando los actuales incisos segundo y tercero, a
ser tercero y cuarto, respectivamente:

“Artículo 26. El Presidente de la República, de
conformidad con el artículo 74 de la Constitución, podrá hacer presente la
urgencia para el despacho de un proyecto de ley, en uno o en todos sus
trámites y, en tal caso, la Cámara respectiva deberá pronunciarse dentro
del plazo máximo de treinta días.

La  calificación  deberá  hacerla  en  el
correspondiente mensaje o mediante oficio que dirigirá al Presidente de la
Cámara donde se encuentre el proyecto, y podrá ser simple, suma o de
discusión inmediata, lo que se expresará en el mismo documento. Si así
no lo hiciere, se considerará que la urgencia es simple.”.”. (Unanimidad 9
x 0).

Número 12 
de la Cámara de Diputados

Número 19
del Senado 

Pasa a ser número 25
Sustituirlo por el siguiente:

“25.- Introdúcense las siguientes modificaciones
en el artículo 27:

a).-Sustitúyese  el  inciso  primero  por  el
siguiente:

“Artículo 27. Cuando un proyecto sea calificado
de  simple  urgencia,  su  discusión  y  votación  en  la  Cámara  requerida
deberán quedar terminadas en el plazo de treinta días; si la calificación
fuere de suma urgencia, ese plazo será de quince días y, si se solicitare
discusión inmediata, será de seis días.”.

b).-  Agrégase,  en  el  inciso  segundo,
sustituyendo el punto final por un punto seguido, la siguiente oración:
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“Con  todo,  los  oficios  de  retiro  de  urgencia
regirán en el  acto mismo en que sean recibidos en la Secretaría de la
Cámara respectiva.”.”. (Unanimidad 9 x 0).

Número 13
de la Cámara de Diputados

Número 20
del Senado

Pasa a ser número 26, sin enmiendas. (Unanimidad 9 x 0)

Número 14
de la Cámara de Diputados

Número 21
del Senado

Pasa a ser número 27, sin enmiendas. (Unanimidad 9 x 0)

Número 15
de la Cámara de Diputados

Pasa a ser número 28
Sustituirlo por el siguiente

“28.- Sustitúyese el artículo 31 por el siguiente:

“Artículo  31.  Las  proposiciones  de  las
comisiones mixtas no podrán ser objeto de indicaciones y se votarán en la
forma en que exprese  el informe. Si en éste nada se dice, se votarán en
conjunto. Con todo, deberán aprobarse con la votación que corresponda a
la naturaleza de las normas legales propuestas.”.”. (Unanimidad 8 x 0). 

Número 22
del Senado

Pasa a ser número 29, sin enmiendas (Unanimidad 8 x 0). 

Número 16
de la Cámara de Diputados

Número 23
del Senado

Pasa a ser número 30, sin enmiendas. (Unanimidad 9 x 0). 
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Número 17
de la Cámara de Diputados

Número 24 
del Senado

Pasa a ser número 31
Sustituirlo por el siguiente:

“31.-  Intercálanse,  a  continuación  del  artículo
52, los siguientes Títulos V, VI y VII, nuevos:

“Título V

DE LAS COMISIONES ESPECIALES INVESTIGADORAS

Artículo  53.  La  Cámara  de  Diputados  creará,
con el acuerdo de a lo menos dos quintos de sus miembros en ejercicio,
comisiones  especiales  investigadoras  con  el  objeto  de  reunir
informaciones relativas a determinados actos del Gobierno.

Estas comisiones, ni aun por la unanimidad de
sus integrantes, podrán extender su cometido al conocimiento de materias
no incluidas en el objeto o finalidad considerado en el acuerdo que dio
lugar a su formación. (Unanimidad 8 x 0).
 

Las  comisiones  especiales  de  investigación
estarán  integradas  por  el  número  de  miembros  que  determine  el
Reglamento de la Cámara de Diputados.

La  competencia  de  estas  comisiones  se
extinguirá  al  expirar  el  plazo  que  les  haya  fijado  la  Cámara  para  el
cumplimiento de su cometido. Con todo, dicho plazo podrá ser ampliado
por  la  Cámara,  con  el  voto  favorable  de  la  mayoría  de  los  diputados
presentes, siempre que la comisión haya solicitado la ampliación antes de
su vencimiento.

La  última  sesión  que  una  comisión  especial
investigadora celebre dentro del plazo, se entenderá prorrogada hasta por
quince días, exclusivamente para que aquella acuerde las conclusiones y
proposiciones sobre la investigación que habrá de incluir en su informe a
la Sala.

En todo caso, el término del respectivo período
legislativo  importará  la  disolución  de  las  comisiones  especiales
investigadoras. (Unanimidad 7 x 0).

Artículo  54.  Las  comisiones  especiales
investigadoras podrán citar a sus sesiones a los Ministros de Estado, a los
funcionarios de la Administración del Estado, al personal de las empresas

222



del  Estado  o  de  aquéllas  en  que  éste  tenga  participación  mayoritaria,
quienes estarán obligados a comparecer y a suministrar en forma veraz y
completa los antecedentes y las informaciones que les sean requeridos y
que  se  refieran  a  su  cometido.  En  caso  de  incumplimiento  de  estas
obligaciones, se aplicarán las sanciones establecidas en el  artículo 10.
Tratándose  de  Ministros  de  Estado,  podrán  hacerse  efectivas  las
responsabilidades correspondientes.

Los Ministros de Estado no podrán ser citados
más  de  tres  veces  a  una  misma  comisión  investigadora,  sin  previo
acuerdo de la mayoría absoluta de sus miembros.

Las  citaciones  y  las  solicitudes  de
antecedentes, serán acordadas a petición de un tercio de los miembros de
la comisión especial investigadora.

Las  citaciones  podrán  ser  extendidas  al
funcionario directamente o por intermedio del jefe superior del respectivo
Servicio. En el primer caso se enviará copia de la citación a este último
para el solo efecto de su conocimiento.

Tratándose de las  empresas del  Estado o de
aquéllas en que éste tenga participación mayoritaria, la citación se dirigirá
a  quienes  corresponda  su  representación  legal,  los  cuales  podrán
comparecer  acompañados  de  las  personas  que  designe  su  órgano  de
administración.

En el  caso de las Fuerzas Armadas y de las
Fuerzas  de  Orden  y  Seguridad  Pública,  la  citación  se  hará  llegar  al
superior jerárquico de la respectiva institución, por medio del Ministro de
Estado que corresponda.

Las autoridades, los funcionarios y las personas
citadas conforme a lo anterior, estarán obligados a comparecer a la sesión
fijada por la comisión. (Unanimidad 8 x 0).
 

Asimismo, dichas personas deberán suministrar
los  antecedentes  y  las  informaciones  que  les  solicite  la  Comisión.  Si
aquéllos  se  refieren  a  asuntos  que  conforme  a  una  ley  de  quórum
calificado tengan el carácter de secretos o reservados, sólo podrán ser
proporcionados en sesión secreta por el Ministro de cuya cartera dependa
o se relacione el organismo requerido o por el representante legal de la
empresa  en  que  labora  la  persona  que  deba  entregarlos.  Los
antecedentes proporcionados deberán mantenerse en reserva o secreto.
(Unanimidad 7 x 0).

Las solicitudes de antecedentes serán dirigidas
al  Ministro  o  al  jefe  superior  del  Servicio  a  cuyo  sector  o  ámbito  de
competencias correspondan las informaciones solicitadas. Tratándose de
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las empresas del Estado o de aquéllas en que éste tenga participación
mayoritaria,  la  solicitud  se  dirigirá  a  quienes  corresponda  su
representación legal. (Unanimidad 8 x 0).

Artículo  55.  Las  personas  citadas  por  una
comisión  especial  investigadora  que  se  encontraren  en  alguna  de  las
situaciones de excepción descritas en los artículos 302,  303 y 305 del
Código Procesal Penal, no estarán obligadas a prestar declaración. Sin
embargo, deberán concurrir a la citación y dejar constancia de los motivos
que dan origen a la facultad de abstenerse que invoquen.

Artículo  56.  Si  fuere  estrictamente  necesario
para el resultado de la investigación, por acuerdo de la mayoría de los
miembros se podrá recabar el testimonio de particulares o requerirles los
antecedentes  que  se  estimen  pertinentes  y  necesarios  para  el
cumplimiento del cometido de la comisión especial investigadora.

Artículo 57. Quienes concurran a las sesiones
de las comisiones especiales investigadoras podrán asistir acompañados
de  un  asesor  o  letrado  con  el  fin  de  que  les  preste  asesoría   y  les
proporcione  los  antecedentes  escritos  u  orales  que  necesiten  para
responder a las consultas que se les formulen. (Unanimidad. 8 x 0).

Al  Presidente  de  la  comisión  especial
investigadora le corresponderá cuidar que se respeten los derechos de
quienes concurran a sus sesiones o sean mencionados en ellas. De modo
especial,  velará que no se les falte el  respeto con acciones o palabras
descomedidas o con imputaciones de intenciones o propósitos opuestos a
sus deberes, y que se salvaguarden el respeto y la protección a la vida
privada y a la honra de la persona y de su familia, el secreto profesional y
los demás derechos constitucionales. (Unanimidad. 8 x 0).

Para  los  efectos  de  dar  cumplimiento  a  lo
dispuesto en el inciso anterior, el Presidente podrá, entre otras medidas,
hacer llamados al orden, suspender la sesión, excusar temporalmente al
afectado  de  permanecer  en  la  sesión,  prescindir  de  la  declaración  de
quien ha incurrido en la falta o amonestar o censurar al o a los infractores,
en conformidad al reglamento. (Unanimidad. 8 x 0).
 

Las personas ofendidas o injustamente aludidas
en el transcurso de una investigación tendrán derecho a aclarar o rectificar
tales alusiones, si así lo estimaren pertinente.

La  comparecencia  de  una  persona  a  una
comisión especial investigadora, constituirá siempre justificación suficiente
cuando  su  presencia  fuere  requerida  simultáneamente  para  cumplir
obligaciones laborales, educativas o de otra naturaleza, y no ocasionará
consecuencias jurídicas adversas bajo ninguna circunstancia.”.
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Artículo  58.  El  informe  de  las  comisiones
especiales investigadoras deberá consignar las menciones que indique el
reglamento de la Cámara de Diputados.

Una copia del informe aprobado por la Cámara
deberá remitirse al Presidente de la República. (Mayoría de Votos. 7 x 1).

Título VI
DE LOS TRATADOS INTERNACIONALES

Artículo  59.  La  aprobación  de  un  tratado
requerirá  de  los  quórum  que  corresponda,  en  conformidad  con  lo
dispuesto  en  los  artículos  54  y  66  de  la  Constitución  Política  de  la
República, y se someterá, en lo pertinente, a los trámites de una ley.

Para los efectos del inciso anterior, las Cámaras
se pronunciarán sobre la aprobación o rechazo del tratado, en votación
única  y  con  el  quórum  más  elevado  que  corresponda  a  las  materias
reguladas por sus normas, dejando constancia de cuáles son las que han
requerido quórum calificado u orgánico constitucional.

Durante la discusión de los tratados, sólo podrá
corregirse  el  texto  de  la  parte  dispositiva  del  proyecto  de  acuerdo
propuesto  por  el  Presidente  de  la  República,  con  el  único  objeto  de
precisar el  título o composición formal  del  tratado, su fecha y lugar de
celebración,  según  conste  en  el  texto  autenticado  por  el  Ministerio  de
Relaciones  Exteriores,  sometido  a  la  consideración  del  Congreso
Nacional.

Artículo  60.  Si  el  tratado  contiene  alguna
disposición que incida en la organización y atribuciones de los tribunales,
deberá  oírse  previamente  a  la  Corte  Suprema,  en  conformidad  con  lo
dispuesto en el inciso segundo del artículo 77 de la Constitución Política.

Artículo  61.  El  Presidente  de  la  República
informará  al  Congreso sobre  el  contenido y  el  alcance del  tratado,  así
como de las reservas que pretenda confirmar o formularle. (Unanimidad.
8 x 0). 

Artículo 62. La sugerencia de formular reservas
y  declaraciones  interpretativas,  en  conformidad  a  lo  establecido  en  el
párrafo tercero del número 1) del artículo 54 de la Constitución Política de
la República, puede tener su origen en cualquiera de las Cámaras. Si una
de  ellas  la  aprueba,  dicha  sugerencia  pasará  a  la  otra  para  que  se
pronuncie,  y  si  ésta  la  acepta,  se  comunicará  al  Presidente  de  la
República tal circunstancia. (Unanimidad. 10 x 0).
 

Para  el  efecto  de  lo  dispuesto  en  el  párrafo
octavo  del  número  1)  del  artículo  54  de  la  Constitución  Política,  el
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Presidente de la Cámara de origen, en la comunicación al Presidente de la
República  de  la  aprobación  del  tratado  por  el  Congreso  Nacional,
consignará las reservas que éste ha tenido en consideración al momento
de aprobarlo. (Unanimidad. 10 x 0).

Artículo  63.  Si  el  Presidente  de  la  República
adopta la decisión de denunciar un tratado o retirarse de él, deberá pedir
la opinión de ambas Cámaras del Congreso, en el caso de tratados que
hayan sido aprobados por éste.

El  Congreso  dará  a  conocer  su  opinión,  por
escrito, dentro del plazo de treinta días contados desde la recepción del
oficio en que se solicita dicha opinión. Transcurrido este lapso sin que el
Congreso emita su parecer, el Presidente de la República podrá prescindir
de éste para efectuar la denuncia o el retiro.

La Cámara a la que se le pida opinión en primer
término deberá emitir su parecer en un plazo no superior a quince días, al
término del cual, con o sin su pronunciamiento, pasará a la otra para que
se manifieste dentro del mismo plazo.

Producida la denuncia o el retiro, el Presidente
de  la  República  deberá  informar  de  ello,  dentro  de  los  quince  días
siguientes, al Congreso Nacional. (Unanimidad. 10 x 0).
 

Artículo 64. El retiro de una reserva que haya
formulado el Presidente de la República y que tuvo en consideración el
Congreso Nacional  al  momento de aprobar un tratado,  requerirá previo
acuerdo de éste en conformidad con lo establecido en la presente ley.
(Unanimidad. 10 x 0).

El  oficio  por  el  cual  el  Presidente  de  la
República  solicita  el  acuerdo  señalado  en  el  inciso  anterior  será
presentado a una de las Cámaras, la que deberá aprobarlo o rechazarlo
en un plazo no superior a diez días contado desde la recepción del oficio,
al término del cual, habiéndose pronunciado o no sobre la solicitud, pasará
a  la  otra  para  que  se  manifieste  dentro  de  igual  plazo.  Transcurridos
treinta días desde que fuere recibido el oficio sin que el Congreso Nacional
se pronuncie, se tendrá por aprobado el retiro de la reserva. (Unanimidad
8 x 0).

Artículo 65. Si alguna de las Cámaras rechaza
lo  acordado  por  la  otra  en  el  trámite  de  aprobación  de  un  tratado
internacional, se formará una Comisión Mixta en los términos previstos en
el artículo 70 de la Constitución Política. Si la discrepancia se presenta en
el  trámite   de  sugerir  la  formulación  de  reservas  y  declaraciones
interpretativas o de retiro de una reserva que haya formulado el Presidente
de  la  República  y  que  tuvo  en  consideración  el  Congreso  Nacional  al
momento de aprobar  un  tratado,  se constituirá  una comisión mixta,  de
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igual  número  de  diputados  y  senadores,  la  que  propondrá  a  ambas
Cámaras la forma y modo de resolver las dificultades. (Mayoría de votos
6 x 1).

Título VII

DEL CONSEJO RESOLUTIVO DE ASIGNACIONES PARLAMENTARIAS
Y DEL COMITÉ DE AUDITORÍA PARLAMENTARIA

Artículo  66.  El  Consejo Resolutivo  de
Asignaciones Parlamentarias determinará, con cargo al presupuesto del
Congreso  Nacional  y  conforme  a  los  principios  que  rigen  la  actividad
parlamentaria, el monto, el destino, la reajustabilidad y los criterios de uso
de los fondos públicos destinados por cada Cámara a financiar el ejercicio
de la función parlamentaria. Para efectuar dicha labor, el Consejo oirá a
las Comisiones de Régimen Interior del Senado y de Régimen Interno de
la Cámara de Diputados.

Se entenderá por función parlamentaria todas
las actividades que realizan senadores y diputados para dar cumplimiento
a  las  funciones  y  atribuciones  que  les  confieren  la  Constitución  y  las
leyes. Ella comprende la tarea de representación popular y las diversas
labores políticas que llevan a cabo aquéllos y los comités parlamentarios.
(Unanimidad. 9 x 0).

El Consejo estará integrado por: 

a) Un ex consejero del Banco Central y un ex
decano de una facultad de Administración, de Economía o de Derecho de
cualquier universidad acreditada oficialmente por el Estado; (Unanimidad
8 x 0). 

b)  Un  ex  senador  y  un  ex  diputado  que  se
hayan desempeñado como parlamentarios  durante  un mínimo de ocho
años, y 

c) Un ex Ministro de Hacienda, o un ex Ministro
de Economía, Fomento y Reconstrucción, o un ex Director de la Dirección
de Presupuestos del Ministerio de Hacienda. 

Los  consejeros  durarán  cuatro  años  en  sus
cargos y podrán ser reelegidos.

El Consejo ejercerá sus funciones en el período
legislativo siguiente a aquel en que haya sido elegido.

El Consejo será presidido por el consejero que
determinen  sus  miembros;  sesionará  y  adoptará  sus  acuerdos  por  la
mayoría de éstos, y deberá reunirse a lo menos una vez al año.
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Los consejeros serán elegidos, con a lo menos
sesenta días de anticipación al término de cada período legislativo, por los
tres quintos de los senadores y diputados en ejercicio, a propuesta de una
Comisión  Bicameral  compuesta  por  igual  número  de  senadores  y
diputados, quienes deberán ser integrantes de la Comisión de Régimen
Interior  del  Senado  y  de  la  de  Régimen  Interno  de  la  Cámara  de
Diputados, respectivamente. Las vacantes de  miembros del Consejo se
proveerán de igual forma, dentro de los noventa días siguientes a la fecha
en que se produzcan. El reemplazante durará en el cargo hasta completar
el período que le restaba al consejero sustituido.

Los  consejeros  serán  inamovibles,  salvo  que
incurran en incapacidad o negligencia manifiesta en el  ejercicio de sus
funciones, así calificada por los tres quintos de los senadores y diputados
en ejercicio, a petición del Presidente del Senado, o del Presidente de la
Cámara de Diputados, o de cinco senadores, o de diez diputados. 

El Consejo Resolutivo se constituirá al inicio de
cada  período  legislativo,  oportunidad  en  que  fijará  sus  normas  de
funcionamiento  interno  en  todo  lo  no  regulado  por  el  reglamento  que
deberá dictar una Comisión Bicameral integrada por cuatro diputados y
cuatro  senadores,  elegidos  por  la  Sala  de  la  Corporación  a  la  que
pertenecen. Este reglamento deberá ser aprobado, con las formalidades
que rigen la tramitación de un proyecto de ley, por la mayoría absoluta de
los miembros presentes del Senado y de la Cámara de Diputados.

La  Mesa  de  cada  Cámara  ejecutará  los
acuerdos  del  Consejo  desde  que  se  dé  cuenta  de  ellos  y  ordenará
publicarlos en el sitio electrónico de la respectiva Corporación. 

El  Senado  y  la  Cámara  de  Diputados
proporcionarán  al  Consejo  Resolutivo  la  información  que  requiera  y  le
entregarán, por iguales partes, los medios y recursos necesarios para su
funcionamiento.  (Unanimidad 9 x 0). 

Artículo  66  A.  El  Comité  de  Auditoría
Parlamentaria  será  un servicio  común del  Congreso Nacional  y  estará
encargado  de  controlar  el  uso  de  los  fondos  públicos  destinados  a
financiar el ejercicio de la función parlamentaria y de revisar las auditorías
que el  Senado,  la  Cámara de Diputados y  la  Biblioteca del  Congreso
Nacional  efectúen  de  sus  gastos  institucionales.  A  propuesta  de  una
Comisión Bicameral integrada por cuatro diputados y cuatro senadores,
elegidos  por  la  Sala  de  la  Corporación  a  la  que  pertenecen,  se
reglamentará  la  forma en  que el  Comité  cumplirá  sus  funciones.  Este
reglamento  deberá  ser  aprobado,  con  las  formalidades  que  rigen  la
tramitación  de  un  proyecto  de  ley,  por  la  mayoría  absoluta  de  los
miembros  presentes  del  Senado  y  de  la  Cámara  de  Diputados.
(Unanimidad. 8 x 0).
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El Comité de Auditoría estará integrado por:

a) Un abogado y un contador auditor, con a lo
menos diez años de ejercicio de la profesión. Cada uno será seleccionado
por una comisión bicameral, compuesta por igual número de senadores y
diputados, quienes deberán ser integrantes de la Comisión de Régimen
Interior  del  Senado  y  de  la  de  Régimen  Interno  de  la  Cámara  de
Diputados,  respectivamente,  de  una  nómina  de  tres  personas  que,  en
cada caso, propondrá el Consejo de Alta Dirección Pública, y 

b)  Un  profesional  seleccionado,  mediante
concurso público convocado por la comisión bicameral señalada en la letra
anterior, de entre quienes hayan ocupado por más de diez años un cargo
directivo  en  la  Contraloría  General  de  la  República  o  se  encuentren
registrados,  por  igual  período,  en  la  nómina  de  auditores  de  la
Superintendencia de Valores y Seguros, quien lo presidirá. (Unanimidad.
7 x 0) 

Los  integrantes  del  Comité  de  Auditoría
Parlamentaria serán nombrados por los tres quintos de los senadores y
diputados en ejercicio,  a propuesta de la Comisión Bicameral a que se
refieren las letras anteriores. Durarán seis años en su cargo, no podrán
ser reelegidos y serán inamovibles, salvo que incurran en incapacidad o
negligencia manifiesta en el ejercicio de sus funciones, así calificada por
los tres quintos de los senadores o diputados en ejercicio, a petición del
Presidente del Senado, o del Presidente de la Cámara de Diputados, o de
cinco senadores, o de diez diputados. Las vacantes que se produzcan se
proveerán, dentro de los noventa días siguientes a la fecha en que se
originan, en la misma forma como fue designado quien dejó de servir el
cargo. (Unanimidad. 8 x 0).

Artículo 66 B. Las auditorías serán anuales, por
el  período de doce meses que se inicia cada 1 de abril.  El  Comité de
Auditoría Parlamentaria deberá emitir su informe antes del 30 de junio de
cada año.

El Comité deberá establecer procedimientos de
control periódicos, tales como citar a los parlamentarios para formularles
sugerencias con el fin de corregir las deficiencias que detecte en la forma
en que están utilizando los fondos y recursos asignados, y efectuar visitas
para fiscalizar en terreno su uso.

Los comités parlamentarios que dejen de existir
por cualquier  causa deberán rendir  cuenta ante el  Comité de Auditoría
Parlamentaria de los fondos y recursos que recibieron y que no hubieren
sido auditados. (Unanimidad. 8 x 0).
 

Las observaciones que formulare el Comité de
Auditoría  Parlamentaria  serán  notificadas  al  parlamentario  o  comité
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respectivo  para  que,  dentro  de  los  treinta  días  siguientes,  realice  sus
aclaraciones.  Los  reparos  u  objeciones  que  no  sean  corregidos  se
pondrán  en conocimiento de la Comisión de Ética y Transparencia del
Senado o de la Cámara de Diputados, según el caso. Sin perjuicio de lo
anterior, dichas comisiones, en cualquier momento y frente antecedentes
graves que conozcan, podrán solicitar que el mencionado Comité realice
un examen pormenorizado de la forma en que un parlamentario o comité
han utilizado los recursos y fondos que han recibido de la Corporación a
que pertenece. 

A más tardar el 31 de agosto de cada año, la
Comisión  de  Ética  y  Transparencia  del  Senado  o  de  la  Cámara  de
Diputados resolverán todos los asuntos sometidos a su consideración en
esta materia. Dentro de los cinco días siguientes a la fecha indicada se
publicarán en el  sitio electrónico de cada Cámara todas las auditorías.
(Unanimidad. 9 x 0).
 

Si  alguna de las  Comisiones señaladas en el
inciso  anterior estimare,  en  cualquier  tiempo,  que  los  hechos  que  dan
lugar  a  los  reparos  u  objeciones,  pudieren  revestir  carácter  de  delito,
deberá  poner  los  antecedentes  en  conocimiento  de  la  Mesa  de  la
Corporación a que pertenece el respectivo parlamentario.”.”. (Unanimidad
6 x 0).

A continuación, intercalar los siguientes números 32, 33 y 34,
nuevos:

“32.-  Intercálase,  a  continuación  del  epígrafe
“TÍTULO FINAL” el siguiente artículo 66 C, nuevo:

“Artículo  66 C.  Corresponde al  Presidente de
cada Cámara ejercer acciones en representación de ésta ante el Tribunal
Constitucional  y  los  tribunales  superiores  de  justicia.  Asimismo,  le
corresponderá denunciar los hechos que conozca en función de su cargo
y que revistan caracteres de delito y se vinculen con el mal uso de los
recursos destinados a financiar la función parlamentaria.  Lo anterior se
entenderá sin perjuicio de la facultad del ministerio público para ejercer la
acción penal.

En todo lo demás, la representación judicial y
extrajudicial  de  cada  Cámara  corresponde  al  respectivo  Secretario
General.” (Unanimidad 6 x 0) 

33.-  El  artículo  53 pasa a ser artículo  67,  sin
enmiendas. (Unanimidad 6 x 0).

34.-Introdúcense,  en  el  inciso  primero  del
artículo 54, que pasa a ser artículo 68, las siguientes modificaciones:

230



a)  Sustitúyese,  en  su  segunda  oración,  la
expresión “el Congreso Nacional” por “cada Cámara”. (Unanimidad. 9 x 0)

b)  Intercálase,  en  su  tercera  oración,  a
continuación de la palabra “efectos” la frase “y sin perjuicio de lo dispuesto
en el artículo 66 A.”. (Unanimidad. 9 x 0).

35.- Los artículos 55 y 56 pasan a ser artículos
69 y 70, respectivamente, sin enmiendas. (Unanimidad 6 x 0).

Número 25
del Senado

Pasa a ser número 36, sin enmiendas. (Unanimidad 9 x 0). 

Número 18
de la Cámara de Diputados

Número 26
del Senado

Suprimirlo. (Unanimidad 10 x 0)

A continuación, agregar los siguientes artículos transitorios:

“Artículos transitorios

Artículo  1°.  El  mayor  gasto  que  genere  la
aplicación  de  esta  ley,  incluido  el  que  irrogue  el  funcionamiento  del
Consejo  Resolutivo  de  Asignaciones  Parlamentarias  y  del  Comité  de
Auditoría Parlamentaria, durante el ejercicio presupuestario en que ésta
entre en vigencia, se financiará con cargo a los recursos ordinarios que
considera el presupuesto del Congreso Nacional. El Senado y la Cámara
de Diputados concurrirán, por iguales partes, a solventarlo, efectuando los
traspasos  internos  que  fueren  necesarios,  de  conformidad  con  lo
establecido en el artículo 68 de la ley N° 18.918. (Unanimidad 8 x 0). 

Artículo  2°.  El  primer  Consejo  Resolutivo  de
Asignaciones  Parlamentarias  se  elegirá  dentro  de  los  noventa  días
siguientes a la publicación de esta ley. (Unanimidad 7 x 0).

Artículo  3°.  El  reglamento  del  Comité  de
Auditoría Parlamentaria deberá quedar aprobado a más tardar dentro de
los sesenta días siguientes a la publicación de esta ley. Las designaciones
del primer Comité de Auditoría Parlamentaria deberán efectuarse a más
tardar el 31 de enero de 2010 y el Comité deberá constituirse antes del 31
de marzo de 2010. (Unanimidad 7 x 0).

Artículo  4°.  Mientras  no  inicie  su
funcionamiento el Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias, las
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respectivas  comisiones  de  régimen  de  cada  Cámara  conservarán  sus
atribuciones para establecer el destino de los fondos públicos destinados
para el ejercicio de la función parlamentaria.

Asimismo, en tanto no comience a funcionar el
Comité de Auditoría Parlamentaria, las comisiones revisoras de cuentas
de cada Corporación seguirán efectuando el control de los fondos públicos
destinados  al  ejercicio  de  la  función  parlamentaria.  Las  comisiones
revisoras de cuentas, además del informe respecto del ejercicio terminado
el 31 de diciembre de 2009, deberán emitir un informe complementario,
relativo al uso de los fondos públicos destinados al ejercicio de la función
parlamentaria, en el período comprendido entre el 1 de enero de 2010 y el
31 de marzo del mismo año. (Unanimidad 8 x 0). 

Los informes sobre rendiciones de cuenta que
conozca  cada  Cámara  y  que  no  sean  observados,  se  entenderán
aprobados y no podrán ser objeto de nuevas revisiones. (Unanimidad 6 x
0).

Artículo  5º.  El  Senado  sólo  podrá  adoptar  el
acuerdo a que se refiere el inciso primero del artículo 3º A hasta el 11 de
marzo de 2010.”.”. (Unanimidad 6 x 0).

oooo

En consecuencia, de aprobarse la proposición
de vuestra Comisión Mixta, el proyecto de ley quedaría como sigue:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo  único.  Introdúcense  las  siguientes
modificaciones en la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso
Nacional.

1.-  Introdúcense  las  siguientes  modificaciones
al artículo 2º:

a)  Sustitúyese  el  inciso  primero,  por  el
siguiente:

“Artículo 2°. Quedarán sujetas a las normas de
esta  ley  la  tramitación  interna  de  los  proyectos  de  ley  y  de  reforma
constitucional; la aprobación o rechazo de los tratados internacionales; la
calificación de las urgencias; las observaciones o vetos del Presidente de
la República; las acusaciones que formule la Cámara de Diputados y su
conocimiento por el Senado, y el funcionamiento y las atribuciones de las
comisiones investigadoras.”.
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b)  Intercálase,  en  el  inciso  segundo,  a
continuación de la expresión “Congreso Nacional” la frase “, del Consejo
Resolutivo  de  Asignaciones  Parlamentarias,  del  Comité  de  Auditoría
Parlamentaria”.

c)  Sustitúyese,  en  el  inciso  quinto,  la  frase
inicial:  “A  las Comisiones de Régimen del  Senado y de  la  Cámara de
Diputados  les  corresponderá”  por  “Cada  Cámara  deberá  tener  una
Comisión de Régimen encargada de”. 

d)  Reemplázase,  en  el  inciso  séptimo,  la
expresión  “de  acuerdo  al  Reglamento”  por  “en  su  calidad  de  jefes
superiores de Servicio”.

2.- Sustitúyese, en el inciso segundo del artículo
3°,  la  frase  “de  un  Centro  de  Informática  y  Computación,”  por  “de  un
Consejo  Resolutivo  de  Asignaciones  Parlamentarias,  de  un  Comité  de
Auditoría Parlamentaria”. 

3.- Intercálase el siguiente artículo 3° A, nuevo:

“Artículo  3°  A.  Cada  Cámara  podrá  acordar
autónomamente,  previo  informe favorable  de la  Comisión  de  Régimen
respectiva, la forma de contratar de conformidad a las normas del Código
del  Trabajo  y  sus  disposiciones  complementarias  a  quienes  prestarán
servicios  a los comités  parlamentarios  y  a los diputados o senadores,
durante el desempeño de sus cargos y en labores que digan relación con
el ejercicio de la función parlamentaria.

Con todo, dichos trabajadores deberán cumplir
las normas de probidad que establezca el reglamento a que se refiere el
inciso cuarto, debiendo incluirse en los contratos respectivos una cláusula
que así lo disponga.

Sin perjuicio de las causales previstas en los
artículos 159 y 160 del Código del Trabajo, la relación laboral a que se
refiere el inciso primero terminará siempre por la pérdida de confianza del
comité o parlamentario para quien prestaba sus servicios, así como por la
cesación en el cargo del parlamentario para el que fue contratado. Deberá
pagarse al trabajador, al momento del término, una indemnización que en
cuanto  a  su  monto  y  límites  quedará  sujeta  a  lo  previsto  en  el  inciso
segundo del artículo 163 de dicho Código.

Cada Cámara, a propuesta de la Comisión de
Régimen respectiva,  dictará un reglamento que establecerá los rangos
mínimos y máximos a que se someterá el régimen de remuneraciones de
las personas contratadas de conformidad al inciso primero, garantizando
la  sujeción   de  éste  a  criterios  de  objetividad,  transparencia  y  no
discriminación arbitraria. Asimismo, regulará las formalidades para invocar
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alguna de las causales de cesación a que se refiere el inciso tercero y, en
general, toda otra norma para la adecuada aplicación de este artículo.

El reglamento a que se refiere el inciso anterior,
determinará  los  casos  en  que  se  podrá  contratar  sobre  la  base  de
honorarios  la  prestación  de  los  servicios  a  que  se  refiere  el  inciso
primero.”.

4.- Agréganse, en el artículo 4°, los siguientes
incisos segundo a quinto, nuevos: 

“Las Cámaras establecerán en sus reglamentos
las disposiciones que cautelen el acceso del público a la información, en
conformidad a la ley N° 20.285.

Los referidos reglamentos deberán señalar las
autoridades u organismos internos encargados de responder las consultas
que se formulen y el procedimiento a que se sujetarán los reclamos. Sin
perjuicio de las causales establecidas en esta ley, se podrá denegar la
entrega de información en virtud de las señaladas en la ley N° 20.285.

Las  reclamaciones  se  resolverán  en  única
instancia por la Comisión de Ética y Transparencia del Senado o de la
Cámara de Diputados, según corresponda. Lo dispuesto en los artículos
24 a 30 y 33 de la Ley de Transparencia de la  Función Pública y de
Acceso a la Información de la Administración del Estado no se aplicará al
Congreso Nacional ni a sus servicios comunes. 

Corresponderá, a la Comisión Bicameral a que
se refiere el inciso cuarto del artículo 2° resolver, en única instancia, los
reclamos  que  se  formulen  en  contra  de  los  servicios  comunes  del
Congreso Nacional.”.

5.- Sustitúyese el inciso cuarto del artículo 5°,
por los siguientes:

“Cada Cámara, una vez instalada, dará inicio a
sus actividades de acuerdo con el calendario de sesiones que fije.

El cuadrienio que se inicia con la instalación del
Congreso Nacional constituirá un período legislativo.

La primera sesión de cada período legislativo
será la siguiente a la de instalación.

Para  los  efectos  de  lo  dispuesto  en  el  inciso
sexto  del  artículo  51  de  la  Constitución  Política  de  la  República,
corresponderá al Presidente de cada Corporación verificar el cumplimiento
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de los requisitos para desempeñar el cargo de diputado o senador, según
corresponda.”.

6.- Sustitúyese el inciso final del artículo 5° A,
por los siguientes:

“El  principio  de  transparencia  consiste  en
permitir  y  promover  el  conocimiento  y  publicidad  de  los  actos  y
resoluciones que adopten los diputados y senadores en el ejercicio de sus
funciones en la Sala y en las comisiones, así como las Cámaras y sus
órganos  internos,  y  de  sus  fundamentos  y  de  los  procedimientos  que
utilicen.

Las sesiones de las Cámaras, los documentos y
registros  de las  mismas,  las  actas  de sus debates,  la  asistencia  y  las
votaciones serán públicas.

Serán públicos los acuerdos adoptados por las
comisiones, así como los antecedentes considerados en sus sesiones y la
asistencia de los parlamentarios e invitados a las sesiones de las mismas.
Al término de cada sesión de comisión se informará resumidamente de lo
anterior. La misma regla se aplicará a los comités parlamentarios. En todo
caso, las grabaciones de audio de las sesiones de las comisiones y de los
comités tendrán el carácter de reservadas.

Los informes de comisión serán públicos desde
que queden a disposición de la respectiva Sala. Dichos informes darán
cuenta  de  los  asistentes  a  sus  sesiones,  de  sus  debates,  de  los
antecedentes y documentos considerados, de los acuerdos alcanzados y
sus  fundamentos  esenciales  y  del  resultado  de  las  votaciones,
debidamente individualizadas.

Las sesiones de comisión se realizarán sin la
asistencia de público, salvo acuerdo en contrario adoptado por la mayoría
absoluta de sus miembros.

Cuando la publicidad de las sesiones y de los
antecedentes  considerados  por  la  Sala  y  las  comisiones  afectaren  el
debido cumplimiento de las funciones de dichos órganos, los derechos de
las personas, la seguridad de la Nación o el interés nacional, el Presidente
de la respectiva Corporación o comisión, con el voto favorable de los dos
tercios de los senadores o diputados en ejercicio, en el primer caso, o de
los dos tercios de los integrantes de la comisión, en el segundo, podrá
declarar  el  secreto  dejando  constancia  de  los  fundamentos  de  tal
declaración. En todo caso, no serán públicas las sesiones y votaciones del
Senado en que se resuelvan rehabilitaciones de ciudadanía.

Dichas  sesiones,  documentos,  antecedentes,
actas  y  votaciones  serán  siempre  secretos  cuando  corresponda  tratar
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alguno de los asuntos cuya discusión, en esa calidad, haya solicitado el
Presidente de la República, en conformidad con el número 15º del artículo
32 de la Constitución Política de la República.

Cada  Cámara  deberá  tener  una  Comisión  de
Ética  y Transparencia Parlamentaria  encargada de velar,  de  oficio  o  a
petición de un parlamentario, por el respeto de los principios de probidad,
transparencia y acceso a la información pública, y de conocer y sancionar
las faltas a la  ética parlamentaria  de los  miembros de sus respectivas
Corporaciones.  Cada  Cámara  elegirá  a  los  integrantes  de  estas
comisiones por los tres quintos de sus miembros en ejercicio. No podrán
formar parte de ellas los miembros de la Mesa de cada Corporación. La
comparecencia ante dichas comisiones será obligatoria para el senador o
diputado que hubiere sido citado,  previo acuerdo adoptado por los dos
tercios de sus integrantes, en sesión especialmente convocada al efecto.
Los reglamentos de cada Cámara deberán establecer  el  procedimiento
mediante el cual se elegirá a sus integrantes, los tipos de amonestación y
el monto de las multas que podrán imponer y el quórum para sesionar y
adoptar  sus  acuerdos  y  resoluciones,  los  que  serán  públicos  cuando
tengan el carácter de definitivos o así lo acuerde la comisión.”.

7.-  Introdúcense  las  siguientes  modificaciones
al artículo 5° C:

a).-  Agrégase,  en  el  inciso  tercero,  a
continuación del punto aparte, la siguiente oración:

“Un  facsímil  de  las  declaraciones  deberá  ser
publicado en los sitios electrónicos de la respectiva Corporación.”.

b).- Sustitúyese el inciso cuarto por el siguiente:

“Los diputados y senadores deberán actualizar
su declaración cada vez que se produzca un cambio en sus intereses. Los
senadores  deberán  actualizarla,  además,  dentro  de  los  treinta  días
siguientes al inicio de un período legislativo.”. 

8.-  Introdúcense  las  siguientes  modificaciones
al artículo 5° D:

a).-  Sustitúyese  el  inciso  primero  por  el
siguiente:

“Artículo  5º  D.  Asimismo,  los  diputados  y
senadores  deberán  efectuar,  dentro  del  plazo  de  treinta  días  contado
desde  que  hubieren  asumido  el  cargo,   una  declaración  jurada  de
patrimonio, en los mismos términos de los artículos 60 B, 60 C y 60 D de
la  ley  Nº  18.575,  Orgánica  Constitucional  de  Bases  Generales  de  la
Administración  del  Estado,  ante  el  Secretario  General  de  la  respectiva
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Corporación, quien la mantendrá para su consulta pública. Un facsímil de
las  declaraciones deberá  ser  publicado en  los  sitios  electrónicos de la
respectiva Corporación.”. 

b).-  Agrégase,  en  el  inciso  segundo,  a
continuación del punto aparte, la siguiente oración:

“No  obstante,  los  diputados  y  senadores
deberán actualizar su declaración entre los sesenta y los treinta días que
anteceden a una elección parlamentaria.”. 

c).- Elimínanse los incisos tercero a séptimo.”.

9.- Intercálase el siguiente artículo 5° E, nuevo:

“Artículo 5° E. La no presentación oportuna de
la  declaración  de  intereses  o  de  la  declaración  de  patrimonio  será
sancionada con multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales. 

El incumplimiento de la obligación de actualizar
la declaración de intereses o la declaración de patrimonio se sancionará
con multa de cinco a quince unidades tributarias mensuales.

Las comisiones  a que se refiere el inciso final
del artículo 5° A conocerán y resolverán acerca de la aplicación de dichas
sanciones a los miembros de las respectivas Corporaciones.

El  procedimiento  podrá  iniciarse  de  oficio  por
las comisiones señaladas en el inciso anterior o por denuncia de cualquier
interesado.  La formulación de cargos dará al  parlamentario  afectado el
derecho de contestarlos en el plazo de diez días hábiles. En caso de ser
necesario, el período probatorio será de ocho días. Podrán utilizarse todos
los medios de prueba, siendo ésta apreciada en conciencia. La Comisión
deberá dictar la resolución final dentro de los diez días siguientes a aquél
en que se evacuó la última diligencia. 

No  obstante  lo  señalado  en  los  incisos
anteriores, el infractor tendrá el plazo fatal de diez días, contado desde la
notificación  de  la  resolución  que  impone  la  multa,  para  presentar  la
declaración omitida o para corregirla. Si así lo hiciere, se podrá rebajar
dicha multa.

En  caso  de  reincidencia,  se  sancionará  al
parlamentario con una multa equivalente al doble de las indicadas en los
incisos primero y segundo.”.

10.-  Incorpórase  el  siguiente  artículo  5°  F,
nuevo:
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“Artículo 5° F. Es deber de los parlamentarios
asistir  a  las  sesiones  de  la  Cámara  y  de  las  comisiones  a  que
pertenezcan.”.

11.- Sustitúyese el artículo 6°, por el siguiente:

“Artículo  6º.  Cada  período  de  sesiones  del
Congreso se extenderá entre el  11 de marzo de cada año y el  10 de
marzo del año siguiente.

Las  reuniones  que  celebren  el  Senado,  la
Cámara de Diputados o el Congreso Pleno se denominarán sesiones.”.

12.-  Reemplázase,  en  el  inciso  segundo  del
artículo 7°, el guarismo “58” por “61”.

13.- Sustitúyese el artículo 9°, por el siguiente:

“Artículo  9°.  Los  organismos  de  la
Administración del Estado y las entidades en que el Estado participe o
tenga representación en virtud de una ley que lo autoriza, que no forma
parte  de  su  Administración  y  no  desarrollen  actividades empresariales,
deberán  proporcionar  los  informes  y  antecedentes  específicos  que  les
sean  solicitados  por  las  comisiones  o  por  los  parlamentarios
individualizados en sesión de Sala o de comisión, en conformidad a lo
dispuesto en la presente ley.

Los  informes  y  antecedentes  que  revistan  el
carácter  de  secretos  o  reservados  sólo  podrán  ser  solicitados  por  las
comisiones o por los parlamentarios en sesión de Sala o de comisión. Se
considerará que tienen dicho carácter, aquéllos que una ley de quórum
calificado  haya  declarado  reservados  o  secretos,  de  acuerdo  a  las
causales señaladas en el artículo 8° de la Constitución Política.

Dichos  informes  y  antecedentes  serán
proporcionados por el servicio, organismo o entidad por medio del Ministro
del  que  dependa  o  mediante  el  cual  se  encuentre  vinculado  con  el
Gobierno,  manteniéndose  los  respectivos  documentos  en  reserva  o
secreto. El Ministro sólo los proporcionará a la comisión respectiva o a la
Cámara que corresponda, en su caso, en la sesión secreta que para estos
efectos se celebre.

En  ningún  caso  las  peticiones  de  informes
importarán el ejercicio de las facultades señaladas en el párrafo segundo
de la letra a) del número 1) del artículo 52 de la Constitución Política.

Quedarán  exceptuados  de  la  obligación
señalada  en  los  incisos  primero  y  tercero,  los  organismos  de  la
Administración del Estado que ejerzan potestades fiscalizadoras, respecto
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de  los  documentos  y  antecedentes  que  contengan  información  cuya
revelación, aun de manera reservada o secreta, afecte o pueda afectar el
desarrollo de una investigación en curso.”.

14.-  Intercálase  el  siguiente  artículo  9°  A,
nuevo:

“Artículo 9° A.  Las empresas públicas creadas
por  ley,  las  empresas del  Estado y  las  sociedades en que éste  tenga
aporte, participación accionaria superior al cincuenta por ciento o mayoría
en el  directorio,  cualquiera  sea el  estatuto  por  el  que se  rijan,  incluso
aquellas  que  de  acuerdo  a  su  ley  orgánica  deban  ser  expresamente
mencionadas  para  quedar  obligadas  al  cumplimiento  de  ciertas
disposiciones,  deberán  proporcionar  los  informes  y  antecedentes
específicos que les sean solicitados por las comisiones de las cámaras o
por parlamentarios individualizados en sesión de Sala o de comisión.

En  el  evento  que  la  empresa  o  sociedad
requerida  no conteste  o deniegue la  información solicitada,  sin  invocar
expresamente alguna de las causales de excepción a que se refiere el
inciso  siguiente,  la  Contraloría  General  de  la  República,  transcurridos
treinta días contados desde la notificación del requerimiento, de oficio o a
solicitud del interesado, podrá iniciar el procedimiento sancionatorio a que
se refiere el artículo 10 de la presente ley.

Con todo, no estarán obligadas a entregar los
informes y antecedentes cuando éstos:

a)  Se  refieran  a  hechos  o  antecedentes  que
tengan  el  carácter  de  reservado,  de  conformidad  a  lo  dispuesto  en  el
inciso  tercero  del  artículo  10  de  la  ley  Nº  18.045  sobre  Mercado  de
Valores; o

b)  Contengan  información  sujeta  al  deber  de
reserva establecido en el artículo 43 y en el inciso tercero del artículo 54
de la ley Nº 18.046, sobre Sociedades Anónimas; o

c) Sean documentos, datos o informaciones que
una ley de quórum calificado haya declarado reservados o secretos, de
acuerdo  a  las  causales  señaladas  en  el  artículo  8°  de  la  Constitución
Política.

Para invocar cualquiera de estas causales, será
necesario un acuerdo previo adoptado por las tres cuartas partes de los
miembros  en  ejercicio  del  órgano  colegiado  encargado  de  la
administración de la empresa o sociedad, o de todos los administradores
cuando aquella no corresponda a un órgano colegiado.

Si las comisiones o los parlamentarios insisten
en su petición, la empresa o sociedad estará obligada a proporcionar los
antecedentes o informes solicitados, salvo que requiera a la Contraloría
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General  para que,  previo  informe de la  Superintendencia de Valores y
Seguros,  resuelva  que  concurre  alguna  de  las  causales  señaladas
precedentemente.

En  ningún  caso  las  peticiones  de  informes
importarán el ejercicio de las facultades señaladas en el párrafo segundo
de la letra c) del número 1) del artículo 52 de la Constitución Política.”.

15.-  Reemplázase  el  artículo  10,  por  el
siguiente:

“Artículo  10.  El  jefe  superior  del  respectivo
organismo de la Administración del Estado o el representante legal de la
entidad, según el caso, requerido en conformidad al artículos 9° que no
diere cumplimiento a lo ordenado en esa disposición dentro del plazo de
treinta días, será sancionado por la Contraloría General de la República
con la medida disciplinaria de multa equivalente a un tercio, media o una
remuneración mensual. Asimismo, serán responsables y tendrán idéntica
sanción por su falta de comparecencia a la sesión de una comisión de
alguna  de  las  Cámaras  a  la  que  hubieren  sido  citados,  o  la  de  los
funcionarios  de su  dependencia,  cuando la  ausencia  de  éstos  les  sea
imputable.  Para  estos  efectos,  la  Contraloría  General  resolverá  con  el
mérito  de  lo  informado por  el  respectivo  jefe  o representante  y  de  los
antecedentes proporcionados o que estime necesario recabar.

Para  los  efectos  del  cobro  de  la  multa,  la
Contraloría  General  de  la  República  oficiará  directamente  a  la  oficina
pagadora del  respectivo  organismo o  entidad  a  fin  de  que proceda a
retener  de  las  remuneraciones del  personal  involucrado las  cantidades
correspondientes  y  a  enterarlas  en  arcas  fiscales,  acompañando  los
comprobantes al referido órgano contralor.

Si ejecutoriada la aplicación de la multa no se
diere  cumplimiento  al  nuevo  plazo que,  en  su  caso,  fije  la  Contraloría
General, el infractor podrá ser sancionado con multa equivalente al doble
de la indicada en este artículo.

En  caso  que  en  el  respectivo  organismo  o
entidad cambie la autoridad que ha sido requerida, la Contraloría General
fijará un nuevo plazo para este efecto a quien lo reemplace a cualquier
título,  bajo  apercibimiento  de  aplicarle  la  sanción  que  corresponda,  de
conformidad al procedimiento antes indicado.”.

16.-Sustitúyese  el  inciso  segundo  del  artículo
13, por los siguientes:

“Se declararán inadmisibles las mociones que
se refieran a materias que, de acuerdo con la Constitución Política, deben
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tener origen en la otra Cámara o iniciarse exclusivamente por mensaje del
Presidente de la República.

En caso que,  por  la mayoría absoluta de sus
miembros en ejercicio, el Senado o la Cámara de Diputados acuerde pedir
al Presidente de la Republica el envío de un mensaje referido a materias
que son de la  iniciativa exclusiva  del  Presidente  de la  República,  éste
último deberá responder la solicitud, por intermedio del Ministro de Estado
que corresponda, dentro del plazo de treinta días.”.

17.- Sustitúyese el artículo 15, por el siguiente:

“Artículo 15.  La declaración de inadmisibilidad
de un proyecto de ley o de reforma constitucional que vulnere lo dispuesto
en el  inciso primero  del  artículo  65  de la  Constitución  Política  o de la
solicitud que formule el Presidente de la República de conformidad a lo
establecido  en  su  artículo  68,  será  efectuada  por  el  Presidente  de  la
Cámara  de  origen.  No  obstante,  la  Sala  de  dicha  Cámara  podrá
reconsiderar esa declaración.

Con  todo,  si  en  el  segundo  trámite
constitucional, la Sala de la Cámara revisora rechazare la admisibilidad del
proyecto  aprobado  por  la  Cámara  de  origen,  se  constituirá,  de
conformidad a lo prescrito en el artículo 70 de la Constitución Política, una
comisión mixta encargada de proponer la forma y modo de resolver la
discrepancia.

La circunstancia de que no se haya declarado
tal inadmisibilidad no obstará a la facultad de las comisiones para hacerla.
Dicha declaración podrá ser revisada por la Sala.

En  ningún  caso  se  admitirá  a  tramitación  un
proyecto  que  proponga  conjuntamente  normas  de  ley  y  de  reforma
constitucional,  o  que  no cumpla  con los  requisitos  establecidos en los
artículos anteriores.”. 

18.-  Sustitúyese en el  artículo 16 el  guarismo
“74” por “77”.

19.- Intercálase, a continuación del artículo 17,
el siguiente artículo 17 A, nuevo:

“Artículo  17  A.  La  Sala,  a  propuesta  de  la
comisión respectiva, podrá refundir dos o más proyectos de ley radicados
en esa Cámara, siempre que todos se encuentren en el  primer trámite
constitucional  y  sus  ideas  matrices  o  fundamentales  tengan  entre  si
relación directa. En cuanto sea posible, se consultará a sus autores.”.
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20.-  Reemplázase,  en  el  inciso  primero  del
artículo  19,  la  frase  “antes  del  término  de  la  legislatura  ordinaria”  por
“dentro del mes de septiembre de cada año”.

21.- Sustitúyese el artículo 20 por el siguiente:

“Artículo  20.  Las comisiones mixtas  a que se
refieren los artículos 70 y 71 de la Constitución Política se integrarán por
igual  número  de  miembros  de  cada  Cámara,  conforme  a  lo  que
establezcan  las  normas  reglamentarias  que  ambas  acuerden,  las  que
señalarán  las  mismas  atribuciones  y  deberes  para  los  senadores  y
diputados.”.

22.- Intercálase, en el artículo 22, luego de la
voz  “debates,” la frase “de conformidad con lo señalado en los artículos
9°, 9° A  y 10,”.

23.- Sustitúyese el artículo 25, por el siguiente:

“Artículo 25. Corresponderá al Presidente de la
Sala  o  comisión  la  facultad  de  resolver  la  cuestión  de  admisibilidad  o
inadmisibilidad  que  se  formule  respecto  de  las  indicaciones  a  que  se
refiere el artículo anterior. No obstante, a petición de cualquiera de sus
miembros,  la  Sala  o  la  comisión,  en  su  caso,  podrá  reconsiderar  de
inmediato la resolución de su presidente.

La  declaración  de  inadmisibilidad  puede  ser
hecha por el Presidente de la Cámara respectiva o de una comisión, de
propia  iniciativa  o  a  petición  de  algún  miembro  de  la  Corporación,  en
cualquier momento de la discusión del proyecto.

La circunstancia de que no se haya planteado la
cuestión de admisibilidad o inadmisibilidad de una indicación durante la
discusión en general en la Sala, no obsta a la facultad del Presidente de la
comisión para hacer la declaración correspondiente o para consultar a la
comisión en caso de duda.

Una  vez  resuelta  por  la  Sala  o  por  su
Presidente  la  cuestión  de  admisibilidad  o  inadmisibilidad  de  una
indicación, ella no podrá ser revisada en comisiones.

La  cuestión  de  admisibilidad  o  inadmisibilidad
de indicaciones resuelta en comisiones no obsta a la facultad de la Sala
de  la  Cámara  respectiva  para  hacer  la  declaración  de  admisibilidad  o
inadmisibilidad de tales indicaciones.”. 

24.- Sustitúyese el inciso primero del artículo 26
por los siguientes, pasando los actuales incisos segundo y tercero, a ser
tercero y cuarto, respectivamente:
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“Artículo 26. El Presidente de la República, de
conformidad con el artículo 74 de la Constitución, podrá hacer presente la
urgencia para el despacho de un proyecto de ley, en uno o en todos sus
trámites y, en tal caso, la Cámara respectiva deberá pronunciarse dentro
del plazo máximo de treinta días.

La  calificación  deberá  hacerla  en  el
correspondiente mensaje o mediante oficio que dirigirá al Presidente de la
Cámara donde se encuentre el proyecto, y podrá ser simple, suma o de
discusión inmediata, lo que se expresará en el mismo documento. Si así
no lo hiciere, se considerará que la urgencia es simple.”.

25.- Introdúcense las siguientes modificaciones
en el artículo 27:

a).-Sustitúyese  el  inciso  primero  por  el
siguiente:

“Artículo 27. Cuando un proyecto sea calificado
de  simple  urgencia,  su  discusión  y  votación  en  la  Cámara  requerida
deberán quedar terminadas en el plazo de treinta días; si la calificación
fuere de suma urgencia, ese plazo será de quince días y, si se solicitare
discusión inmediata, será de seis días.”.

b).-  Agrégase,  en  el  inciso  segundo,
sustituyendo el punto final por un punto seguido, la siguiente oración:

“Con  todo,  los  oficios  de  retiro  de  urgencia
regirán en el  acto mismo en que sean recibidos en la Secretaría de la
Cámara respectiva.”.

26.-  Modifícase  el  artículo  28  en  el  siguiente
sentido:

a).-Reemplázanse  en  el  inciso  segundo  los
términos “cuatro días” y “tres días” por “cinco días”.

b).-  Sustitúyense  en  el  inciso  tercero  los
términos  “un  día”  y  “uno”  por  los  siguientes:  “dos  días”  y  “dos”,
respectivamente.

27.- Sustitúyese el artículo 29 por el siguiente:

“Artículo 29. El término del respectivo período
de  sesiones  dará  lugar  a  la  caducidad  de  las  urgencias  que  se
encontraren  pendientes  en  cada  Cámara,  salvo  las  que  se  hayan
presentado en el Senado para los asuntos a que se refiere el número 5)
del artículo 53 de la Constitución Política.”.
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28.- Sustitúyese el artículo 31 por el siguiente:

“Artículo  31.  Las  proposiciones  de  las
comisiones mixtas no podrán ser objeto de indicaciones y se votarán en la
forma en que exprese el informe. Si en éste nada se dice, se votarán en
conjunto. Con todo, deberán aprobarse con la votación que corresponda a
la naturaleza de las normas legales propuestas.”.

29.- Agrégase al inciso tercero del artículo 32, la
siguiente  oración:  “La  circunstancia  de  que  no  se  haya  declarado  tal
inadmisibilidad no obstará a la facultad de las comisiones para hacerla.
Dicha declaración podrá ser revisada por la Sala.”.

30.- Sustitúyese en los artículos 37, 39 y 47 el
guarismo “48” por “52”.

31.- Intercálanse, a continuación del artículo 52,
los siguientes Títulos V, VI y VII, nuevos:

“Título V
DE LAS COMISIONES ESPECIALES INVESTIGADORAS

Artículo  53.  La  Cámara  de  Diputados  creará,
con el acuerdo de a lo menos dos quintos de sus miembros en ejercicio,
comisiones  especiales  investigadoras  con  el  objeto  de  reunir
informaciones relativas a determinados actos del Gobierno.

Estas comisiones, ni aun por la unanimidad de
sus integrantes, podrán extender su cometido al conocimiento de materias
no incluidas en el objeto o finalidad considerado en el acuerdo que dio
lugar a su formación.

Las  comisiones  especiales  de  investigación
estarán  integradas  por  el  número  de  miembros  que  determine  el
Reglamento de la Cámara de Diputados.

La  competencia  de  estas  comisiones  se
extinguirá  al  expirar  el  plazo  que  les  haya  fijado  la  Cámara  para  el
cumplimiento de su cometido. Con todo, dicho plazo podrá ser ampliado
por  la  Cámara,  con  el  voto  favorable  de  la  mayoría  de  los  diputados
presentes, siempre que la comisión haya solicitado la ampliación antes de
su vencimiento.

La  última  sesión  que  una  comisión  especial
investigadora celebre dentro del plazo se entenderá prorrogada hasta por
quince días, exclusivamente para que aquella acuerde las conclusiones y
proposiciones sobre la investigación que habrá de incluir en su informe a
la Sala.
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En todo caso, el término del respectivo período
legislativo  importará  la  disolución  de  las  comisiones  especiales
investigadoras.

Artículo  54.  Las  comisiones  especiales
investigadoras podrán citar a sus sesiones a los Ministros de Estado, a los
funcionarios de la Administración del Estado, al personal de las empresas
del  Estado  o  de  aquéllas  en  que  éste  tenga  participación  mayoritaria,
quienes estarán obligados a comparecer y a suministrar en forma veraz y
completa los antecedentes y las informaciones que les sean requeridos y
que  se  refieran  a  su  cometido.  En  caso  de  incumplimiento  de  estas
obligaciones, se aplicarán las sanciones establecidas en el  artículo 10.
Tratándose  de  Ministros  de  Estado,  podrán  hacerse  efectivas  las
responsabilidades correspondientes.

Los Ministros de Estado no podrán ser citados
más  de  tres  veces  a  una  misma  comisión  investigadora,  sin  previo
acuerdo de la mayoría absoluta de sus miembros.

Las  citaciones  y  las  solicitudes  de
antecedentes, serán acordadas a petición de un tercio de los miembros de
la comisión especial investigadora.

Las  citaciones  podrán  ser  extendidas  al
funcionario directamente o por intermedio del jefe superior del respectivo
Servicio. En el primer caso se enviará copia de la citación a este último
para el solo efecto de su conocimiento.

Tratándose de las empresas del  Estado o de
aquéllas en que éste tenga participación mayoritaria, la citación se dirigirá
a  quienes  corresponda  su  representación  legal,  los  cuales  podrán
comparecer  acompañados  de  las  personas  que  designe  su  órgano  de
administración.

En el  caso de las Fuerzas Armadas y de las
Fuerzas  de  Orden  y  Seguridad  Pública,  la  citación  se  hará  llegar  al
superior jerárquico de la respectiva institución, por medio del Ministro de
Estado que corresponda.

Las autoridades, los funcionarios y las personas
citadas conforme a lo anterior, estarán obligados a comparecer a la sesión
fijada por la comisión.

Asimismo, dichas personas deberán suministrar
los  antecedentes  y  las  informaciones  que  les  solicite  la  Comisión.  Si
aquéllos  se  refieren  a  asuntos  que  conforme  a  una  ley  de  quórum
calificado tengan el carácter de secretos o reservados, sólo podrán ser
proporcionados en sesión secreta por el Ministro de cuya cartera dependa
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o se relacione el organismo requerido o por el representante legal de la
empresa  en  que  labora  la  persona  que  deba  entregarlos.  Los
antecedentes proporcionados deberán mantenerse en reserva o secreto.

Las solicitudes de antecedentes serán dirigidas
al  Ministro  o  al  jefe  superior  del  Servicio  a  cuyo  sector  o  ámbito  de
competencias correspondan las informaciones solicitadas. Tratándose de
las empresas del Estado o de aquéllas en que éste tenga participación
mayoritaria,  la  solicitud  se  dirigirá  a  quienes  corresponda  su
representación legal. 

Artículo  55.  Las  personas  citadas  por  una
comisión  especial  investigadora  que  se  encontraren  en  alguna  de  las
situaciones de excepción descritas en los artículos 302,  303 y 305 del
Código Procesal Penal, no estarán obligadas a prestar declaración. Sin
embargo, deberán concurrir a la citación y dejar constancia de los motivos
que dan origen a la facultad de abstenerse que invoquen.

Artículo  56.  Si  fuere  estrictamente  necesario
para el resultado de la investigación, por acuerdo de la mayoría de los
miembros se podrá recabar el testimonio de particulares o requerirles los
antecedentes  que  se  estimen  pertinentes  y  necesarios  para  el
cumplimiento del cometido de la comisión especial investigadora.

Artículo 57.  Quienes concurran a las sesiones
de las comisiones especiales investigadoras podrán asistir acompañados
de  un  asesor  o  letrado  con  el  fin  de  que  les  preste  asesoría   y  les
proporcione  los  antecedentes  escritos  u  orales  que  necesiten  para
responder a las consultas que se les formulen.

Al  Presidente  de  la  comisión  especial
investigadora le corresponderá cuidar que se respeten los derechos de
quienes concurran a sus sesiones o sean mencionados en ellas. De modo
especial,  velará que no se les falte el  respeto con acciones o palabras
descomedidas o con imputaciones de intenciones o propósitos opuestos a
sus deberes, y que se salvaguarden el respeto y la protección a la vida
privada y a la honra de la persona y de su familia, el secreto profesional y
los demás derechos constitucionales.

Para  los  efectos  de  dar  cumplimiento  a  lo
dispuesto en el inciso anterior, el Presidente podrá, entre otras medidas,
hacer llamados al orden, suspender la sesión, excusar temporalmente al
afectado  de  permanecer  en  la  sesión,  prescindir  de  la  declaración  de
quien ha incurrido en la falta o amonestar o censurar al o a los infractores,
en conformidad al reglamento.

Las personas ofendidas o injustamente aludidas
en el transcurso de una investigación tendrán derecho a aclarar o rectificar
tales alusiones, si así lo estimaren pertinente.
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La  comparecencia  de  una  persona  a  una
comisión especial investigadora, constituirá siempre justificación suficiente
cuando  su  presencia  fuere  requerida  simultáneamente  para  cumplir
obligaciones laborales, educativas o de otra naturaleza, y no ocasionará
consecuencias jurídicas adversas bajo ninguna circunstancia.

Artículo  58.  El  informe  de  las  comisiones
especiales investigadoras deberá consignar las menciones que indique el
reglamento de la Cámara de Diputados.

Una copia del informe aprobado por la Cámara
deberá remitirse al Presidente de la República.

Título VI
DE LOS TRATADOS INTERNACIONALES

Artículo  59.  La  aprobación  de  un  tratado
requerirá  de  los  quórum  que  corresponda,  en  conformidad  con  lo
dispuesto  en  los  artículos  54  y  66  de  la  Constitución  Política  de  la
República, y se someterá, en lo pertinente, a los trámites de una ley.

Para los efectos del inciso anterior, las Cámaras
se pronunciarán sobre la aprobación o rechazo del tratado, en votación
única  y  con  el  quórum  más  elevado  que  corresponda  a  las  materias
reguladas por sus normas, dejando constancia de cuáles son las que han
requerido quórum calificado u orgánico constitucional.

Durante la discusión de los tratados, sólo podrá
corregirse  el  texto  de  la  parte  dispositiva  del  proyecto  de  acuerdo
propuesto  por  el  Presidente  de  la  República,  con  el  único  objeto  de
precisar el  título o composición formal  del  tratado, su fecha y lugar de
celebración,  según  conste  en  el  texto  autenticado  por  el  Ministerio  de
Relaciones  Exteriores,  sometido  a  la  consideración  del  Congreso
Nacional.

Artículo  60.  Si  el  tratado  contiene  alguna
disposición que incida en la organización y atribuciones de los tribunales,
deberá  oírse  previamente  a  la  Corte  Suprema,  en  conformidad  con  lo
dispuesto en el inciso segundo del artículo 77 de la Constitución Política.

Artículo  61.  El  Presidente  de  la  República
informará  al  Congreso sobre  el  contenido y  el  alcance del  tratado,  así
como de las reservas que pretenda confirmar o formularle.

Artículo 62. La sugerencia de formular reservas
y  declaraciones  interpretativas,  en  conformidad  a  lo  establecido  en  el
párrafo tercero del número 1) del artículo 54 de la Constitución Política de
la República, puede tener su origen en cualquiera de las Cámaras. Si una
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de  ellas  la  aprueba,  dicha  sugerencia  pasará  a  la  otra  para  que  se
pronuncie,  y  si  ésta  la  acepta,  se  comunicará  al  Presidente  de  la
República tal circunstancia.

Para  el  efecto  de  lo  dispuesto  en  el  párrafo
octavo  del  número  1)  del  artículo  54  de  la  Constitución  Política,  el
Presidente de la Cámara de origen, en la comunicación al Presidente de la
República  de  la  aprobación  del  tratado  por  el  Congreso  Nacional,
consignará las reservas que éste ha tenido en consideración al momento
de aprobarlo.

Artículo  63.  Si  el  Presidente  de  la  República
adopta la decisión de denunciar un tratado o retirarse de él, deberá pedir
la opinión de ambas Cámaras del Congreso, en el caso de tratados que
hayan sido aprobados por éste.

El  Congreso  dará  a  conocer  su  opinión,  por
escrito, dentro del plazo de treinta días contados desde la recepción del
oficio en que se solicita dicha opinión. Transcurrido este lapso sin que el
Congreso emita su parecer, el Presidente de la República podrá prescindir
de éste para efectuar la denuncia o el retiro.

La Cámara a la que se le pida opinión en primer
término deberá emitir su parecer en un plazo no superior a quince días, al
término del cual, con o sin su pronunciamiento, pasará a la otra para que
se manifieste dentro del mismo plazo.

Producida la denuncia o el retiro, el Presidente
de  la  República  deberá  informar  de  ello,  dentro  de  los  quince  días
siguientes, al Congreso Nacional.

Artículo 64. El retiro de una reserva que haya
formulado el Presidente de la República y que tuvo en consideración el
Congreso Nacional  al  momento de aprobar un tratado,  requerirá previo
acuerdo de éste en conformidad con lo establecido en la presente ley.

El  oficio  por  el  cual  el  Presidente  de  la
República  solicita  el  acuerdo  señalado  en  el  inciso  anterior  será
presentado a una de las Cámaras, la que deberá aprobarlo o rechazarlo
en un plazo no superior a diez días contado desde la recepción del oficio,
al término del cual, habiéndose pronunciado o no sobre la solicitud, pasará
a  la  otra  para  que  se  manifieste  dentro  de  igual  plazo.  Transcurridos
treinta días desde que fuere recibido el oficio sin que el Congreso Nacional
se pronuncie, se tendrá por aprobado el retiro de la reserva.

Artículo 65. Si alguna de las Cámaras rechaza
lo  acordado  por  la  otra  en  el  trámite  de  aprobación  de  un  tratado
internacional se formará una Comisión Mixta en los términos previstos en
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el artículo 70 de la Constitución Política. Si la discrepancia se presenta en
el  trámite   de  sugerir  la  formulación  de  reservas  y  declaraciones
interpretativas o de retiro de una reserva que haya formulado el Presidente
de  la  República  y  que  tuvo  en  consideración  el  Congreso  Nacional  al
momento de aprobar  un  tratado,  se constituirá  una comisión mixta,  de
igual  número  de  diputados  y  senadores,  la  que  propondrá  a  ambas
Cámaras la forma y modo de resolver las dificultades.

Título VII
DEL CONSEJO RESOLUTIVO DE ASIGNACIONES PARLAMENTARIAS

Y DEL COMITÉ DE AUDITORÍA PARLAMENTARIA

Artículo  66.  El  Consejo Resolutivo  de
Asignaciones Parlamentarias determinará, con cargo al presupuesto del
Congreso  Nacional  y  conforme  a  los  principios  que  rigen  la  actividad
parlamentaria, el monto, el destino, la reajustabilidad y los criterios de uso
de los fondos públicos destinados por cada Cámara a financiar el ejercicio
de la función parlamentaria. Para efectuar dicha labor, el Consejo oirá a
las Comisiones de Régimen Interior del Senado y de Régimen Interno de
la Cámara de Diputados. 

Se entenderá por función  parlamentaria todas
las actividades que realizan senadores y diputados para dar cumplimiento
a las funciones y atribuciones que les confieren la Constitución y las leyes.
Ella comprende la tarea de representación popular y las diversas labores
políticas que llevan a cabo aquéllos y los comités parlamentarios. 

El Consejo estará integrado por: 

a) Un ex consejero del Banco Central y un ex
decano de una facultad de Administración, de Economía o de Derecho de
cualquier universidad acreditada oficialmente por el Estado; 

b)  Un  ex  senador  y  un  ex  diputado  que  se
hayan desempeñado como parlamentarios  durante  un mínimo de ocho
años,  y 

c) Un ex Ministro de Hacienda, o un ex Ministro
de Economía, Fomento y Reconstrucción, o un ex Director de la Dirección
de Presupuestos del Ministerio de Hacienda. 

Los  consejeros  durarán  cuatro  años  en  sus
cargos y podrán ser reelegidos.

El Consejo ejercerá sus funciones en el período
legislativo siguiente a aquel en que haya sido elegido.
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El Consejo será presidido por el consejero que
determinen  sus  miembros;  sesionará  y  adoptará  sus  acuerdos  por  la
mayoría de éstos, y deberá reunirse a lo menos una vez al año.

Los consejeros serán elegidos, con a lo menos
sesenta días de anticipación al término de cada período legislativo, por los
tres quintos de los senadores y diputados en ejercicio, a propuesta de una
Comisión  Bicameral  compuesta  por  igual  número  de  senadores  y
diputados, quienes deberán ser integrantes de la Comisión de Régimen
Interior  del  Senado  y  de  la  de  Régimen  Interno  de  la  Cámara  de
Diputados, respectivamente. Las vacantes de  miembros del Consejo se
proveerán de igual forma, dentro de los noventa días siguientes a la fecha
en que se produzcan. El reemplazante durará en el cargo hasta completar
el período que le restaba al consejero sustituido.

Los  consejeros  serán  inamovibles,  salvo  que
incurran en incapacidad o negligencia manifiesta en el  ejercicio de sus
funciones, así calificada por los tres quintos de los senadores y diputados
en ejercicio, a petición del Presidente del Senado, o del Presidente de la
Cámara de Diputados, o de cinco senadores, o de diez diputados.

El Consejo Resolutivo se constituirá al inicio de
cada  período  legislativo,  oportunidad  en  que  fijará  sus  normas  de
funcionamiento  interno  en  todo  lo  no  regulado  por  el  reglamento  que
deberá dictar una Comisión Bicameral integrada por cuatro diputados y
cuatro  senadores,  elegidos  por  la  Sala  de  la  Corporación  a  la  que
pertenecen. Este reglamento deberá ser aprobado, con las formalidades
que rigen la tramitación de un proyecto de ley, por la mayoría absoluta de
los miembros presentes del Senado y de la Cámara de Diputados.

La  Mesa  de  cada  Cámara  ejecutará  los
acuerdos  del  Consejo  desde  que  se  dé  cuenta  de  ellos  y  ordenará
publicarlos en el sitio electrónico de la respectiva Corporación. 

El  Senado  y  la  Cámara  de  Diputados
proporcionarán  al  Consejo  Resolutivo  la  información  que  requiera  y  le
entregarán, por iguales partes, los medios y recursos necesarios para su
funcionamiento. 

Artículo  66  A.  El  Comité  de  Auditoría
Parlamentaria  será  un  servicio  común del  Congreso  Nacional  y  estará
encargado  de  controlar  el  uso  de  los  fondos  públicos  destinados  a
financiar el ejercicio de la función parlamentaria y de revisar las auditorías
que  el  Senado,  la  Cámara  de  Diputados  y  la  Biblioteca  del  Congreso
Nacional  efectúen  de  sus  gastos  institucionales.  A  propuesta  de  una
Comisión Bicameral integrada por cuatro diputados y cuatro senadores,
elegidos  por  la  Sala  de  la  Corporación  a  la  que  pertenecen,  se
reglamentará  la  forma  en  que  el  Comité  cumplirá  sus  funciones.  Este
reglamento  deberá  ser  aprobado,  con  las  formalidades  que  rigen  la
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tramitación  de  un  proyecto  de  ley,  por  la  mayoría  absoluta  de  los
miembros presentes del Senado y de la Cámara de Diputados.

El Comité de Auditoría estará integrado por:

a) Un abogado y un contador auditor, con a lo
menos diez años de ejercicio de la profesión. Cada uno será seleccionado
por una Comisión Bicameral, compuesta por igual número de senadores y
diputados, quienes deberán ser integrantes de la Comisión de Régimen
Interior  del  Senado  y  de  la  de  Régimen  Interno  de  la  Cámara  de
Diputados,  respectivamente,  de  una  nómina  de  tres  personas  que,  en
cada caso, propondrá el Consejo de Alta Dirección Pública, y 

b)  Un  profesional  seleccionado,  mediante
concurso público convocado por  la  Comisión Bicameral  señalada en la
letra anterior, de entre quienes hayan ocupado por más de diez años un
cargo directivo en la Contraloría General de la República o se encuentren
registrados,  por  igual  período,  en  la  nómina  de  auditores  de  la
Superintendencia de Valores y Seguros, quien lo presidirá. 

Los  integrantes  del  Comité  de  Auditoría
Parlamentaria serán nombrados por los tres quintos de los senadores y
diputados en ejercicio,  a propuesta de la Comisión Bicameral a que se
refieren las letras anteriores. Durarán seis años en su cargo, no podrán
ser reelegidos y serán inamovibles, salvo que incurran en incapacidad o
negligencia manifiesta en el ejercicio de sus funciones, así calificada por
los tres quintos de los senadores o diputados en ejercicio, a petición del
Presidente del Senado, o del Presidente de la Cámara de Diputados, o de
cinco senadores, o de diez diputados. Las vacantes que se produzcan se
proveerán, dentro de los noventa días siguientes a la fecha en que se
originan, en la misma forma como fue designado quien dejó de servir el
cargo.

Artículo 66 B. Las auditorías serán anuales, por
el  período de doce meses que se inicia cada 1 de abril.  El  Comité de
Auditoría Parlamentaria deberá emitir su informe antes del 30 de junio de
cada año.

El Comité deberá establecer procedimientos de
control periódicos, tales como citar a los parlamentarios para formularles
sugerencias con el fin de corregir las deficiencias que detecte en la forma
en que están utilizando los fondos y recursos asignados, y efectuar visitas
para fiscalizar en terreno su uso. 

Los comités parlamentarios que dejen de existir
por cualquier  causa deberán rendir  cuenta ante el  Comité de Auditoría
Parlamentaria de los fondos y recursos que recibieron y que no hubieren
sido auditados.
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Las observaciones que formulare el Comité de
Auditoría  Parlamentaria  serán  notificadas  al  parlamentario  o  comité
respectivo  para  que,  dentro  de  los  treinta  días  siguientes,  realice  sus
aclaraciones.  Los  reparos  u  objeciones   que  no  sean  corregidos  se
pondrán  en conocimiento de la Comisión de Ética y Transparencia del
Senado o de la Cámara de Diputados, según el caso. Sin perjuicio de lo
anterior, dichas comisiones, en cualquier momento y frente antecedentes
graves que conozcan, podrán solicitar que el mencionado Comité realice
un examen pormenorizado de la forma en que un parlamentario o comité
han utilizado los recursos y fondos que han recibido de la Corporación a
que pertenece. 

A más tardar el 31 de agosto de cada año, la
Comisión  de  Ética  y  Transparencia  del  Senado  o  de  la  Cámara  de
Diputados resolverán todos los asuntos sometidos a su consideración en
esta materia. Dentro de los cinco días siguientes a la fecha indicada se
publicarán en el sitio electrónico de cada Cámara todas las auditorías.

Si  alguna de las Comisiones señaladas en el
inciso  anterior  estimare,  en  cualquier  tiempo,  que  los  hechos  que  dan
lugar  a  los  reparos  u  objeciones,  pudieren  revestir  carácter  de  delito,
deberá  poner  los  antecedentes  en  conocimiento  de  la  Mesa  de  la
Corporación a que pertenece el respectivo parlamentario.

32.-  Intercálase,  a  continuación  del  epígrafe
“TÍTULO FINAL” el siguiente artículo 66 C, nuevo:

“Artículo  66 C.  Corresponde al  Presidente de
cada Cámara ejercer acciones en representación de ésta ante el Tribunal
Constitucional  y  los  tribunales  superiores  de  justicia.  Asimismo,  le
corresponderá denunciar los hechos que conozca en función de su cargo
y que revistan caracteres de delito y se vinculen con el mal uso de los
recursos destinados a financiar la función parlamentaria.  Lo anterior se
entenderá sin perjuicio de la facultad del ministerio público para ejercer la
acción penal.

En todo lo demás, la representación judicial y
extrajudicial  de  cada  Cámara  corresponde  al  respectivo  Secretario
General.”.

33.-  El  artículo  53 pasa a ser artículo  67,  sin
enmiendas.

34.-  Introdúcense,  en  el  inciso  primero  del
artículo 54, que pasa a ser artículo 68, las siguientes modificaciones:

a)  Sustitúyese,  en  la  segunda  oración,  la
expresión “el Congreso Nacional” por “cada Cámara”.
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b)  Intercálase,  en  la  tercera  oración,  a
continuación de la palabra “efectos” la frase “y sin perjuicio de lo dispuesto
en el artículo 66 A”.

35.- Los artículos 55 y 56 pasan a ser artículos
69 y 70, respectivamente, sin enmiendas.

36.- Reemplázase, en el artículo 3° transitorio,
el guarismo “48” por “52”.”

Artículos transitorios

Artículo  1°.  El  mayor  gasto  que  genere  la
aplicación  de  esta  ley,  incluido  el  que  irrogue  el  funcionamiento  del
Consejo  Resolutivo  de  Asignaciones  Parlamentarias  y  del  Comité  de
Auditoría Parlamentaria, durante el ejercicio presupuestario en que ésta
entre en vigencia, se financiará con cargo a los recursos ordinarios que
considera el presupuesto del Congreso Nacional. El Senado y la Cámara
de Diputados concurrirán, por iguales partes, a solventarlo, efectuando los
traspasos  internos  que  fueren  necesarios,  de  conformidad  con  lo
establecido en el artículo 68 de la ley N° 18.918.

Artículo  2°.  El  primer  Consejo  Resolutivo  de
Asignaciones  Parlamentarias  se  elegirá  dentro  de  los  noventa  días
siguientes a la publicación de esta ley.

Artículo  3°.  El  reglamento  del  Comité  de
Auditoría Parlamentaria deberá quedar aprobado a más tardar dentro de
los sesenta días siguientes a la publicación de esta ley. Las designaciones
del primer Comité de Auditoría Parlamentaria deberán efectuarse a más
tardar el 31 de enero de 2010 y el Comité deberá constituirse antes del 31
de marzo de 2010.

Artículo  4°.  Mientras  no  inicie  su
funcionamiento el Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias, las
respectivas  comisiones  de  régimen  de  cada  Cámara  conservarán  sus
atribuciones  para  establecer  el  destino  de  los  fondos  públicos  para  el
ejercicio de la función parlamentaria.

Asimismo, en tanto no comience a funcionar el
Comité de Auditoría Parlamentaria, las comisiones revisoras de cuentas
de cada Corporación seguirán efectuando el control de los fondos públicos
destinados  al  ejercicio  de  la  función  parlamentaria.  Las  comisiones
revisoras de cuentas, además del informe respecto del ejercicio terminado
el 31 de diciembre de 2009, deberán emitir un informe complementario,
relativo al uso de los fondos públicos destinados al ejercicio de la función
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parlamentaria, en el período comprendido entre el 1 de enero de 2010 y el
31 de marzo del mismo año.

Los informes sobre rendiciones de cuenta que
conozca  cada  Cámara  y  que  no  sean  observados,  se  entenderán
aprobados y no podrán ser objeto de nuevas revisiones.”.

Artículo  5º.  El  Senado  sólo  podrá  adoptar  el
acuerdo a que se refiere el inciso primero del artículo 3º A hasta el 11 de
marzo de 2010.”.

oooo

Acordado en sesiones celebradas los días 10 y
17 de octubre y 12 de diciembre de 2007; 10 de diciembre de 2008; 30 de
junio, 6, 13 y 27 de julio, 3, 5, 12, 17 y 31 de agosto; 2, 7, 8, 9, 14, 15 y 28
de septiembre; 6, 13 y 28 de octubre, y 3 y 10 de noviembre de 2009, con
asistencia  de  los  Honorables  Senadores  Señor  José  Antonio  Gómez
Urrutia (Presidente) (Guillermo Vásquez Úbeda),  señora Soledad Alvear
Valenzuela  (Hosain  Sabag  Castillo)  y  señores  Alberto  Espina  Otero
(Presidente),  Hernán  Larraín  Fernández  (Andrés  Chadwick  Piñera)
(Presidente) y Pedro Muñoz Aburto y de los Honorables Diputados señora
Laura  Soto  González  (Guillermo  Ceroni  Fuentes)  y  señores  Gabriel
Ascencio Mancilla (Jorge Burgos Varela),  Juan Bustos Ramírez (Marcelo
Díaz Díaz), Alberto Cardemil Herrera y Edmundo Eluchans Urenda.

Sala de la Comisión Mixta, a 11 de noviembre
de 2009.

RODRIGO PINEDA GARFIAS
 Secretario de la Comisión
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